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Editorial

Dtd

garantizar que el delito no resulte 
provechoso (crime doesn´t pay) 

La recuperación de activos se ha convertido en un eje transver-
sal de la política criminal a nivel mundial. Seguir el rastro del dinero y 
recuperar los activos es prioritario en la lucha contra la delincuencia, 
en particular, la delincuencia organizada, la corrupción, el blanqueo 
de capitales y la financiación del terrorismo. Para garantizar que el de-
lito no resulte provechoso (“Crime doesn´t pay”), dos medidas han 
adquirido en los últimos años gran protagonismo a nivel mundial: el 
embargo preventivo y el decomiso. No obstante, estas medidas sólo 
pueden ser aplicadas eficazmente si se basan en un sistema igualmente 
eficiente de identificación y seguimiento preventivo de los productos 
del delito, incluidos aquellos que han sido objeto de blanqueo de ca-
pitales. La lucha contra la delincuencia mediante el embargo y el de-
comiso depende de un enfoque global y mundial que abarque tanto la 
cooperación judicial como la de los servicios de investigación, facetas 
complementarias e indisociables de una misma política. 

La crisis de la COVID-19 ha provocado un cambio en la per-
cepción de las amenazas para la seguridad a nivel mundial, al poner 
de relieve la necesidad de garantizar la seguridad no sólo del entorno 
físico sino también digital, dado que estas amenazas se han vuelto más 
complejas. Los delincuentes se han aprovechado de la difuminación 
de los límites entre el mundo físico y el mundo digital, así como de la 
facilidad para delinquir en cualquier momento y en cualquier lugar, 
con las consiguientes dificultades que ello conlleva para seguir el rastro 
de los delincuentes y del dinero. Al comunicarse y cometer delitos en 
línea dejan rastros digitales, lo que exige adoptar las medidas que sean 
necesarias para garantizar que el delito no resulte rentable y para ga-
rantizar una respuesta moderna a los avances tecnológicos. 
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Los delincuentes se están aprovechando de la pandemia para 
cometer delitos y obtener pingües beneficios ilícitos, lo que explica, 
más que nunca, la necesidad de asegurarse de que el delito no salga 
rentable, que no resulte provechoso. No olvidemos que la lucha contra 
la financiación de la delincuencia es fundamental para descubrir, cas-
tigar y prevenir la delincuencia, al evitar que los beneficios obtenidos 
acaben infiltrándose en la economía legal y en la sociedad. 

El enfoque “sigue la pista del dinero” es de vital importancia 
para abordar los aspectos financieros de la delincuencia, ya que el ras-
tro financiero que dejan los delincuentes es un indicador clave de su 
actividad delictiva a la vez que proporciona a los investigadores pis-
tas muy útiles y pruebas de gran valor contra los autores, existiendo 
consenso mundial a la hora de reclamar una mejor explotación de la 
inteligencia financiera a fin de llevar a cabo una contribución más sig-
nificativa a la lucha contra la delincuencia organizada y grave, y lograr 
resultados reales en la lucha contra el mal uso del sistema financiero 
para el lavado de dinero y otras actividades delictivas. La investigación 
patrimonial es crucial en el orden penal para el castigo del blanqueo 
de capitales, al permitir capturar a los delincuentes por sus flujos eco-
nómicos, punto débil de las organizaciones delictivas, si bien debería 
de formar parte de todo tipo de investigaciones penales relativas a las 
organizaciones criminales. 

Para garantizar que el delito no resulte rentable, resulta fun-
damental promover el inicio temprano de investigaciones financieras, 
así como contar con una normativa sobre decomiso de los productos e 
instrumento del delito que permita que se convierta en un mecanismo 
eficaz para la recuperación de activos -temas que son abordados en dos 
trabajos del dossier especial-, además de reforzar la normativa contra 
el blanqueo de capitales y la lucha contra la corrupción, entre otras 
medidas a adoptar. 

Las investigaciones financieras y el análisis financiero de las 
actividades ilícitas como técnicas policiales permiten mejorar la iden-
tificación y el seguimiento de los productos del delito pues disponer 
a tiempo de información es esencial para las investigaciones penales 
sobre delitos graves, como la corrupción. No obstante, y a pesar de la 
importancia de las investigaciones financieras, se ha llamado la aten-
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ción sobre el escaso rendimiento que se obtiene de las mismas, debido, 
en parte, a que los cuerpos de seguridad carecen de las capacidades ne-
cesarias para llevar a cabo estas investigaciones de gran complejidad y 
muy onerosas.

De ahí la importancia de contar en la policía con profesionales 
altamente cualificados para llevar a cabo estas tareas de investigación 
financiera, de cuyas habilidades depende el éxito de las operaciones 
de lucha contra delitos económicos, y, en particular, de la corrupción, 
lacra de nuestra sociedad, y una de las actividades delictivas que más 
ha crecido en Brasil en las últimas décadas. De esas habilidades que 
deben tener los investigadores de la Polícia Federal para combatir estos 
delitos, y en especial la corrupción, se ocupan LIMA, SERRANO, 
FERREIREA y OLIVEIRA en su trabajo “Habilidades desejadas 
para o combate a crimes financeiros: percepção em uma institui-
ção federal”, con el que pretenden contribuir al desarrollo de la conta-
bilidad forense. Para conseguir ese objetivo han analizado, a partir de 
los resultados obtenidos de un cuestionario estructurado que se pasó 
dentro de la propia Polícia Federal, tanto las habilidades que poseen 
los contables forenses de la institución, como aquellas otras que sería 
deseable que poseyesen para contribuir a una mayor eficacia en la lucha 
contra los delitos económicos, entre las que destacan las relativas al uso 
de herramientas computacionales. 

Estas deficiencias en el uso de herramientas computacionales 
también han sido detectadas en el ámbito de la UE, lo que ha llevado a 
las autoridades europeas a realizar un análisis exhaustivo de las deficien-
cias y necesidades tecnológicas en el campo de la investigación digital, 
así como una análisis prospectivo con el fin de definir con precisión las 
necesidades de los investigadores y proponer acciones que permitan do-
tar a las autoridades nacionales de los respectivos Estados miembros, de 
las herramientas, del conocimiento y las competencias operativas nece-
sarias para efectuar investigaciones digitales, y adaptar a la policía a la era 
digital. La policía no sólo debe tener un acceso rápido a las pistas y pru-
ebas digitales, sino que además debe contar con tecnologías modernas y 
adaptarse a las nuevas formas de actuar de los delincuentes. 

También está disponible en esta edición, bajo el título “LEI 
DE BENFORD: uma análise da sua aplicabilidade em uma amos-
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tra de documentos fiscais apresentados nas prestações de contas 
de senadores da República”, de NUNES, SANTANA y CRUZ 
FILHO, otro estudio con potencial para despertar el interés de quie-
nes necesitan manejar grandes bases de datos y verificar el grado de 
cumplimiento de los registros financieros generados por los sistemas 
digitales. Situada a escala global, ¿podría la ley de Benford ser una es-
trategia capaz de colaborar con el esfuerzo mundial por recuperar los 
activos del crimen organizado?

Aun cuando normalmente se pone el foco de atención en la 
recuperación de activos en el ámbito de la delincuencia organizada y 
grave, para CAMPOS ALVES y CARVALHO FILHO, la política 
de recuperación de activos, no sólo se presenta como una herramienta 
útil para combatir esta delincuencia de gran complejidad que entraña 
una grave amenaza para la seguridad, sino también en otras investiga-
ciones no complejas. Desde una perspectiva novedosa, en su trabajo 
“A Recuperação indireta de ativos na perspectiva de investigações 
não complexas”, pretenden verificar si los operadores de la seguridad 
en el área de la investigación criminal, pueden actuar en investigacio-
nes no complejas conforme a esta política de recuperación de activos, 
impidiendo que el delito no resulte provechoso, para lo cual centran 
su estudio en la figura delictiva del robo y, en especial, en el robo de 
celulares. Con este planteamiento, abren el debate sobre la utilidad de 
la política de recuperación de activos en otros ámbitos delictivos. 

Como hemos avanzado, entre las medidas que engloba esta po-
lítica criminal dirigida a garantizar que el delito no resulte provechoso, 
nos encontramos con el decomiso de los productos del delito, medida 
indispensable para privar a los delincuentes del beneficio del delito. 
El decomiso del producto del delito está presente en las principales 
Convenciones de Naciones Unidas de lucha contra la delincuencia 
organizada (Convención de Palermo, 2000) y contra la corrupción 
(Convención de Mérida, 2003), así como otros instrumentos norma-
tivos aprobados a nivel regional. No obstante, la trasposición de estos 
instrumentos normativos en los respectivos ordenamientos jurídicos 
varía de unos países a otros, siendo muy dispar el marco normativo del 
decomiso del producto del delito. Esta disparidad es la que justifica 
y hace necesaria que se lleven a cabo estudios de derecho comparado 
como el que han llevado a cabo BATISTA/DA SILVA, bajo el título 
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“Decomiso no Direito Espanhol. Uma possibilidade para o Brasil, 
as inovações da Lei nº 13964, de 2019?, con el fin de enriquecer el 
debate jurídico sobre el respeto por parte de nuestros legisladores, de 
los principios propios del Estado de Derecho, y, en particular, del prin-
cipio de proporcionalidad en sentido amplio.

Téngase presente que, en el ámbito de las sanciones penales pa-
trimoniales contra la delincuencia organizada, entre las que se encuen-
tra el decomiso, se refleja muy bien la tensión entre el Derecho penal 
clásico y el Derecho Penal moderno, así como la tendencia a la conse-
cución de una mayor eficacia del Derecho Penal aún a costa de vulne-
rar y reducir los derechos fundamentales e infringir algunos principios. 
Como no nos cansamos de repetir, los fines no siempre justifican los 
medios y corremos el peligro de que nuestros respectivos legisladores, 
con la excusa de luchar de una manera eficaz contra la delincuencia 
organizada, o cualquier otra actividad delictiva, vulneren sistemática-
mente principios constitucionales y derechos fundamentales. 

Además de los artículos del dossier temático, los invitamos a leer 
el resto de trabajo incluidos este número de la Revista Brasileña de Cien-
cias Policiales, que versan sobre temas diversos y de gran interés, como 
el terrorismo, el principio de insignificancia, la criminología, la relación 
entre los medios de comunicación y la policía, y los delitos ambientales.

Sevilla, septiembre 2021

Dra. Teresa Aguado-Correa
Editor de Sección

Prof. Titular de Derecho Penal

Universidad de Sevilla - Sevilha, España
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RESUMO

A deflagração de grandes operações de combate à corrupção pela Polícia Federal Brasi-
leira é resultado do fortalecimento no país de uma rede de entidades que atuam na super-
visão, investigação e punição de atos relacionados a condutas administrativas. Este artigo 
analisa o perfil do servidor público que atua no combate a crimes financeiros, indicando 
possíveis gaps entre habilidades desejadas e encontradas nesses profissionais. Também 
é objeto de investigação a percepção desses profissionais quanto à comparação entre 
contabilidade forense e perícia criminal. Para tanto, foi realizada uma pesquisa de campo 
por meio da aplicação de questionário estruturado no âmbito da Polícia Federal. O resul-
tado apontou qualidades consideradas pelos policiais como relevantes para o combate 
a crimes financeiros e revelou que não há pleno alcance de algumas habilidades deseja-
das, principalmente no que se refere ao uso de ferramentas computacionais. Ademais, 
as evidências sugerem que há dúvida se a contabilidade forense e a perícia criminal são a 
mesma atividade. O avanço proporcionado pela pesquisa se revela no amadurecimento 
da discussão em torno do perfil profissional adequado para o enfrentamento dos crimes 
financeiros, bem como em uma maior divulgação da contabilidade forense no Brasil. 

Palavras-chave: crimes financeiros; contabilidade forense; perícia criminal.
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1. Introdução

O combate a crimes financeiros tem ganhado cada vez mais vi-
sibilidade no Brasil e no mundo. O cenário delineado é composto por 
operações policiais que envolvem pessoas de todas as nacionalidades e 
classes sociais, incluindo empresários, agentes políticos e outros per-
sonagens, com o cometimento de infrações penais variadas, tais como 
branqueamento de capitais, corrupção, desvio de dinheiro público e 
fraudes contábeis. A literatura vem avançando no que diz respeito às 
chamadas web (network) of accountability institutions, entidades que 
atuam em rede na supervisão, investigação e punição de atos relacio-
nados a condutas administrativas. Entre as instituições brasileiras que 
participam dessa rede, destaca-se a Polícia Federal (PF), órgão que 
combate mais de 50 tipos de crimes, sendo a corrupção um dos de-
litos que mais cresceu nas últimas décadas (ARANTES et al., 2010; 
ARANTES, 2011; PRAÇA; TAYLOR, 2014; LEVCOVITZ, 2014; 
MADEIRA; GELISKI, 2019).

O crime de corrupção é tido como um fenômeno complexo 
que invade aspectos individuais e coletivos. Revela-se em ato prati-
cado por particular (ativa) ou funcionário público (passiva) contra a 
administração pública, visando obter vantagem indevida, para si ou 
para outrem, por motivo da função que tal agente ocupe, não sendo 
imperioso que o ato de ofício pretendido esteja materializado, mas tão 
somente o vínculo entre a aceitação ou recebimento de vantagem in-
devida e a possibilidade de ato na esfera funcional. (SANTOS, 2019)

Nesse contexto, a contabilidade forense se revela um podero-
so instrumento, pois tem por escopo aplicar uma multiplicidade de 
conhecimentos na solução de crimes. Exige-se do especialista foren-
se uma gama de habilidades, como proatividade, objetividade, pensa-
mento crítico, análise dedutiva e conhecimento tecnológico, além de 
um arcabouço intelectual que, quando bem aplicado, contribui para 
redução dos efeitos negativos e nefastos gerados pelos crimes financei-
ros, tais como a corrupção.

Um dos operadores da contabilidade forense na PF é o Perito 
Criminal Federal da área de contabilidade e economia. Esse profis-
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sional aplica sua expertise na busca por esclarecimentos de fatos sob 
investigação e, principalmente, na produção da prova pericial. Não 
obstante, há outros atores nesse processo (delegados, agentes, escrivães 
e papiloscopistas), todos contribuindo, dentro de suas competências e 
atribuições, com as atividades de contabilidade forense desempenha-
das pelo órgão.

Embora instigante, o tema contabilidade forense tem tido pou-
ca atenção dos periódicos internacionais, os quais apresentam pouca 
diversidade nas linhas de pesquisa (DIGABRIELE; HUBER, 2015). 
Silva et al. (2018) investigaram os avanços e tendências nas pesquisas 
em Perícia Contábil no Brasil, entre os anos de 2006 e 2015, e con-
cluíram que o tema é pouco explorado nos periódicos brasileiros de 
contabilidade.

Isto posto, este artigo teve por objetivo investigar o perfil do 
policial federal que atua no combate a crimes financeiros, buscando-se 
mensurar a percepção dos profissionais que atuam na instituição quan-
to a habilidades citadas em estudos anteriores como relevantes para 
contabilidade forense, bem como identificar gaps entre as habilidades 
desejadas e as habilidades encontradas nesses profissionais. Também se 
buscou identificar a percepção desses profissionais quanto à similari-
dade (ou não) entre contabilidade forense e perícia criminal contábil-
-financeira. 

Esta pesquisa, metodologicamente, pode ser classificada como 
uma análise exploratória, pois almejou investigar empiricamente um 
cenário e oferecer aos pesquisadores maior intimidade com o tema. 
A base de dados foi construída a partir da aplicação de questionários 
estruturados para policiais federais, os quais responderam questões 
sobre o perfil do profissional que atua no combate a crimes financei-
ros, além de perguntas sobre contabilidade forense e perícia criminal. 
Os dados foram tratados por meio de estatística descritiva, testes para 
comparação de médias e regressão logística ordenada. 

Os resultados prévios indicaram, como já era esperado, que 
proatividade, análise dedutiva, pensamento crítico, objetividade, co-
municação escrita, atualização e conhecimento tecnológico são habili-
dades importantes para o bom desempenho dos policiais federais que 
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trabalham no combate a crimes financeiros. Porém, foi sinalizado que 
há déficit no que tange ao uso de ferramentas computacionais. Tam-
bém se observou que há incertezas quanto às semelhanças e diferen-
ças entre contabilidade forense e perícia criminal, sendo que a variável 
treinamento não se mostrou estatisticamente significativa na redução 
dessa incerteza, embora a análise gráfica sinalize o inverso.

O estudo está estruturado em cinco seções, iniciando-se por 
esta introdução. A segunda seção contempla breve revisão de litera-
tura, apresentando conceitos relacionados à contabilidade forense e à 
perícia contábil criminal, bem como tratando das habilidades desses 
profissionais. A terceira seção discorre sobre a metodologia utilizada 
na pesquisa e o processo de coleta de dados. A quarta seção apresenta 
e discute os resultados, sendo que as considerações finais encerram o 
trabalho na quinta e última seção.

2. referencial teórico

Dentre os crimes financeiros, a corrupção causa sérios efeitos 
negativos para um país. Este mal promove o desvirtuamento das ins-
tituições públicas para instrumentos de benefício privado e cria ine-
ficiências na prestação de serviços públicos, especialmente em países 
em desenvolvimento (EIYA; OTALOR, 2013). Isso diz respeito não 
apenas aos impostos elevados, mas também ao direcionando das ativi-
dades governamentais para setores em que é possível maior ação por 
parte de corruptores, criando uma cultura de democracia corrompida, 
onde direitos de cidadãos se tornam favores (WARREN, 2004).

O problema da corrupção sob uma ótica moralista é percep-
tível no Brasil, pois a discussão se desloca do mundo político para o 
mundo jurídico, em especial para a dimensão penal (AVRITZER; 
FILGUEIRAS, 2011). Isto desincentiva as instituições políticas a re-
solverem seus próprios problemas, “transferindo ao direito a capacida-
de de controlar as delinquências do homem público” (AVRITZER; 
FILGUEIRAS, 2011, p. 9). Por isso, se veem tantos processos judiciais 
para apuração de irregularidades na aplicação de recursos públicos. 
Ajustes morais decorrentes do contexto parecem liberar executivos 
ou proprietários de empresas a agirem de maneiras que normalmente 
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não agiriam (VAN ONNA, 2020), sinalizando que o ambiente aca-
ba por delimitar o comportamento delitivo (WELLS, 2014), o qual 
muitas vezes pode ser entendido como uma escolha racional por parte 
do criminoso que realiza uma análise de custo-benefício, mostrando 
preferências por crimes fáceis (baixo esforço), recompensadores (mais 
lucrativos) e seguros (menor risco de punição) (GILMOUR, 2016).

No que se refere às instituições brasileiras que buscam comba-
ter a corrupção, a efetividade das ações pode ser mensurada pela quali-
dade das relações estabelecidas entre os diferentes componentes dessa 
rede, destacando-se o Poder Judiciário, o Ministério Público Federal 
(MPF) e a PF. A Justiça é uma instituição reativa, cuja efetividade de-
pende das ações prévias desempenhadas pelo MPF e pela PF. Apesar 
de serem minoria no judiciário brasileiro, grandes casos de corrupção 
envolvendo médio e alto escalão governamentais implicam vultosas 
somas de dinheiro público e sofisticadas engenharias financeiras. Esses 
casos geralmente são escancarados para a sociedade por meio de gran-
des operações da PF, processo que tem garantido a recente visibilidade 
e legitimidade institucional do triângulo Justiça Federal, MPF e PF. 
(MADEIRA; GELISKI, 2019)

No que se refere ao setor empresarial, muitos estudiosos carac-
terizam a ocorrência da “contabilidade criativa” e do “caixa-dois” como 
corrupção. Trata-se de manipulação dos números contábeis de deter-
minada empresa com o fim de reportar posição financeira e patrimo-
nial mais favorável, podendo, inclusive, promover o desvio de recursos 
empresariais. A corrupção e suas variadas facetas prejudica o sistema 
econômico como um todo e tem o potencial de provocar muitos danos 
a uma nação (SILVA et al., 2009).

Para enfrentar essas e outras questões, aplica-se a contabilidade 
forense. Trata-se de um campo de conhecimento multidisciplinar (di-
reito, auditoria, contabilidade, finanças, economia, psicologia, socio-
logia e criminologia), no qual o profissional atua tanto na esfera civil 
como na criminal, em ações judiciais de natureza comercial ou pessoal 
(HUBER; DIGABRIELE, 2014). Crain et al. (2015) explicam que a 
atividade de contabilidade forense envolve a aplicação de habilidades 
especiais ligadas às áreas de contabilidade, auditoria, finanças, méto-
dos quantitativos, pesquisa e investigação, além de conhecimentos re-
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lacionados a normas legais. Para o American Institute of Certified Pu-
blic Accountants – AICPA (2020), os serviços de contabilidade forense 
envolvem a aplicação de conhecimentos especializados e habilidades 
de investigação com objetivo de coletar, analisar, avaliar e interpretar 
evidências e comunicar os achados.

Hegazy et al. (2017) esclarecem que a literatura norte-ameri-
cana é predominante na discussão da contabilidade forense. Contudo, 
ressaltam que existem aspectos relevantes para determinada jurisdição 
que podem não ser tão importantes para outra, a exemplo dos traba-
lhos de avaliação de ativos e testemunho como especialista, ações enfa-
tizadas no mercado americano e menos procuradas no Reino Unido.

No que tange à esfera criminal, Riahi-Belkaoui (2017) entende 
que o termo contabilidade forense pode ser empregado para descrever 
qualquer investigação de natureza financeira que pode ter consequên-
cias penais. Ou seja, a contabilidade forense é uma atividade impor-
tante no que concerne à elucidação de crimes (LOUWERS, 2015; 
HUBER; DIGABRIELE, 2014; AICPA, 2020), sendo que os servi-
ços forenses envolvem investigação de fraudes contábeis cada vez mais 
demandadas pelos setores corporativo e governamental (AKKEREN 
et al., 2013). Além de auxiliar na detecção de atos ilícitos, a contabili-
dade forense fortalece os meios fiscalizadores e punitivos (CARNEI-
RO et al., 2016). 

No entendimento de Porter e Crumbley (2012), o contador 
forense, e não o tradicional investigador policial, possui os requisitos 
necessários para solucionar crimes financeiros complexos. Os conta-
dores forenses precisam de treinamentos específicos e apropriados a 
fim de enfrentar os desafios da profissão e atingir resultados positivos 
na atividade. 

No Brasil, há forte equivalência entre o contador forense e o 
perito contador, sendo que, no cenário nacional, os serviços de conta-
bilidade forense poderiam ser realizados pelo perito contador (LUC-
CAS; RELVAS, 2013). De acordo com as Normas Brasileiras de 
Contabilidade (CFC, 2015), perito contábil é aquele profissional que 
exerce sua atividade de forma pessoal e possui profundo conhecimento 
adquirido com anos de experiência. Para a entidade, a perícia contábil 
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é caracterizada como um conjunto de procedimentos técnico-científi-
cos destinados a levar à instância decisória elementos de prova necessá-
rios a subsidiar a justa solução do litígio ou constatação de fato.

O contador forense e o perito contador possuem características 
semelhantes e diferentes. Na visão de Aquino e Imoniana (2017), ambos 
profissionais atuam com integridade, senso crítico e fortes valores morais 
na busca por resolução de conflitos; além de desempenharem atividades 
em um mercado de trabalho que os expõem a tentativas de interferência 
de terceiros, tais como manipulações de resultados decorrentes de su-
borno ou corrupção. Para os pesquisadores, esses profissionais possuem 
aprofundado conhecimento sobre contabilidade e direito, além de te-
rem noções de auditoria externa. Possuem habilidades de comunicação 
escrita e verbal, capacidade de entrevistar pessoas e coletar informações, 
bem como buscam se manter atualizados tecnicamente.

Em relação às diferenças, Aquino e Imoniana (2017) enten-
dem que a principal seria o escopo de atuação. Para os autores, a perícia 
contábil possui escopo mais abrangente, uma vez que a contabilidade 
forense se concentra em casos de prevenção e combate a fraudes e a 
perícia atua em diversas frentes, desde casos familiares até operações 
complexas de apuração de haveres entre sócios de grandes empresas. 
Os pesquisadores afirmam que a perícia contábil tem por fim apresen-
tar prova de algum acontecimento perante um órgão julgador, ao pas-
so que o resultado obtido pelo contador forense nem sempre auxiliaria 
uma decisão em meio jurídico ou arbitral, limitando-se, por vezes, ao 
ambiente interno das empresas. Por fim, quanto ao grau de expertise, 
o perito contador apresentaria maior conhecimento do assunto que se 
propõe analisar e mais experiência do que o contador forense.

Para Hegazy et al. (2017), a contabilidade forense é um campo 
em que as habilidades essenciais são amplas, sendo possível de serem 
executadas por diferentes profissionais, mas não ao ponto de uma úni-
ca pessoa desempenhar todos os papéis. As ações são desenvolvidas por 
equipes compostas por pessoas com habilidades complementares. Para 
os autores, trata-se de uma atividade multidisciplinar, menos focada na 
contabilidade do que o nome sugere.

DiGabriele (2008) afirmava que a crescente demanda do am-
biente de negócios (cenário de fraudes diversas) estimularia os progra-
mas acadêmicos em contabilidade a enfatizar e incentivar a contabi-
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lidade forense. Para o autor, a contabilidade forense norte-americana 
considerava que o contador forense deveria possuir qualidades como 
flexibilidade investigativa, habilidade analítica, conhecimentos jurídi-
cos, dentre outros fatores. No entanto, Carneiro et al. (2016) afirmam 
que há maior interesse e conhecimento da disciplina entre juristas do 
que entre contadores, revelando uma possível indefinição da classe 
contábil, inclusive com certa confusão com expressões e nomenclatu-
ras utilizadas na área, mostrando-se necessário uma maior difusão do 
conhecimento.

Mais recentemente, Santos Filho et al. (2017) pesquisaram 
as habilidades consideradas mais relevantes para o exercício da perí-
cia contábil criminal no Brasil. A conclusão dos pesquisadores foi no 
sentido de que esses profissionais precisam desenvolver habilidades 
como pensamento crítico, comunicação escrita e análise dedutiva. Os 
autores esclarecem que ter pensamento crítico é ser capaz de diferen-
ciar opinião de fato, sendo fundamental ao contador forense possuir 
habilidade de comunicação escrita para traduzir, de forma clara, suas 
conclusões para o usuário de seu trabalho. Já a análise dedutiva está 
relacionada à habilidade de focar em contradições financeiras que não 
se enquadram no padrão normal de uma tarefa.

Além das qualidades acima, Santos Filho et al. (2017) identi-
ficaram também outras três habilidades consideradas relevante para o 
perito criminal: proatividade, objetividade e atualização. Os autores 
ressaltam que perícias contábeis criminais envolvem, em geral, grande 
volume de material e assuntos complexos, o que justificaria as habilida-
des identificadas na pesquisa.

No entendimento de Akkeren et al. (2013), é exigido dos pro-
fissionais que atuam com contabilidade forense forte capacidade de 
comunicação escrita e oral, além de conhecimentos em tecnologia e 
habilidades de análise.

No que se refere à tecnologia, Louwers (2015) defende que 
esta é uma aliada do contador forense. Para Taylor (2011), a capacida-
de de interagir com ferramentas computacionais mostra-se habilidade 
relevante para o contador forense, uma vez que o avanço no proces-
samento de volumes de dados cada vez maiores franqueou acesso a 
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informações não disponíveis até pouco tempo para esse profissional. 
Nesse sentido, Rezaee e Wang (2018) exemplificam casos de emprego 
de Big Data na contabilidade forense: mapeamento de palavras-chave 
em documentos para identificar potenciais fraudes; uso de dados his-
tóricos de transações comerciais para confecção de modelos preditivos 
e identificação de operações suspeitas; mineração de bases de dados e 
cruzamentos de informações com objetivo de revelar atividades que re-
metem a conflito de interesse ou identidades falsas; uso de dashboards 
interativos (Business Intelligence) que favorecem a visualização e a in-
terpretação de informações; e uso de análise de rede social para detec-
tar relações ocultas, vendedores falsos ou contas bancárias fictícias. 

3. percurso metodológico

Realizou-se uma pesquisa de campo exploratória por meio da 
aplicação de questionário estruturado on-line com prévia-autorização 
da instituição e com garantia de anonimato. O universo da pesquisa foi 
o corpo de servidores da PF no Brasil. O órgão possuía cerca de 9000 
policiais na ativa no quarto trimestre de 2019, distribuídos em 5 cargos 
(agente, delegado, escrivão, papiloscopista e perito), lotados em dife-
rentes regiões da federação. Dentre as várias atribuições do órgão, está 
o combate a diferentes crimes financeiros, como corrupção, lavagem 
de dinheiro, fraude em processo licitatório e outros. Todos os policiais, 
dentro de suas atribuições, podem atuar nesse processo, seja conduzin-
do o inquérito, realizando diligências ou produzindo provas periciais.

A ferramenta de pesquisa utilizada foi o GoogleDocs, sendo 
que o link da pesquisa foi enviado a todos os e-mails corporativos dos 
servidores da PF em 18 de dezembro de 2019. Não houve fator de in-
centivo além do e-mail convidando o servidor policial a participar da 
pesquisa, sendo a participação facultativa. A coleta dos dados se deu 
durante o período de 18 de dezembro de 2019 a 28 de janeiro de 2020, 
obtendo-se 391 questionários respondidos. Foram descartados 3 ques-
tionários que apresentaram inconsistência nos dados, resultando em 
388 questionários válidos. O questionário estava dividido em 3 blocos: 
i) dados sociométricos; ii) perfil desejado do profissional que atua no 
combate a crimes financeiros e iii) perfil encontrado do profissional 
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que atua no combate a crimes financeiros1. A investigação do perfil 
profissional desejado teve por base qualidades mencionadas como 
relevantes nas pesquisas de DiGabriele (2008), Aquino e Imoniana 
(2017), Santos Filho et al. (2017), Louwers (2015) e Taylor (2011), 
dentre outras. Por sua vez, a análise do perfil encontrado teve por 
base o estudo de Santos Filho et al. (2017), por meio do qual foram 
identificadas as habilidades: proatividade, objetividade e atualização 
como relevantes para a perícia contábil criminal, mas não investigadas 
à época. Assim, a pesquisa buscou aprofundar essa análise, incluindo 
a investigação quanto à habilidade desse profissional no manuseio de 
ferramentas tecnológicas. Ainda, buscou-se identificar em que medida 
os respondentes entendiam que contabilidade forense e perícia contá-
bil criminal são a mesma atividade ou se possuem o mesmo escopo e 
produzem o mesmo resultado.

Antes de iniciar a pesquisa, embora a pesquisa não foque ape-
nas em especialistas, validou-se o instrumento com aplicação do ques-
tionário e posterior discussão do modelo junto a uma amostra reduzi-
da de especialistas em crimes financeiros (2 peritos criminais, 1 agente 
e 1 papiloscopista), promovendo-se eventuais correções.

Como forma de tabular as respostas, optou-se pela escala Li-
kert de 1 a 5 (1 = discordo totalmente, 2 = discordo parcialmente, 3 = 
indiferente, 4 = concordo parcialmente e 5 = concordo totalmente), 
pois essa escala apresenta resultados semelhantes a escala de 1 a 7 e 
demanda menos tempo dos respondentes (DALMORO; VIEIRA, 
2013). A fim de verificar a confiabilidade do instrumento, os resul-
tados encontrados pelos questionários foram validados por meio do 
Alpha de Cronbach. A amostra foi composta por 388 questionários 
válidos. 

Para validação do tamanho da amostra coletada, optou-se por 
uma formulação2 usada em pesquisas nas quais se deseja estimar di-
versos parâmetros, especialmente proporções (ou percentagens) de 
ocorrência de determinados atributos (BARBETTA, 2014). Conside-

1  O questionário aplicado estava estruturado em 4 partes, incluindo um mapeamento de 
comportamentos delinquentes aceitáveis, tema que será objeto de outro estudo. 

2  Essa formulação baseia-se na estimação de uma proporção, no caso de maior heterogeneidade, sob o 
nível de confiança aproximado de 95% (BARBETTA, 2014).
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rando a população de 9000 policiais, com erro amostral tolerável de 
5%, encontra-se uma amostra mínima recomendada de 383 policiais, 
sendo  uma primeira aproximação da amostra,  o tamanho da amostra,  
o tamanho da população e  o erro amostral tolerável. 

Assim, como a pesquisa obteve 388 participações consideradas 
válidas, tem-se uma amostra representativa para a análise pretendida. 
Para consolidação e apresentação inicial dos dados, foi elaborada a Ta-
bela 1, a qual contém estatística descritiva para os dados sociométricos.

Tabela 1. Estatística descritiva (dados sociométricos)

Variáveis categóricas Resultados

Sexo Masculino: 346
Feminino: 42

89,00%
11,00%

Idade

< 24 anos: 1
Entre 24 e 32 anos: 42

Entre 33 e 41 anos: 107
Entre 42 e 50 anos: 148

> 50 anos: 90

0,26%
10,82%
27,58%
38,14%
23,20%

Cargo

APF: 185
DPF: 73
EPF: 43
PCF: 74
PPF: 13

47,68%
18,81%
11,08%
19,07%

3,35%

Classe

Especial: 270
Primeira: 13
Segunda: 67
Terceira: 38

69,59%
3,35%

17,27%
9,79%
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Variáveis categóricas Resultados

Qualificação acadêmica

Graduação: 178
Especialização: 148

Mestrado: 52
Doutorado: 10

45,88%
38,14%
13,40%

2,58%

Experiência profissional na PF

< 6 anos: 84
Entre 6 e 10 anos: 34

Entre 11 e 15 anos: 137
Entre 16 e 20 anos: 91

> 20 anos: 42 

21,65%
8,76%

35,31%
23,45%
10,82%

Experiência profissional fora da PF

< 6 anos: 149
Entre 6 e 10 anos: 102
Entre 11 e 15 anos: 70
Entre 16 e 20 anos: 39

> 20 anos: 28

38,40%
26,29%
18,04%
10,05%

7,22%

Experiência profissional na área de 
combate a crimes financeiros

< 6 anos: 298
Entre 6 e 10 anos: 53

Entre 11 e 15 anos: 28
Entre 16 e 20 anos: 6

> 20 anos: 3

76,80%
13,66%

7,22%
1,55%
0,77%

Treinamento na área de combate a 
crimes financeiros

Não: 186
Sim: 202

47,94%
52,06%

Área de atuação no combate a 
crimes financeiros

Não: 224
Sim: 153

Não sei: 11

57,73%
39,43%

2,84%
Considerando apenas os servidores que atuam na área de crimes financeiros 
(153 respondentes)

Experiência profissional na área de 
combate a crimes financeiros

< 6 anos: 90
Entre 6 e 10 anos: 32

Entre 11 e 15 anos: 23
Entre 16 e 20 anos: 5

> 20 anos: 3

58,82%
20,92%
15,03%

3,27%
1,96%

Treinamento na área de combate a 
crimes financeiros

Não: 37
Sim: 116

24,18%
75,82%

Fonte: Elaborada pelos autores.

Acredita-se que a composição da amostra obtida reflita a popu-
lação em suas principais características. Participaram da pesquisa 346 
homens (89%) e 42 mulheres (11%). Cerca de 66% dos respondentes 
indicaram idade entre 33 e 50 anos, e 23% mais que 50 anos. Em rela-
ção à área de formação3, 169 apontaram possuir o curso de direito, 53 
de contabilidade, 46 de administração, 18 de informática, 9 de econo-

3  Os dados de formação dos respondentes não foram tabulados.
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mia e 157 outros cursos, sendo que 73 informaram duas ou mais for-
mações acadêmicas e apenas 13% possuíam mestrado e 3% doutorado. 
O servidor ocupante do cargo de Agente de Polícia Federal foi o que 
mais respondeu a pesquisa (185), seguido dos cargos de Perito Cri-
minal Federal (74) e Delegado de Polícia Federal (73). A maior par-
ticipação de homens na pesquisa, bem como respondentes formados 
em direito e ocupantes do cargo de agente, foi considerada apropriada, 
tendo em vista se tratar de um órgão de segurança pública. 

A maioria dos participantes sinalizou estar na classe especial 
(69%), indicando mais de 10 anos de tempo de serviço no órgão. Apro-
ximadamente 64% dos respondentes indicaram ter menos que 10 anos 
de experiência profissional antes de ingressar na instituição, sendo a 
maioria destes com menos que 6 anos de experiência. Grande parte da 
amostra (77%) possuía menos que 6 anos de experiência profissional 
no combate a crimes financeiros, o que pode ser reflexo da diversida-
de de atribuições do órgão, mas também da dificuldade de recrutar e 
manter servidores nos setores ligados ao combate a crimes financeiros.

A maioria dos participantes (58%) não atuava em unidades do 
órgão voltadas ao combate a crimes financeiros, embora 52% tenham 
participado de treinamento na área nos últimos 5 anos. Dentre os ser-
vidores que apontaram atuar na área (153), 76% (116) sinalizou ter 
participado de treinamento nos últimos 5 anos. 

Todas as unidades da federação participaram da pesquisa. Os 
estados que mais contribuíram com a pesquisa (Figura 1) foram DF 
(80), SP (36), RS (28) e PR (25), locais que, nos últimos anos, capita-
nearam diversas operações policiais contra crimes financeiros, dentre 
elas a Operação Lava Jato, cujo início se deu no Paraná e depois teve 
continuidade em diversos estados. Ao que tudo indica, a maior partici-
pação do Distrito Federal se deve ao fato de os órgãos centrais da insti-
tuição serem localizados em Brasília, havendo assim maior quantidade 
de servidores nessa cidade.
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Figura 1. Distribuição dos participantes da pesquisa.

Obs.: Sistema “UF; quantidade de respondentes”. O estado do Rio Grande do Norte teve 1 
participação (item da figura que não possui legenda).

Fonte: Elaborada pelos autores.

4. Resultados

Para apresentar e discutir os dados coletados relativos ao perfil 
do profissional que atua no combate a crimes financeiros, foi elabora-
da a Tabela 2 contendo estatística descritiva, o que permitiu conhecer 
qual a tendência central dos respondentes, tendo sido utilizada a escala 
Likert 1 a 5 (1 = discordo totalmente, 2 = discordo parcialmente, 3 = 
indiferente, 4 = concordo parcialmente e 5 = concordo totalmente).

Tabela 2. Estatística descritiva.

Variáveis Escala Likert
(1 = discordo totalmente a 5 = concordo 

totalmente)
Média Desvio-padrão

Perfil desejado do profissional que atua no combate a crimes financeiros

Proatividade 4,69 0,62
Análise dedutiva 4,63 0,63
Pensamento crítico 4,71 0,58
Objetividade 4,77 0,49
Comunicação escrita 4,70 0,54
Atualização 4,83 0,41
Conhecimento multidisciplinar 3,67 1,05
Conhecimento tecnológico 4,73 0,56
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Perfil encontrado do profissional que atua no combate a crimes financeiros

Eu atuo com objetividade 4,34 0,75
Eu me mantenho atualizado 4,05 0,82
Eu demonstro proatividade 4,28 0,76
Eu me vejo apto a utilizar ferramentas 
computacionais 3,65 1,21

Obs.: Alpha de Cronbach igual a 0,67 para cada seção do questionário (“perfil desejado” e 
“perfil encontrado”).

Fonte: Elaborada pelos autores.

No que se refere ao perfil desejado do profissional que atua no 
combate a crimes financeiros, constatou-se uma distribuição forte-
mente inclinada à direita (alta concordância) para as 8 características 
pesquisadas, apresentando distribuição com inclinação mais moderada 
apenas para a característica referente a conhecimento multidisciplinar. 
Em 7 características, a média foi igual ou superior a 4,63; com desvio 
padrão não maior do que 0,63. Já para conhecimento multidisciplinar, 
a média foi 3,67 e o desvio padrão 1,05; o maior identificado no grupo. 

Dessa forma, observou-se a importância para o combate a cri-
mes financeiros de determinadas características sinalizadas em estudos 
anteriores sobre contabilidade forense e perícia criminal. Aspectos 
de proatividade, análise dedutiva, pensamento crítico, objetividade, 
comunicação escrita, conhecimento tecnológico e atualização foram 
destacados pelos policiais como importantes no enfrentamento aos 
crimes financeiros. Por sua vez, o fator conhecimento multidisciplinar 
apresentou importância menor que os demais fatores, sinalizando que 
ter grande conhecimento e experiência em contabilidade, auditoria, 
investigação, compliance e conhecimentos jurídicos não é fator prepon-
derante para atuar nessa área policial.

Quando perguntados sobre 4 características do perfil encontra-
do nesse profissional, verificou-se novamente distribuição fortemente 
inclinada à direita (alta concordância), com exceção para a caracterís-
tica conhecimento tecnológico. Enquanto objetividade, atualização e 
proatividade tiveram média igual ou superior a 4,05 e desvio padrão 
não maior que 0,82; conhecimento tecnológico teve média e desvio 
padrão igual a 3,65 e 1,21; respectivamente. 
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Para comparar a percepção dos respondentes, foi elaborada a 
Tabela 3, a qual permitem avaliar as diferenças entre o perfil desejado 
e o perfil encontrado do profissional que atua no combate a crimes 
financeiros, resultado mais facilmente observado na Figura 2. Consi-
derando toda a amostra de 388 participantes, cotejou-se as respostas, 
tendo como critério de comparação as variáveis objetividade, atualiza-
ção, proatividade e conhecimento tecnológico.

Tabela 3. Perfil do profissional que combate crimes financeiros na PF.

Variáveis Escala Likert
(1 = discordo totalmente
5 = concordo totalmente)

Perfil desejado
n = 388
Média

(Desvio-padrão)

Perfil encontrado
n = 388
Média

(Desvio-padrão)

Objetividade 4,7706
(0,4891)

4,3402
(0,7490)

Atualização 4,8299
(0,4091)

4,0541
(0,8257)

Proatividade 4,6881
(0,6210)

4,2835
(0,7588)

Conhecimento tecnológico 4,7320
(0,5571)

3,6521
(1,2136)

Fonte: Elaborada pelos autores.

Figura 2. Perfil do profissional que combate crimes financeiros.

Fonte: Elaborada pelos autores.
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Frisa-se que, embora os respondentes tenham considerado 
conhecimento tecnológico um fator relevante para quem atua nesse 
campo, essa habilidade ainda não é plenamente encontrada nos ser-
vidores que atuam no combate a crimes financeiros. Em tempos de 
quarta revolução industrial e tecnologias disruptivas, a pesquisa sugere 
haver uma lacuna a ser preenchida a fim de se ganhar efetividade na 
persecução penal. Vale registrar que apenas 18 respondentes (4,6% do 
total de 388) informaram possuir formação em cursos na área de in-
formática, o que pode ser um indicativo da necessidade de ajuste na 
seleção de candidatos à carreira policial. A Tabela 4 resume os achados 
da pesquisa sobre o perfil do profissional que atua no combate a crimes 
financeiros na PF.

Tabela 4. Habilidades relevantes versus habilidades encontradas para o combate a 
crimes financeiros.

Característica
Considerada pelos policiais 

como relevante para o combate 
aos crimes financeiros.

Encontrada nos 
policiais que atuam no 

combate aos crimes 
financeiros.

Proatividade Concordância alta. Concordância alta.
Análise dedutiva Concordância alta. *
Pensamento crítico Concordância alta. *
Objetividade Concordância alta. Concordância alta.
Comunicação 
escrita Concordância alta. *

Atualização Concordância alta. Concordância alta.
Conhecimento 
multidisciplinar Concordância moderada. *

Conhecimento 
tecnológico Concordância alta. Concordância mode-

rada.

(*) Característica não pesquisada do ponto de vista do perfil encontrado.
Fonte: Elaborada pelos autores.

No que concerne ao questionamento sobre contabilidade fo-
rense e perícia criminal, os participantes indicaram discordar que se 
tratam da mesma atividade (média 2,58), sendo que, quando pergun-
tados se a contabilidade forense e perícia criminal possuem o mesmo 
escopo e produzem o mesmo resultado, os resultados sinalizaram no-
vamente discordância, porém mais próximo do valor neutro (média 
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2,74). O desvio padrão foi 1,14 e 1,15, respectivamente, indicando 
certa dispersão nas respostas, conforme exposto na Tabela 5.

Tabela 5. Estatística descritiva (contabilidade forense versus perícia criminal).

Variáveis Escala Likert
(1 = discordo totalmente a 5 = concordo 

totalmente)
Média Desvio-padrão

Contabilidade forense e perícia criminal são a 
mesma atividade 2,58 1,14

Contabilidade forense e perícia criminal pos-
suem o mesmo escopo e produzem o mesmo 

resultado
2,74 1,15

Fonte: Elaborada pelos autores.

Já a Figura 3 demonstra a distribuição das respostas, sendo o 
eixo das abscissas a escala Likert e o eixo das ordenadas a frequência 
relativa das respostas. Pode-se observar que grande parte dos partici-
pantes sinalizou sua resposta ao centro da escala. De acordo com Dal-
moro e Vieira (2013), a opção pela resposta central pode significar 
ambivalência (concorda e discorda ou nem concorda nem discorda) 
ou indiferença do respondente.

Figura 3. Contabilidade Forense versus Perícia Criminal.

Fonte: Elaborada pelos autores.
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Hauser (2018) encontrou evidências de que treinamentos an-
ticorrupção são efetivos na redução de comportamentos corruptos em 
executivos. A fim de ampliar as análises da presente pesquisa, optou-se 
por separar os respondentes de acordo com a participação ou não em 
treinamentos voltados ao combate a crimes financeiros, além de inves-
tigar se há diferenças entre as subamostras no que se refere ao entendi-
mento sobre contabilidade forense e perícia criminal.

Constatou-se que os respondentes que não participaram de 
treinamento mantiveram a maior concentração de respostas ao cen-
tro, novamente sinalizando indiferença, incerteza ou neutralidade. 
Por outro lado, os servidores que participaram de capacitações na área 
indicaram menos respostas na zona neutra da escala, com maior dis-
tribuição de respostas à esquerda, sinalizando maior entendimento de 
que contabilidade forense e perícia criminal não são a mesma atividade 
e possuem escopo e resultados diferentes. As respostas dos subgrupos 
podem ser visualizadas na Figura 4.

Figura 4. Contabilidade Forense versus Perícia Criminal, considerando o fator treinamento.

Fonte: Elaborada pelos autores.

Dando continuidade à análise sobre a influência ou não do 
treinamento no entendimento dos participantes, os pesquisadores op-
taram pelo uso da estatística descritivo-comparativa. Assim, a amostra 
com 388 elementos foi dividida em duas subamostras, tendo por base 
o critério treinamento (se o respondente participou ou não de treina-
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mento voltado ao combate a crimes financeiros nos últimos 5 anos). 
As subamostras foram comparadas estatisticamente em relação às duas 
perguntas que tratavam de contabilidade forense e perícia criminal, 
utilizando-se testes não pareados para comparação das médias, cujo 
resultado está apresentado na Tabela 6. (PINHEIRO et al., 2009)

Tabela 6. Estatística descritivo-comparativa (contabilidade forense versus perícia 
criminal).

Variáveis Escala Likert
(1 = discordo totalmente
5 = concordo totalmente)

Participou de 
treinamento

n = 202
Média

(Desvio-padrão)

Não participou de 
treinamento

n = 186
Média

(Desvio-padrão)

Diferença das 
médias

t estatístico
(p-valor)

Contabilidade forense 
e perícia criminal são a 
mesma atividade

2,5148
(1,1656)

2,6505
(1,1175)

-1,1653
(0,2446)

Contabilidade forense e 
perícia criminal possuem o 
mesmo escopo e produzem 
o mesmo resultado

2,6733
(1,1698)

2,8064
(1,1144)

-1,1430
(0,2537)

Fonte: Elaborada pelos autores. Nível de significância de 5%.

Considerando o nível de significância de 5%, foi possível ve-
rificar que não houve diferença estatisticamente significativa entre as 
subamostras, quando comparados os grupos divididos pela partici-
pação ou não em treinamentos. Diante dos gráficos da Figura 3, que 
sugeriram outra conclusão, procedeu-se ao teste de normalidade das 
subamostras, uma vez que testes para comparação das médias tem 
como pré-requisito a distribuição normal. Observou-se que a hipótese 
de normalidade foi rejeitada4 para as respostas do subgrupo que reali-
zou os treinamentos. Considerando que a distribuição não normal das 
amostras pode ter levado a testes viesados na análise por meio de esta-
tística descritivo-comparativa (PINHEIRO et al., 2006), procedeu-se 
alternativamente à análise com regressão logística ordenada com auxí-
lio do software EViews.

A variável dependente da regressão logística foi representada 
pelas perguntas que comparavam contabilidade forense e perícia cri-
minal. Para cada pergunta foi criada uma variável, agregando-se os 
resultados originais em 3 níveis: 1 = discordância (escala original: 1 

4  Jarque-Bera com nível de significância de 5%.
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= discordo totalmente e 2 = discordo parcialmente); 2 = indiferen-
te (escala original: 3 = indiferente); e 3 = concordância (escala origi-
nal: 4 = concordo parcialmente e 5 = concordo totalmente). Assim, 
foram estimadas 2 regressões logísticas, uma para cada pergunta que 
equiparava contabilidade forense e perícia criminal. Como variável in-
dependente, utilizou-se nas regressões a variável binária treinamento 
(1 = possui treinamento e 0 = não possui treinamento). Optou-se por 
não adicionar variáveis de controle, conforme demonstrado na Tabela 
7. Para contornar problemas decorrentes de heteroscedasticidade, fo-
ram utilizados os erros padrão corrigidos para heteroscedasticidade de 
White (BROOKS, 2014; GUJARATI, 2008).

Tabela 7. Variáveis das regressões logísticas.

Variáveis Descrição

Contabilidade forense e perícia criminal 
são a mesma atividade

Variável dependente.
1 = discordo

2 = indiferente
3 = concordo

Contabilidade forense e perícia criminal 
possuem o mesmo escopo e produzem o 

mesmo resultado

Variável dependente.
1 = discordo

2 = indiferente
3 = concordo

Treinamento
Variável independente binária.

1 = possui treinamento
0 = não possui treinamento

Fonte: Elaborada pelos autores.

Considerando o nível de significância de 5%, as regressões 
indicaram novamente que a variável treinamento não é significativa 
(resultados não tabulados), o que vai ao encontro dos achados sinaliza-
dos pelos testes não pareados para comparação das médias. Em suma, 
seja por meio de testes não pareados para comparação das médias ou 
através de estimativa de regressão logística, foi verificado que a variável 
treinamento não é estatisticamente significativa na análise comparati-
va, embora a análise visual dos gráficos sugira entendimento contrário.

Em relação à comparação entre contabilidade forense e perícia 
criminal, o resultado da pesquisa indica que há, dentre os policiais fe-
derais, certa incerteza quanto às características de cada atividade. Do 
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total de 388 participantes, 150 indicaram a resposta neutra quando in-
dagados se as atividades são iguais e 155 optaram pela resposta central 
na pergunta que sugeria que as atividades possuem o mesmo escopo e 
produzem resultados iguais. 

5. considerações finais

Este estudo teve por propósito analisar o perfil do policial fede-
ral que atua no combate a crimes financeiros. Buscou-se mensurar a per-
cepção dos profissionais que atuam na instituição quanto a habilidades 
apontadas em pesquisas anteriores como importantes para contabilida-
de forense, bem como revelar (des)equilíbrio entre as habilidades dese-
jadas e as habilidades encontradas nesses profissionais. Ainda, a pesquisa 
teve por intuito observar o entendimento dos servidores em relação às 
semelhanças (ou não) entre contabilidade forense e perícia criminal.

Os resultados apontaram que as principais habilidades deseja-
das são: proatividade, análise dedutiva, pensamento crítico, objetivi-
dade, comunicação escrita, atualização e conhecimento tecnológico. 
Assim, foram confirmadas como características importantes para o 
combate a crimes financeiros quase todas as habilidades mencionadas 
em estudos anteriores, destacando-se a exceção para conhecimento 
multidisciplinar, variável que recebeu menor importância por parte 
dos participantes da pesquisa, o que vai de encontro ao sugerido por 
estudos anteriores.

Ponto relevante da pesquisa foi a constatação de lacuna no cam-
po de conhecimento tecnológico, uma vez que essa variável apresentou 
a maior amplitude entre habilidade desejada e habilidade encontrada 
nos profissionais que combatem crimes financeiros. O avanço das tec-
nológicas disruptivas e a modernização das organizações criminosas, 
aliados ao resultado da pesquisa, indicam que as instituições de segu-
rança pública precisam direcionar esforços em busca de maior difusão 
de ferramentas computacionais que ampliem a “caixa de ferramentas” 
dos contadores forenses, o que poderá refletir em maior efetividade 
no combate aos crimes financeiros, tais como corrupção, lavagem de 
dinheiro e desvio de recursos públicos.
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A pesquisa sinalizou, ainda, haver alguma incerteza por parte 
dos policiais federais sobre as semelhanças e diferenças entre contabili-
dade forense e perícia criminal. Quando questionados se as atividades 
são iguais, houve predomínio de respostas neutras, o que sugere incer-
teza ou dúvida. Dentre as explicações possíveis para tal resultado, duas 
hipóteses são suscitadas: baixa discussão acadêmica/profissional sobre 
essas atividades ou entendimento equivocado de que as atividades são 
tão próximas que se equiparam.

Sob o ponto de vista prático, os pesquisadores entendem que as 
atividades não são iguais, embora haja uma zona comum entre os dois 
campos de atuação. Enquanto a contabilidade forense orienta uma 
atuação ampla, exploratória e multidisciplinar, cabendo ser desem-
penhada por diversos atores, a perícia criminal pauta-se (mas não se 
limita) nos quesitos e busca ter maior foco durante suas análises, sen-
do esta atividade atribuição específica de peritos oficiais. Numa visão 
mais simplista, pode-se entender a perícia criminal contábil-financeira 
como uma espécie do gênero contabilidade forense, ambas destinadas 
a auxiliar o Estado na apuração de crimes, ressaltando que todo perito 
pode desenvolver atividades de contabilidade forense, mas nem todo 
contador forense pode atuar como perito. 

Apesar de os testes estatísticos sinalizarem o contrário, acre-
dita-se, com base na análise gráfica, que treinamentos voltados para 
o enfrentamento a crimes financeiros sejam medidas oportunas para 
aumentar a difusão de conhecimentos e reduzir esse quadro de incer-
teza/neutralidade apontado pelos participantes da pesquisa, no que se 
refere à contabilidade forense e à perícia criminal.

Como limitações da pesquisa, pode-se mencionar que o estudo 
contou com a participação apenas de servidores federais que atuam no 
âmbito da PF, o que restringe os achados relacionados à contabilidade 
forense no Brasil, pois a atividade é exercida também por outros órgãos 
e entidades não governamentais, como por exemplo, polícias civis es-
taduais e empresas privadas de auditoria e advocacia. Outra limitação 
recai na possibilidade de que os participantes tenham entendido que o 
resultado da pesquisa poderia ser utilizado indevidamente para outros 
fins, como indicação para cargo de confiança, seleção para setores com 
alta concorrência interna, critério para remoção ou até monitoramento 
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das atividades do servidor, enviesando os resultados. Ainda, o período de 
aplicação do questionário foi dezembro e janeiro, época em que há maior 
quantidade de servidores em gozo de férias, o que pode ter limitado o 
tamanho da amostra (embora considerado estatisticamente adequado).

Apesar dos limites, este estudo teve por intenção contribuir 
para o desenvolvimento da contabilidade forense no Brasil, uma vez 
que se propôs a discutir o perfil do profissional que trabalha na área, 
inclusive sob o ponto de vista dos próprios profissionais. Para even-
tuais melhorias e estudos futuros, sugere-se o foco em habilidades pro-
fissionais específicas para o combate ao crime de corrupção, delito que 
vem crescendo nas estatísticas criminais, investigando inclusive os im-
pactos profissionais decorrentes de treinamentos anticorrupção. Tam-
bém se sugere o desenvolvimento de pesquisas relacionadas ao campo 
tecnológico na contabilidade forense, métodos computacionais de in-
vestigação e emprego de ferramentas de Big Data no combate a crimes 
financeiros, uma vez que foi observada a carência por maior difusão de 
conhecimento nessa área. 

Acredita-se que esta pesquisa possa contribuir com estudos em 
desenvolvimento na área de contabilidade forense. O conhecimento 
sobre as habilidades do servidor federal no enfrentamento a crimes fi-
nanceiros precisa transcender sua função tradicional. Esta se mostra 
uma agenda de pesquisa fundamental para a ciência social e para as 
políticas públicas. Por fim, espera-se que este trabalho possa motivar 
pesquisas semelhantes que busquem aproximar a academia dos prati-
cantes em prol da resolução de problemas da sociedade.
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Desired skills to fight financial crimes: 
perceptions in a federal institution in 
brazil

ABSTRACT

The execution of anti-corruption operations by the Brazilian Federal Police results from 
the strengthening in the country of the web of control, a network of entities that act in the 
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supervision, investigation and punishment of actions related to administrative conduct. 
This article analyzes the profile of public servant who works against financial crimes, in-
dicating possible gaps between desired and found skills. The perception of these profes-
sionals regarding the comparison between forensic accounting and accounting experts is 
also investigated. To this end, a survey was carried out by applying a structured question-
naire to the Brazilian Federal Police. The result pointed out qualities considered by the 
officers as relevant to combat financial crimes and revealed that there is no full reach of 
some desired skills, especially about the use of computational tools. Furthermore, evi-
dences suggest that there is doubt whether forensic accounting and accounting experts 
are the same activity. The research may offer a source of data to enhance the discussion 
about the appropriate professional profile to fighting financial crimes. Also, the paper 
intends to promote greater dissemination of forensic accounting in Brazil. 

Keywords: financial crimes; forensic accounting; criminal expertise.

Habilidades deseadas para combatir los 
delitos financieros: percepciones en una 
institución federal en brasil

RESUMEN

El estallido de importantes operativos para combatir la corrupción por parte de la Po-
licía Federal de Brasil es el resultado del fortalecimiento en el país de una red de entida-
des que trabajan en la supervisión, investigación y sanción de actos relacionados con la 
conducta administrativa. Este artículo analiza el perfil de un servidor público que actúa 
en la lucha contra los delitos financieros, indicando posibles brechas entre las habilida-
des deseadas y encontradas en estos profesionales. También se investiga la percepción 
de estos profesionales con respecto a la comparación entre la contabilidad forense y la 
criminalistica. Por lo tanto, se llevó a cabo una investigación de campo mediante la apli-
cación de un cuestionario estructurado dentro de la policía federal. El resultado señaló 
cualidades consideradas por la policía como relevantes para combatir los delitos finan-
cieros y reveló que no hay pleno alcance de algunas habilidades deseadas, especialmente 
con respecto al uso de herramientas computacionales. Además, las pruebas sugieren 
que hay dudas sobre si la contabilidad forense y la criminalistica son la misma actividad. 
Los progresos proporcionados por la investigación se revelan en la madurez de la discu-
sión sobre el perfil profesional adecuado para hacer frente a los delitos financieros y en la 
mayor difusión de la contabilidad forense en Brasil. 

Palabras-clave: delitos económicos; contabilidad forense; experiencia criminal.
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RESUMO

O presente trabalho buscou analisar a viabilidade político-criminal, sob o aspecto da 
legitimidade do instituto do Decomiso, a teor das últimas reformas promovidas pela 
Lei Orgânica da Espanha 1/2015, de 30 de março, ao direito brasileiro.
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titucionais. 

1. Considerações iniciais. evolução histórica 
do direito penal. do pacto social ao estado.

A definição de Estado, em breves e ousadas linhas, pode ser des-
crita como uma sociedade, fixada em um território, a qual exerce, dentro 
desses limites, o poder político, cujo objetivo é a busca do bem comum.

Bobbio (2000, p. 134) continuaria afirmando que o Estado, do 
ponto de vista jurídico, é, da mesma forma, o sistema jurídico ao qual 
se atribui a aplicação de suas regras, a fim de garantir o monopólio da 
força e o exercício exclusivo do poder coercitivo. Nesta senda, o Estado 
representaria a manifestação da vontade dos indivíduos (pacto social)1 
e, simplesmente, desempenhando papel negativo na garantia das liber-
dades individuais. 

1  Thomas Hobbes, John Locke e Jean Jacques Rousseau, autores contratualistas, que viveram 
entre os séculos XVI e XVIII, estudiosos sobre o pacto social, que teoriza a mudança do estado 
da natureza, para o estabelecimento de regras de interação social e as instituições de poder 
político que foram estabelecidas do Estado.
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De fato, a evolução histórica deste conceito de autoridade so-
cial converge com a construção da ideia de Estado que, desempenhan-
do funções políticas, sociais, econômicas e jurídicas, é responsável 
por promover o bem comum, bem como promover a ordem pública 
e a paz social. Ainda nesta seara, o surgimento do direito penal se con-
funde com o surgimento da própria sociedade. 

Após o período primitivo, de caráter essencialmente religioso, 
havia uma preocupação em tornar o sistema repressivo secular, pu-
nindo-se o perverso infrator e, para tanto, os aspectos individuais e 
públicos do delito foram levados em consideração para a aplicação da 
reprimenda correlata. Os crimes, portanto, passaram a ser divididos 
em crimes públicos (crimina pública) e privados (delicta privata). 

2. Direito penal como ius puniendi pertencente 
exclusivamente ao estado

O direito penal, como ciência jurídica, possui o escopo de 
proteger os valores fundamentais para a subsistência do corpus social, 
ou seja, os chamados bens jurídicos, pertencendo privativamente ao 
Estado o monopólio do direito público subjetivo de punir como ex-
pressão clássica de sua soberania. 

Desta feita, o ius puniendi pode, portanto, ser definido como 
a prerrogativa do ente estatal no desempenho de seu papel como ga-
rantidor da ordem pública e do equilíbrio social. 

Para Kelsen (1999), do ponto de vista psicológico, a função 
de qualquer ordem social é incentivar determinados comportamentos 
humanos que estão subordinados à ordem jurídica punitiva editada 
por Leis. Espera-se, assim, que os indivíduos não realizem determina-
das ações consideradas socialmente prejudiciais e, ao contrário, passem 
a executar ações outras consideradas socialmente úteis2. Essa função 
motivadora é exercida pelo arcabouço de regras que prescrevem ou 
proíbem as ações humanas.

2  KELSEN, Hans. Teoria pura do direito. Tradução de João Baptista Machado. 8. ed. São Paulo: 
WMF Martins Fontes, 1999, p. 17.
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Seguindo-se a premissa do autor citado, de acordo com a forma 
como as ações humanas são prescritas ou proibidas, diferentes tipos 
podem ser distinguidos, de modo que a ordem social pode, ainda, pres-
crever uma determinada conduta humana sem vinculá-la à sua obser-
vância ou ao seu descumprimento, sem qualquer consequência. 

Noutro lado, determinada conduta humana também pode ser 
instigada pela legislação vigente e, ao mesmo tempo, pode resultar na 
concessão de uma vantagem, ao passo que a conduta oposta pode ser vin-
culada a uma sanção (no sentido mais amplo da palavra). Está-se diante 
do princípio retributivo (Vergeltung)3, na medida em que recompensa e 
o castigo podem ser compreendidos no conceito de sanção. 

No entanto, em geral, é chamada por sanção apenas a pena que 
se traduz na privação dos bens caros aos indivíduos, tais como vida, 
saúde, liberdade, honra, valores econômicos - para a aplicação como 
consequência de uma conduta reprovável; não mais sob o binômio 
prêmio-recompensa, mas como uma sanção - a pena - em seu sentido 
hermenêutico mais amplo, a qual deve ser aplicada contra a vontade 
dos afetados e, em caso de resistência, através do uso da força física. 

3.  A humanização do direito penal

Inegavelmente, os séculos XVII e XVIII foram marcados pela 
crescente importância da burguesia, classe social que defendia o desen-
volvimento do capitalismo como modelo econômico. Nesse contexto, 
houve grandes conflitos de interesse entre a nobreza e os burgueses, os 
quais figuravam como estratos sociais emergentes.

Certamente, o liberalismo burguês tinha seu esteio em um sis-
tema de ideias que ganhou corpo através do movimento cultural co-
nhecido como Iluminismo ou Filosofia das Luzes. Por certo, foi no 
período do Iluminismo que começou o chamado período humanitário 
do direito penal, movimento este que levou à reforma das leis e à admi-
nistração da justiça criminal no final do século XVIII.

3  Substantivo alemão feminino, que pode ser traduzido como retaliação. Impende notar que a 
expressão - retribuição como princípio legal - (retaliação como princípio) está associada com 
a assertiva contida no Lex Talionis (lex como lei, tálio, talis, tal, idêntico).
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Importa esclarecer (sem o aprofundamento merecido), que o 
Iluminismo emergiu na França no século XVII. No entanto, o auge des-
se movimento ocorreu na primeira metade do século XVIII. Seus pen-
sadores defenderam a predominância da razão sobre a visão teocêntrica 
(religiosa), que dominava a Europa desde a Idade Média. De acordo com 
os filósofos do Iluminismo, esta nova forma de pensar tinha a intenção de 
iluminar a “escuridão” na qual a sociedade estava centrada. 

O Iluminismo foi marcado por pensadores como Montes-
quieu, Voltaire, Rousseau, D’Alembert, Locke, fundamentais para a 
construção de tal período e para a transformação liberal e humanista 
do direito.

Em síntese, os pensadores iluministas se basearam numa nova 
ideologia que teria repercussões na aplicação da justiça sem arbitra-
riedade, sendo que o pensamento predominante era contra qualquer 
crueldade.

Sobre as penas e sua utilidade, Montesquieu (2016, p. 185) 
alertou que:

La experiencia ha hecho notar que en los países donde las 
penas son ligeras, impresionan a los ciudadanos tanto como 
en otros países las más duras. Cuando surge en un Estado 
una inconveniencia grave o imprevista, un gobierno violen-
to quiere corregirla de una manera súbita; y en lugar de ha-
cer ejecutar las leyes vigentes, establece una pena cruel que 
enseguida corta el mal. Pero se gasta el resorte: la imagina-
ción se acostumbra a la pena extraordinaria y grande, como 
antes se había hecho a la menor; y perdido el miedo a ésta, 
no hay más remedio que mantener la otra.

Em mesma linha de intelecção, nada mais atual do que as pala-
vras de Michel Foucault (1987, p. 19)4 sobre o assunto em discussão, 
ao elucidar que o poder sobre o corpo tampouco deixou de existir to-
talmente até meados do século XIX. Sem dúvida, a pena não mais se 
centralizava no suplício como técnica de sofrimento, mas no tomar 
como objeto a perda de um bem ou de um direito. 

4  FOUCAULT, Michel. Vigiar e punir: nascimento da prisão; tradução de 
Raquel Ramalhete. Petrópolis, Vozes, 1987, p. 19.
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Contudo, continua o autor, castigos como trabalhos forçados 
ou prisão — privação pura e simples da liberdade — nunca funciona-
ram sem certos complementos punitivos referentes ao corpo: redução 
alimentar, privação sexual, expiação física, masmorra. Consequências 
não intencionais, mas inevitáveis da própria prisão? Na realidade, 
a prisão, nos seus dispositivos mais explícitos, sempre aplicou certas 
medidas de sofrimento físico. A crítica ao sistema penitenciário, na 
primeira metade do século XIX (a prisão não é bastante punitiva: em 
suma, os detentos têm menos fome, menos frio e privações que muitos 
pobres ou operários), indica um postulado que jamais foi efetivamente 
levantado: é justo que o condenado sofra mais que os outros homens?5

Beccaria (1993, p. 216), em mesmo aspecto, também ensinou 
sobre a inutilidade da pena de morte e do paradoxo entre dotar o Es-
tado Soberano deste poder, que lhe foi outorgado por seus próprios 
indivíduos, uma vez que a soberania se origina, conceitualmente, da re-
núncia do poder pelo povo, que o transfere para o Estado (Soberano) 6. 

Seguindo-se, arremata o autor, ao elucidar que a pena de morte 
não é um direito (do Estado), mas apenas uma guerra de uma nação contra 
seu cidadão, porque considera útil ou necessária à sua destruição. 7 

Partindo-se das premissas lançadas, teve início a estruturação 
do direito penal como ciência inserida no estudo do direito, ao tempo 
que a aplicação da execução penal passou a ter uma preocupação enrai-
zada nesses pontos de relevância que, dadas as mudanças estruturais vi-
venciadas pelas sociedades no pós-guerra, persistem até os dias atuais.

5  Ibidem, idem.
6  Ibidem, p. 216. Texto original: Esta inútil prodigalidad de suplicios, que nunca ha conseguido 

hacer mejores los hombres, me ha obligado a examinar si es la muerte verdaderamente-útil y 
justa en un Gobierno bien organizado. ¿Qué derecho pueden atribuirse estos para despedazar 
a sus semejantes? Por cierto no el que resulta la Soberanía y de las Leyes. Estas, más que 
una suma de porciones de libertad de cada uno, que representan la voluntad general, como 
agregado de las particulares? ¿Quién es aquel que ha querido dejar a los otros hombres el 
arbitrio de hacerlo morir?

7  Ibidem, p. 17. Texto original: No es, pues, la pena de muerte derecho, cuando tengo demostrado 
que no puede serlo: es solo una guerra de la Nación contra un Ciudadano, porque juzga útil o 
necesaria la destrucción de su ser.
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4. O direito penal na perspectiva atual

4.1 Da vedação às penas de tortura

Com o estudo do comportamento humano, e também com a 
ajuda da psicologia, da psiquiatria, bem como da ética, dentre outras 
ciências filosóficas, chegou-se à conclusão de que o direito penal não 
pode ser visto apenas como mecanismo de repreensão desmesurada, mas 
deve ser entendido como método positivo-construtivo de ressocialização.

A preocupação com a reinserção na sociedade do indivíduo-
-autor do crime, bem como as razões que o levaram à prática do delito, 
devem fazem parte do estudo da criminologia, na qual a preocupação 
com a situação econômica, social e cultural do infrator é deveras im-
portante para a aplicação do direito penal.

É de relevo notar que o direito penal estabelecido nos estados 
alemães (landes) decorre do direito penal aplicado nos países moder-
nos, onde a figura do infrator não é a de um rival da sociedade, mas de 
alguém que, ao não se adaptar às regras cogentes, sofrerá uma sanção 
proporcional à ação comissiva ou omissiva praticada.

No entanto, ainda noticiamos a aplicação de penalidades que 
são díspares e ineficazes, como, por exemplo, penas corporais que tra-
duzem extrema violência, como cortar as mãos e braços, em casos de 
furto ou roubo.

Essas penalidades são heranças de pensamentos antigos, mas 
permanecem válidas em certas partes do mundo. Em países com re-
lações severas com criminosos, é constantemente perceptível que sen-
tenças de natureza perpétua ou de morte estão sempre sendo aplicadas 
(e justificadas).

Para Vieira (2007), aliás, o direito penal, atualmente, é obser-
vado sob a ótica dos movimentos modernos que debatem sobre sua 
aplicabilidade, destacando os aspectos mais relevantes que levaram a 
justiça criminal ao nível atual do intelecto, permeada por princípios, 
de acordo com a evolução da vida social.
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Não se pode olvidar que a Declaração Universal dos Direitos 
Humanos de1948 marcou o reconhecimento, ao menos formal, da 
proibição da tortura, ao preceituar em seu art. 5° que “ninguém deverá 
ser submetido a tortura nem a penas ou tratamentos cruéis, desumanos 
ou degradantes”.

Em seu citado art. 5º, textualmente afirmou-se que ninguém 
será submetido a tortura nem a penas ou tratamentos cruéis, desuma-
nos ou degradantes. Entretanto, não se definiu, do ponto de vista ju-
rídico, o que constitui tortura, tampouco fora definido o conceito de 
tratamentos ou penas cruéis.

A assertiva restou acolhida pelos sistemas regionais de prote-
ção de direitos humanos, que historicamente se sucederam à criação da 
ONU, enquanto sistema mundial de proteção dos direitos humanos8.

Em 1950, por força do Tratado de Roma, foi criado o Sistema 
Europeu de Proteção dos Direitos Humanos, como uma carta de direi-
tos que norteia e codifica uma gama de direitos e garantias individuais. 
Posteriormente, em 1988, na América Latina, a Constituição da Repú-
blica Federativa do Brasil também trouxe em seu artigo 5º9 a vedação à 
tortura e à tratamento desumano ou degradante10:

Um bom exemplo a ser citado, tendo em vista o tema aqui em 
cotejo, é a própria Constituição da Espanha de 197811, a qual aboliu 
a pena de morte e não permite a tortura ou tratamento desumano ou 
degradante.

8  Idem. Ibidem. 
9  Art. 5º Todos são iguais perante a lei, sem distinção de qualquer natureza, garantindo-se aos brasileiros 

e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade do direito à vida, à liberdade, à igualdade, à 
segurança e à propriedade, nos termos seguintes:

III - ninguém será submetido a tortura nem a tratamento desumano ou degradante; 

10  Devemos registar que a escravidão no Brasil contribuiu em muito para a cultura da degradação física 
como modus operandi de punição. No Poema Navio Negreiro, de Castro Alves (1847 - 1871), faz-
se nítida esta marca histórica, em que negros escravizados, trazidos ao Novo Mundo pelos navios 
negreiros, eram submetidos a deploráveis práticas de tortura. “Ontem plena liberdade, a vontade por 
poder... Hoje... cúmulo de maldade, nem são livres p’ra morrer... Prende-os a mesma corrente — Férrea, 
lúgubre serpente — Nas roscas da escravidão. E assim zombando da morte, dança a lúgubre corte ao som 
do açoute... Irrisão!”

11  Artigo 15: Todos têm direito à vida e à integridade física e moral, sem que, em qualquer caso, seja 
submetido a tortura ou a tratamento ou punição desumano ou degradante. A pena de morte é 
abolida, exceto como pode ser previsto nas leis penais militares para os tempos de guerra (tradução 
dos autores).
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Nesta seara de construção dos alicerces do Estado de Direito, 
cujo fundamento e finalidade são a tutela das liberdades do cidadão 
face às diversas formas de exercício (arbitrário) de poder, nasce a teoria 
geral do garantismo, tendo como premissa a máxima respeitabilida-
de aos direitos fundamentais e às garantias processuais, para 
que seja coibida qualquer arbitrariedade eventualmente pratica-
da no desempenhar da persecução penal pelo Estado. 

Sobre o tema, Ferrajoli (2016, p. 785-786) defendeu a neces-
sidade de observância de princípios básicos – que ele chamou de axio-
mas – para que um determinado sistema normativo-penal pudesse ser 
considerado válido12. Referia-se aos dez axiomas cuja função precípua 
é a de legitimar o poder punitivo estatal. 

Tem-se, pois, que os três significados básicos de um modelo 
penal garantista pode ser sintetizado em parâmetros de racionalidade, 
justiça e legitimidade; e intervenção punitiva.

Em mesma senda, em um Estado (Constitucional) Demo-
crático, veda-se a criação, aplicação e execução de qualquer medida 
que viole a dignidade humana. Tal premissa apresenta-se como uma 
garantia à ordem material e restritiva ao direito penal, que resguarda, 
inclusive, o alcance de sua própria finalidade.

Neste mote, não se pode olvidar que, apesar das garantias às 
atuações arbitrárias, que, frise-se, são de importância ímpar, as repri-
mendas ao cometimento de condutas delitivas urgem ser efetivas, 
para que, de verdade, o crime não compense.

Assim, ao longo das últimas décadas, o constrangimento patri-
monial veio a ganhar relevância como medida penal constritiva, vindo 
a ser minoradas, gradativamente, as penas restritivas de liberdade13.

12  (1) Nulla poena sine crimine; (2) Nullum crimen sine lege; 3) Nulla lex poenalis sine 
necessitate; (4) Nulla necessitas sine injuria; 5) Nulla injuria sine actione; (6) Nulla actio 
sine culpa; (7) Nulla culpa sine judici ; (8) Nulla judicium sine accustone; (9) Nulla accusatio 
sine probatione; 10) Nulla probatio sine defensione.

13  Aqui convém ressaltar um contraponto, no que toca à elitização das penas, de modo que o 
cárcere ainda serve apenas à população pertencente aos estratos sociais menos favorecidos, 
devendo-se ter em mente que o comportamento desviante é apreendido e reproduzido, não 
herdado.
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4.2 Da relativização das penas corporais. Da cons-
trição patrimonial e do perdimento de bens à luz 
do direito penal brasileiro

Não se pode ignorar o papel do direito penal como um dos ins-
trumentos mais efetivos de proteção aos direitos fundamentais. Entre-
tanto, com a evolução das organizações criminosas, que perpassa pelas 
complexidades delitivas, a pena de perdimento de bens passou a ser 
vista como solução eficaz para coibir tais condutas.

Se quando da institucionalização do liberalismo o Estado era 
o repressor social mais incisivo, atualmente, o Estado necessitou de-
senvolver um papel proativo de relevo, em defesa dos direitos da so-
ciedade, já que as organizações criminosas passaram a operar de forma 
simbiótica e metamórfica14, exigindo dos poderes públicos a mesma 
capacidade de adaptação.

Decerto, a Constituição Federal de 198815 já consagrava 
a possibilidade do perdimento de bens como desdobramento da 
condenação penal. 

Em densificação ao texto constitucional, a norma geral que 
disciplina o perdimento de bens está contida no Código Penal Brasi-
leiro, Decreto-Lei n. 2.848, de 7 de dezembro, de 1940, com alterações 
promovidas pela Lei n. 7.209, de 1984, especificamente em seu art. 
9116, que trata dos efeitos da condenação criminal, funcionando como 
acessória à pena principal. 

14  Sobre o tema, Eleições e milícias no Rio de Janeiro: simbiose entre o poder público e o crime 
organizado. Mendonça, Thaiane. Disponível em  : https://gedes-unesp.org/eleicoes-e-milicias-no-
rio-de-janeiro-simbiose-entre-o-poder-publico-e-o-crime-organizado/. Acesso em: 31 maio 2021.

15  Art. 5°, XLV – nenhuma pena passará da pessoa do condenado, podendo a obrigação de reparar o 
dano e a decretação do perdimento de bens ser, nos termos da lei, estendidas aos sucessores e contra eles 
executadas, até o limite do valor do patrimônio transferido; XLVI – a lei regulará a individualização 
da pena e adotará, entre outras, as seguintes: a) privação ou restrição da liberdade; b) perda de bens; 
c) multa; d) prestação social alternativa; e) suspensão ou interdição de direitos;

16  Art. 91. São efeitos da condenação: I - tornar certa a obrigação de indenizar o dano causado pelo 
crime; II - a perda em favor da União, ressalvado o direito do lesado ou de terceiro de boa-fé: a) dos 
instrumentos do crime, desde que consistam em coisas cujo fabrico, alienação, uso, porte ou detenção 
constitua fato ilícito; b) do produto do crime ou de qualquer bem ou valor que constitua proveito 
auferido pelo agente com a prática do fato criminosos.
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Noutro norte, a Lei n. 9.714, de 1998, veio a estabelecer o sis-
tema de penas alternativas ou substitutivas às penas privativas de liber-
dade, tendo como principal objetivo a restituição do prejuízo causado 
pelo infrator, de modo a adequar a efetiva sanção para os crimes contra 
o sistema financeiro, e principalmente, contra o branqueamento/lava-
gem de capitais. Segue-se a transcrição:

Art. 44. As penas restritivas de direitos são autônomas e 
substituem as privativas de liberdade, quando:  (Redação 
dada pela Lei n. 9.714, de 1998)

I – aplicada pena privativa de liberdade não superior a quatro 
anos e o crime não for cometido com violência ou grave ame-
aça à pessoa ou, qualquer que seja a pena aplicada, se o crime 
for culposo;(Redação dada pela Lei n. 9.714, de 1998)

II – o réu não for reincidente em crime doloso; (Redação 
dada pela Lei n. 9.714, de 1998)

III – a culpabilidade, os antecedentes, a conduta social e 
a personalidade do condenado, bem como os motivos e as 
circunstâncias indicarem que essa substituição seja suficien-
te.  (BRASIL, 1998) 

Tais preceitos regulamentam a possibilidade de se imputar a 
penalidade de perda de bens e valores, ainda que lícitos, pertencentes 
aos réus, no limite do prejuízo causado pela prática da conduta deliti-
va. Para tanto, o perdimento é aplicado como pena principal, em subs-
tituição à pena privativa de liberdade, de modo que a aplicabilidade do 
art. 44 do Código Penal não se confunde com a pena acessória prevista 
no art. 91 do mesmo diploma legal. 

Contudo, levando-se em consideração os crimes praticados 
por organização criminosa, na maioria das vezes, era vedada a substi-
tuição de pena corporal por restritivas de direito, fato que dificultava a 
aplicação plena da norma em comento.

Nesta perspectiva, foi gestada a Lei n. 12.694, de 2012, a qual 
previu no parágrafo 1º do artigo 9117 do Código Penal a ampliação das 
hipóteses do denominado confisco por equivalência.

17  Art. 91 caput (...). § 1o Poderá ser decretada a perda de bens ou valores equivalentes ao produto 
ou proveito do crime quando estes não forem encontrados ou quando se localizarem no exterior. 
(Incluído pela Lei n. 12.694, de 2012).§ 2o Na hipótese do § 1o, as medidas assecuratórias previstas 
na legislação processual poderão abranger bens ou valores equivalentes do investigado ou acusado para 
posterior decretação de perda.(Incluído pela Lei n. 12.694, de 2012)
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Decerto, esta nova roupagem do perdimento de bens não é 
novidade no cenário internacional, encontrando-se, inclusive, em tra-
tados internacionais dos quais o Brasil é signatário. 

Os principais eixos são a Convenção das Nações Unidas con-
tra o Tráfico Ilícito de Estupefacientes e de Substâncias Psicotrópicas, 
a Convenção das Nações Unidas contra a Criminalidade Organizada 
Transnacional (Convenção de Palermo) e a Convenção das Nações 
Unidas contra a Corrupção (Convenção de Mérida). 

Assim, visando ainda maior efetividade à máxima the crimes 
doesn’t pay18, por força da Lei n. 13.964, de 2019, foi inserido no CP 
pátrio o artigo 91-A como efeito da condenação para infrações com 
pena máxima acima de 6 anos de reclusão, sendo franqueado ao réu 
comprovar a licitude de seu patrimônio. Para tornar mais fácil o cotejo 
da norma, verbis:

Art. 91-A. Na hipótese de condenação por infrações às quais 
a lei comine pena máxima superior a 6 (seis) anos de reclusão, 
poderá ser decretada a perda, como produto ou proveito do 
crime, dos bens correspondentes à diferença entre o valor do 
patrimônio do condenado e aquele que seja compatível com o 
seu rendimento lícito. (Incluído pela Lei n. 13.964, de 2019)

§ 1º Para efeito da perda prevista no  caput  deste artigo, 
entende-se por patrimônio do condenado todos os bens: 
(Incluído pela Lei n. 13.964, de 2019)

I - de sua titularidade, ou em relação aos quais ele tenha o 
domínio e o benefício direto ou indireto, na data da infra-
ção penal ou recebidos posteriormente; e... (Incluído pela 
Lei n. 13.964, de 2019)

II - transferidos a terceiros a título gratuito ou mediante 
contraprestação irrisória, a partir do início da atividade cri-
minal. (Incluído pela Lei n. 13.964, de 2019)

§ 2º O condenado poderá demonstrar a inexistência da 
incompatibilidade ou a procedência lícita do patrimônio. 
(Incluído pela Lei n. 13.964, de 2019)

18  Para pesquisa sobre tema, Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito – UNODC, 
Disponível em:  https://www.unodc.org/unodc/en/corruption/uncac.html. Acesso em: 28 maio 
2021.
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§ 3º A perda prevista neste artigo deverá ser requerida ex-
pressamente pelo Ministério Público, por ocasião do ofere-
cimento da denúncia, com indicação da diferença apurada. 
(Incluído pela Lei n. 13.964, de 2019)

§ 4º Na sentença condenatória, o juiz deve declarar o valor 
da diferença apurada e especificar os bens cuja perda for de-
cretada. (Incluído pela Lei n. 13.964, de 2019)

§ 5º Os instrumentos utilizados para a prática de crimes por 
organizações criminosas e milícias deverão ser declarados 
perdidos em favor da União ou do Estado, dependendo da 
Justiça onde tramita a ação penal, ainda que não ponham 
em perigo a segurança das pessoas, a moral ou a ordem pú-
blica, nem ofereçam sério risco de ser utilizados para o co-
metimento de novos crimes. (BRASIL, 2019)

O preceito em análise busca a atender às recomendações in-
ternacionais com o escopo de coibir o crime organizado, ao alinhar a 
legislação brasileira em coordenação com os sistemas jurídicos interna-
cionais que já adotavam tais medidas constritivas. 

Repisando-se o tema em debate, o confisco ampliado tem como 
fundamento o § 8º do art. 31 da Convenção de Mérida, o qual estabelece 
que os Estados Partes poderão considerar a possibilidade de exigir a de-
monstração da origem lícita do alegado produto de delito ou de outros 
bens expostos ao confisco, nos limites da legislação interna bem como 
nos moldes correlatos ao sistema processual de cada estado-parte.

No Brasil, a inovação legislativa em comento fora desafiada pela 
propositura da Ação Direta de Inconstitucionalidade n. 6304, pela As-
sociação Brasileira dos Advogados Criminalistas (Abracrim)19. A cita-
da ação direta de inconstitucionalidade trata de controvérsia acerca da 
constitucionalidade da nova disciplina trazida pela Lei n. 13.964, de 
2019, e, dentre outros pontos, sobre o perdimento de bens, com o argu-
mento de que se teria criado pena de “confisco”, em violação ao princípio 
da individualização da pena e da função social da propriedade.

Impende ressaltar que o Supremo Tribunal Federal ainda não 
se manifestou acerca da ação proposta, sendo certo que a Advocacia-
-Geral da União20 se posicionou pela constitucionalidade da medida, 

19  Supremo Tribunal Federal. Ação Direita de Inconstitucionalidade n. 6304. Disponível em: http://
portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=5843708. Disponível em: 28 maio 2021.

20  Supremo Tribunal Federal. ADI n. 6.304. Manifestação da Advocacia-Geral da União. Disponível 
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pois a norma federal sob análise obedece ao primado da proporciona-
lidade, sendo a correta resposta estatal ao recrudescimento dos crimes, 
impedindo o proveito econômico que constitui a principal finalidade da 
maioria das atividades criminosas. 

5. O decomiso na espanha

Conforme já asseverado neste trabalho acadêmico, o cresci-
mento dos crimes de lavagem de dinheiro, associados a outros crimes 
econômicos, também ligados à corrupção administrativa, exigiu do 
Estado maior desempenho de sua capacidade persecutória. Ora, a ca-
racterística comum deste conjunto de crimes está na obtenção de vul-
tosos lucros por seus agentes, fato que tem forçado à reorientação dos 
objetivos da política penal mundial.

Portanto, uma das prioridades no combate à criminalidade 
centra-se na revitalização do conceito de confisco dos instrumentos e 
lucros do crime, tornando as investigações focadas na identificação e 
apreensão de produtos de origem criminosa. 

A Diretiva Europeia 2014/42/UE, de 3 de abril, elaborada 
no âmbito do Parlamento Europeu e de seu Conselho, dispôs sobre a 
apreensão e confisco de instrumentos e de produtos de delitos, como 
terrorismo e o tráfico de entorpecentes.

Tal Diretiva orientou aos Estados-membros a adoção as medi-
das necessárias para a recuperação de ativos provenientes de práticas 
ilícitas, inclusive quando fora verificado que o valor dos bens é despro-
porcional ao rendimento legítimo dos réus21.

em: https://redir.stf.jus.br/paginadorpub/paginador.jsp?docTP=TP&docID=753841792&prc
ID=6005276#.  Acesso em: 28 maio 2021.                 

21  (11) É necessário clarificar a atual definição de produtos do crime de modo a incluir não só o 
produto direto das atividades criminosas, mas também todos os seus ganhos indiretos, incluindo 
o reinvestimento ou a transformação posterior de produtos diretos. Assim, o produto pode incluir 
quaisquer bens, inclusive os que tenham sido transformados ou convertidos, no todo ou em parte, 
noutros bens, e os que tenham sido misturados com bens adquiridos de fonte legítima, no montante 
correspondente ao valor estimado do produto do crime que entrou na mistura. Pode igualmente 
incluir o rendimento ou outros ganhos derivados do produto do crime, ou dos bens em que esse 
produto tenha sido transformado, convertido ou misturado

(10) Os Estados-Membros são livres de desencadear procedimentos de perda que estejam ligados a um 
processo penal instaurado perante qualquer tribunal competente.

(14) Para a perda de instrumentos e de produtos do crime na sequência da decisão definitiva de um 
tribunal, ou de bens de valor equivalente ao desses instrumentos e produtos, deverá ser aplicada 
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Como exemplo, a Espanha editou a Lei Orgânica 1/2015, que 
realizou a reforma da sua legislação penal, com entrada em vigor em 
1º de julho de 2015. Faz-se a transcrição da norma para melhor com-
preensão do tema:

Artículo 12722.

1. Toda pena que se imponga por un delito doloso llevará 
consigo la pérdida de los efectos que de él provengan y de 
los bienes, medios o instrumentos con que se haya prepa-
rado o ejecutado, así como de las ganancias provenientes 
del delito, cualesquiera que sean las transformaciones que 
hubieren podido experimentar.

2. En los casos en que la ley prevea la imposición de una pena 
privativa de libertad superior a un año por la comisión de un 
delito imprudente, el juez o tribunal podrá acordar la pérdi-
da de los efectos que provengan del mismo y de los bienes, 
medios o instrumentos con que se haya preparado o ejecu-
tado, así como de las ganancias provenientes del delito, cua-
lesquiera que sean las transformaciones que hubieran podido 
experimentar.

3. Si por cualquier circunstancia no fuera posible el deco-
miso de los bienes señalados en los apartados anteriores de 
este artículo, se acordará el decomiso de otros bienes por 
una cantidad que corresponda al valor económico de los 
mismos, y al de las ganancias que se hubieran obtenido de 
ellos. De igual modo se procederá cuando se acuerde el de-
comiso de bienes, efectos o ganancias determinados, pero 
su valor sea inferior al que tenían en el momento de su ad-
quisición. (ESPANHA, 1995)

a definição alargada de infrações penais abrangidas pela presente diretiva. A Decisão-Quadro 
2001/500/JAI exige que os Estados-Membros possibilitem a perda de instrumentos e de produtos do 
crime na sequência de uma condenação definitiva, bem como a perda de bens cujo valor corresponda 
ao desses instrumentos e produtos. Essas obrigações deverão manter-se no que toca às infrações penais 
não abrangidas pela presente diretiva, e a definição de produtos dela constante deverá ser interpretada 
do mesmo modo no que respeita às infrações penais não abrangidas pela presente diretiva. Os Estados-
Membros são livres de definir a perda de bens de valor equivalente como medida subsidiária ou 
alternativa à perda direta, consoante adequado nos termos do direito nacional. Diretiva 2014/42/
UE do Parlamento Europeu e do Conselho de 3 de abril de 2014 sobre o congelamento e a perda dos 
instrumentos e produtos do crime na União Europeia. Disponível em:   https://eur-lex.europa.eu/
legal-content/PT/TXT/PDF/?uri=CELEX:32014L0042&from=EN. Acesso em: 30 maio 2021. 

22  Código Penal Espanhol. Disponível em: https://www.boe.es/buscar/act.
php?id=BOE-A-1995-25444. Acesso em: 01 jun. 2021.
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5.1 Decomiso ampliado 

Na Espanha, o decomiso ampliado está previsto no art. 127 bis 
del Código Penal23. Em breve contextualização, caracteriza-se pelo 
fato de que os bens ou lucros confiscados podem proceder de outras 
atividades ilícitas do condenado, distintas, inclusive, das condutas per-
quiridas no bojo da ação penal perpetrada. 

Art. 127 bis - Decomiso ampliado

El juez o tribunal ordenará también el decomiso de los bie-
nes, efectos y ganancias pertenecientes a una persona con-
denada por alguno de los siguientes delitos cuando resuel-
va, a partir de indicios objetivos fundados, que los bienes o 
efectos provienen de una actividad delictiva, y no se acredi-
te su origen lícito:

Por essa razão, o decomiso alargado não se baseia na 
comprovação da conexão causal entre a atividade criminosa e o 
enriquecimento do acusado, mas na constatação pelo juiz, com base 
em indícios bem fundamentados e objetivos, de que outras atividades 
criminosas distintas daquelas para as quais o réu restou condenado fo-
ram praticadas.

O decomiso, desse modo, não se insere como sanção penal, po-
rém como medida pela qual a evolução patrimonial ilícita subjacente à 
atividade criminosa é esvaziada. 

A partir da citada reforma, o artigo 127 ter24 do Código Penal 

23  Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre de 1995. Disponìvel em:  BOE.es - BOE-A-1995-25444 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.BOE.es .

24  Artículo 127 ter.
1. El juez o tribunal podrá acordar el decomiso previsto en los artículos anteriores aunque no medie 

sentencia de condena, cuando la situación patrimonial ilícita quede acreditada en un proceso 
contradictorio y se trate de alguno de los siguientes supuestos:

a) Que el sujeto haya fallecido o sufra una enfermedad crónica que impida su enjuiciamiento y exista el 
riesgo de que puedan prescribir los hechos,

b) se encuentre en rebeldía y ello impida que los hechos puedan ser enjuiciados dentro de un plazo 
razonable, o

c) no se le imponga pena por estar exento de responsabilidad criminal o por haberse ésta extinguido.
2. El decomiso al que se refiere este artículo solamente podrá dirigirse contra quien haya sido formalmente 

acusado o contra el imputado con relación al que existan indicios racionales de criminalidad cuando las 
situaciones a que se refiere el apartado anterior hubieran impedido la continuación del procedimiento 
penal.
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Espanhol25 passou a prever o confisco sem julgamento (condenação) 
do réu, o que tornou necessário também reformar a lei processual pe-
nal, para reafirmar o procedimento contraditório (Lecrim).

Para tanto, foi editada a Lei 41/2015, de 5 de outubro26, de 
modificação da Ley de Enjuiciamiento Criminal (Lei de Processo Pe-
nal), para conferir maior agilidade à justiça criminal, ao mesmo tempo 
em que se buscou fortalecer as garantias processuais, com a criação do 
Livro IV, com um novo Título III - Da intervenção de terceiros afetados 
pelo confisco e do procedimento de confisco autônomo27. 

Nota-se que, a rigor, não se trata de uma sanção penal, mas sim 
de uma imputação fundada na presunção de que os bens ilícitos são ne-
cessariamente produto de atividades criminosas, ainda que segregadas 
do crime pelo qual o réu foi condenado.

Assim, o decomiso ampliado permitirá que juízes e tribunais, no 
caso de condenações por crimes que normalmente geram uma fonte 
permanente de renda, ex vi tráfico de drogas, ordenem o confisco dos 
bens do condenado por outras atividades criminosas.

Contudo, para que a presunção para a condena não venha a ofen-
der aos primados constitucionais, a própria lei estabeleceu um conjunto 
de parâmetros interpretativos que se referem aos indícios mais comuns 
que podem levar à afirmação da origem criminosa dos bens. 

25  Ressalta-se que por força da Ley Orgánica 5/2010 a Espanha já havia iniciado a modernização de sua 
legislação.

26  Ley de Enjuiciamiento Criminal Español. Disponível em: https://www.boe.es/buscar/pdf/2015/
BOE-A-2015-10726-consolidado.pdf. Acesso em: 01 jun. 2021.

27  Artículo 127 quater.
1. Los jueces y tribunales podrán acordar también el decomiso de los bienes, efectos y ganancias a que 

se refieren los artículos anteriores que hayan sido transferidos a terceras personas, o de un valor 
equivalente a los mismos, en los siguientes casos:

a) En el caso de los efectos y ganancias, cuando los hubieran adquirido con conocimiento de que proceden 
de una actividad ilícita o cuando una persona diligente habría tenido motivos para sospechar, en las 
circunstancias del caso, de su origen ilícito.

b) En el caso de otros bienes, cuando los hubieran adquirido con conocimiento de que de este modo se 
dificultaba su decomiso o cuando una persona diligente habría tenido motivos para sospechar, en la 
circunstancias del caso, que de ese modo se dificultaba su decomiso.

2. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el tercero ha conocido o ha tenido motivos para sospechar 
que se trataba de bienes procedentes de una actividad ilícita o que eran transferidos para evitar su 
decomiso, cuando los bienes o efectos le hubieran sido transferidos a título gratuito o por un precio 
inferior al real de mercado.
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Tais evidências podem ser vistas quando (a) a desproporção en-
tre o valor do imóvel e a renda legal da pessoa condenada; (b) a oculta-
ção de propriedade ou de qualquer alienação sobre o imóvel através da 
utilização de pessoas físicas ou jurídicas interpostas, paraísos fiscais ou 
territórios sem tributação que escondam ou dificultem a determinação 
da verdadeira propriedade dos bens; e (c) a transferência de bens ou 
lucros por meio de transações que dificultem ou impeçam sua localiza-
ção ou destino e que careçam de justificativa legal ou econômica válida 
(Código Penal Espanhol, art. 127 bis e 127 quiquies). 

5.2  Decomiso sem sentença (sin condena)

Outra inovação relevante encontrada na legislação espanhola 
refere-se ao confisco de bens sem a necessária condenação penal como 
medida prévia à recuperação dos bens e valores instrumentos ou pro-
dutos do embranquecimento de ativos.

Assim, enquanto a perda clássica, em especial no direito pátrio, 
pressupõe uma condenação transitada em julgado, a perda alargada, 
do direito espanhol, e, recentemente, no Brasil, por meio da (ainda) tí-
mida Lei n. 13.964, de 2019, pressupõe exatamente o inverso. Melhor 
dizendo, há uma condenação no processo criminal principal, mas não 
uma condenação no processo incidente, o qual tem a finalidade apenas 
de decretar a perda ampla dos bens presumidamente frutos ou não da 
atividade delitiva.

Por prescindir de condenação, a perda alargada é classificada 
como  non-conviction based confiscation  (confisco não baseado em 
condenação), ao passo que a perda clássica e a perda por equivalente 
são qualificadas como conviction based confiscation, porque somente 
permitem o confisco de bens diretamente oriundos da prática de um 
ilícito penal (ou de bens em valor correspondente, no caso da perda 
por equivalente)28.

Convém, por derradeiro, asseverar que, no direito espanhol, o 
confisco sem sentença tem lugar quando o autor morreu ou sofre de 

28 Sobre o tema, Ministério Público Federal - 2ª Câmara de Coordenação e Revisão. Disponìvel em: 
https://criminal.mppr.mp.br/arquivos/File/02_-_Inovacoes_da_Lei_13-964-2019.pdf. Acesso em: 
30 maio 2021.
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uma doença crônica que impeça sua acusação e há o risco de que os 
fatos possam caducar; estar à revelia e tal fato vier a impedir que os atos 
processuais sejam praticados dentro de um tempo razoável e, ainda, 
quando ao réu não lhe possa ser imputada pena (por ser inimputável 
ou por restar extinta).

5.3  Decomiso por valor equivalente 

O decomiso de valor equivalente possibilita o perdimento de 
outros bens em valor semelhante ao de origem ilícita quando este não 
pôde ser apreendido.

Todavia, há casos nos quais não é possível traçar, no âmbito 
processual, o liame entre o crime e os bens do suposto réu/organização 
criminosa, ainda que indiretamente. Como exemplo, tem-se a dificul-
dade em identificar e processar o autor do delito, o falecimento do réu, 
a impossibilidade (jurídica ou material) de produzir provas quanto à 
autoria do delito, a própria fuga dos demandados, dentre outros moti-
vos que possam dificultar a persecução penal.

Nessa senda, a medida em debate também pode ser classificada 
como actio in rem, ou seja, uma vez que a ação judicial se volta contra 
a coisa em si, e não mais contra o criminoso.

Não há dúvidas de que a perda do patrimônio obtido mediante 
a prática de crimes é questão premente da política criminal mundial. 
Neste sentido:

La radical transformación, apenas esbozada, que ha pade-
cido el decomiso se debe, como se anticipó, a motivos de 
política criminal. El legislador, inicialmente en el plano 
internacional, decidió que el decomiso, junto al delito de 
blanqueo de capitales.

Debía erigirse en la herramienta esencial para combatir es-
pecialmente la delincuencia organizada así como, con ca-
rácter general, aquella otra que tiene como razón de ser la 
búsqueda de beneficios económicos. Existe la convicción 
de que tan importante o más que la imposición de una pena 
a los autores de los hechos resulta la privación de las ganan-
cias que reporta un delito. Solo así se combate eficazmen-
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te esas figuras delictivas. Eso explica la autonomía que ha 
cobrado el decomiso respecto de la pena. Tal es el ímpetu 
del legislador por el decomiso de bienes en esos supuestos 
que, en alguna de sus modalidades, se llega a acordar sin que 
exista prueba de la comisión de un delito, decomiso amplia-
do, o bien estipulando una presunción legal iuris tantum 
de la procedencia delictiva del patrimonio, decomiso por 
reiteración delictiva o hat trick29. (DÍAZ CABIALE, 2015)

6. Inversão do ônus da prova à luz dos princípios 
constitucionais

Tema que merece muita atenção está na possibilidade de inver-
são do ônus da prova para a comprovação dos ganhos/produtos inde-
vidos. Para tanto, tal prerrogativa processual precisa ser manejada sem 
que implique violação ao princípio da presunção de inocência. Assim, 
são necessários critérios para a delimitação da atuação da acusação e do 
órgão julgador, a serem adotadas pelos estados-membros no âmbito de 
seu direito interno. 

Voltando-se ao Código Penal Espanhol, foram estabelecidas 
uma série de presunções iuris tantum que buscam dar solidez suficiente 
à origem criminosa dos bens (desproporção dos bens, transferências 
opacas, propriedade fictícia, paraísos fiscais, etc.).

O problema, já apontado pela doutrina, é se essas disposições 
normativas não estão no limite da configuração do confisco geral de 
bens30. De fato, o confisco pode ser estendido a todos os bens do con-
denado e, pelo menos na hipótese regulamentada no artigo 127 bis da 
lei penal espanhola, não seria necessário vincular esses bens à ativida-
de criminosa do sujeito, tampouco há a necessidade de comprovar a 
participação efetiva do proprietário do imóvel em um ato criminoso 
específico. 

29  DÍAZ CABIALE, José Antonio. El Decomiso tras las reformas del Código Penal y la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal de 2015. Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología., n. 18, 2016, 
ISSN 1695-019, ISSN-e 1695-0194, p. 1-70, p. 3/4. 

30  Sobre o tema, BOTTINI, Pierpaolo Cruz. Direito penal, processo penal e colaboração premiada na 
lei “anticrime”. Consultor Jurídico. 6. jan. 2020, Disponível em:  https://www.conjur.com.br/2020-
jan-06/direito-defesa-direito-penal-processo-penal-delacao-lei-anticrime. Acesso em: 09 ago. 2021.
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Nessa senda, o Tribunal Constitucional Espanhol se manifes-
tou favoravelmente à tese da prova indiciária, quando da alteração pro-
movida pela Ley Orgánica 5/2010 ao artigo 127 do CP Espanhol, de 
que modo que o juiz ou tribunal deveriam ampliar o decomiso aos bens, 
instrumentos e proventos derivados de atividades criminosas, cometi-
das no âmbito de uma organização ou grupo criminoso ou terrorista, 
na ocasião na qual valor auferido fosse desproporcional à renda legal-
mente obtida por cada um dos condenados, e, deste modo, haveria a 
presunção de que tais valores seriam derivados da atividade criminosa, 

Sobre o tema, Aguado Correa (2014, p. 30),verbis:

En cuanto a la validez de la prueba indiciaria para acreditar 
el origen delictivo de los bienes decomisados, recordemos 
que el Tribunal Constitucional se ha pronunciado en los 
siguientes términos:

“Sentado lo anterior, en el presente caso, tanto la Senten-
cia de instancia como la de casación explican suficiente-
mente las razones por las que se considera acreditado que 
los bienes decomisados eran propiedad del recurrente y se 
adquirieron con el producto obtenido de la venta de estu-
pefacientes, lo que justifica el comiso de los mismos, con-
forme a lo previsto tanto en el art. 127 del Código penal 
(CP) como específicamente en el art. 374 CP y ello a tra-
vés de una clara prueba indiciaria” (STC 219/2006, FJ 9; 
220/2006, FJ 8). La prueba indiciaria también ha sido uti-
lizada desde hace muchos años por el Tribunal Supremo en 
el ámbito de los delitos de blanqueo de capitales, tanto para 
la infracción penal112 como para el decomiso. Respecto de 
este último, en la Sentencia de 5 de diciembre de 2012, el 
TS ha afirmado:

“En relación a la primera circunstancia, es decir del origen ilí-
cito, hay que tener en cuenta que esta procedencia ilícita pue-
de quedar acreditada mediante prueba indirecta o indiciaria, 
y que la demostración del origen criminal -presupuesto im-
prescindible para decretar el comiso – no requiere la iden-
tificación de las concretas operaciones delictivas, bastando a 
tales efectos que quede suficientemente probada la actividad 
delictiva de modo genérico. Así lo ha entendido esta Sala en 
el delito de blanqueo respecto del delito antecedente o deter-
minante (SSTS 10.11.2000, 28.7.2001, 5.2.2003, 10.2.2003, 
14.4.2003, 29.11.2003, 19.1.2005 y 20.9.2005).
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Em continuação ao expressado anteriormente, novamente 
Aguado Correa (2014, p. 31)31 elucida:

De ahí la importancia de recordar la garantía contemplada 
en el apartado 4 del art. 8 PD, referida a la presunción de 
probabilidad en relación con el decomiso ampliado: “En el 
procedimiento contemplado en el artículo 4, el sospecho-
so o acusado tendrá la posibilidad efectiva de impugnar la 
presunción de probabilidad en la que se basa la considera-
ción de que los bienes en cuestión constituyen productos 
del delito”. 

Y es que si bien las presunciones legales no impiden el ejer-
cicio del derecho a defensa, la existencia de éstas otorga 
ciertas ventajas a la acusación y consecuentemente genera 
desventajas para la defensa, ya que el acusador no tiene que 
esforzarse en probar un extremo relativamente complejo 
como es la vinculación entre el delito y los bienes que se 
pueden considerar producto de aquél, sino que le basta con 
probar el indicio que exige la ley114. 

En el ejercicio del derecho de defensa, como ha subrayado 
GASCÓN INCHAUSTI, se puede probar el origen lícito 
de los bienes, debiéndose aplicar las consecuencias del prin-
cipio in dubio pro reo, de forma tal que si el tribunal tiene 
dudas razonables tras la justificación de los bienes facilitada 
por el acusado, no debe decretar el comiso; por otra parte, 
el acusado debe poder impugnar el enlace entre el indicio 
legal y el hecho presunto en que basa la presunción, es decir, 
debe tener la oportunidad de demostrar la inoperancia de la 
máxima de la experiencia.115

A Exposição de Motivos da Lei Orgânica de Espanha 1/2015, 
que promoveu as demais modificações na lei penal para adequações 
das figuras do perdimento de bens, veio a sustentar que o decomiso am-
pliado não se tratava de uma penalidade, mas sim de uma medida de 
natureza civil, próxima à situação de enriquecimento ilícito/injusto, que 
visa dar resposta a uma situação patrimonial ilícita. Leia-se:

31  Citações contidas no texto: 114 - GASCÓN INCHAUSTI, El decomiso transfronterizo, p. 95. No 
obstante, en opinión de este autor, esta desventaja para la defensa se vería contrarrestada por el elevado 
grado de seguridad jurídica que aporta una presunción legal frente a una presunción judicial, ya que el 
acusado conoce previamente cuales son los indicios y los enlaces que se pueden utilizar en su contra. 
115 - GASCÓN INCHAUSTI, El decomiso transfronterizo, p. 96. Trae a colación este autor lo 
dispuesto en el apartado 2 del art. 385 LEC, precepto dedicado a las presunciones legales.



74 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Decomiso no direito espanhol. Uma possibilidade para o brasil, ante as inovações... 

Brasília, v. 12, n. 6, p. 53-84 , Set.-Dez./2021

El decomiso ampliado no es una sanción penal, sino que se 
trata de una institución por medio de la cual se pone fin a 
la situación patrimonial ilícita a que ha dado lugar la activi-
dad delictiva. Su fundamento tiene, por ello, una naturaleza 
más bien civil y patrimonial, próxima a la de figuras como 
el enriquecimiento injusto. El hecho de que la normativa de 
la Unión Europea se refiera expresamente a la posibilidad 
de que los tribunales puedan decidir el decomiso ampliado 
sobre la base de indicios, especialmente la desproporción 
entre los ingresos lícitos del sujeto y el patrimonio disponi-
ble, e, incluso, a través de procedimientos de naturaleza no 
penal, confirma la anterior interpretación32.

Em resumo, a desvinculação do processo de perdimento de 
bens do processo penal, em si, passa a permitir que a decretação do 
decomiso ocorra em um feito autônomo, desvinculada da pretensão 
punitiva do agente, com lastro na inversão do ônus da prova da (i)lici-
tude dos bens do réu e dos demais integrantes de organizações crimi-
nosas, podendo o confisco incidir sobre todo o lastro patrimonial que 
se apresente desproporcional para com os ingressos obtidos de forma 
comprovadamente lícita pelos autores do delito.

Para o direito brasileiro, a inserção de medidas semelhantes a 
nossa legislação, especialmente as que versam sobre a inversão do ônus 
probatório, devem ser analisadas à luz do princípio constitucional da 
presunção de inocência, pelo qual se garante que ninguém será consi-
derado culpado até o trânsito em julgado de sentença penal condena-
tória (art. 5º, inciso LVII, CF/88), em que pese a Lei n. 9.613, de 1998, 
já prever, em relação aos crimes de lavagem de dinheiro, a inversão do 
ônus da prova sobre a licitude da origem de bens apreendidos no curso 
desses processos (art. 4º, §2º)33:

32  Boletín Oficial del Estado. Leu Orgánica 1/2015. Disponível em:  https://www.boe.es/buscar/doc.
php?id=BOE-A-2015-3439. Acesso em:  03 jun. 2021.

33  Art. 4o O juiz, de ofício, a requerimento do Ministério Público ou mediante representação do 
delegado de polícia, ouvido o Ministério Público em 24 (vinte e quatro) horas, havendo indícios 
suficientes de infração penal, poderá decretar medidas assecuratórias de bens, direitos ou valores 
do investigado ou acusado, ou existentes em nome de interpostas pessoas, que sejam instrumento, 
produto ou proveito dos crimes previstos nesta Lei ou das infrações penais antecedentes. (Redação 
dada pela Lei nº 12.683, de 2012) 

§ 4o Poderão ser decretadas medidas assecuratórias sobre bens, direitos ou valores para reparação do dano 
decorrente da infração penal antecedente ou da prevista nesta Lei ou para pagamento de prestação 
pecuniária, multa e custas. (Redação dada pela Lei nº 12.683, de 2012).
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A privação dos bens que compõem o patrimônio do acusado, 
como ato de confisco desarrazoado, em certos casos, pode ser mais gra-
vosa que a condenação à pena de restrição de liberdade. De qualquer 
modo, para garantir um resultado final útil da persecução penal, ne-
cessário seria que as atuais disposições sobre a apreensão e sequestro 
de bens, previstas na Lei de Lavagem de Dinheiro pátria, nos limites 
constitucionais, fossem ampliadas para todos os demais delitos, evitan-
do-se manobras tendentes à dilapidação do patrimônio por parte do 
acusado que temesse por futura condenação.

Em outra senda, para realmente ser evitado o enriquecimen-
to ilícito, a boa-fé de terceiros deve ser interpretada de forma restriti-
va. Assim, a valoração da lisura do adquirente deve estar em consonân-
cia como o seu incremento patrimonial ordinário34. 

Hipótese mais evidente se revela quando a maior parte dos 
bens adquiridos pelo acusado está em nome de membros de sua fa-
mília, que, de regra, não têm renda própria. Nesse caso, seguindo-se 
o aqui esposado, a inversão do ônus da prova seria medida imperati-
va para a recuperação dos ativos provenientes da lavagem de dinheiro 
para a devida repressão do crime e para o combate à corrupção35.

34  Consejo General Del Poder Judicial. Procedimiento de Recurso de Apelación contra Sentencia n. 
6/2020. (28079220642020100006) En el acto de la vista al ratificarse en su demanda el ministerio 
fiscal se refirió al decomiso de todos los bienes inmuebles, muebles, sociedades y cuentas bancarias, 
que se relacionan en los hechos, y de manera complementaria que si alguno ha desaparecido del tráfico 
jurídico que se estime la demanda por valor equivalente en la cantidad de 900.000 euros. En los hechos 
de la demanda se mencionan además ingresos y gastos en que incurren los hijos, dinero que pasó por 
sus cuentas bancarias, sin que sobre estas cuentas conste su saldo (excepto en relación a la cuenta de 
Tamara ), compras de vehículos que se van sustituyendo, parece que todo ello podría servir de base 
a un decomiso por sustitución, al que aludió el ministerio fiscal en la vista, pero para que esta acción 
pudiese prosperar sería necesario que precisasen las cuantías del decomiso por sustitución que solicita 
en relación con cada demandado. No lo hace así en la demanda, aunque es una exigencia del art. 803 
ter de la L.E.Crim. y ello impide su consideración.

Aunque la demanda se dirige contra los cinco hijos de Ismael no se puede estimar contra Tomasa, 
porque no aparece como titular de los bienes cuyo decomiso se acuerda. Este decomiso no resulta 
desproporcionado a la actividad delictiva desarrollada por Ismael, porque las ganancias procedentes 
de la actividad delictiva aparecen como único origen de los bienes. La proporcionalidad sería aplicable 
para atemperar el decomiso cuando se tratase de bienes adquiridos en parte con ganancias ilícitas y en 
parte lícitas, lo que no es el caso. Disponível em: https://www.poderjudicial.es/search/documento/
AN/9260080/estructura%20del%20delito/20200924. Acesso em:  02 jun. 2021.

35  Para maior detalhamento do tema, ARAS, Vladimir. Sistema nacional de combate à lavagem 
de dinheiro e de recuperação de ativos. Revista Jus Navigandi, Teresina, ano 12, n. 1411, 
maio 2007. Disponível em: https://jus.com.br/artigos/9862/sistema-nacional-de-combate-a-
lavagem-de-dinheiro-e-de-recuperacao-de-ativos. Acesso em: 09 ago. 2021.
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O encadeamento lógico urge ser a essência do debate no caso 
concreto – “ou seja, a defesa deve ser exercida levando-se em conta os 
fatos e as circunstâncias que deram origem à prova indiciária”36

Outrossim, no que diz respeito à relação entre Brasil e Espanha 
temos, como exemplo, o Acordo de Cooperação Mútua, celebrado em 
2006, que previu a colaboração entre os países, mesmo que a conduta 
investigada não seja considerada delito pelo ordenamento jurídico da 
parte requerida37.

7. Projetos de lei para modificação do código 
de processo penal brasileiro

Apenas para contextualizar o presente artigo com os desdo-
bramentos legislativos em curso no Brasil, urge salientar a existência 
do Projeto de Lei Complementar n. 156/2009 e o Projeto de Lei n. 
8045/2010, os quais abordam a necessidade de harmonização dos pre-
ceitos do código de processo penal brasileiro com os princípios demo-
cráticos da constituição de 1988.

No que toca ao perdimento de bens, fora feita proposição para 
incluir a indisponibilidade dos bens do acusado, lícitos ou ilícitos, 
como medida cautelar. Assim, pelos projetos (hoje apensados), são 
medidas cautelares reais i) indisponibilidade de bens; ii) sequestro de 
bens; iii) hipoteca legal; iv) e arresto de bens. 

O projeto ainda permite que bens abandonados ou cujo pro-
prietário não tenha sido identificado sejam postos em indisponibili-
dade ou sequestrados pela Justiça. 

A inovação de maior alcance está em permitir a alienação cau-
telar dos bens sequestrados, sem o aguardo do o trânsito em julgado 

36 LINHARES, Cícero Sólon. O branqueamento de capitais, a prova indiciária e os princípios 
da legalidade e ampla defesa. Revista de Direito Econômico e Socioambiental, Curitiba, ISSN 
2179-345X , v. 1, n. 1, p. 75.

37  BRASIL. Decreto n. 6.681, de 8 de dezembro de 2008. Promulga o Acordo de Cooperação 
e Auxílio Jurídico Mútuo em Matéria Penal entre a República Federativa do Brasil e o Reino 
da Espanha, celebrado em Brasília, em 22 de maio de 2006. Diário Oficial da União, Poder 
Executivo, Brasília, DF, 9 dez. 2008. Disponível em: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_
ato2007-2010/2008/decreto/d6681.htm. Acesso em: 02 jun. 2021.
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da sentença condenatória como condição prévia, em havendo receio 
de depreciação patrimonial ou perecimento pelo decurso de tempo, 
ante os custos de conservação. 

8. Conclusão 

De fato, o mundo passou por uma série de crises, sejam fi-
nanceiras, ecológicas e agora sanitárias. Como ensina Santos (2020), 
estamos vivendo em um estado de crise constante. Infelizmente, essa 
sequência de crises veio a justificar, em alguns países, a adoção de diver-
sas medidas que permitiram, inclusive, movimentos impensáveis em 
regimes democráticos atuais, como, por exemplo, a redução dos direi-
tos trabalhistas ou a precariedade do sistema de saúde ou educação.38

Impedir que a atuação estatal esteja dissociada do real fim do 
Estado é o primeiro passo para alcançar a verdade política39 e a proteção 
dos direitos inerentes aos indivíduos. 

Para as hipóteses em apreço caberá ao Poder Judiciário, nos ca-
sos concretos, definir o perfeito equilíbrio entre as partes processuais40. 

38 SOUZA Santos, Boaventura. Uma cruel pedagogia do vírus. Almedina. Lisboa, 2020. p 5. 
Disponível em: http://www.abennacional.org.br/site/wp-ontent/uploads/2020/04/Livro_
Boaventura.pdf. Acesso em: 19 nov. 2020.

39  Vid. ARENDT, Hannah. Verdade e Política. Lisboa: Lisboa Editora. 2005. Tradução comentários de 
Luís Lourenço.

40  Mais detidamente sobre o tema, AGUADO CORREA, Teresa. Decomiso de los productos de la 
delincuencia organizada: garantizar que el delito no resulte provechoso. Revista Electrónica de 
Ciencia Penal y Criminología. 2013, núm. 15-05, p. 05:1-05:27 − ISSN 1695-0194, p. 3. “A la hora 
de tomar decisiones sobre medidas de Derecho Penal destinadas a garantizar la aplicación efectiva 
de las políticas de la Unión Europea que son objeto de medidas de armonización, el legislador de la 
UE deberá seguir, en opinión de la Comisión9, dos pasos: en un primer paso, decidir si debe adoptar 
medidas o no de Derecho Penal, teniendo presente los postulados del principio de necesidad y 
proporcionalidad, siendo el Derecho Penal el instrumento de último recurso (“ultima ratio”)10; en 
un segundo paso, una vez que se demuestre la necesidad de recurrir al Derecho Penal, se deben tener 
en cuenta una serie de principios rectores de la decisión sobre qué tipo de medidas de Derecho penal 
adoptar, debiéndose tener presente además unas normas mínimas, la necesidad y proporcionalidad 
y la adecuación de las sanciones a los delitos11, entre otras, requiriendo el estudio de cuestiones 
como la necesidad de acordar medidas adicionales como la incautación, de la cual nos ocupamos en 
este trabajo12.” Citações contidas no texto: 9 - COM (2011) 573 final, págs. 10 y ss. 10 - Sobre 
la importancia del principio de proporcionalidad en Derecho Penal, vid. AGUADO CORREA, El 
principio de proporcionalidad en Derecho Penal, Madrid, 1999, passim. En nuestro trabajo sobre El 
comiso, Madrid, 2000, pág. 73, pusimos de manifiesto la necesidad de tener muy presente el principio 
de subsidiariedad en la lucha contra la criminalidad organizada, en particular, en la regulación de 
las sanciones debiéndose tener muy presente el grado de efectividad de las sanciones patrimoniales y 
formas de intervención alternativas. 11 - TIEDEMANN, en “Exigencias fundamentales de la Parte 
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E ao fazê-lo, deve levar em conta o princípio da proporcionalidade em 
sua dupla perspectiva, quais sejam, a da proibição do excesso e a da 
proibição de proteção deficiente ou insuficiente, de modo a não impor 
restrições inadequadas, desnecessárias ou desproporcionais aos direi-
tos fundamentais do acusado, sem deixar, por outro lado, de promover 
a proteção eficiente e completa dos demais direitos fundamentais pre-
vistos na Constituição da República.

Em arremate, sobre o tema da proporcionalidade, Aguado 
Correa (1999, p. 144-145), verbis: 

Sobre la diferente terminología que se utiliza, razonabilidad-
-racionalidad, es importante decir que en tanto que la razona-
lidad es el parámetro que se utiliza normalmente en Estados 
Unidos; en Europa, por el contrario, es la razonabilidad. Sin 
embargo, y a pesar de las diferencias terminológicas, ambos 
test son exactamente iguales al basarse ambos en la «aplicación 
pura y simple de la teoría de los valores respecto a determinados 
preceptos, como puntualiza el mismo autor, la razonabilidad o 
racionalidad se convierten en el parámetro por excelencia del 
examen de constitucionalidad de actos o normas. 

E ainda prossegue, aclarando que “la medida de constitucio-
nalidad en que consiste el test de razonabilidad en sentido amplio, 
constituye un método de interpretación por el cual se han desarrollado 
múltiples preceptos constitucionales”41.

Na Espanha, o princípio da proporcionalidade, o qual respon-
de à ideia de evitar o uso excessivo de sanções que impliquem priva-
ção ou restrição de liberdade, encontra sua justificativa em diferentes 
preceitos da Constituição Espanhola, embora não o incluído expressa-
mente no texto constitucional.

O primeiro artigo já proclama o Estado de Direito e o maior 
bem, a liberdade, assim como o artigo 10.1, o qual referenda a dignida-
de da pessoa e o livre desenvolvimento da personalidade.

General y propuesta legislativa para un Derecho Penal europeo”, Revista Penal, n. 3, pág. 77, destacó la 
importancia de la noción constitucional de proporcionalidad en Europa, recordando que el Proyecto 
de Corpus Juris para la creación de un espacio penal europeo común en torno a la protección de 
los intereses financieros de la Comunidad, subrayaba expresamente que el principio de legalidad, 
culpabilidad y proporcionalidad de las penas y medidas de seguridad son principios básicos del 
Derecho penal europeo. 12- COM (2011) 573 final, pág. 13.

41  idem, ibidem.
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No Brasil, o princípio da proporcionalidade também está im-
plícito no texto constitucional, no entanto, no plano infraconstitucio-
nal, foi homenageado pelo art. 2º42 da Lei n. 9.784, de 1999, a qual 
regulamenta o processo administrativo no âmbito da Administração 
Pública Federal.

É inegável que o direito penal moderno se apresenta de tal for-
ma que sua intervenção nas relações sociais deveria ser mínima, já que 
a criminalização demasiada não é meio útil para a resolução de proble-
mas sociais, sendo ilusória a transformação do direito penal em um ins-
trumento pedagógico, simplesmente por estar voltado à criminaliza-
ção incessante, com a criação de tipos penais vagos e de perigo abstrato.

Em um país como o Brasil, com clássicos problemas advindos 
da estratificação social, a problemática apresentada é ainda mais grave, 
pois o trinômio necessidade-utilidade-efetividade, na maior parte das 
vezes, não é observado.

Assim, o papel da justiça restaurativa43 é orientar as partes en-
volvidas na demanda para buscar a resolução dos conflitos pelo diá-
logo, de modo a tornar este mister mais humano e mais equilibrado, 
sem perder sua efetividade, uma vez que a reprimenda aos delitos é de 
extrema importância para a sociedade.

Em um país onde a desigualdade social é característica chave de 
sua identidade, infelizmente, os açoites corporais ainda recairão sobre 
os menos favorecidos.

De todo modo, o ius puniendi precisa ser exercido para res-
guardar o bem penal tutelado, independentemente da classe social 
da qual pertença o infrator. Não se olvida que a imposição de restri-
ções corporais, em muitos casos, não auxilia o sistema penal, apenas 
o sobrecarrega e faz com que paire na sociedade um sentir de impu-
nidade. E é sob esta perspectiva que o instituto do decomiso urge ser 
valorado.

42  Art. 2o A Administração Pública obedecerá, dentre outros, aos princípios da legalidade, finalidade, 
motivação, razoabilidade, proporcionalidade, moralidade, ampla defesa, contraditório, segurança 
jurídica, interesse público e eficiência. 

43  Conselho Nacional de Justiça. Disponível em: https://www.cnj.jus.br/programas-e-acoes/
justica-restaurativa/. Acesso em: 03 jun. 2021.
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Respeitados os preceitos constitucionais da garantia do con-
traditório, da ampla defesa e da individualidade da pena, pode-se ter 
relevante mecanismo de defesa para a sociedade que é refém de orga-
nizações criminosas, as quais, por vezes, conseguem se apropriar do 
próprio Estado. Assim, confia-se em haver compatibilidade entre as 
premissas aqui lançadas e a Constituição Federal de 1988 do Brasil, 
de modo que a legislação pátria pode ser ainda mais aprimorada (em 
que pese os inúmeros projetos de leis em tramitação em nossas Casas 
Legislativas), para o combate efetivo ao crime organizado, permitindo 
a privação de bens, de lucros e, quiçá, de direitos advindos da atividade 
criminosa de forma efetiva, tanto quanto ao tempo, quanto à forma de 
implementação destas medidas.
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Decomiso in spanish law. a possibility for 
brazil, given the innovations of law n. 
13,964, of 2019?

ABSTRACT

The present article sought to analyze the political-criminal feasibility, under the aspect 
of the legitimacy of the Decomiso, the content of the latest reforms promoted by the 
Organic Law of Spain 1/2015, of March 30, to Brazilian law.
Keywords: confiscation; illicit assets  ; criminal organizations  ; constitutional gua-
rantees.

Decomiso en derecho español. ¿una 
posibilidad para brasil, dadas las 
innovaciones de la ley n ° 13.964, de 2019?

RESUMEN

El presente trabajo buscó analizar la viabilidad político-penal, bajo el aspecto de la legi-
timidad del instituto Decomiso, a la luz de las últimas reformas impulsadas por la Ley 
Orgánica de España 1/2015, de 30 de marzo, a la legislación brasileña. 
Palabras-clave: decomiso  ; propiedad ilícita; organizaciones criminales  ; ga-
rantías constitucionales.
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RESUMO

O presente artigo versa sobre a análise do direcionamento da gestão de segurança pú-
blica determinada pela matriz de política criminal de recuperação de ativos advindos 
de crimes, a qual visa tornar o crime não proveitoso. Desse modo, iremos amparar a raiz 
epistemológica da referida matriz, seu embasamento teórico e, a partir de então, realiza-
remos uma averiguação de uma perspectiva de sua aplicação em investigações criminais 
não complexas, verificando a possibilidade de autoridades policiais diminuírem os ga-
nhos de criminosos, mesmo quando não descortinada a autoria delitiva.

Palavras-chave: investigação; crimes; recuperação; ativos; gestão.

1. Introdução

Tem sido recorrente nos cursos de atualizações policiais a im-
plementação de ferramentas, estudos e aplicações de recuperação de 
ativos com objetivo de polícia criminal a ser perseguido pelas forças 
de investigação, visando destituir o caráter permanente da atuação da 
delinquência organizada impactando em seus ganhos (lucros) com a 
atividade criminosa.

Na construção legislativa temos a ENCCLA – Estratégia Nacio-
nal de Combate à Corrupção e à Lavagem de Dinheiro, “principal rede 
de articulação para o arranjo e discussões em conjunto com uma diversidade 
de órgãos (...) para a formulação de políticas públicas e soluções voltadas ao 
combate àqueles crimes” (ENCCLA, 2021), e, a partir desta, o PNLD 
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– Programa Nacional de Capacitação e Treinamento para o Combate 
à Corrupção e à Lavagem de Dinheiro, o qual realiza a capacitação dos 
agentes públicos para a prevenção e o combate à corrupção.

Nesta matriz de política criminal que dia-a-dia vem ganhando 
espaço nas Polícias Civis e Federal, o combate ao branqueamento de 
capitais advindos de crimes anteriores como corrupção, tráfico ilícito 
de drogas, entre outros, levam a pontuais investigações policiais que 
visam minar, do ponto de vista econômico-financeiro, grupos crimi-
nosos estabelecidos e seus associados. 

Diante desse cenário, o presente trabalho se presta a verificar uma 
nova perspectiva atinente à adequabilidade desta matriz de política cri-
minal na atuação em investigações simples, isto é, levantando a seguinte 
questão: é possível que os operadores de segurança da área da investigação 
criminal atuem em investigações não complexas1 de acordo com a política 
de recuperar ativos – impedir que o delito resulte proveitoso?

Em primeiro momento, iremos realizar digressões conceituais 
que embasam a referida matriz de política criminal de segurança pública, 
valendo-se de contributos do Direito Penal, da Criminologia, da Econo-
mia e da própria ciência da Política Criminal. Em segundo momento, 
iremos abordar uma espécie criminal (roubo) e possíveis ações investiga-
tivas que de forma indireta possam resultar na diminuição do proveito 
do crime. Por fim, iremos sopesar os elementos expostos para chegarmos 
ao universo da microgestão de uma unidade de investigação e sua contri-
buição para a referida matriz de política criminal. 

A presente investigação foi desenvolvida tomando-se por base 
a realidade criminal da cidade de Araguaína, situada ao norte do Esta-
do do Tocantins. Cuida-se da segunda maior cidade do Estado, com 
área geográfica de 4.000 quilômetros quadrados e população estimada 
de 183.381 habitantes, conforme levantamento mais recente realizado 
pelo Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística (IBGE, 2021).
1Expressão utilizada como antítese da expressão “investigações complexas” (quando há emprego 

de recursos operacionais especiais). “(...) a expressão ‘meios extraordinários de investigação’ 
engloba tanto as denominas técnicas especiais de investigação assim previstas na legislação 
(ação controlada, infiltração, interceptação de comunicações, colaboração premiada, v.g.), 
incluindo as que exigem autorização judicial para utilização ou validação, como as técnicas 
corriqueiramente utilizadas em investigações tradicionais, mas empregadas e executadas por 
efetivo especializado ou com recursos especiais”. (SILVA, 2017, p. 24)
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Dentro desse universo criminal, o escopo da pesquisa se restrin-
giu à análise dos possíveis impactos financeiros (custos) e, por conse-
guinte, reflexos preventivos de medidas que visem a recuperação indireta 
de ativos gerados a partir de delitos de roubos de aparelhos celulares. 
Tal recorte tem por objetivo ampliar a perspectiva de políticas criminais 
desse jaez, até então voltadas para grandes atividades financeiras ilegais, 
e, assim, abarcar investigações mais simples de infrações cotidianas.

Nessa senda, procederemos a uma breve digressão sobre os as-
pectos jurídicos do delito de roubo e, em seguida, explicitaremos os 
postulados gerais da abordagem econômica do crime, paradigma teó-
rico-metodológico empregado no estudo.

2. O crime de roubo

O crime de roubo encontra-se tipificado no artigo 157 do Có-
digo Penal, sendo definido em sua modalidade mais simples nos se-
guintes termos: “Subtrair coisa móvel alheia, para si ou para outrem, 
mediante grave ameaça ou violência a pessoa, ou depois de havê-la, por 
qualquer meio, reduzido à impossibilidade de resistência”.

Da mera leitura do texto legal, conclui-se que a norma incri-
minadora tutela, em primeiro lugar, o patrimônio da vítima, mas tam-
bém protege sua integridade física ou liberdade individual, a depender 
do meio de execução empregado (violência ou grave ameaça). Por esse 
motivo, a doutrina classifica o delito de roubo como crime complexo 
ou pluriofensivo, uma vez que resulta da fusão de dois delitos (furto e 
lesão corporal ou furto e ameaça), resguardando bens jurídicos distin-
tos (MASSON, 2011, p. 353-354).

Como consectário lógico, o objeto material do crime de roubo 
é a coisa alheia móvel sobre a qual recai a conduta delituosa, mas tam-
bém a pessoa contra quem se dirige a violência ou a grave ameaça.

O elemento subjetivo, por sua vez, é o dolo, exigindo o tipo 
penal ainda um especial fim de agir, traduzido na expressão “para si ou 
para outrem”, isto é, o agente subtrai o bem de outrem com o ânimo de 
assenhoreamento definitivo (animus rem sibi habendi), comportando-
-se como se seu proprietário fosse.
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2.1  A Teoria Econômica do Crime

A abordagem econômica do crime toma como pressuposto 
que o infrator é um indivíduo que faz escolhas racionais, orientando-se 
a partir de critérios utilitários de custo/lucro (economic choice), o que 
“pressupõe que o crime é uma atividade ou ‘indústria’ economicamente 
relevante” (CARDOSO, 2018, p.185). Em outras palavras, o crimino-
so avalia as melhores oportunidades e age de forma pragmática, seme-
lhante ao que ocorre na tomada de decisão de um consumidor frente à 
oferta de bens no mercado.

O modelo da escolha racional, à toda evidência, não reproduz 
rigorosamente o que acontece na realidade. Com efeito, os crimes não 
são produtos únicos e exclusivos da razão, mas também da emoção, da 
impulsividade, da ignorância ou, simplesmente, da pura irracionalida-
de. Porém, ainda que a teoria econômica não consiga explicar exata-
mente o processo subjetivo de tomada de decisão, ela permanece eficaz 
no que tange à descrição de comportamentos. A Economia, em última 
análise, é uma ciência comportamental.

Conforme ensinam Robert Cooter e Thomas Ulen: 

(...) os consumidores agem como se estivessem calculando a 
utilidade marginal. Da mesma maneira, diz-se que os crimi-
nosos agem como se estivessem comparando os benefícios 
marginais do crime e as penas esperadas. (...) os criminosos 
podem não raciocinar tal e qual o modelo prevê, mas ainda 
agem como se tivessem. Ao dizer que os criminosos agem 
“como se” tivessem deliberado, dizemos que quando têm a 
oportunidade de cometer um crime, os criminosos respon-
dem imediatamente aos riscos e benefícios com se os tives-
sem considerado.(COOTER; ULEN; 2010, p. 481)

Logo, mesmo que as escolhas humanas sejam de natureza com-
plexa e, não raras vezes, não possam ser compreendidas racionalmen-
te, as pessoas permanecem previsíveis. O comportamento humano é 
influenciado por incentivos favoráveis e desfavoráveis, sejam eles de 
ordem moral, biológica, psicológica, sociológica ou econômica, o que 
permite ao observador atento predizer, com elevada probabilidade de 
êxito, a opção que será adotada.
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Nessa esteira, o objetivo das políticas de segurança pública se-
ria desestimular a prática de delitos a partir da maximização dos custos 
em detrimento dos potenciais ganhos resultantes da ação criminosa.

Na linguagem criminológica, a teoria econômica preconiza 
uma política prevencionista situacional, ou seja, focada em neutralizar 
as oportunidades que favorecem a prática de infrações penais. Nessa li-
nha, ganham vulto as dimensões espaciais, temporais e situacionais do 
delito, uma vez que o crime não se trata de evento fortuito ou aleatório, 
mas racional, em que o autor analisa as melhores condições para agir.

Segundo Molina (2013, p.148), as técnicas de prevenção situa-
cional podem ser classificadas em quatro grandes grupos, a saber:

a)  As orientadas a incrementar a percepção do esforço associado a 
um particular delito;

b)  As que incrementam a percepção do risco;

c)  As tendentes a reduzir as recompensas esperadas;

d)  As que perseguem potencializar os sentimentos de culpa do 
infrator.

À guisa de exemplo de medida orientada a incrementar 
a percepção do esforço, podemos citar a situação em que um 
particular decide instalar câmeras de vigilância e cercas elétricas em 
sua residência, cujo efeito esperado, sob a perspectiva do criminoso, 
será o desencorajamento devido à maior dificuldade na execução 
de um possível furto à residência, ainda que isso não impeça o 
redirecionamento do infrator para outra casa desguarnecida, efeito 
que os economistas denominam de redistribuição do crime.

Por sua vez, se o poder público decide aumentar significativa-
mente a presença policial ostensiva nas ruas, bem como aparelhar as 
polícias investigativas visando aperfeiçoar sua eficiência, a consequên-
cia esperada, naturalmente, será o incremento da percepção do risco 
para o delinquente, tendo em vista a maior probabilidade de que venha 
a ser capturado e punido.

Técnicas de recuperação de ativos provenientes de corrupção 
ou de lavagem de dinheiro, com o objetivo de desarticular financeira-
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mente organizações criminosas e ressarcir o erário público, ilustram 
claramente providências voltadas à redução das recompensas auferidas 
com o crime.

Finalmente, como exemplo de medida do quarto grupo, pode-
mos mencionar as pesadas indenizações impostas a empresários como 
forma de internalização dos custos ambientais causados por atividades 
potencialmente poluidoras.

A eficácia de tais intervenções, por sua vez, são testadas a partir 
de estudos empíricos e equações matemáticas envolvendo diversas va-
riáveis, sendo a notação mais conhecida desenvolvida pelo economista 
Gary S. Becker, em 1968, publicada por meio de seu artigo Crime and 
Punishment: in Economic Approach(1974).

Em sua tese, Becker sintetiza a noção de oferta do crime nos 
seguintes termos:

O = O (p, f, u)

em que “O” significa número de crimes (offenses), “p” indica 
a probabilidade (probability) de o indivíduo ser punido, “f” é a pena 
(fine) aplicada à infração e “u” designa outras variáveis a serem levadas 
em consideração, tais como nível de educação, oferta de trabalho etc.

Nessa ótica, a utilidade esperada da ofensa poderia ser traduzi-
da na seguinte função matemática:

E(U) = pU(Yi – f ) + (1 – p)U(Yi)

em que “E(U)” é a utilidade esperada, “pU” é a probabilidade 
de ser condenado, “Yi” é o retorno ilegal do crime e “f” é a pena comi-
nada ao delito.

Assim, suponhamos que um jovem oriundo dos estratos sociais 
menos abastados de uma comunidade e com baixa instrução ganhe, 
em média, R$1.100,00 (um mil e cem reais) mensais em um emprego 
formal. Imaginemos que esse mesmo jovem, caso decida roubar celula-
res, no mesmo período de um mês, aufira, em média, R$7.500,00 (sete 
mil e quinhentos reais). Vamos considerar que a probabilidade de um 
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autor de roubo ser preso e condenado seja de 2% (dois por cento)2. Por 
fim, para simplificar nossa análise, suponhamos que a pena atribuída 
ao crime de roubo seja exclusivamente monetária e corresponda ao do-
bro do proveito delituoso. 

Nesse caso, temos que a utilidade real do trabalho do jovem é 
R$1.100,00, uma vez que o desempenho da atividade legal não acarre-
ta qualquer risco para o indivíduo. Assim:

U = U(Yl)

em que “U” é a utilidade do emprego formal e “Yl” é a renda 
legal obtida com a atividade. Confira-se:

U = U(1100)

U = R$1.100,00

Por outro lado, a utilidade da atividade criminosa pode ser de-
finida da seguinte forma:

E(U) = pU(Yi – f ) + (1 – p)U(Yi)

E(U) = 0,02(7.500-15.000) + (1 – 0,02)(7.500)

E(U) = 0,02(-7.500) + 0,98(7.500)

E(U) = -150 + 7.350

E(U) = R$7.200,00

Diante desse cenário, podemos concluir que o indivíduo opta-
ria pela empreitada criminosa, uma vez que o retorno líquido esperado 
supera em muito o benefício obtido com a atividade lícita.

2 De acordo com um levantamento realizado em 2018 pelo jornal Extra, com base em dados 
obtidos junto à Polícia Civil do Rio de Janeiro, de 60 roubos registrados, apenas 1 resulta em 
condenação para o criminoso, o que equivale a um percentual de 1,6%. Infelizmente, esse 
percentual ainda é otimista, uma vez que não leva em consideração os casos de subnotificação 
(cifra negra) (BRAGA, 2018).
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3. Uma Perspectiva De Microgestão: Estudo De 
Caso

Considerando a base argumentativa acima evidenciada, temos, 
agora, a possibilidade de se analisar pontos valendo-nos de um estudo 
de caso. 

Na cidade de Araguaína -TO, recorte da pesquisa, os registros 
de ocorrências policiais de crimes são feitos através de “uma plata-
forma de informações integradas, que possibilita consultas operacionais, 
investigativas e estratégicas sobre segurança pública, implementado em 
parceria com entes federados”(MINISTÉRIO DA JUSTIÇA, 2021), 
denominada SINESP.

Essas ocorrências, além do registro formal junto à plataforma 
acima explicitada, são cadastradas também junto à unidade da Polícia 
Civil de Araguaína, mediante um planilhamento de dados gerenciá-
veis, executado por uma aplicação de business intelligence (BI), que per-
mite criar análises guiadas orientadas ao usuário, auxiliando na tomada 
de decisões, valendo-se de fontes diversas de conhecimento.

Desta forma, ao invés de utilizarmos uma classificação jurídica 
(típica) de ocorrências policiais, há uma catalogação policial investi-
gativa, em outras palavras, é possível separar ocorrências pela natureza 
policial e não pela natureza jurídica típica. Ao contrário do ato de se-
parar os crimes por roubos majorados com emprego de arma de fogo 
ou roubo majorado pela autoria de duas ou mais pessoas (ambos filtros 
jurídicos), é possível realizar filtros de roubos a estabelecimentos co-
merciais, roubos a transeuntes, roubos a veículos etc. (filtros policiais). 
Vejamos:
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Figura 1 – Extração da análise gerenciável de ocorrências policiais de roubo

Fonte: Autores

Dessa forma, valendo-se desta metodologia, é possível realizar-
mos o filtro e recorte para crimes de roubo a transeuntes, os quais, em 
quase sua totalidade, refletem na subtração por violência e grave amea-
ça dos pertences que a vítima leva consigo, entre eles, o seu aparelho 
celular. Aplicando o filtro desta modalidade criminal, temos, no ano 
de 2020, o mês de novembro como o de maior índice matemático de 
crimes de roubo a transeunte, obtendo a quantidade de 75 ocorrências 
policiais, vejamos:

Figura 2 – Extração da análise gerenciável de ocorrências policiais de roubo a transeuntes no 
mês de novembro de 2020 na cidade de Araguaína-TO

Fonte: Autores
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Desse modo, planilhamos as ocorrências policiais de modo a 
identificar os modelos dos aparelhos celulares subtraídos nos crimes 
ocorridos no mês de novembro, e, valendo-se de um cálculo de pro-
jeção, após pesquisa mercadológica dos aparelhos subtraídos em dez 
eventos criminais, chegamos ao valor de R$11.291,553 (onze mil du-
zentos e noventa e um reais e cinquenta e cinco centavos) para dez 
eventos. Em resumo, desconsiderando prejuízos adicionais atinentes 
a outros bens subtraídos e considerando apenas os aparelhos celulares 
roubados, temos que cada crime/evento importou em um impacto mé-
dio de R$1.129,15 (mil cento e vinte e nove reais e quinze centavos). 

Tabela 1 – PLANILHA DE PRECIFICAÇÃO

B.O. MARCA MODELO PRECIFICAÇÃO
64539 Samsung, modelo A50 1.429,00
64322 Samsung, modelo J2 699,00
64295 Samsung, modelo J5 Prime 1.299,00
63551 Samsung, modelo A10S 799,00
62621 Samsung, modelo J5 Prime 1.299,00

Samsung, modelo J5 780,00
68179 Samsung, modelo J2 PRIME 16GB 799,00
66902 Apple, modelo Iphone 5S 1.199,00
66007 Samsung, modelo J2 699,00
65522 Samsung, modelo J4 799,00

SOMATÓRIA DOS VALORES 11.291,55
DIVISÃO POR EVENTO 1.129,15

Fonte: Autores

Ainda, no recorte temporal que referendamos, um mês, pro-
jetando para os setenta e cinco crimes/eventos, temos que estes im-
pactaram em um referencial médio/mês de R$84.686,25 (oitenta e 
quatro mil seiscentos e oitenta e seis reais e vinte e cinco centavos). Por 
fim, ampliando para uma perspectiva anual, teríamos o valor médio 
de R$1.016.235,00 (um milhão dezesseis mil duzentos e trinta e cinco 
reais) em prejuízos impactados, suportados pelas vítimas. 

3 Pesquisa realizada mediante consulta em sítios de venda pela internet, a qual considerou 
o valor do aparelho novo, todavia, em relação à depreciação do produto usado, temos uma 
compensação em virtude da desconsideração de eventuais outros bens subtraídos no crime. 



95Revista Brasileira de Ciências Policiais

Breno Eduardo Campos Alves e Romeu Fernandes de Carvalho Filho

Brasília, v. 12, n. 6, p. 85-102 , Set.-Dez./2021

Avançando, consideremos que o autor do crime de roubo tenha 
em mãos um aparelho no valor de R$1.129,15, após ter conseguido rea-
lizar o crime, assim, temos que o prejuízo (R$1.129,15) já foi suportado 
pela vítima, pois já se trata de um valor (ativo) perdido por ela. Desta 
forma, quando em um ato post delictum o agente do roubo, por exemplo, 
efetua a venda pela metade do valor de mercado, ele obtém um ganho, 
no nosso exemplo, de R$561,57 (metade do valor), mas, nominalmente, 
é um valor (ativo) de incremento ao prejuízo já recaído à vítima durante 
o crime, pois somando o prejuízo da vítima, mais o ganho do autor, che-
gamos a um valor de R$1.693,72. Assim, o aparelho (ativo) vai ingres-
sar novamente na circulação de bens comuns da vida cotidiana, tendo o 
receptador (de boa-fé ou de má-fé) a possibilidade de revendê-lo a um 
terceiro, que também poderá comercializá-lo, sempre acrescendo valores 
até que alcance novamente o seu valor real de mercado. 

Em outras palavras, o que explicitamos é que o crime não im-
pacta economicamente apenas a vítima, esta suportou o prejuízo ini-
cial do valor do bem subtraído e este não será ressarcido, então, quando 
o criminoso efetua a venda do bem a terceiro, temos um novo valor 
agregado aos impactos do crime, pois alguém irá pagar, agora, um valor 
pelo bem, o qual será, em sua totalidade, lucro da atividade criminosa. 
Assim, o valor de impacto do crime é a soma do prejuízo da vítima com 
o lucro advindo da destinação posterior do aparelho, passando ambos 
a ser um ativo criminal.

O que temos em análise real, além do valor “x” suportado pela 
vítima, são negociações posteriores entre autor do roubo e receptado-
res que vão tender a chegar novamente ao real valor do aparelho, na 
medida em que essas vendas forem ocorrendo no mercado informal. 
Na práxis policial percebemos que um aparelho celular, após ser rouba-
do, acaba sendo vendido a um receptador por preços que variam entre 
30 a 50% do preço de mercado; após, o receptador, diante do aparelho 
com baixo custo, efetua a venda com valores entre 50 a 70% a um se-
gundo receptador; por fim, temos um terceiro receptador, para o qual 
o aparelho já chega entre 70 a 100% do valor do mercado. Sob essa 
ótica, podemos notar que se as negociações escusas dos aparelhos rou-
bados tendem a devolver ao respectivo objeto o seu preço de mercado, 
pois quanto mais perto do valor real, geralmente, maior a proximida-
de e confiança entre o comprador e vendedor, assim, considerando o 
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objetivo exposto neste artigo, chegamos à hipótese de que o impacto 
econômico que o crime de roubo de um aparelho celular causa é pro-
porcional a duas vezes o seu valor e, embora seja apenas uma hipótese, 
iremos trabalhá-la para exemplificar a aplicação prática.

Para clarear ainda mais, repisamos o último receptador que pagou, 
hipoteticamente, a quantia de 100% do valor de mercado em um aparelho 
que detém origem criminosa, logo, valendo-se do nosso recorte de estudo 
em exemplo, ele pagou a quantia de R$1.129,15. Este valor foi repartido, 
em lucro, por todos da cadeia de compra e venda, desde o ingresso do apa-
relho no mercado informal, e se tratou de um ativo que foi proveniente 
do crime, então, se considerarmos um grupo matemático chamado “efeitos 
financeiros do crime” e alocarmos nele o valor que a vítima perdeu quando 
teve seu objeto subtraído, aliado ao valor pelo qual o receptador comprou 
o bem – aqui em representação a todos os receptadores, até alcançar aquele 
que pagará o valor real de mercado do bem -, teremos, em somatória dos 
itens do grupo, o dobro do valor do objeto roubado.

3.1  Da proposta de intervenção em investigações 
não complexas: bloqueio de uso de aparelhos celu-
lares roubados

Em primeiro quadro, conforme já mencionado no decorrer 
deste trabalho, temos que o crime de roubo tem taxa de resolução/
condenação baixa, variando entre 1 e 5% o percentual de roubos em 
que há efetiva apuração, conforme declarações de secretários estaduais 
de segurança pública4. Então, aplicando tais índices à nossa proposta, 
temos que, em cada 100 roubos de aparelhos celulares, 95 não serão 
apurados. Na práxis policial, essas 95 ocorrências serão sobrestadas/
arquivadas, não gerando nenhum procedimento, o que a doutrina de 
ciências policiais vem apregoando como “seletividade”.

Em segundo quadro, temos o Projeto Celular Legal da Agência 
Nacional de Telecomunicações – ANATEL, sendo que, em consonân-
cia com a Lei Geral de Telecomunicações, Lei 9.472, de 16 de julho 
de 1997, todos os aparelhos que utilizam SIM Card de operadora de 
telefonia móvel devem possuir certificação aceita pela ANATEL. 

4 Pouca pesquisa de dados nesta área, sendo recorrente as pesquisas em torno de homicídios. 
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Desta forma, o Delegado de Polícia, quando diante de casos 
de roubos de aparelhos celulares, tendo em vista a quantidade de cri-
mes em que não irá atuar procedendo investigações complementares 
- o que se denota do índice acima referendado -, pode encaminhar, via 
ofício de sua lavra, a numeração de identificação do aparelho (IMEI) 
para a operadora de telefonia móvel, solicitando a inclusão na popular 
blacklist5, ou seja, o aparelho passará a não poder ser utilizado junto à 
malha de telefonia móvel.

Dois pontos merecem destaque quanto a esta medida: (i) é 
aplicável em investigações nas quais não houve o start investigativo de 
seguimento, ou seja, boletins de ocorrências sobrestados/arquivados; 
ademais, considerando o caráter rastreável de um aparelho de telefo-
nia, as investigações policiais podem ser assessoradas com informações 
advindas do uso posterior do referido aparelho, motivo pelo qual a sua 
não inabilitação pode ser uma estratégia investigativa; (ii) o congestio-
namento de ocorrências policias, conforme acima explanado, de modo 
que o volume de boletins de ocorrências que não são investigados é alto, 
resultando em fatos que, possivelmente, não se chegue à autoria delitiva.

Passaremos agora a idealizar os possíveis impactos econômicos 
da medida de inclusão do aparelho celular junto à lista de bloqueio da 
ANATEL.

Consideremos que o crime já ocorreu, logo, o prejuízo da víti-
ma (R$1.129,15), conforme supracitado, já foi suportado; todavia, o 
agente, ao efetuar a venda, não conseguirá alcançar os supostos 50% do 
valor de mercado, vez que o aparelho perderá a usabilidade funcional. 
Neste ponto, quanto mais perto o ato de bloqueio do crime em si, maior 
a capacidade de diminuir os impactos financeiros do crime, pois a única 
serventia do aparelho passaria a ser a negociação como sucata para peças.

Noutro giro, se o aparelho é efetivamente vendido e percorre a 
cadeia de receptadores, a qual já explanamos, mesmo que já esteja com 
um quinto receptador, por exemplo, na cadeia sucessória, ao ser desati-
vado, perderá parte do seu valor, não podendo ser disposto pelo valor 
normal de mercado e, novamente, somente usado como sucata/peças.

5 Lista negra.
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Conforme exposto nas digressões iniciais, considerando os 
quadros acima alinhavados, temos, nesta semiconclusão, uma medida 
tendente a reduzir as recompensas esperadas pelo crime, sendo uma 
técnica de prevenção situacional, (MOLINA, 2013, P. 148).

Nesta proposição, temos, como hipótese do nosso estudo de 
caso, que em cada mês os crimes de roubo a transeuntes com subtração de 
aparelho de telefonia móvel geram um impacto econômico, em média, 
de R$84.686,25 em prejuízos às vítimas, o qual, em análise do pós-crime, 
na qual o valor é dobrado, alcança a quantia de R$169.372,50, montante 
este que adentra no mercado em decorrência do crime. Assim, conside-
rando a média no período de um ano, temos o valor de R$2.032.440,00 
(dois milhões trinta e dois mil quatrocentos e quarenta reais).

Por fim, se o implemento da medida de bloqueio se efetivar, 
o valor de R$2.032,440,00 tende a se reduzir pela metade, sendo que 
ainda que efetivamente seja alcançado algum valor com a venda do 
aparelho, este perderá o seu valor integral em algum momento e, no-
vamente, tenderá a sua não comercialização. Assim, em um cenário hi-
potético, chegamos à possibilidade de redução de até 50% (cinquenta 
por cento) dos ativos provenientes da prática do crime de roubo e dos 
crimes posteriores de receptações, diminuindo, assim, cerca de um mi-
lhão de reais da atividade ilícita, reduzindo as recompensas do autor 
(técnica de prevenção situacional).

4. Conclusão

O presente artigo expôs os fundamentos da matriz de atuação 
em segurança pública que embasam as políticas de recuperação de 
ativos, normalmente relacionadas a grandes operações policiais e ao 
desnude de organizações criminosas. Assim, explorou-se a contextua-
lização criminológica, a teoria econômica do crime e o assentamento 
da prevenção situacional como medida de atuação estatal.

Em sequência, trabalhamos uma hipótese de aplicação da refe-
rida matriz na perspectiva de atuação de investigações não complexas, 
verificando a eficácia desta atuação na mesma linha trabalhada em in-
vestigações de maior complexidade.
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Através de um estudo de caso sobre roubos de aparelhos celu-
lares na cidade de Araguaína/TO, concluímos que é possível realizar 
medidas que estão em consonância com a matriz de recuperação de ati-
vos e de redução do proveito econômico do crime, mesmo em investi-
gações não complexas, sendo que, no presente caso, verificamos, hipo-
teticamente, os efeitos da medida de bloqueio de aparelhos roubados.

Nesse sentido, o presente estudo demonstra que o emprego de 
medidas investigativas tomadas em investigações não complexas tam-
bém podem ser úteis para contribuir com os objetivos dos programas 
nacionais direcionados a tornar as condutas criminosas menos lucra-
tivas, com o que se espera ampliar o debate sobre as possibilidades de 
aplicação das técnicas de recuperação de ativos.
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The indirect asset recovery from the 
perspective of non-complex investigations

ABSTRACT

This article deals with the analysis of the direction of public security management deter-
mined by the criminal policy matrix for the recovery of assets arising from crimes, which 
aims to make crime unprofitable, thus, we will support the epistemological root of that 
matrix, its foundation theoretical and, from then on, we will carry out an investigation 
from the perspective of its application in small criminal investigations, verifying the pos-
sibility of police authorities reducing the criminals’ earnings, even when the criminal au-
thorship is not revealed.

Keywords: investigation; crimes; recovery; active; management.

La recuperación de activos indirectos 
desde la perspectiva de investigaciones no 
complejas

RESUMEN

Este artículo aborda El análisis de La dirección de La gestión 
de La seguridad pública determinada por la matriz de política penal 
para La recuperación de activos derivados de delitos, que tiene como 
objetivo hacer que el delito no sea rentable, por lo que apoyaremos la 
raíz epistemológica de esa matriz, su fundamento teórico. y, a partir de 
ahí, realizaremos una investigación desde la perspectiva de su aplica-
ción em pequenas investigaciones penales, verificando la posibilidad 
de que las autoridades policiale sreduzcan las ganancias de los delin-
cuentes, incluso cuando no se revele la autoria delictiva.

Palabras-clave: investigación; crímenes; recuperación; acti-
vo; administración.
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RESUMO

Em um contexto de análise e manifestação de conformidade sobre documentos apre-
sentados em processos de ressarcimento por gastos incorridos, revela-se desafiadora a 
seleção de atributos ou metodologias capazes de direcionar os recursos humanos quan-
do o objeto de exame recai sobre grandes conjuntos de dados digitais. Em acréscimo às 
demais técnicas estatísticas de amostragem empregadas em um ambiente de auditoria, 
merece destaque a aplicação da Lei de Benford como instrumento de orientação do tra-
balho a partir da identificação de registros anômalos. Por meio de estudo dos registros 
financeiros de gastos da cota para o exercício da atividade parlamentar concedida aos 
senadores da República, os valores individuais de um conjunto de documentos fiscais 
foram submetidos à estrutura lógica da Lei de Benford e suas frequências calculadas 
confrontadas com as esperadas, a fim de identificar os registros dotados de maior ati-
picidade para o primeiro, segundo e dois primeiros dígitos de cada comprovante de 
desembolso. A análise dos registros e interpretação dos testes estatísticos aplicados su-
gerem a presença de indícios de manipulações, erros e/ou irregularidades no processo 
de prestação de contas de valores destinados ao custeio de despesas. Como resultado, a 
metodologia descrita pode ser aplicável para racionalizar os procedimentos de compro-
vação de gastos que compartilhem das mesmas características. 

Palavras-chave: Lei de Benford; primeiro dígito significante; auditoria; fraude; 
lavagem de dinheiro.
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1. Introdução

A discussão a respeito do desenvolvimento e da seleção de me-
todologias adequadas e eficazes na aplicação em processo preliminar e 
digital de análise de documentos que contenham informações de exe-
cução de despesas ou de desembolsos que serão submetidos à futura 
comprovação de conformidade tem sido objeto de inúmeras pesquisas 
e há muito o mercado vem dedicando esforços para desenvolver e tes-
tar técnicas capazes de destacar as anomalias mascaradas por grandes 
conjuntos de informações financeiras, a fim de submetê-los a exames 
mais detalhados e assim mitigar riscos de convalidar dados com eleva-
da carga de irregularidades. 

Tratando-se da sistematização de método voltado à redução de 
riscos de uma eventual aprovação de registros financeiros manipula-
dos, o fenômeno da fraude costuma ser considerado como um evento 
inerente ao exercício da atividade empresarial, sendo comumente asso-
ciado a um ato intencional e do qual se espera que fluam vantagens de 
ordem material e/ou de tráfico de influência (SHAPIRO, 1990), de 
sorte que a sua ocorrência sempre deve ser considerada.

Entre os modelos e técnicas empregados por profissionais que 
atuam na área de auditoria, tem ganhado notoriedade a utilização da 
teoria subjacente à intitulada Lei de Benford (LB), também reconhecida 
como Lei do Primeiro Dígito, Lei do Dígito mais Significante ou Lei 
dos Dígitos Iniciais, cujo uso foi disseminado para diversas áreas do co-
nhecimento humano, quais sejam: espectros atômicos, identificação de 
manipulação de resultados empresariais, adulteração de registros finan-
ceiros, dados sobre a dinâmica populacional, registros sobre a magnitu-
de e profundidade de terremotos, massa de dados genômicos, espectros 
infravermelhos de polímeros, entre outras (WHYMAN et al., 2016).

Em um contexto de controle e aferição de integridade de apli-
cação de recursos públicos, os senadores brasileiros dispõem da cha-
mada Cota para o Exercício da Atividade Parlamentar (CEAPS). Se-
guindo a metodologia definida pelo Senado Federal, inicialmente o 
parlamentar realiza o gasto e na sequência solicita o ressarcimento do 
valor, apresentando os documentos fiscais de comprovação, cabendo à 
estrutura administrativa verificar se o dispêndio efetuado guarda rela-
ção com o objeto de aplicação admitido por regulamento interno. 
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Considerando o universo de aplicação da LB e o conjunto de 
dados a ser explorado, o presente trabalho pretende aferir se os valores 
presentes nos documentos fiscais comprobatórios dos dispêndios rea-
lizados por Senadores da República do Brasil guardam relação com a 
frequência esperada para o primeiro, segundo e dois primeiros dígitos, 
calculados segundo a Lei de Benford.

Tenciona-se aplicar o modelo matemático consagrado pela 
LB, a fim de constatar se os desembolsos efetivados por Senadores da 
República do Brasil estão alinhados com a frequência esperada para o 
primeiro, segundo e dois primeiros dígitos, calculados segundo aquela 
Lei, pois, desvios representativos podem sugerir a existência de indí-
cios de fraudes, manipulações e/ou erros, destacando quais documen-
tos deverão ser mais bem avaliados pela equipe de controle.

2. Aplicabilidade da lei de benford na 
evidenciação de indícios de fraudes

A teoria matemática que suporta a Lei de Benford foi inicial-
mente observada e formulada por Simon Newcomb (NEWCOMB, 
1881) com a publicação do artigo intitulado Note on the Frequency 
of Use of the Different Digits in Natural Numbers, no qual apresentou 
ao mundo científico uma tabela com a distribuição de probabilidade 
que definia a frequência de ocorrência do primeiro e segundo dígitos 
de um dado número. Na ocasião, conquanto o evento observável te-
nha sido classificável como de tipologia natural, não foi apresentada 
uma evidência científica de registro de sua reprodução espontânea para 
eventos livremente observáveis em ambientes não controláveis.

Quase seis décadas depois, com a publicação do artigo intitu-
lado The Law of Anomalous Numbers, Benford (1938) coletou dados 
de diversas fontes na intenção de calcular as probabilidades de ocor-
rência dos dígitos de 0 a 9 (desprezando-se 0 como primeiro dígito, 
bem como eventuais sinais negativos), alocados na primeira, segunda, 
terceira, n posição de um número, e nessa ocasião o teorema matemá-
tico foi reapresentado ao mundo, com a demonstração dos resultados 
obtidos a partir da determinação das frequências dos dígitos para mais 
de 20.000 coleções de dados.
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Assim, a distinção da Lei de Benford (LB) reside no fato de a 
frequência de ocorrência divergir do senso comum, ou seja, ser con-
traintuitiva, pois se poderia esperar que a probabilidade de existência 
dos dígitos fosse igualmente provável. Contudo, Benford demonstrou 
que a distribuição dos dígitos é regida por uma frequência logarítmica 
de base 10, cuja probabilidade está associada à posição do dígito, e não 
ao valor deste (HILL, 1995).

Seguindo tal distribuição, quando da análise, por exemplo, de 
todas as notas fiscais emitidas por determinada entidade, espera-se que 
um número superior a 30% tenha o algarismo 1 como primeiro dígito, 
e um pouco menos de 5% com o algarismo 9 como dígito na mesma 
posição, de modo que a probabilidade de ocorrência dos algarismos de 
1 a 9, como dígito mais significante, é decrescente. Logo, quanto maior 
o valor absoluto do dígito, menor a sua probabilidade de observação 
(BERGER; HILL, 2015).

Nigrini (1996) discorre sobre as fórmulas empregadas para a 
obtenção das frequências esperadas para o primeiro, segundo e dois 
primeiros dígitos de uma distribuição, conforme equações gerais de-
monstradas no quadro a seguir:

Quadro 1 - Equações Gerais de Acordo com a Lei de Benford

Dígito Equação

1º Dígito

2º Dígito

Dois 
primeiros 

dígitos

Fonte: Nigrini (1996).
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Onde:

D1 – o primeiro dígito de um número; e

D2 – o segundo dígito de um número.

Pela fórmula, a frequência esperada para o algarismo 1 como pri-
meiro dígito seria igual a: Prob(D1=1) = log(1+  ) = log(2) = 0,30103.
Por sua vez, a Tabela 1, a seguir, ilustra a frequência esperada para os 
algarismos de 1 a 9, para o primeiro dígito, e de 0 a 9 para o segundo, 
terceiro e quarto dígitos, segundo a LB.

Tabela 1 - Frequências esperadas para o primeiro, segundo, terceiro e quarto dígitos 
(em %).

Posição
Algarismo

0 1 2 3 4 5 6 7 8 9 Total

1º - 30,10 17,61 12,49 9,69 7,92 6,70 5,80 5,12 4,58 100

2º 11,97 11,39 10,88 10,43 10,03 9,67 9,34 9,04 8,76 8,50 100

3º 10,18 10,14 10,10 10,06 10,02 9,98 9,94 9,90 9,86 9,83 100

4º 10,02 10,01 10,01 10,01 10,00 10,00 9,99 9,99 9,99 9,98 100

Fonte: Adaptado de Nigrini (1996).

Embora o teorema matemático que sustenta a LB venha ten-
do a sua aplicabilidade explorada em diversas áreas do conhecimento 
humano, Durtschi, Hillison e Pacini (2004) enumeram situações nas 
quais a aplicabilidade da Lei poderá ser aplicada com mais proprie-
dade, a exemplo de conjuntos de dados que tenham origem na com-
binação de números, como se verifica no caso de contas a receber – 
registros que surgem do produto da quantidade vendida pelos preços 
individuais das mercadorias ou quando a análise recair sobre grandes 
conjuntos de dados (transações acumuladas durante o exercício social).

Mas há hipóteses nas quais o uso da Lei não se revela válido, 
como é o caso de números que estejam sujeitos a um limite superior e 
inferior, a exemplo de contas de reembolso de valores que não excedam 
R$ 1.000,00 (um mil reais) ou ainda aqueles compostos por valores 
atribuídos como números de contas bancárias e de código postal.

1
1
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O potencial de utilidade do referencial matemático que conce-
de suporte à LB vem sendo testado no campo da Auditoria e da Conta-
bilidade, visando à detecção de valores atípicos nos conjuntos de dados 
submetidos a testes com a finalidade de redução dos riscos de auditoria 
e eventual formação de juízo de valor sobre a ocorrência de indícios de 
manipulação, fraude e indicação de certas tendências reveladas a partir 
do exame dos registros financeiros (SANTOS et al., 2012).

No campo forense, a LB vem sendo explorada há mais de três 
décadas, figurando com um dos trabalhos mais remotos o de Carslaw 
(1988), que identificou desconformidades das probabilidades espe-
radas para o segundo dígito dos lucros divulgados por um grupo de 
empresas sediadas na Nova Zelândia, confirmando a existência de um 
excesso de “0” e uma ausência de “9”. Posteriormente, foi constatado 
que os gestores tinham por prática arredondar os resultados, a fim de 
obterem melhor avaliação dos stakeholders.

A mesma lógica adotada por Carslaw (1988) foi replicada por 
Thomas (1989), mas tendo por amostra empresas que possuíam ações 
negociadas no mercado norte-americano, concluindo que as empresas 
com resultados positivos tendiam a apresentar mais “0”, em detrimento 
de “9”; por sua vez, as empresas com resultados negativos denotavam 
uma propensão de evidenciar mais “9” e menos “0”, sugerindo que seus 
gestores interferiam no processo para suavizar seus resultados negati-
vos, pois, o produto da análise revelou-se compatível com arredonda-
mentos para baixo.

Nigrini (1996) emprega os enunciados da LB para aferir as in-
compatibilidades de dados contábeis em contraposição à frequência 
logarítmica preconizada pela distribuição de Benford. Em 1996, esse 
pesquisador fez uso do modelo para discutir a validade dos achados 
advindos da análise de informações financeiras prestadas por pessoas 
físicas quando da elaboração das declarações de imposto sobre a renda. 
Na ocasião, concluiu que os contribuintes subestimavam valores que 
iriam compor o conceito de renda e superestimavam valores admitidos 
pela legislação como deduções fiscais, ou seja, capazes de reduzir a base 
de cálculo do imposto.
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Ainda no ambiente financeiro, Nigrini e Mittermaier (1997) 
testaram a validade da LB em um conjunto de dados gerado pelo siste-
ma contábil de empresas, com o propósito de robustecer e expandir o 
uso da lei por auditores em um processo de legitimação das informações 
geradas internamente pela companhia, as quais devem ser submetidas 
a um rito próprio de certificação. Trabalhando com dados reais, os au-
tores avaliaram a conformidade dos primeiros e segundos dígitos, dos 
dois primeiros dígitos, dois últimos dígitos, arredondamento de dígitos 
e duplicação de números, findando por demonstrar que a análise digital 
pode racionalizar e direcionar os recursos humanos, incidindo, inclusi-
ve, sobre a taxa de detecção e prevenção de eventos fraudulentos.

Mas a LB teve a sua aplicabilidade explorada também como 
técnica útil à identificação de empresas criadas com o propósito de la-
vagem de dinheiro e, nessa temática, Yang e Wei (2010) apresentaram 
um método que reunia três variáveis a serem empregadas na constru-
ção de um índice capaz de reconhecer transações caracterizadas por 
elementos  indicativos de lavagem de recursos, quais sejam:  1) a fuga 
ao volume comum de transações comerciais; 2) a constatação de rece-
bimentos e pagamentos de parceiro comercial não habitual; e 3) a apli-
cação da LB como instrumento de detecção de anomalias nos dígitos 
fabricados pelo sistema de informações contábeis.

Trabalhando com uma amostra de 20 empresas, o índice suge-
riu que, desse universo, cinco empresas poderiam ter praticado opera-
ções de lavagem de dinheiro, direcionando, assim, os recursos para a 
análise das transações dessas pessoas jurídicas.

Por sua vez, Badal-Valero, Alvarez-Jareño e Pavía (2018) com-
binaram o referencial teórico da LB com elementos de aprendizagem 
de máquina na intenção de identificar padrões compatíveis com ope-
rações de lavagem de dinheiro, buscando identificar se as notas fiscais 
emitidas por fornecedores e as notas fiscais de venda de um grupo de 
empresas guardavam relação com a frequência esperada e calculada a 
partir da Lei em comento. Na amostra utilizada, os autores consegui-
ram enumerar 119 fornecedores como potenciais praticantes de frau-
des caracterizadas pela criação de documentos fiscais dissociados de 
atividades comerciais genuínas.



110 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Lei de Benford: uma análise da sua aplicabilidade em uma amostra de documentos fiscais... 

Brasília, v. 12, n. 6, p. 103-125, Set.-Dez./2021

Em resumo, as pesquisas destacadas apontaram para a consis-
tência e utilidade da distribuição da frequência logarítmica esperada 
para o primeiro, segundo, dois primeiros e dois últimos dígitos, obti-
dos em função dos enunciados da LB, projetando-a como instrumento 
forense para destacar eventuais anomalias, distorções e/ou manipula-
ções em dados que deveriam ser gerados seguindo ordenamentos natu-
rais, mas que, por intervenção humana, acabam se insurgindo contra 
as proporções esperadas.

3. Metodologia e Dados Analisados

Admitindo-se a Lei de Benford (LB) como um instrumento 
hábil para a identificação de valores anômalos, os testes realizados co-
mumente buscam aferir o ajuste das proporções observadas com o das 
proporções esperadas para o primeiro, segundo, dois primeiros dígitos, 
dois últimos dígitos antes da parte decimal e os dois representativos da 
parte decimal (NIGRINI; MITTERMAIER, 1997).  

A primeira etapa da análise constituiu-se da simples ilustração 
gráfica entre essas proporções, para tanto, foram realizados testes esta-
tísticos: Estatística-Z (Z test), Qui-Quadrado (χ2) e Desvio Absoluto 
Médio (em inglês, Mean Absolute Deviation – MAD), em linha com 
os testes realizados por Krakar e Zgela (2009) ao aplicarem a LB em 
um ambiente de auditoria, visando à avaliação dos registros produzi-
dos por um sistema de pagamentos de uma empresa e com as técnicas 
preconizadas por Nigrini e Mittermaier (1997).

Assim, na presente pesquisa, as hipóteses testadas foram as se-
guintes:

• H0: os registros analisados estão em conformidade com a 
LB; e

• H1: os registros analisados não estão em conformidade 
com a LB.

Admitindo-se um nível de significância de 5%, a hipótese nula 
será passível de rejeição se os valores apurados para as estatísticas Z, χ2 
e MAD divergirem dos valores críticos postos para essas medidas, ou 
seja, se os desvios forem considerados relevantes.
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A Estatística Z buscou avaliar se as proporções observadas 
divergem significativamente daquelas definidas pela LB, isto, para o 
primeiro, segundo e combinação dos dois primeiros dígitos, sendo cal-
culada conforme se segue:

Onde:

po: Proporção observada;

pe: Proporção esperada; e

N: Número de observações.

O teste do χ2, ao contrário da estatística Z, buscou avaliar se a to-
talidade do conjunto de dados analisada está em conformidade com a LB, 
simplesmente confrontando as frequências observadas com as esperadas, a 
fim de determinar quais dígitos não se alinham à Lei em comento.

Sobre a questão, Nigrini e Miller (2009) pontuam que o teste 
Qui-Quadrado traz consigo o inconveniente de pequenos desvios to-
marem proporções de significância estatística, quando se trabalha com 
um grande conjunto de registros. Assim, o teste foi calculado confor-
me se segue:

Onde:

po: Proporção observada;

 

H1: os registros analisados não estão em conformidade com a LB. 

 

Admitindo-se um nível de significância de 5%, a hipótese nula será passível de rejeição se os 

valores apurados para as estatísticas Z, χ2 e MAD divergirem dos valores críticos postos para essas 
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pe: Proporção esperada; e

k: Número de posições.

A estatística MAD foi calculada em função dos desvios absolu-
tos médios entre as proporções observadas e as esperadas, dividindo-se 
pelo número de dígitos possíveis de serem considerados em cada teste. 
Tal medida estatística não é afetada pelo número de registros, sendo 
calculada para o primeiro, segundo e dois primeiros dígitos (NIGRI-
NI; MITTERMAIER, 1997), conforme se segue:

1º Dígito 2º Dígito 2 Primeiros Dígitos

(3)

Onde:

po : Proporção observada; e

pe : Proporção esperada.

Para a estatística em questão, embora não existam valores crí-
ticos obtidos por um critério universal, no presente estudo foram uti-
lizados os valores críticos calculados por Nigrini (2012), conforme 
limites definidos na Tabela 2.

Tabela 2 - Valores críticos para os desvios absolutos médios.

Análise de Conformidade 1º Dígito 2º Dígito Dois Primeiros 
Dígitos

Conformidade adequada < 0.0006 < 0.008 < 0.0012

Conformidade aceitável 0.006 - 0.012 0.008 - 0.010 0.0012 - 0.0018

Conformidade marginal 0.012 - 0.015 0.010 - 0.012 0.0018 - 0.0022

Conformidade ausente > 0.015 > 0.012 > 0.0022

Fonte: Adaptado de Nigrini (2012).

Neste trabalho, o estudo recaiu sobre os gastos realizados pelos 
81 Senadores da República e por seus suplentes, durante os anos-ca-
lendário de 2015 a 2018, pois o Senado, com o propósito de fomentar 
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a publicidade dos gastos, disponibiliza todos os valores de face (valor 
global) de cada documento fiscal apresentado, ressarcido ou recusado, 
no seu portal da transparência.

Sob o aspecto normativo, ao executar o montante alocado na 
rubrica “Cota para o Exercício da Atividade Parlamentar”, cada sena-
dor deve apresentar à área técnica os comprovantes fiscais que demons-
tram a aplicação dos recursos, por sua vez, esses documentos passarão 
por uma análise material e formal a fim de identificar se o dispêndio é 
condizente com a previsão normativa para os tipos de despesa admissí-
veis, mas não são realizadas rotinas capazes de constatar a real execução 
do serviço ou aquisição da mercadoria e/ou bem discriminado em cada 
documento fiscal.

Os valores aplicados são distribuídos entre sete rubricas, a sa-
ber: 1) Aluguel de imóveis; 2) Aquisição de materiais de consumo; 3) 
Contratação de consultorias; 4) Divulgação da atividade parlamentar; 
5) Locomoção e hospedagem; 6) Passagens aéreas; e 7) Serviços de 
segurança privada (Brasil, 2019).

Em razão da delimitação do tema e da opção metodológica, 
não foram analisadas as rubricas de “aluguel de imóveis” e “passagens 
aéreas”, pois no primeiro caso, os valores são fixos e, no segundo, os bi-
lhetes são emitidos diretamente por agências/sites e há necessidade de 
comprovar o embarque, logo, não se verifica a possibilidade de valores 
serem criados. Assim, de um universo de 104.229 documentos fiscais, 
após excluir aqueles cujos valores foram inferiores a R$ 10,00 (dez 
reais), ausência dos dois primeiros dígitos, restaram 56.377 registros a 
serem utilizados como base de dados para aplicação da LB.

4. Resultados e Discussão

4.1  Análise do primeiro dígito

A análise gráfica adotada a partir do modelo proposto pela LB 
sugere uma abordagem escalonada, ou seja, inicia-se com o teste de 
conformidade para o primeiro dígito, buscando obter elementos capa-
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zes de sugerir a razoabilidade dos dados. Neste primeiro momento, a 
ilustração gráfica permite ao usuário da informação uma rápida iden-
tificação de desvios entre a frequência observada e a frequência espera-
da. Contudo, por se tratar de um teste preliminar, este não oportuniza 
a seleção de uma amostra para estudos mais detalhados.

Assim, o Gráfico 1, a seguir, evidencia que a proporção obser-
vada do algarismo 1 para o primeiro dígito se destaca dentre os demais 
algarismos, superando aquela projetada pela LB.

Gráfico 1 - Primeiro Dígito.

Fonte: Dados da Pesquisa.

Em situações em que a análise gráfica não é tão terminativa, os tes-
tes estatísticos podem ser o instrumental adequado para a validação de po-
sicionamento quanto ao atendimento aos pressupostos definidos na LB.

 

 
 

Fonte: Dados da Pesquisa. 
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Registros 
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Estatística 
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Qui-
Quadrado 

1 22777 0,404 0,301 0,103 0,103 53,302 1986,173 
2 11067 0,196 0,176 0,020 0,020 12,595 130,812 
3 5160 0,092 0,125 -0,033 0,033 23,988 503,778 
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5 4908 0,087 0,079 0,008 0,008 6,919 44,176 
6 2384 0,042 0,067 -0,025 0,025 23,422 512,215 
7 2107 0,037 0,058 -0,021 0,021 20,935 413,222 
8 2131 0,038 0,051 -0,013 0,013 14,380 196,461 
9 1655 0,029 0,046 -0,016 0,016 18,629 331,527 

Total 56.377 MAD 0,0291 - 4416,138 
 

Fonte: Dados da Pesquisa. 
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Tabela 3- Resultados para o 1º dígito.

1º 
dígito

Nº. de 
registros

ProPorção 
observada

ProPorção 
esPerada

desvios

desvio 
absoluto 

Médio

estatística 
Z

Qui-
Quadrado

1 22777 0,404 0,301 0,103 0,103 53,302 1986,173

2 11067 0,196 0,176 0,020 0,020 12,595 130,812

3 5160 0,092 0,125 -0,033 0,033 23,988 503,778

4 4188 0,074 0,097 -0,023 0,023 18,151 297,774

5 4908 0,087 0,079 0,008 0,008 6,919 44,176

6 2384 0,042 0,067 -0,025 0,025 23,422 512,215

7 2107 0,037 0,058 -0,021 0,021 20,935 413,222

8 2131 0,038 0,051 -0,013 0,013 14,380 196,461

9 1655 0,029 0,046 -0,016 0,016 18,629 331,527

Total 56.377 MAD 0,0291 - 4416,138

Fonte: Dados da Pesquisa.

Da Tabela 3, é possível extrair que a Estatística Z, para todos 
os dígitos, foi superior ao valor crítico de 1,96, para um nível de sig-
nificância de 5%, o que conduz à rejeição da hipótese nula de que os 
registros estão em conformidade com a distribuição da LB. Os resulta-
dos atuam como direcionadores para o processo de amostragem de do-
cumentos fiscais que deverão ser submetidos a exames mais criteriosos 
de execução e comprovação do gasto, havendo uma predileção pelos 
desembolsos que se iniciam pelos algarismos 1, 3, 6, 7, 9 e 4, pois estes 
apresentaram as maiores distorções.

Para o χ2 calculado, embora seja esperado um excesso de potên-
cia - ou seja, o resultado tende a ser influenciado por amostras superio-
res a 2.500 registros -, o valor de 4416,138 situou-se muito acima do 
valor crítico de 15,507, denotando que o conjunto de dados analisado 
não segue a distribuição da LB.

Findando a avaliação estatística pelo MAD, as proporções ob-
servadas para os dígitos 1 e 5 superaram as proporções esperadas. De 
outra sorte, para os demais dígitos, as proporções observadas foram in-
feriores às calculadas em função da LB, resultando em uma estatística 
MAD de 0,0291 – superior ao limite de 0,015; ou seja, os três testes 
alinham-se e motivam a rejeição da hipótese nula – sob a perspectiva 
de toda a massa de dados, tem-se a ausência de conformidade com as 
frequências esperadas para a LB.
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4.2 Análise do segundo dígito

As percepções obtidas para a distribuição do primeiro dígito 
podem ser replicadas para o segundo dígito. A interpretação gráfica 
indica que as proporções observadas para os 1º e 5º dígitos situam-se 
em posição superior às proporções esperadas. Para os demais dígitos, as 
proporções observadas situam-se abaixo das esperadas.

Gráfico 2 - Segundo Dígito.

Fonte: Dados da Pesquisa.

As estatísticas calculadas MAD, Estatística Z e χ2 reforçam a 
rejeição da hipótese nula. A estatística Z, para todos os dígitos, supera 
o valor crítico de 1,96. O teste χ2, com um resultado de 16869,163, em 
contraposição a um valor crítico de 16,919, converge para a ausência 
de conformidade. Por último, a MAD de 0,04001 extrapola o limite 
de aceitabilidade sugerido de 0,012.
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Tabela 4 - Resultados para o 2º dígito.

2º Dígito
Nº, de 

Registros

Proporção 

Observada

Proporção 

Esperada
Desvios

Desvio 

Absoluto 

Médio

Estatística Z
Qui-

Quadrado

0 16195 0,287 0,120 0,168 0,168 122,582 6747,199

1 4178 0,074 0,114 -0,040 0,040 29,727 6420,777

2 4820 0,085 0,109 -0,023 0,023 17,777 6134,945

3 4311 0,076 0,104 -0,028 0,028 21,635 5881,812

4 4343 0,077 0,100 -0,023 0,023 18,389 5655,177

5 7280 0,129 0,097 0,032 0,032 26,066 5450,528

6 3728 0,066 0,093 -0,027 0,027 22,226 5263,920

7 3747 0,066 0,090 -0,024 0,024 19,776 5093,662

8 4257 0,076 0,088 -0,012 0,012 10,123 4936,934

9 - MAD 0,0400 - 16869,163

Fonte: Dados da Pesquisa.

4.3 Análise dos Dois Primeiros Dígitos

O Gráfico 3, a seguir, destaca as frequências calculadas para os 
dois primeiros dígitos observados e os respectivos afastamentos da dis-
tribuição projetada pela LB. Os dados revelam um afastamento entre as 
proporções observadas e esperadas para os dígitos 10, 15, 20, 30, 40 50, 
60, 70 e 80, frustrando a conformidade com a distribuição de frequên-
cias esperadas para a LB. A plotagem dos dados sugere um exame mais 
minucioso sobre os registros financeiros que contenham tais valores.
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Gráfico 3 - Dois primeiros dígitos.

Fonte: Dados da Pesquisa.

Tabela 5 – Resultado para os dois primeiros dígitos.

Dígito
Quantidade 

de 
Registros

Valor Crítico Dígitos com 
Resultado 
Conforme

Dígito com 
Maiores 

InconformidadesEst. Z χ2 MAD

Dois 
Primeiros 

Dígitos
56.377 1,96 112,02 0,0022 13, 23, 35, 65, 

75 e 88

50, 10, 20, 15, 80, 
30, 70, 31, 60, 18, 

11 e 46

Fonte: Elaboração do autor.

A estatística Z busca capturar as variações entre as proporções 
observadas e esperadas. Assim, entre as 89 combinações dos dois pri-
meiros dígitos, apenas os dígitos 13, 23, 35, 65, 75 e 88 não se situaram 
dentro da área de rejeição da hipótese nula. Para todos os demais, a 
estatística Z demonstrou a violação do valor crítico de 1,96. 

O teste χ2, com valor efetivo de 30146,464 e crítico de 112,02, 
e a MAD com valor calculado em 0,00533 e limite sugerido de 0,0022, 
reforçam a decisão de rejeitar a hipótese nula, ou seja, os valores desig-
nativos dos documentos fiscais utilizados pelos Senadores da Repúbli-
ca do Brasil, para fins de comprovação da regularidade dos gastos efe-
tivados, não seguem a distribuição logarítmica calculada pelo teorema 
matemático da LB.
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4.4  Análise geral

Para os três testes executados (primeiro, segundo e dois primei-
ros dígitos) na presente pesquisa, os resultados obtidos conduzem à 
rejeição da hipótese nula, ou seja, a hipótese de que os dados estão em 
conformidade com a LB. Logo, o resultado sugere que os registros de 
gastos não estão em conformidade com a LB. O Quadro 2, a seguir, 
condensa os resultados para os três testes estatísticos aqui adotados.

Quadro 2 - Resumo das estatísticas e resultados aferidos.

Estatística 1º Dígito 2º Dígito Dois Primeiros Dígitos

Estatística Z Ausência de 
Conformidade

Ausência de 
Conformidade Ausência de Conformidade

Teste χ2 Ausência de 
Conformidade

Ausência de 
Conformidade Ausência de Conformidade

Estatística 
MAD

Ausência de 
Conformidade

Ausência de 
Conformidade Ausência de Conformidade

Fonte: Dados da Pesquisa.

Conforme se verifica no quadro 2, todos os testes realizados para 
o primeiro e segundo dígitos, bem como para os dois primeiros, aponta-
ram para ausência de conformidade. Isto é preocupante, tendo em vista 
que pode refletir em dois caminhos: 1) manifestar que há algo de errado 
nos controles exercidos pela administração pública no que toca aos gas-
tos em questão; 2) sugerir que nos gastos realizados pelos senadores há 
indícios de problemas em termos de sua legalidade. Ambos caminhos 
são igualmente alarmantes e requerem maiores investigações.

Os testes aplicados indicam que o auditor, ou aquele responsá-
vel por opinar sobre as prestações de contas dos Senadores, deve ter es-
pecial atenção com os documentos fiscais que tenham como dois pri-
meiros dígitos os algarismos 50, 10, 20, 15, 80, 30, 70, 31, 60, 18, 11 e 
46, pois, as frequências observadas guardam elevada distorção, compa-
rativamente com as frequências esperadas. Sobre a questão, Nigrini e 
Mittermaier (1997) destacam que grandes desvios entre as frequências 
observadas e esperadas podem indicar que as duplicações para os dois 
primeiros dígitos, potencialmente, têm origem na intervenção huma-
na (manipulação dos dados).
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Assim, seria oportuno que a comprovação do gasto não se res-
tringisse ao exame documental de sua existência, sendo prudente ava-
liar outras alternativas de aferição da real execução do valor ressarcido, 
a exemplo, a confirmação de existência do bem/mercadoria adquirido, 
com o fornecedor; ou consulta ao código identificador da nota fiscal 
eletrônica, para afastar a hipótese de seu cancelamento e eventual de-
monstração, por parte do fornecedor de que ele adquiriu o bem co-
mercializado.

5. Considerações Finais

Em um ambiente de auditoria de prestação de contas, torna-se 
inquestionável a necessidade de os auditores fazerem uso de técnicas 
de análise digital para a determinação de valores atípicos no universo 
de documentos fiscais a serem validados ou reprovados.

Entre as metodologias amplamente aceitas, figura a teoria do 
dígito mais significante, que compara as frequências observadas para o 
primeiro, segundo e dois primeiros dígitos com a frequência calculada 
pela fórmula de distribuição logarítmica da Lei de Benford (LB).

Para a base de registros fiscais aqui analisada, as frequências 
observadas para os dígitos mais representativos afastaram-se da fre-
quência proposta pela Lei em comento – fato reforçado pelos valores 
obtidos para a estatística Z, teste Qui-Quadrado e Desvio Absoluto 
Médio (em inglês, Mean Absolute Deviation – MAD).

Os resultados sugerem que o responsável por se pronunciar 
acerca da exatidão dos gastos deve adotar metodologias adicionais para 
aferir a adequabilidade dos documentos fiscais que têm como dois pri-
meiros dígitos os algarismos 50, 10, 20, 15, 80, 30, 70, 31, 60, 18, 11 e 
46, pois estes divergiram mais fortemente da frequência esperada.

Embora os testes não avalizem a existência de fraude e/ou erro, 
atuam como sinalizadores para aqueles profissionais incumbidos de se 
manifestarem acerca da adequabilidade ou impropriedade dos gastos, 
indicando a necessidade de adoção de ações adicionais de exame.
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Trabalhos futuros poderiam explorar não apenas a convergên-
cia entre a frequência observada e a esperada para o primeiro, segundo 
e dois primeiros dígitos dos valores consignados nos documentos com-
probatórios de gastos, mas sobretudo dos dois últimos dígitos. Além 
disso, poderiam realizar o teste de soma, a fim de obter uma amostra 
mais refinada, sobre a qual recairiam exames mais analíticos capazes de 
validar ou refutar os resultados encontrados neste estudo.

Por fim, em investigações policiais que envolvam a identi-
ficação de lavagem de recursos perpetrada por empresas de fachada, 
inidôneas e/ou fictícias, a obtenção da base de dados de notas fiscais 
eletrônicas emitidas pode vir, a partir da aplicação da fundamentação 
teórica provida pela LB, a restringir o universo de empresas que deve 
ter atenção da equipe de investigação. A mesma sistemática pode ser 
estendida às pessoas jurídicas que emitem notas fiscais eletrônicas, ten-
do como destinatários pessoas jurídicas de direito público e/ou equi-
paradas, com a vantagem de esses dados terem publicidade irrestrita e 
não demandarem afastamento de sigilo fiscal. 
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BENFORD'S LAW: an analysis of its 
applicability in a sample of tax documents 
presented in the senators’ accountability

ABSTRACT

In a context of compliance analysis and manifestation on documents presented in reim-
bursement processes for expenses incurred, the selection of attributes or methodologies 
capable of directing human resources when the object of examination falls on large sets 
of digital data is challenging. In addition to the other statistical sampling techniques em-
ployed in an auditing environment, the Benford’s Law as an instrument to guide the iden-
tification of anomalous records deserves special mention. Through a study of the finan-
cial records of quota expenditures for the exercise of parliamentary activity granted to 
senators of the Republic, the individual values of a set of fiscal documents were submitted 
to the logical structure of the Benford’s Law and their calculated frequencies compared 
with the expected ones, to identify the most unusual records for the first, second and first 
two digits of each disbursement receipt. The analysis of the records and interpretation of 
the applied statistical tests suggest the presence of signs of manipulations, errors and/or 
irregularities in the process of rendering accounts for amounts intended to cover expens-
es. As a result, the described methodology may be applicable to rationalize expenditure 
verification procedures that share the same characteristics.

Keywords: Benford’s Law; first significant digit; audit; fraud; money laundering.

LA LEY DE BENFORD: un análisis de 
su aplicabilidad en una muestra de 
documentos fiscales presentados en las 
cuentas de los senadores de la República

RESUMEN

En un contexto de análisis y manifestación de cumplimiento de documentos presen-
tados en procesos de reembolso de gastos incurridos, la selección de atributos o me-
todologías capaces de dirigir los recursos humanos cuando el objeto de examen recae 
en grandes conjuntos de datos digitales es un desafío. Además de las otras técnicas de 
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muestreo estadístico utilizadas en un entorno de auditoría, merece una mención espe-
cial la aplicación de la Ley de Benford como instrumento para orientar el trabajo desde 
la identificación de registros anómalos. Mediante un estudio de los registros financieros 
de los gastos de cuotas para el ejercicio de la actividad parlamentaria otorgadas a los 
senadores de la República, se sometieron los valores individuales de un conjunto de do-
cumentos fiscales a la estructura lógica de la Ley Benford y sus frecuencias calculadas 
comparadas con los esperados, con el fin de identificar los registros más inusuales para 
el primer, segundo y dos primeros dígitos de cada recibo de desembolso. El análisis de 
los registros y la interpretación de las pruebas estadísticas aplicadas sugieren la presencia 
de indicios de manipulaciones, errores y/o irregularidades en el proceso de rendición de 
cuentas por montos destinados a cubrir gastos. Como resultado, la metodología descri-
ta puede ser aplicable para racionalizar los procedimientos de verificación de gastos que 
comparten las mismas características.

Palabras-clave: Ley de Benford; primer dígito significativo; auditoría; fraude; 
blanqueo de dinero.
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TERRORISMO: O recrutamento virtual 
de crianças e adolescentes e o papel da 
educação

Carlos Frederico Felício Fagundes
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RESUMO

Este artigo, produzido em junho de 2020, analisa o recrutamento de crianças e adoles-
centes por grupos terroristas nas plataformas das redes sociais e o papel da educação 
quanto à prevenção e ao combate a esse fenômeno. O terrorismo nunca esteve tão em 
evidência como atualmente, haja vista a sequência de atentados deflagrados, principal-
mente nos países ocidentais, revelando que se mantém em plena atividade, mesmo de-
pois da reação norte-americana após o dia 11 de setembro de 2001. No entanto, tem-se 
visto que, em grande parte dos ataques, os autores são indivíduos de origem estrangeira 
(ocidentais ou naturalizados), radicalizados e recrutados por meio da Internet, e, destes, 
uma parcela significativa é formada por crianças e adolescentes. Para desenvolver esta 
análise, o manuscrito apresenta a seguinte estrutura: além da introdução, na qual fez-se 
um breve relato acerca da temática, a primeira parte contempla dados e informações 
sobre o uso da Internet pelo público infantojuvenil e descreve o modo como alguns 
grupos terroristas têm se servido dessa tecnologia. Já a segunda aponta as transforma-
ções após o 11 de setembro, em especial quanto à estrutura organizacional dos grupos 
extremistas. Aborda também a questão da radicalização e delineia o motivo pelo qual os 
radicais vêm conferindo especial interesse ao recrutamento de crianças e adolescentes. 
A parte final traz uma reflexão a respeito do papel da educação como ferramenta de 
combate e conclui com considerações e sugestões direcionadas às instituições escolares, 
às famílias e às autoridades governamentais no que diz respeito à prevenção e ao comba-
te à radicalização de indivíduos jovens no ambiente virtual.

Palavras-chave: terrorismo; criança; adolescente; internet; radicalização; educação.

1. Introdução 

Tendo em vista o acesso das nações ao mercado global, princi-
palmente a partir de meados do século XX,1 a sociedade mundial vem 
acompanhando céleres transformações ocorridas em sua estrutura. Na 

1   Nesse período houve uma mudança na sociedade, legitimando a globalização, cujo 
caráter se voltou inteiramente ao âmbito econômico com o livre comércio.
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pauta internacional, além da economia, da política e de questões so-
ciais, um tema vem preocupando, principalmente, às autoridades nor-
te-americanas2 e sendo debatido em congressos3 de segurança interna-
cional: a radicalização de crianças e adolescentes por grupos/células 
terroristas por meio da rede mundial de computadores.

Devido à expansão comercial,4 aliada ao desenvolvimento tec-
nológico, essas renovações sociais têm sido marcadas por um ritmo 
acelerado, afetando todas as esferas da vida humana. Sato (2015, p. 27) 
aponta duas características inerentes ao “paradigma da globalização”: a 
participação de todas as nações em assuntos globais e a especificidade 
encontrada no âmbito internacional, dotada de uma realidade distinta, 
que tem sido capaz de condicionar as realidades domésticas.

Tal fato nos tem levado a uma percepção de que as questões da 
humanidade, sob uma perspectiva multidisciplinar, são intrincadas, in-
terdependentes e, como tal, devem ser tratadas por meio de uma visão 
alargada (macro), capaz de possibilitar a compreensão do mundo no 
qual vivemos.

Contudo, a abertura das fronteiras, decorrente de tais avanços, 
levou a uma aproximação comercial e cultural entre os países desen-
volvidos (e os em desenvolvimento) e acentuou, conjuntamente, a sua 
distância em relação às nações pobres, nas quais significativa parcela da 
população, em pleno século XXI, vive em péssimas condições5 e mui-

2   De acordo com a matéria “O Estado Islâmico e a Internet: onde e como eles recrutam”, 
publicada em 20 de novembro de 2015, cerca de 80% das 69 pessoas que abandonaram os Estados 
Unidos para se alistarem ao grupo terrorista foram persuadidas através das redes sociais, segundo o 
relatório do Centro de Segurança Nacional da Faculdade de Direito da Universidade de Fordham 
(Nova Iorque) (CORREIA, 2015).

3   Congresso realizado em outubro de 2018, em Luxemburgo/Bélgica (RAN CENTRE 
OF EXCELLENCE, 2021). Em fevereiro de 2015, houve um seminário denominado The 
White House Summit to Counter Violent Extremism, no qual foram debatidas questões sobre os 
adolescentes recrutados por grupos terroristas. Outro exemplo é o IX Seminário de Pesquisas 
FESPSP – Ciências Sociais Aplicadas, ocorrido de 9 a 13 novembro de 2020, promovido pela 
Fundação Escola de Sociologia e Política de São Paulo.

4   Importante citar que, quando se pensa em globalização (mundo globalizado), a base 
para esse processo nasceu ainda no século XV, quando os europeus navegaram em direção à 
América e, posteriormente, à África e à Ásia, explorando e conquistando novos territórios. A 
formação de colônias levou a uma expansão comercial europeia, uma vez que forneciam a mão 
de obra escrava. 

5   Segundo a matéria intitulada “Fome na África”, publicada por Mateus Bunde [201-?] 
no site TODO ESTUDO, estima-se que 236 milhões de pessoas vivem em situação de fome no 
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to distante da tecnologia. Um exemplo é a utilização da rede mundial 
de computadores, conforme asseveram Silva, Correia e Lima (2010, p. 
227), para quem “[...] a dificuldade de acesso amplia o mito da tecno-
logia para os mais pobres. A inclusão social não é apenas uma questão 
de distribuição dos recursos econômicos, mas implica a participação 
dos indivíduos nas oportunidades individuais e coletivas.”

Enquanto há blocos de países avançando e se modernizando 
em resposta às necessidades da era moderna,6 nos países subdesenvol-
vidos7 aumentam as desigualdades entre os indivíduos, cuja frágil exis-
tência testemunha, inclusive, crianças indefesas buscando estratégias 
para sobreviverem nesse mundo que parece não ser o delas:

Em termos gerais, é consenso entre analistas que a realiza-
ção do novo paradigma se dá em ritmo e atinge níveis díspa-
res nas várias sociedades. [...] já é lugar comum a distinção 
entre países e grupos sociais ricos e pobres em informação. 
As desigualdades de renda e desenvolvimento industrial 
entre os povos e grupos da sociedade reproduzem-se no 
novo paradigma. Enquanto, no mundo industrializado, a 
informatização de processos sociais ainda tem de incorpo-
rar alguns segmentos sociais e minorias excluídas, na grande 
maioria dos países em desenvolvimento, entre eles os latino-
-americanos, vastos setores da população, compreendendo 
os médios e pequenos produtores e comerciantes, docen-
tes e estudantes da área rural e setores populares urbanos, 
adultos, jovens e crianças das classes populares no campo e 
na cidade, além daquelas populações marginalizadas como 
desempregados crônicos e os sem-teto engrossam a fatia dos 
que estão ainda longe de integrar-se no novo paradigma. 
(GUEVARA, 2000 apud WERTHEIN, 2000, p. 73).

Essa corrida desenfreada pelo poder tem fortalecido a concor-
rência entre os homens, resultando na desumanização de suas relações. 
Mudam-se as necessidades e os desejos, fazendo-se emergir um ime-
diatismo que transborda e dessensibiliza a própria existência humana. 

continente africano e detém os piores índices quando o assunto é subnutrição. Disponível em 
< https://www.todoestudo.com.br/geografia/fome-na-africa>.

6   Aqui, com o significado de modernidade, aquilo que é contemporâneo, e não em seu 
sentido estrito.

7   “De acordo com a Organização das Nações Unidas (ONU), países subdesenvolvidos, 
também conhecidos como países menos desenvolvidos ou países menos avançados, são 
aqueles que apresentam baixo desenvolvimento econômico e social” (SOUSA, [201-?]).
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Esse vazio de valores éticos e morais é preenchido pela violência (e to-
dos os seus traços), que tem demonstrado ser um recurso eficaz, porém 
repugnante, para se obter poder e reconhecimento.

Aproveitando-se desse cenário de banalização da vida, grupos 
terroristas, ao acompanharem tais transformações, vêm se moderni-
zando e ampliando o seu espaço de atuação. De acordo com a Lei n.º 
13.260 de 16 de março de 2016 (Lei brasileira de enfrentamento ao ter-
rorismo), grupos terroristas são aqueles que, associados ou não, usam ou 
ameaçam usar, transportar, guardar ou carregar consigo explosivos, ga-
ses tóxicos, venenos, conteúdos biológicos, químicos, nucleares ou pra-
ticam outros meios capazes de causar danos ou promover a destruição 
em massa. Ainda, são considerados terroristas os grupos que sabotam o 
funcionamento ou apoderam-se, mediante grave ameaça a pessoa ou por 
meios cibernéticos, do controle total ou parcial, mesmo que por um tem-
po determinado, dos meios de comunicação ou de transporte, de portos, 
aeroportos, estações ferroviárias ou rodoviárias, hospitais, casas de saúde, 
escolas, estádios, instalações públicas ou locais onde funcionem servi-
ços públicos essenciais, instalações de energia, militares, de exploração, 
refino e processamento de petróleo e gás e instituições bancárias e sua 
respectiva rede de atendimento (BRASIL, 2016). 

Para a legislação argentina, aquela pessoa cujo propósito é ater-
rorizar a população – ou obrigar as autoridades públicas nacionais, ou 
governos estrangeiros, ou agentes de uma organização internacional 
a realizarem um ato ou a se absterem de fazê-lo – deve ser concebida 
como terrorista (ARGENTINA, 2011). 

O governo dos Estados Unidos (EUA), por meio da sua página 
oficial (fbi.gov/investigate/terrorismo), declara que terrorista é o in-
divíduo que age violentamente para intimidar ou coagir a população 
civil, influenciar a política de um governo por meio de intimidação ou 
coerção ou para afetar a conduta de um governo por meio de destrui-
ção em massa, assassinato ou sequestro (FBI, [201-?]). 

Como toda e qualquer organização que deseja se desenvolver, 
tais criminosos adaptaram o seu modo de operar e vem tirando pro-
veito disso: “[...] diferentes grupos terroristas demonstram que têm 
procurado se capacitar em termos de tecnologia de modo a poderem 
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usufruir de todas as ferramentas e possiblidades que a internet oferece” 
(CÂMARA, 2016, p. 199).

A aquisição do poderio bélico sofisticado e a constituição (e ma-
nutenção) de uma ampla rede de contatos têm lhes propiciado agir em 
qualquer parte do mundo, de forma rápida e eficiente. Um dos motivos 
dessa capacidade se deve ao fato de que essas organizações vêm impri-
mindo um novo olhar em relação à utilização da rede mundial de com-
putadores, transformando-a numa notável ferramenta de radicalização 
e formação de soldados:8 “É nesse contexto de grande interatividade 
e de exponencial crescimento do uso da internet, sobretudo por uma 
significativa parcela de jovens, que diversas organizações terroristas 
têm procurado investir em ferramentas tecnológicas [...].” (CÂMA-
RA, 2016, p. 198).

Teixeira (2014) cita que a utilização dos canais de comunicação 
não é uma prática tão recente, pois eles já vinham sendo envolvidos du-
rante as grandes guerras, desde o telégrafo até o surgimento dos com-
putadores. Nessa mesma linha, Lima (1996, p. 239) afirma que “[...] 
Não surpreende, portanto, que os mídia tenham também se transfor-
mado em palco e objeto privilegiado das disputas pelo poder político 
na contemporaneidade e, consequentemente, em fonte primeira das 
incertezas com relação ao futuro da democracia.”

Assim, este artigo vem explorar a seguinte questão: como o 
processo educativo pode fazer frente e prevenir/combater a radicali-
zação virtual de crianças e adolescentes por grupos/células terroristas?

Compreende-se que a educação, como instrumento de liberta-
ção (conferindo autonomia ao indivíduo), deve ser a principal arma ca-
paz de promover a reconstituição de uma sociedade, na qual o respeito 
e a valorização da vida humana se tornem prioridade e se sobreponham 
a quaisquer outras questões denominadas urgentes. Essa educação 
deve basear-se na supressão das desigualdades e no reconhecimento 
8   Denominada “a nova geração de ódio do Estado Islâmico”, as crianças recebiam 

treinamento militar na Síria, por meio de um rigoroso programa que, diariamente, se iniciava às 
4h da madrugada, com orações. Após eram feitos exercícios físicos e treinamento para combate, 
ademais de serem ministradas lições sobre a sharia (lei islâmica). Ainda que seja considerado 
um crime de guerra, o recrutamento de crianças foi bastante utilizado pelo El e os aliciadores 
prometiam a salvação e o paraíso, além de realizarem alguns desejos dos pequenos. Estima-se 
que duas mil crianças se tornaram “Filhotes do Califado” (SOMMERVILLE; DALATI, 2017).
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dos valores essenciais que devem permear o caminho dos indivíduos 
independentemente de sua condição étnica, social e econômica. Para 
tanto, segundo Jares (2005, p. 95), é “[...] necessário, em nossa opinião, 
relançar o nosso olhar para o princípio inegociável do valor da vida, es-
pecialmente naqueles contextos em que se vislumbra o avanço da pior 
situação que se possa imaginar, que é a perda do valor da vida humana.”

É preciso acreditar na constituição de um projeto educativo 
fundamentado na importância do ser humano, cujo compromisso se 
volte para a sensibilização do indivíduo, habilitando-o a condenar 
qualquer ato que viole os seus direitos fundamentais. Assim, dar-se-á 
início a um processo de reversão do atual cenário, tendo como foco, 
principalmente, as crianças e os adolescentes, ao garantir-lhes uma vida 
assentada na igualdade desses mesmos direitos, na qual a paz e a espe-
rança se façam presentes em todas as suas relações sociais.

Nesse sentido, urge salientar que o papel da educação transcen-
de a construção do conhecimento e o exercício do aprender a aprender: 
ela deve formar sujeitos capazes de resistir à dominação e de promover 
uma autorreflexão. Uma prática educativa que fomente o pensamento 
crítico e consciente faz com que, “[...] mesmo diante do surgimento 
de outras e novas formas de opressão e ideologias fundamentadas na 
barbárie, não haja mentes vulneráveis e disponíveis para servi-las” (FA-
GUNDES; CHUY, 2019, p. 299).

Ainda que a academia venha discutindo o terrorismo e as con-
sequências advindas da sua presença, este texto, constituído de duas 
partes e da conclusão, tem a intenção de analisar o papel da educação 
como vetor preventivo e de enfrentamento à cooptação de crianças e 
adolescentes na web, apresentando originalidade ao eleger temas de re-
levância inquestionável e ainda não confrontados. 

Nesta direção, este artigo traz uma importante discussão acer-
ca do recrutamento virtual do público infantojuvenil, evidenciando o 
atual comportamento do terrorismo transnacional contemporâneo, 
um fenômeno social que tem utilizado, além de outras técnicas, a In-
ternet para atrair combatentes cada vez mais jovens. 
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Assim, na primeira parte, apresenta-se (inclusive, mostrando 
dados quantitativos) a relação que a população mundial mantém com 
a Internet e o que leva alguns dos mais expressivos grupos terroristas da 
atualidade a se dedicarem a esse canal de comunicação. Já na segunda, 
procura-se discorrer sobre a radicalização de crianças e adolescentes 
por grupos/células terroristas no ambiente virtual. Por fim, faz-se uma 
reflexão acerca do papel da educação no sentido de combater a coopta-
ção desses pequenos e, na conclusão, há algumas sugestões direciona-
das a docentes, familiares e autoridades governamentais responsáveis 
por enfrentarem esse fenômeno. 

2. O Uso Da Internet

Diante da necessidade de aparelhar a comunidade acadêmica 
e militar, o governo americano, na década de 1960, criou uma rede na 
qual cada equipamento, dotado de relativa autonomia, se comunicasse 
da maneira difusa. Lins (2013, p. 13) cita que esse projeto, denomina-
do Arpanet,9 foi o “embrião de uma rede mundial, uma “rede de redes”, 
a Internet que hoje conhecemos”. Se naquela época, metade do século 
XX, o seu uso era exclusivo das forças militares americanas, em 1982, 
começou ser utilizada também pelas universidades, período no qual 
surgiu o termo “Internet”, significando a interligação entre redes de 
computadores.

Fruto de pesquisas empreendidas no contexto da Guerra Fria,10 
a chegada da Internet revolucionou o mundo ao colocar à disposição 
do homem incontáveis facilidades que dinamizam as suas atividades; 
influenciando decisivamente na maneira como vivemos e nos relacio-
namos. Em meio a uma interconexão global, as relações entre tempo e 
o espaço se alteram constantemente, originando novas formas de co-
municação.

9   Em 1960, um projeto de rede inovador foi desenvolvido por cientistas do Massachusetts 
Institute of Technology (MIT), destinado a atender a agência de projetos de pesquisa avançada 
do Departamento de Defesa dos EUA (DARPA) (LINS, 2013).

10   De acordo com Biagi (2001, p. 69-70), a Guerra Fria foi um período pós-Segunda 
Guerra Mundial, no qual as superpotências ocidentais (Estados Unidos, Inglaterra, França, 
dentre outras) estabeleceram esferas de influência para a segurança e o domínio (principalmente 
em face da União das Repúblicas Socialistas Soviéticas), o que resultou na divisão política e 
econômica do mundo. Dentre os motivos, os EUA tinham receio da expansão do comunismo.
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Atualmente, a conectividade da rede mundial de computado-
res oportuniza o acesso e o compartilhamento da informação, repre-
sentando um bem de grande consumo dentre os países desenvolvidos 
(87%). No entanto, seu uso expõe um acentuado contraste entre o 
continente europeu (82,5%) e, por exemplo, o africano, onde apenas 
28,2% das pessoas desfrutam dessa tecnologia: “O relatório Mensu-
rando o Desenvolvimento Digital: Fatos e Números 2019 sugere que a 
maioria dos desconectados vive nos países menos desenvolvidos, onde 
apenas 20% estão conectados à Internet” (ONU NEWS, 2019).

No Brasil, aproximadamente 24,3 milhões de crianças e ado-
lescentes, cuja idade está entre 9 e 17 anos, se conectam na rede. Segun-
do os números apresentados pela Unicef (2015 apud MPGO, 2015), 
percebe-se que os jovens lideram o uso da Internet em qualquer plata-
forma de comunicação:

81% acessam a internet todos os dias ou quase todos os dias; 

82% utilizam celular para acessar a rede (em 2013 era 53%); 

56% utilizam computador de mesa/PC para acessar a rede 
(em 2013 era 71%); 

68% utilizaram Internet para trabalhos escolares no último 
mês que antecede a pesquisa; 

79% possuem perfil próprio em redes sociais.

O crescimento na utilização da rede entre o público jovem foi 
também objeto de estudo do relatório da Tic Kids Online Brasil, cuja 
pesquisa, realizada entre o mês de outubro de 2018 e março de 2019, 
procurou conhecer o comportamento da população infantojuvenil dian-
te da rede. Esses dados foram coletados numa amostra de 2.964 crianças 
e adolescentes, incluindo suas respectivas famílias (ONU, 2019).

O estudo apontou as regiões Sudeste e Centro-Oeste como 
as que abrigam o maior número de usuários (crianças e adolescentes), 
sendo a maioria estudantes dos níveis fundamental II e médio, cuja 
idade está entre 15 e 17 anos, advindos das classes A, B e C. Quanto 
àqueles que não têm o costume de navegar pela rede, a maior parcela 
indicou como motivo a ausência do computador em casa e na escola. 
Destes, grande parte se concentra na região Nordeste do País e advêm 
das classes mais baixas da população (D e E). Interessante observar 
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que, dentre os entrevistados, aqueles que responderam ser uma proibi-
ção dos pais a causa de sua ausência na rede representam a metade do 
grupo que mais a utiliza. 

Quanto ao tipo de equipamento usado, a pesquisa demonstrou 
que, entre os anos de 2013 e 2018, o uso do computador (CPU, lap-
top) vem diminuindo, ao passo que o de telefonia móvel (os smartpho-
nes, por exemplo) tem crescido significativamente. Em cinco anos, po-
de-se afirmar que a relação entre ambos os equipamentos praticamente 
se inverteu, resguardando a mesma proporção, ou seja, em 2013, o uso 
do computador para acessar a internet, por parte do público infan-
tojuvenil, representava quase o dobro em relação ao uso do telefone 
celular, relação invertida em 2018. Esse fato corrobora a declaração da 
União Internacional de Telecomunicações (UIT),11 em seu site oficial, 
de que 97% da população mundial vive, atualmente, dentro do alcance 
de sinais de telefonia móvel; destes, 93% possuem cobertura de rede 
3G12 ou superior.

Em relação às idades, os resultados apontaram que o grupo de 
jovens entre 15 e 17 anos é o mais ativo quando o assunto é a internet. 
Possui mais perfis em aplicativos (Facebook, WhatsApp e Instagram) 
e representa a maioria dos internautas que adicionam, como seus con-
tatos, pessoas desconhecidas. Assim, acabam enviando fotos e dados 
pessoais com o objetivo de conquistar novos amigos na rede.

Outra informação que se pode extrair da citada pesquisa é que, 
quando o assunto é a intervenção dos pais diante do uso excessivo da 
internet, o grupo cuja idade se encontra entre 15 e 17 anos apresentou 
os menores índices. Um dado importante, uma vez que, diante da de-
satenção dos pais, esses indivíduos têm mais liberdade para navegar e se 
comunicar com qualquer um sem a vigilância familiar. 

11   Agência do Sistema das Nações Unidas dedicada a temas relacionados às 
Telecomunicações e às Tecnologias da Informação e Comunicação (TIC).

12   Lançada no final da década de 1990 e início dos anos 2000, essa tecnologia, hoje já 
superada, revolucionou a forma de comunicação dos aparelhos de telefonia móveis. A partir 
daquela época, os aparelhos de telefonia móveis se tornaram dispositivos híbridos (voz, vídeo 
e acesso à Internet). Dados extraídos do artigo “Trajetórias Tecnológicas da indústria de 
telefonia móvel: um exame prospectivo de tecnologias emergentes”, de Neris Jr., Fucidji e 
Gomes (2014). 
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2.1  A internet como aliada

É certo que a internet revolucionou o mundo ao oportunizar o 
acesso instantâneo às informações e aos conhecimentos num curtíssi-
mo espaço de tempo, além do seu poder de comunicação instantânea. 
Indiscutível avanço, porém, não tem sido absorvido e aprimorado tão 
somente para ações de bem.

Desde o final dos anos 1980, a Internet provou ser um meio 
altamente dinâmico de comunicação, atingindo um público 
cada vez maior em todo o mundo. O desenvolvimento de tec-
nologias cada vez mais sofisticadas criou uma rede com um 
alcance verdadeiramente global, com barreiras relativamente 
baixas. [...] Também deve ser reconhecido, no entanto, que 
a mesma tecnologia que facilita essa comunicação também 
pode ser explorada para fins de terrorismo.13 (UNODC, 
2012, p. 3).

Impulsionada por um lépido desenvolvimento tecnológico, a 
rede mundial de computadores se tornou a ferramenta mais importan-
te utilizada pelos terroristas para recrutar adeptos, pois não demanda 
que os criminosos cruzem as fronteiras do seu próprio território. 

Percebemos ainda que o uso da rede mundial de compu-
tadores fez com que a noção de distância perdesse o senti-
do. Para Bauman (2001), as distâncias já não importam e a 
ideia de uma fronteira geográfica é cada vez mais difícil de 
sustentar no mundo real. As tecnologias deram mobilidade 
à informação. (SILVA; CORREIA; LIMA, 2010, p. 227).

Por meio dela, tem sido possível desenvolver um processo de 
radicalização inimaginável em tempos remotos, dispensando a pro-
ximidade entre o terrorista e o recrutado. Isso tem garantido relativo 
grau de anonimato no que se refere às suas identidades. Para Faad e 
Marques (2019, p. 22), “[...] se no passado todo o ciclo de preparação 
de novos terroristas dependia de encontros físicos e de uma logística 
bem estruturada, hoje não”.

13   Tradução nossa de: “Since the late 1980s, the Internet has proven to be a highly dynamic 
means of communications, reaching an ever-growing audience worldwide. The development of 
increasingly sophisticated Technologies has created a netword with a truly global reach, and 
relatively low barries to entry. It must also be recognized, however, that the same technology 
that facilitates such communication can also be exploited for the purposes of terrorism”. 
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Esse processo se dá mediante as publicações realizadas pelos 
terroristas em seus sites oficiais, localizados em ambientes conheci-
dos como deep web,14 nos quais o acesso a conteúdos ideológicos (e de 
ódio)15 têm atraído jovens de toda a parte, resultando num aumento 
significativo do número de estrangeiros simpatizantes que abraçam a 
causa fundamentalista islâmica:

Em sua primeira guerrilha, al-Zarqawi lançou um filme al-
tamente profissional de seis minutos chamado Todas as Re-
ligiões Serão por Alá via internet em 29 de junho de 2005 
[...] A ala de informação de al-Zarqawi oferecia o filme 
em diversos formatos – uma versão em alta resolução para 
aqueles com banda larga e um arquivo menor para os que 
possuíam conexões discadas, uma que era possível até mes-
mo fazer o download em um telefone celular”. (ATWAN, 
2008, p. 146 apud FAGUNDES; CHUY, 2019, p. 278).

Por ser um caminho rápido e mais seguro, os radicais vêm 
destinando grande importância (e recursos) à edição, publicação e 
difusão de mídias que expõem a história do grupo, o que defendem, 
como agem e o motivo que os leva a trilhar esse caminho. Uma leitura 
intencionalmente produzida para seduzir novos combatentes, persua-
dindo-os ao acionar o “gatilho” emocional do jovem leitor, que passa a 
se identificar com os propósitos do grupo. 

Ao se tornarem fortes aliados do terror, favorecendo a expo-
sição da sua imagem em distintas partes do mundo, os meios de co-

14   Deep WEB é uma ferramenta libertária no seu núcleo e em seus princípios. Utilizada 
principalmente para compartilhar informações que não podem figurar na Internet comum. 
Quando usada para o mal, torna-se um território livre para a prática de crimes (pedofilia, 
tortura, estupro, tráfico de drogas e armas). Há casos em que funciona como grandes centros 
de organização para ataques terroristas, como o que aconteceu numa escola de Susano 
recentemente (DALAMURA, 2019).

15   Trata-se de material (comunicados, vídeos, cartilhas, áudios, filmes e manuais) 
destinado a encorajar, induzir, incentivar e, até mesmo, radicalizar indivíduos a lutarem em 
apoio à causa fundamentalista islâmica, guerreando contra os inimigos imperialistas (EUA 
e seus aliados). Atwan (2008, p. 148-149), em sua obra A história secreta da Al-Qaeda, cita 
que a Internet “[...] é uma ferramenta-chave no recrutamento, inspirando milhares a juntar-
se à jihad [...]”. Ademais, grande parte dos sites jihads descrevem algumas ações, como as 
diferentes formas pelas quais a jihad pode ser expressa, e o martírio (sacrifício da própria vida 
com a certeza de ter assegurado um lugar no paraíso), favorecendo assim o engajamento de 
sujeitos jovens que se encontram isolados, à margem da sociedade, uma vez que interagem 
com pessoas na mesma situação que a sua, na batalha contra o inimigo ocidental (ATWAN, 
2008, p. 166-171).
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municação conferem um caminho livre e sem volta. Uma vez na rede, 
as autoridades não conseguem mapear e tampouco delimitar a disse-
minação dos conteúdos virtualmente esparramados pelos terroristas, 
ainda que sejam identificados e punidos no rigor da lei.

Nesses conteúdos há o compartilhamento de vídeos que exi-
bem técnicas de guerrilha, montagem e desmontagem de armas, 
operações de treinamentos de soldados, enfim, o dia a dia dos comba-
tes, incluindo as execuções reais de prisioneiros. 

Jogado da caçamba de um caminhão e visível a todos, Foley 
servia de aviso para o povo de Raqqa – os novos senhores da 
cidade não mostrariam misericórdia. O que aconteceu em 
seguida está registrado em um vídeo que o Estado Islâmi-
co divulgou em 19 de agosto de 2014, com o título: “Uma 
mensagem para América”. A mensagem impactou o mundo 
inteiro. Um homem mascarado vestido de preto é mostrado 
de pé diante de um local com as mãos atadas às costas. [...] 
O jihadista mascarado identifica o prisioneiro como James 
Wright Foley, um cidadão americano do seu país. Então usa 
a faca de cabo preto e lâmina larga para decapitar o prisio-
neiro. [...] A tela escurece e a imagem seguinte é a de um 
corpo com a cabeça colocada sobre o peito. (VERKAIK, 
2017, p. 12).

Os grupos de aplicativos de mensagens também fazem parte 
do rol de plataformas cujo teor da discussão se volta para a pregação 
doutrinária e a disseminação do fundamentalismo. Já para os chama-
dos “lobos solitários”,16 além da variedade de materiais já descritos, são 
disponibilizados pelos terroristas manuais que contêm o passo-a-passo 
para a confecção de artefatos explosivos, inclusive com a especificação/
quantidade de cada produto a ser adquirido. 

16   Segundo a Revista Gestão Universitária, a origem do nome se remete ao lobo (animal), 
cujo costume é viver em grupos hierarquicamente organizados, num modelo sistemático 
similar ao de uma organização militar. No entanto, há casos de lobos que se separam da 
vida em família e, por motivos de adaptação, vivem solitários. Juntamente a esse conceito, o 
contexto da Guerra Fria inspirou a denominação da expressão ‘espiões solitários’, conectados 
por redes de espionagens soviéticas, que viviam em outros países aguardando o momento de 
serem convocados para realizar a sua missão. Por meio de identidades falsas, constituíam 
família e procuravam levar uma vida normal, que não levantasse suspeita (SANTOS, 2018). 
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Figura 1 – Recrutador na Web

Fonte: Depositphotos (2020).

3. As mudanças após 11 de setembro de 2001

Denominada como a “nova onda”,17 a vasta literatura reconhe-
ce que, após o ataque do dia 11 de setembro de 2001, alguns grupos 
terroristas (principalmente a Al-Qaeda e, com mais intensidade, o 
Estado Islâmico)18 têm empreendido grandes esforços no sentido de 
aprimorar as suas ações por meio da internet.

Os grandes atentados ocorridos nos Estados Unidos e na 
Espanha alteraram profundamente o desenho da almejada 
tranquilidade global. Está comprovado que o terrorismo 
saltou dos rincões longínquos do Oriente Médio para ser 
um vetor decisório do futuro da humanidade. (SEGUN-
DO ENCONTRO DE ESTUDOS: TERRORISMO, 
2004, p. 3).

Uma das possíveis explicações repousa na tese de que, diante 
da reação ocidental ao ataque às Torres Gêmeas, a Al-Qaeda promo-

17   Rapoport (1984) analisou o terrorismo por meio de uma sequência de ondas, em que 
cada uma representa um ciclo de atividades num determinado período.

18   Organização terrorista que surgiu a partir do objetivo de se estabelecer em territórios de 
maioria sunita no Iraque. 



142 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Terrorismo: o recrutamento virtual de crianças e adolescentes e o papel da educação

Brasília, v. 12, n. 6, p. 129-166 , Set.-Dez./2021

veu uma transformação em sua estrutura, provando que de primitiva 
nada têm. Com a intenção de se defenderem e de se furtarem à reação 
norte-americana (que, por sua vez, também considerou a necessida-
de de se prepararem estrategicamente), seus líderes horizontalizaram 
sua estrutura organizacional, levando em conta dois motivos que se 
acredita terem fundamento: inicialmente, os terroristas impuseram 
uma forma de não recuarem, o que permitiu a continuidade dos seus 
ataques. Desse modo, houve “[...] uma mudança de grupos terroristas 
hierarquicamente organizados para redes de grupos e indivíduos vaga-
mente alinhados que compartilham uma estrutura ideológica comum 
[...]” (SCHMID, 2011, p. 4).19

Por consequência, ao romper com o modelo vertical em sua ca-
deia de comando, essas organizações auferiram agilidade, flexibilidade, 
imprevisibilidade e alcance, atributos que lhe rendem a permanência 
no cenário internacional, ainda que não se façam presentes em terri-
tório inimigo. O segundo motivo, na verdade, precede o anterior, uma 
vez que fora a partir dele que o uso da internet, por parte dos radicais, 
se tornou uma ferramenta nociva ao mundo ocidental. “Terrorismo, 
em todas as suas manifestações, afeta a todos nós. O uso da Internet 
para propósitos terroristas desconsidera fronteiras nacionais, amplian-
do o poder do impacto sobre as vítimas”20 (UNODC, 2012, p. 5).

Considerando esse novo contexto, os países mais visados a ser-
virem de palco para ataques terroristas (os europeus, por exemplo) têm 
priorizado o seu enfrentamento, o que resultou num exponencial au-
mento de prisões de suspeitos. Os números falam por si e apresentam 
um alarmante cenário: na Europa, de 2015 até 2019, houve 108 ataques 
terroristas, sendo 33 deles apenas no último ano, em sua maioria perpe-
trados pelo Estado Islâmico (PARLAMENTO EUROPEU, 2019). 

Desde 2015, uma nova onda de atentados terroristas vem atin-
gindo a Europa. Registrou-se um aumento dos ataques jihadistas, de 
dois, em 2014, para 17, em 2015, e 33, em 2017, segundo dados da Eu-

19   Tradução nossa de: “[...] a shift from hierarchically organized terrorist groups to 
networks of loosely aligned groups and individuals sharing a common ideological framework 
[...]”.

20   Tradução nossa de: “Terrorism, in all its manifestations, affects us all. The use of the 
Internet to further terrorist purposes disregards national borders, amplifying the potential 
impact on victims”.
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ropol (PARLAMENTO EUROPEU, 2019). A Europol (Agência de 
Aplicação da Lei da União Europeia) aponta a Internet como o caminho 
ideal para o surgimento dos denominados “lobos solitários”, indivíduos 
nativos que se radicalizam em seu próprio país (alvo dos ataques), sem 
que seja preciso se deslocarem para as regiões onde os terroristas man-
têm suas bases (HSI, 2009, p. 1). Com isso, “[a] Internet se tornou um 
importante recurso para disseminar propaganda terrorista e instruções 
para os jovens que, de outra maneira, não teriam contato direto com gru-
pos de recrutadores ou apoiadores” (HSI, 2009, p. 1). 

Esses jovens nem sempre conseguem estabelecer uma identida-
de com a sociedade em que vivem e, portanto, experimentam uma au-
sência de pertencimento social. Ao buscarem sentido em suas vidas, se 
identificam com a ideologia extremista e passam a operar em nome do 
terror, com a incumbência de eliminar os ditos infiéis em seu próprio 
território. Nesse sentido, Koury (2010, p. 32) aponta que

[a] confiança e a confiabilidade são elementos categoriais 
importantes para a definição de pertença ao grupo [...] 
Podem se espelhar internamente, no sentimento de solida-
riedade e irmandade, quanto externamente, através da visi-
bilidade de ações e comportamentos sociais marcadores de 
singularidades e especificidades que demarcam o grupo de 
jovens frente aos demais e à sociedade onde se encontram 
inseridos em geral. [...] No processo de integração no coleti-
vo, o indivíduo que se sente pertencendo ao grupo, sente-se, 
também, como que encontrando a sua face no social.

Esses indivíduos agem dessa maneira na tentativa de preencher 
o vazio que lhes aprisionava, uma vez que inúmeros são os fatores que 
os levam a defender uma causa que não lhes pertence.

Observa-se dentro da nova tendência tecnológica terrorista 
a significativa participação de terroristas com um novo per-
fil. Assim, indivíduos mais impulsivos e menos conhecedo-
res das reais demandas e ambições das organizações passam 
a agir sem uma conexão direta. Menos ideológicos, esses 
“novos terroristas” muitas vezes são motivados por fatores 
e aspectos pessoais como tendências violentas, problemas 
psicológicos, espírito de aventura ou ainda por fatores so-
ciais como marginalização e exclusão [...]. (FAGUNDES; 
CHUY, 2018, p. 99).
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Apesar dessa importante reflexão, há autores que creditam a 
alguns comportamentos do próprio imigrante muçulmano a responsa-
bilidade por intensificar a desconfortável situação por eles vivenciada 
nos países ocidentais, pois, “[...] por um lado, são rejeitados como cida-
dãos, por outro, parte significativa deles apresenta ideias e modelos de 
comportamento que contribuem para marginalizá-los e identificá-los 
como não cidadãos” (KHOSROKHAVAR, 2018, p. 491).

Uma parcela significativa dos sujeitos que se radicalizam é 
formada por crianças e adolescentes. A adesão a um grupo parece de-
terminar alterações positivas, deslocando-os de uma vida sem sentido 
para uma esfera na qual se sintam alinhados com outros indivíduos do 
grupo e consigo mesmos:

É um lugar de duplo significado: de um lado, um lugar de 
semelhança onde a identificação com os demais membros 
cria um sentido de familiaridade [...] pela confiança e con-
fiabilidade aferida e doada pelas partes em relação; do ou-
tro lado é como um lugar de diferenciação, a partir do qual 
o sujeito pode se tornar visível como individualidade, é a 
marca de uma personalidade que possibilita a fala e comu-
nicabilidade com outros diferentes. (KOURY, 2010, p. 33).

Se antes a sombra da exclusão os mantinha invisíveis, 
atualmente o compromisso com a jihad, ainda que separados por 
distâncias continentais, os torna protagonistas21 de algo grandioso: a 
autoria de um ataque que possa exterminar o maior número possível 
de ocidentais:

Agora, o confronto com a morte abre a perspectiva de um 
futuro glorioso, passada a provação imposta pela Xaria deter-
minada por um certo jihadismo e a ideia de que este mesmo 
Estado Islâmico deve perdurar até o final dos tempos. Para 
esses atores jovens, e muitas vezes ingênuos, a imaginação de-
senfreada leva a enxergar apenas o lado radiante de um isla-
mismo utópico. (KHOSROKHAVAR, 2018, p. 494).

21   Conforme Sullivan (2008), a doutrinação de crianças resulta em combatentes mais eficazes, 
que operam de maneira audaz e impune. São sujeitos que assumem mais riscos, apresentam bem 
menos medo da morte (se comparados aos adultos) e são incapazes de ponderar as consequências das 
suas ações. Mediante o uso de drogas ou álcool, tornam-se audaciosas máquinas mortíferas. 
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Khosrokhavar (2018, p. 487) aponta que, num período de três 
anos (2012-2015), dentre os indivíduos que abandonaram seus países 
no ocidente em direção à Síria e ao Iraque, 14% tinham menos de 18 
anos. Considerando que a pesquisa desse autor se deu num universo 
de 1.200 entrevistados, é bastante significativo o número de jovens que 
assumem o compromisso com a ideologia extremista.

O efeito ocasionado pelo uso dessa máquina de propagação do 
terror só fez crescer o número de adeptos,22 a maioria de pouca idade que, 
atualmente, se manifesta ideologicamente em favor do ISIS.23 Cidadãos 
de dezenas de países agem de acordo com os preceitos dos terroristas, 
provocando “[...] vítimas por todo o mundo e obrigando ao reforço dos 
alertas e dos esforços contraterroristas” (TOMÉ, 2015, p. 143).

3.1 A radicalização

A radicalização de crianças e adolescentes pela Internet é cercada 
pelo anonimato que, num primeiro momento, confere relativa seguran-
ça tanto aos recrutadores quanto ao jovem que se aproxima da rede. Este, 
por detrás das telas do computador, é encorajado a navegar em busca 
dessa temática por acreditar que esteja no controle caso algo não saia 
como previu. No entanto, do outro lado da conexão se encontram cri-
minosos preparados para recrutarem exatamente esse perfil de usuário. 

Um dos grupos terroristas que mais investe nesse tipo de ação 
é o Estado Islâmico. Além dos materiais já citados anteriormente, o 
EI produz conteúdos direcionados ao público infantojuvenil, demons-
trando a importância que atribui a esse grupo etário. Uma verdadeira 
máquina publicitária presente nas principais plataformas (YouTube, 
Facebook, Instagram e Twitter) que, por sua vez, atesta a sua visibilida-
de no cyberespaço:

22   Como explica Tomé (2015), nos últimos anos ocorreram vários atentados, envolvendo 
jihadistas e lobos solitários afectos ao ISIS. São cidadãos de dezenas de países: Afeganistão, 
Alemanha, Arábia Saudita, Argélia, Austrália, Bélgica, Bulgária, Canadá, China, Dinamarca, 
Egito, Espanha, EUA, Filipinas, França, Holanda, Iémen, Índia, Indonésia, Irã, Itália, Japão, 
Jordânia, Líbano, Líbia, Marrocos, Nigéria, Paquistão, Reino Unido, Rússia, Sudão, Tunísia, 
Turquemenistão, Turquia ou Uzbequistão.

23   Segundo Calafat (2015, p. 6), ISIS significa Estado Islâmico do Iraque e do Levante, 
sua sigla em inglês para The Islamic State of Iraq and al-Sham.
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Este aspecto é particularmente relevante na atracção de 
jovens, incluindo ocidentais: significando que, a somar 
às células plantadas, aos terroristas provenientes de fora e 
àqueles que obtiveram nacionalidade de forma oportunista 
ou fraudulenta, soma-se agora um número impressionan-
te de jihadistas express mais ou menos auto-radicalizados 
e nascidos e criados no Ocidente. (TOMÉ, 2015, p. 143).

O repertório utilizado pelos terroristas ostenta uma subjetivi-
dade que denota a necessidade de uma compreensão que transcende a 
violência incorporada em suas ações. Há um simbolismo imerso que 
exerce grande influência no adolescente (que, devido à pouca idade, se 
encontra em processo de conquista da sua liberdade, ao mesmo tempo 
em que necessita ser incluído) e na criança (este ser social a quem desde 
cedo são impostas regras sociais para que tenha condições de se inte-
grar ao mundo do adulto):

[...] o simbólico no cotidiano do universo infantil desempe-
nha, muitas vezes, papel essencial nos relacionamentos com 
o mundo adulto, ou no interior do próprio universo infan-
til. [...] Ao universo infantil cabe pô-lo sempre como domi-
nado pelo mundo adulto, que dita as regras de socialização 
e convivência que a criança vai incorporar. Estruturam-se 
sempre a partir do mundo privado, com base em elementos 
calcados em valores simbólicos. (NUNES, 2003, p. 15).

Além do surgimento de combatentes para a realização de ata-
ques aos povos ocidentais, há outro perfil de seguidores do ISIS, auto-
denominado “Cibercalifado”, cujas ações estão voltadas a ataques via 
web, tendo como alvos agências governamentais, militares e de comu-
nicação. Tomé (2015, p. 144) cita que, após o atentado na França, no 
ano de 2015, contas do Twitter e do YouTube do Comando Central 
dos EUA (CENTCOM), que lideram as ações da coligação interna-
cional contra o Estado Islâmico, estiveram na mira de hackers. 
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Figura 2. Treinamento de crianças

Fonte: Depositphotos (2020).

3.2 Por que as crianças e os adolescentes? 

No passado, a infância foi marcada por um período de ocul-
tação, resultante de concepções construídas ao longo da nossa histó-
ria. Há alguns séculos, conforme Sarmento (2007, p. 27), o conjunto 
de crenças, teorias e valores vinha ocultando a realidade intrínseca no 
mundo infantil. Tal fato desvenda o motivo pelo qual o interesse (so-
cial e acadêmico) histórico pela criança é relativamente recente. 

Com o advento da era capitalista, a consciência que se tinha da 
infância (inexistente na Idade Média) foi construída com base em um 
entendimento de que os pequenos não se caracterizariam como imper-
feitos e incompletos, tal qual eram concebidos durante a Idade Média. 
Assim, a fase da infância passou a ser reconhecida como única, mas a 
cultura ditava modos distintos de desenvolvimento da criança. Rogoff 
(apud SARMENTO, 2007, p. 28) advoga que 

[...] a diversidade das formas e modos de desenvolvimento 
das crianças, em função da sua pertença cultural – isto é, 
sustentam que a cultura molda a infância, por contraponto 
à ideia de uma natureza universal da infância, suposta a par-
tir de estudos centrados no Ocidente.
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Diante disso, tornou-se necessário compreender o importante 
papel que determinadas variáveis empreendem na formação da criança, 
isto é, uma visão da infância estruturada a partir de sua classe social, et-
nia, religião e do nível de instrução da população da qual ela faz parte. 

Nessa linha de raciocínio, duas questões merecem reflexão. 
Em primeiro lugar, é importante destacar o quanto o meio interfere e 
molda o comportamento dos pequenos ao introjetar padrões e valores 
inerentes ao grupo de sua pertença. A outra se refere às inúmeras repre-
sentações que, historicamente, foram atribuídas à infância e respon-
sáveis por sua invisibilidade social. Talvez isso explique a equivocada 
intenção que se tem, nos dias de hoje, inclusive, de não garantir voz às 
nossas crianças. 

Nesse contexto, é possível perceber condicionantes significati-
vas no universo da criança que a tornam atrativa aos olhos dos terroris-
tas. Traços que, somados a outras características, compõem o perfil do 
futuro combatente: leal (pouquíssima resistência e quase sem questio-
namentos), inteligente (facilidade em assimilar novos conhecimentos) 
e extremamente violenta (dessensibilização da violência, uma vez que 
passam a conviver desde cedo com cenas de assassinato). “A agressivi-
dade é uma manifestação de afeto, e a sua expressão está associada a 
experiências de vida, a características individuais e grupais, ao ambien-
te em que a pessoa vive, à necessidade de sobrevivência e adaptação” 
(GONÇALVES; GODOI, 2009, p. 81).

Já em relação à adolescência, pode-se afirmar que as sociedades 
modernas têm insistido em identificá-la como uma fase de transição e 
não a percebem como uma etapa da vida importante e bem definida, a 
começar pela quantidade de transformações impostas ao indivíduo que 
adolesce: fatores biológicos, culturais, relativos à família e à escola, den-
tre outros. Além destas, o indivíduo que se encontra na adolescência se 
depara com a aquisição de novas capacidades intelectuais e de recentes 
responsabilidades enquanto ator social. Contudo, ainda assim, é um pe-
ríodo marcado por indefinições em torno da sua trajetória de vida.

Em decorrência da sua imaturidade cognitiva, falta-lhes cons-
ciência suficiente para negar o que lhes é nocivo; em vista disso, se con-
vertem em presas fáceis para os recrutadores que rondam a internet. A 
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curiosidade, muito comum nas crianças, as atrai a explorar o desconhe-
cido. Já os adolescentes, mais propensos a se radicalizar (se comparados 
aos adultos), apresentam certa impulsividade que os coloca, aparente-
mente, preparados para assumirem mais riscos:

Os adolescentes precisam conquistar sua liberdade, mas 
precisam sentir-se incluídos. [...] Precisam fazer parte de 
um grupo. Carregam consigo a força e a fragilidade, a co-
ragem e o medo, a completude e a transitoriedade. A incer-
teza também é uma conselheira permanente da construção 
da identidade dos adolescentes. Estes se encontram em uma 
situação que oscila entre o tudo e o nada. (DEBORTOLI, 
2009, p. 37).

Tendo em vista a fase na qual se encontram, novos valores e 
costumes se tornam um atrativo maior em detrimento das regras de 
convivência impostas socialmente. Ao tentar construir a sua própria 
identidade, num processo em que se veem obrigados a abandonarem 
a infância, esses sujeitos necessitam se livrar de tudo aquilo que a ela 
remete. “O adolescente quer se ver livre de tudo que traz uma identifi-
cação com o tempo da infância. Brincar é coisa de criança. Para o ado-
lescente é outra onda. [...] aprendem assim, que precisam negar a sua 
criança. Querem construir-se adultos.” (DEBORTOLI, 2009, p. 36).

A conquista da liberdade faz parte dos anseios daqueles que se 
deparam com a pré-adolescência e, junto, vem também a necessidade 
de serem incluídos, contanto que as diferenças impressas pela nova fase 
em seu ser sejam respeitadas. 

Nesse sentido, Debortoli (2009, p. 35) entende que o indiví-
duo jovem (pré ou adolescente) concebe a figura do adulto como um 
conjunto de moralidade e certo autoritarismo, ou seja, a ideia do res-
peito conquistado pela imposição. Isso acaba por colocá-lo num lugar 
incômodo, distanciando-o cada vez mais. Nesse momento, pode ocor-
rer a perda de segurança em relação aos pais, antes referenciais impor-
tantes que o próprio adolescente passa a buscar em outro meio social:

Nesse processo o adolescente encontra-se muitas vezes per-
dido num mundo que ainda não é seu... [...] essa referência 
grupal atua como um elemento facilitador para a aceitação 
de sua nova condição de ex-criança e quase adulto junto aos 
seus iguais, que se encontram na mesma situação. Eles tanto 
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se ajudam em situações de dificuldade, apoiando-se mutu-
amente, formando grupinhos, como também são implacá-
veis na exclusão daqueles que, por algum motivo, não se en-
caixam nos padrões estabelecidos por eles. (CARVALHO; 
PINTO, 2009, p. 13).

4. A educação como instrumento de combate ao 
terrorismo

Educar é uma tarefa sublime, no entanto, cada dia mais difícil. 
As transformações pelas quais a sociedade tem passado impõem entra-
ves à educação, levando a uma ausência de legitimação do real objetivo 
do ato de educar. Valores e costumes tradicionalmente repassados por 
gerações têm se perdido em meio a um turbilhão de incertezas oca-
sionadas pelas “novas exigências feitas ao sistema educativo” ( JARES, 
2005, p. 11). Isso não quer dizer que a Educação tenha de se manter 
afastada da realidade. Não! Longe disso. Ela deve estar no mesmo com-
passo das realidades econômicas, sociais e políticas, demonstrando co-
nexão com o sistema que a envolve. Contudo, é preciso dar respostas 
aos processos sociais desastrosos que têm determinado o modo como 
vivemos: “[...] os fundamentalismos, as guerras, os terrorismos, a ma-
nipulação da informação, etc. – são alguns dos fatos que abonam o que 
dizemos. E essa maior complexidade e dificuldade é tanto para pro-
fessores como para as mães e os pais, aliados ao processo educativo.” 
( JARES, 2005, p. 11).

Estudar o contexto social e político é uma importante missão 
de todo o sistema educativo. Mas para quê? Ora, é importante que o 
aluno de hoje conheça e seja capaz de explicar o mundo à sua volta, 
construindo um maior sentido à sua própria existência. Todavia, atual-
mente se tem percebido uma dinâmica na qual a apreensão de conhe-
cimentos tecnológicos exige profissionais cada vez mais capacitados, 
com vistas a serem incluídos social e economicamente. Uma espécie de 
evolução humana regulada pelo mercado que fomenta a segregação e 
dilata o abismo social entre as classes, negando o princípio das oportu-
nidades iguais para todos. Como consequência, a violência (fruto das 
injustiças sociais e regada pelo instinto de sobrevivência) se faz presen-
te e, por capilaridade, preenche as lacunas deixadas pelo poder público.
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Nessa direção, torna-se imperioso investir e acreditar num 
modelo educacional orientado pelo respeito à dignidade humana e à 
diversidade. Longe de utilizá-lo como instrumento das necessidades 
econômicas, a sociedade precisa, urgentemente, conceber a educação 
como uma ferramenta apta a promover a paz e a igualdade e que a faça 
compreender que, sem esses princípios, tornar-se-á impossível enfren-
tar os desafios impostos pelo novo cenário que se avizinha. “Educar 
para a não violência é, portanto, ajudar as novas gerações a encontra-
rem as razões suficientes para não optar pela violência que ameaça in-
viabilizar essas relações” (PINO, 2007, p. 778).

É preciso instituir em nossas crianças e adolescentes reflexões 
que promovam a cultura da não violência e da busca pela verdade. Há 
tempos se tem assistido o desprezo pela vida humana em meio a um 
processo que coisifica o outro. Este, por vezes, já se encontra à margem.

O progressivo aumento da exclusão social tem ocasionado o 
que Jares (2005, p. 31) denomina de “bolsões de vulnerabilidade e 
marginalização”. Importante salientar que o Brasil é um país diverso e 
demanda uma educação verdadeiramente democrática (igual, univer-
sal, gratuita e de qualidade), capaz de nos permitir compreender que 
diversidade nada tem a ver com desigualdade. 

A educação deve, também, ser capaz de despertar nos indivíduos 
a sua capacidade de questionar o que lhes é imposto, guiando-os pelos 
caminhos da justiça e da igualdade, ao fazer uso de métodos que os auxi-
liem na construção da verdade. Nesse sentido, “[...] a autêntica natureza 
da educação traz junto com ela a busca da verdade. Porque o processo 
educativo traz, com ele, o conhecimento das diferentes explicações e 
possíveis direções a serem tomadas na vida...” ( JARES, 2005, p. 129).

No mundo contemporâneo as relações sociais, em grande par-
te, têm se limitado a contatos virtuais, desligando-nos da importância 
que o outro tem em nossas vidas. Essa distância, encurtada por meio 
de mensagens (digitais) instantâneas, intensifica a predileção que os 
indivíduos têm pelos meios materiais de produção em detrimento do 
ser humano:

Faz-se necessária uma breve comparação dessa realidade com 
os campos de concentração em Auschwitz, lócus de uma tra-



152 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Terrorismo: o recrutamento virtual de crianças e adolescentes e o papel da educação

Brasília, v. 12, n. 6, p. 129-166 , Set.-Dez./2021

gédia contra a humanidade. Lá, havia o que Adorno, sociólo-
go e educador alemão, entendia como um processo coisifica-
dor, no qual os nazistas aniquilaram e exterminaram milhões 
de pessoas, coisificando-as. (FAGUNDES; CHUY, 2018, p. 
291).

Na mesma direção dessas relações humanas que desumanizam 
está o comportamento de grupos radicais extremistas que, na intenção 
de estabelecer o califado, universalmente, vêm impondo os seus pre-
ceitos e, quando encontram resistência, eliminam vidas humanas com 
uma destreza aterrorizante:

Os indivíduos desprovidos desta autoconsciência consti-
tuem-se vítimas da dominação da frieza do caráter mani-
pulador. Tal como o carrasco, o torturador é pessoa despro-
vida de emoções, detentora de uma consciência coisificada, 
transformando a sim mesmo e aos outros em coisa. (SILVA, 
2013, p. 73).

Na verdade, além da inequívoca importância que a educação 
apresenta, ela deve ser capaz de enfrentar esse tipo de ameaça ao trans-
mitir conhecimentos e fortalecer princípios fundamentais, em especial 
na educação básica. Não se pode prescindir de uma formação na qual 
o indivíduo seja livre para tomar suas próprias decisões (desde que le-
gais), pois deve ser esse o caminho para a construção de uma verdadeira 
democracia. Nessa direção, faz-se necessário compreender que “se há 
regime de opressão, não há conscientização; o indivíduo não é livre 
para decidir por si mesmo” (FAGUNDES; CHUY, 2018, p. 299).

É imprescindível que se avance na constituição de práticas 
pedagógicas diferenciadas, capazes de legitimar a principal missão do 
educador, que é formar cidadãos conscientes na busca por uma socie-
dade mais justa e igual. Em tempos de globalização e terrorismo, a edu-
cação deve preparar as crianças e os adolescentes para não aceitarem a 
institucionalização das armadilhas que corroem a estrutura social. 

De acordo com Jares (2005, p. 127), “[...] devemos reivindicar 
e relançar a necessidade educativa de educar e viver a partir da e para a 
busca da verdade, porque ir atrás da verdade faz parte de nossa tarefa 
mais legítima como educadores”. O autor aponta para o caminho da 
pedagogia ligada à alfabetização afetiva, tornando as emoções um me-
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canismo que guiará o público infantojuvenil à confiança em si mesmo, 
como requisito imprescindível para o estabelecimento de uma relação 
segura com os seus pares. 

É importante reconhecer que a presença da afetividade nas 
relações de ensino-aprendizagem não impede que se construa o 
“moderno”, ao contrário, é nesse diálogo entre as emoções e a raciona-
lidade que se aumentam as chances de que o indivíduo (discente) seja 
capaz de desenvolver confiança e apoio mútuo e de conceber a vida 
com um olhar mais otimista. “A afetividade é hoje considerada por 
diversos estudiosos como fundamental na relação educativa por criar 
um clima propício à construção dos conhecimentos, pelas pessoas em 
formação” (RIBEIRO, 2010, p. 405).

O educador precisa desenvolver uma prática que estimule seus 
alunos a encarar a vida com mais entusiasmo e esperança. Para tan-
to, ele deve assumir o compromisso de defender os valores essenciais 
à cidadania e à liberdade das novas gerações com as quais se relaciona, 
guiando-as em direção à paz e ao desenvolvimento.

Cabe ao Estado, por intermédio do órgão responsável pela 
Educação (seja ela estadual ou municipal), implementar programas 
direcionados ao desenvolvimento, com vistas a transformar a institui-
ção escolar numa ferramenta de intervenção social, capaz de quebrar 
a distância que a separa da comunidade, lhe oportunizando um novo 
olhar em relação àquela. “O fato de ser a escola uma instituição fre-
quentemente alheia ao que ocorre no meio social em que está inserida 
provoca um certo distanciamento entre ela e o próprio meio, o que a 
torna um objeto estranho para este meio [...]” (PINO, 2007, p. 781).

É importante a implantação, a execução e a manutenção de 
projetos sociais que busquem corrigir estruturas injustas, responsáveis 
por diversos ataques aos direitos humanos e a uma efetiva democracia. 
Nesse contexto, a educação deve alcançar a todos, sem distinção. As-
sim, entende-se que somente a educação pode coibir e/ou minimizar 
a incidência de crianças e adolescentes recrutados por criminosos; em 
especial, por grupos terroristas. 
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5. Conclusão

ainda que o terrorismo não seja uma prática recente, a literatu-
ra aponta o 11 de setembro de 2001 como o divisor de águas na his-
tória dos atentados. Devido à sua dimensão (quantidade de perdas de 
vidas humanas), seu poder (contra um Estado considerado com uma 
das maiores potências mundiais) e a repercussão dos seus atos (os ata-
ques às torres gêmeas foram televisionados em todo o planeta, quase 
em tempo real), o mundo passou a considerar que não há lugar seguro 
e que qualquer sujeito pode se tornar um alvo em potencial.

Para sustentar tal formato, o terror percebeu a necessidade de 
recrutar novos combatentes que vivessem, exatamente, nos países onde 
empreenderiam seus ataques. Tendo em vista a segurança adotada por 
muitas nações após a investida da Al-Qaeda contra os EUA, aumen-
taram-se o risco e a dificuldade em lançar combatentes no território 
inimigo, fato que levou os radicais fundamentalistas a reconheceram a 
Internet como uma grande aliada. 

A justificativa para isso está no fato de que, além de favorecer 
a propaganda (importante para a consolidação do grupo por meio de 
ameaças ao mundo ocidental e para a conquista de novos financiado-
res), as redes sociais dinamizam a troca de informações, disseminam 
material de conteúdo ideológico e atraem milhares de jovens ao redor 
do mundo, grande parte deles crianças e adolescentes.

Na Europa, em 2005, foi estabelecido o programa The Euro-
pean Union Strategy for Combating Radicalisation and Recruitment to 
Terrorism,24 cujo objetivo era rastrear, na Internet, toda e qualquer sus-
peita de propaganda e prática e/ou postagem de narrativas ideológicas 
que demonstrassem potencial para conduzir ações de terror. 

Ainda que, até o momento, o Brasil não tenha sido palco de aten-
tados terroristas, o público jovem (a maioria deles, menor de 18 anos ida-
de) vem demonstrando interesse pela causa. Essa identificação provém 
de alguns fatores, tais como: curiosidade que se transforma em admi-
ração, sensação de não pertencimento social, sentimento de vazio por 

24   Estratégia da União Europeia para Combater a Radicalização e o Recrutamento 
(tradução nossa).
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considerar a sua própria vida monótona e o principal: por encontrar na 
ideologia promovida pelo terror o remédio para as constantes negati-
vas impostas pela vida que, conforme o seu discurso, decorrem de uma 
sociedade excludente e injusta. 

No Brasil, não tem sido raro o envolvimento, via web, de crian-
ças e adolescentes com grupos terroristas, inclusive sendo autores de 
postagens ameaçadoras direcionadas a instituições governamentais e 
educacionais; sendo esta última o local no qual ele, supostamente, te-
nha sofrido algum tipo de discriminação (bullying)25.

Com o propósito de refletir acerca do papel da escola diante 
da participação de um público tão jovem nesse tipo de delito, este ar-
tigo jogou luz nas possiblidades que possui a educação para garantir às 
nossas crianças proteção diante de um inimigo tão nocivo e altamente 
complexo.

Nesse contexto, é preciso que as autoridades se conscientizem 
de que a socialização vivenciada pelo sujeito (crianças e adolescentes) 
produz a interiorização das normas e dos valores que lhe são postos 
diariamente. Diante da intolerância advinda das disputas pelo poder 
(e com mais intensidade, o político), os infantes têm formado a sua 
identidade num ambiente onde a violência vêm ganhando espaço e 
a simpatia dos indivíduos. Fato preocupante, uma vez que, ao terem 
contato com tamanha hostilidade, os pequenos vivenciam relações que 
desnudam e aniquilam as práticas de solidariedade e generosidade tão 
desejadas numa sociedade que se autodenomina pós-moderna.

Diante do exposto, é preciso que as autoridades se conscienti-
zem da importância do seu papel no que diz respeito à radicalização 
de crianças e adolescentes nos ambientes virtuais. Torna-se necessário 

25   De acordo com Fante (2005) e Olweus (2004), citados por Trindade e Menezes (2015, p. 
53-54), bullying seria “[...] uma palavra usada na literatura técnica da psicologia anglo-saxônica. 
Vinda do inglês, bully significa valentão, tirano e, como verbo, significa tiranizar, amedrontar. 
Ainda segundo Fante (2005), citado por Trindade e Menezes (2010), bullying é a palavra 
utilizada no idioma inglês devido à dificuldade em se encontrar a sua tradução em outros idiomas 
e cuja definição internacional se refere a “[...] um conjunto de atitudes agressivas, intencionais e 
repetitivas que ocorrem sem motivação evidente, adotado por um ou mais alunos contra outro(s), 
causando dor, angústia e sofrimento. Insultos, intimidações, apelidos cruéis, gozações que 
magoam profundamente, acusações injustas, atuação de grupos que hostilizam, ridicularizam e 
infernizam a vida de outros que alunos, levando-os à exclusão, além de danos físicos, morais e 
materiais, são algumas das manifestações do comportamento bullying”.
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que, no Brasil, os Ministério da Defesa, da Justiça e Segurança Pública, 
dos Direitos Humanos e da Educação, de maneira coordenada, traba-
lhem conjuntamente na constituição de programas que venham a com-
bater esse fenômeno. Para tanto, é necessário que os poderes atuem em 
formato de cooperação, adotando as melhores decisões, por meio dos 
produtos das análises de casos envolvendo crianças e adolescentes.

Ao Ministério da Justiça, cabe empenhar recursos e material 
humano nas atividades que requeiram a participação das forças de se-
gurança, agindo sempre mediante o respaldo das análises desenvolvi-
das conjuntamente com os outros ministérios. 

A polícia, em qualquer esfera, deve estabelecer vínculos com a 
sociedade, objetivando instituir uma relação segura, na qual o compar-
tilhamento de informações se dê sistematicamente. Cabe também o 
oferecimento de cursos nas instituições de ensino (público e privado) 
no sentido de orientar os alunos sobre o uso responsável da Internet, 
bem como seus pais, acerca dos riscos que o público jovem se submete 
quando navega sozinho na rede.

Ao Ministério da Mulher, Família e Direitos Humanos, cabe 
assessorar os outros ministérios quanto ao planejamento e à execução 
das ações voltadas ao bem-estar do público infantil (e adolescente). 
No planejamento, por meio do compartilhamento de informações, é 
preciso mapear as regiões onde há maior concentração de jovens em 
situação de vulnerabilidade (ou seja, potenciais indivíduos a serem 
radicalizados) e acompanhar/fiscalizar o cumprimento das atividades 
dos outros ministérios.

Às escolas, orientar seus alunos sobre o uso responsável da 
Internet (atentando sempre para os riscos) e, ao mesmo tempo, 
acompanhar aquele que sinalizar algum comportamento suspeito ao 
ambiente escolar. Cabe, também, abrir as suas portas visando criar vín-
culos com as famílias e com o Estado, por intermédio das forças de se-
gurança, com vistas a renovar a imagem que a polícia tem do contexto 
educacional. 

Aos docentes, cabe ensinar que o bem mais precioso e inego-
ciável é a vida: a sua e a do outro. Portanto, além dos conteúdos que fa-
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zem parte da grade curricular, os alunos da educação básica devem ter 
disciplinas que orientem a sua formação social e que abordem aspectos 
essenciais para a construção e o exercício de sua cidadania.

A educação também deve assumir o protagonismo na forma-
ção de indivíduos mais humanos e aptos a lidar com as frustações que, 
naturalmente, surgem durante a vida. Uma formação apta a transmitir 
aos discentes a ideia de que nem sempre encontrarão pessoas que com-
pactuem com as suas opiniões e que, por isso, devem estar preparados 
para lidar com tudo. Ela deve ensinar também que, diante dos con-
flitos, prevalece o diálogo como ferramenta pacificadora e hábil para 
resgatar a paz e a estabilidade sociais. 

É necessário construir, por meio das gerações futuras, 
uma sociedade crítica e democrática, alicerçada em princípios que 
dignifiquem o ser humano. Mesmo imersa nesse processo de globali-
zação, essa mesma educação não deve se permitir ser coagida a aceitar 
um currículo exclusivamente direcionado aos interesses oriundos de 
um sistema cujo modelo promove e mantém as desigualdades sociais.

Formar cidadãos capazes de combater qualquer forma de vio-
lência também deve ser considerada uma prioridade, visto que temos 
convivido com inúmeros tipos de barbárie, a exemplo do terrorismo. 
Nessa acepção, não cabe permitir que nossas crianças sejam retiradas 
dos bancos das escolas para se integrarem às fileiras das organizações 
criminosas, como temos presenciado nas últimas décadas. 

Esse desvirtuamento social deve ser entendido como um pedi-
do de ajuda de alguém que se cansou de sua invisibilidade (aos olhos 
da sociedade) e só tinha esse caminho para seguir. Tal comportamen-
to pode ser justificado pela guarda inconsciente de sentimentos ruins, 
que durante a infância potencializa a possibilidade da ocorrência de 
um surto, pela necessidade de externalizar mágoas e angústias que, há 
tempos, vinham-no sufocando. Sentimentos com os quais foi obrigado 
a conviver, tendo a constante percepção de que sobrevive num mundo 
que não lhe pertence.

É importante frisar ainda que a escola deve ter competência 
para intervir junto à comunidade local e desenvolver projetos que visem 
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suprir os pontos de vulnerabilidade social, levando conhecimento e 
equilíbrio às famílias, principalmente as residentes nas periferias das 
grandes metrópoles. Estas, por sua vez, possuem um papel essencial de 
apoio às crianças em toda a sua trajetória escolar. Ações de incentivo 
devem permear a vida acadêmica do sujeito como forma de demonstrar 
o sentido real do aprendizado e da aquisição de valores que nortearão 
toda a sua existência. Os pais, ou os responsáveis pela criança, precisam 
estar preparados para essa missão e, portanto, cabe ao Estado, por meio 
de suas políticas sociais, empreender esforços no sentido de que as fa-
mílias, principalmente as carentes, sejam assistidas regularmente em 
programas de suporte ao seu bem-estar. Mediante a disponibilidade 
de saúde, assistência psicológica, alimentação, educação e segurança, 
grande parte desses jovens não terão o desprazer de conviver com a 
possibilidade da morte precoce, tão presente na vida criminosa. 

Urge a constituição de um sistema educacional que promova 
uma educação básica de qualidade, gratuita e universal, levando em 
consideração a diversidade cultural e as demandas características de 
cada região brasileira. 

O terror não pode encontrar facilidade em alcançar a infância 
como quem laça um novilho desprotegido. Mesmo diante das adversi-
dades inerentes da vida em sociedade, as crianças e os adolescentes têm 
o direito de sonhar, elaborando planos para a sua vida futura. A nós, 
pais e educadores, cabe protegê-los, garantindo-lhes condições para 
que esse sonho se concretize. Nestes 30 anos de sua existência, temos 
o dever de fazer com que as garantias previstas no Estatuto da Criança 
e do Adolescente (ECA) se efetivem, atestando quão fundamental é a 
infância em nossa sociedade. 
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TERRORISM: the virtual recruitment of 
children and adolescents and the role of 
education 

ABSTRACT

This article, produced in June 2020, analyzes the recruitment of children and adolescents 
by terrorist groups on social media platforms and the role of education in preventing and 
combating this phenomenon. Terrorism has never been as evident as it is today, given the 
sequence of attacks that started, mainly in Western countries, revealing that it remains 
in full swing, even after the US reaction due to September 11th. However, it has been 
noticed that, in most attacks, the perpetrators are individuals of foreign origin (Western 
or naturalized), radicalized and recruited through the Internet, and, of these, children and 
adolescents are a significant portion. To develop this analysis, the manuscript was orga-
nized in the following structure: in addition to the introduction, in which a brief report 
on the topic was made, the first part includes data and information on the use of the In-
ternet by children and adolescents and describes how some terrorists groups have been 
using this technology. The second part shows the transformations after September 11th, 
especially regarding the organizational structure of extremist groups. It also addresses 
the issue of radicalization and outlines why radicals have been especially interested in the 
recruitment of children and adolescents. The final part discusses the role of education 
as a combat tool and concludes with considerations and suggestions directed at school 
institutions, families and government authorities on how to prevent and combat the radi-
calization of young individuals in the virtual environment.

Keywords: terrorism; children; adolescents; internet; radicalization; education.
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TERRORISMO: el reclutamiento virtual 
de niños y adolescentes y el papel de la 
educación

RESUMEN

Este artículo, producido en junio de 2020, analiza el reclutamiento de niños y adoles-
centes por grupos terroristas en las plataformas de las redes sociales y el papel de la edu-
cación con relación a la prevención y el combate a ese fenómeno. El terrorismo nunca 
estuvo tan aparente como actualmente, considerando la secuencia de atentados de-
flagrados, especialmente en los países occidentales, revelando que se mantiene en plena 
actividad, mismo después de la reacción norteamericana después del 11 de septiembre 
de 2001. Sin embargo, se ha visto que, en gran parte de los ataques, los autores son indivi-
duos de origen extranjera (occidentales o naturalizados), radicalizados y reclutados en la 
Internet y, de ellos, una parcela significativa está formada por niños y adolescentes. Para 
desarrollar este análisis, el manuscrito presenta la siguiente estructura: además de la in-
troducción, en la cual se hace un relato breve sobre la temática, la primera parte contem-
pla datos e informaciones sobre el uso de la Internet por el público infantil y juvenil y 
describe el modo como algunos grupos terroristas se han servido de esa tecnología. A 
su vez, la segunda apunta las transformaciones después del 11 de septiembre, en especial 
relativas a la estructura organizacional de los grupos extremistas. Trabaja también con la 
cuestión de la radicalización y delinea el motivo por el cual los radicales han conferido 
especial interés al reclutamiento de niños y adolescentes. La parte final trae una reflexión 
sobre el papel de la educación como herramienta de combate y concluye con consi-
deraciones y sugestiones direccionadas a las instituciones escolares, a las familias y a las 
autoridades gubernamentales en lo que dice respecto a la prevención y al combate a la 
radicalización de individuos jóvenes en el ambiente virtual.

Palabras-clave: terrorismo; niños; adolescente; internet; radicalización; educación.



161Revista Brasileira de Ciências Policiais

Carlos Frederico Felício Fagundes

Brasília, v. 12, n. 6, p. 129-166 , Set.-Dez./2021

6. Referências

ARGENTINA. Código Penal – Lei nº 26.734, de 22 de diciembre 
de 2011. Disponível em: http://servicios.infoleg.gob.ar/
infolegInternet/anexos/190000-194999/192137/norma.htm. 
Acesso em: 14 jun. 2021.

BIAGI, Orivaldo Leme. O imaginário da Guerra Fria. Revista de 
História Regional, v. 6, n. 1, p. 61-111, 2001. Disponível em: https://
www.faneesp.edu.br/site/documentos/revista_historia_regional.pdf. 
Acesso em: 9 jun. 2021.

BRASIL. Lei nº 13.260, de 16 de março de 2016. Regulamenta 
o disposto no inciso XLIII do art. 5º da Constituição Federal, 
disciplinando o terrorismo, tratando de disposições investigatórias 
e processuais e reformulando o conceito de organização terrorista; e 
altera as Leis n º 7.960, de 21 de dezembro de 1989, e 12.850, de 2 de 
agosto de 2013. Brasília: Presidência da República, 2016. Disponível 
em: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2015-2018/2016/
lei/l13260.htm. Acesso em: 14 jun. 2021.

BUNDE, Mateus. Fome na África. Todo Estudo, [201-?]. Disponível 
em: https://www.todoestudo.com.br/geografia/fome-na-africa. 
Acesso em: 23 jul. 2020.

CALAFAT, Natália Nahas. O Estado Islâmico do Iraque e do 
Levante: fundamentos políticos à violência política. Conjuntura 
Austral – Journal of the global South, Porto Alegre, v. 6, n. 31, p. 6-20- 
ago./set. 2015.

CÂMARA, Thiago Sette. Terrorismo na Era da Internet: o uso de 
redes sociais pelo Estado Islâmico. Revista Relações Internacionais no 
Mundo Atual, v. 1, n. 21, p. 196-221, 2016.

CARVALHO, Alysson. PINTO, Mércia Veloso. Ser ou não ser... 
Quem são os adolescentes? In: CARVALHO, Alysson; SALLES, 
Fátima; GUIMARÃES, Marília (org.). Adolescência. 1. ed. atual. Belo 
Horizonte: Editora UFMG/Proex-UFMG, 2009. p. 11-28.

CORREIA, Gonçalo. O Estado Islâmico e a Internet: onde e como 
eles recrutam. Observador, 20 novembro de 2015. Disponível em: 
observador.pt/2015/11/20/o-estado-islamico-e-a-internet-onde-e-



162 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Terrorismo: o recrutamento virtual de crianças e adolescentes e o papel da educação

Brasília, v. 12, n. 6, p. 129-166 , Set.-Dez./2021

como-recruta/ Acesso em: 28 maio 2021.

DALAMURA, Marcos. O que é a Deep WEB? Acessa.com Mais 
comunicação, 18 de abril de 2019. Disponível em: https://www.
acessa.com/tecnologia/arquivo/artigo/2019/04/18-que-deep-web/. 
Acesso em: 13 jul. 2020.

DEBORTOLI, José Alfredo Oliveira. Adolescência (s). Identidade 
e formação Humana. In: CARVALHO, Alysson; SALLES, Fátima; 
GUIMARÃES, Marília (org.). Adolescência. 1. ed. atual. Belo 
Horizonte: Editora UFMG/Proex - UFMG, 2009.  P. 29-45.

DEPOSITPHOTOS. Imagens usadas nas figuras 1 e 2. Disponível 
em: www.depositphotos.com.br. Acesso em: 23 jul. 2020.

FAAD, Alexandre; MARQUES, André Ricardo. Definição, 
histórico e “evolução” do terrorismo mundial: desafios estatais frente 
às mídias sociais como instrumento do terror. In: FAGUNDES, 
Carlos Frederico Felício; LASMAR, Jorge Mascarenhas; CHUY, 
José Fernando Moraes (org.). Perspectivas do terrorismo transnacional 
contemporâneo. Belo Horizonte: Arraes Editores, 2019. p. 16-49.

FAGUNDES, Carlos Frederico Felício; CHUY, José Fernando 
Moraes. O novo terrorismo: a educação como vetor preventivo 
ao recrutamento e à radicalização de crianças e adolescentes. 
In: FAGUNDES, Carlos Frederico Felício; LASMAR, Jorge 
Mascarenhas; CHUY, José Fernando Moraes (org.). Perspectivas 
do terrorismo transnacional contemporâneo. Belo Horizonte: Arraes 
Editores, 2019. p. 272-306.

FBI – Federal Bureau of Investigation. What We Investigate – 
Terrorism. United States of America, [201-?]. Disponível em: www.
fbi.gov/investigate/terrorism. Acesso em: 14 jun. 2021.

GONÇALVES, Betânia Diniz; GODOI, Claúdia Mayorga 
Borges de. Quando o assunto é adolescência e agressividade... In: 
CARVALHO, Alysson; SALLES, Fátima; GUIMARÃES, Marilia. 
Adolescência. 1. ed. Atual. Belo Horizonte: Editora UFMG; Proex-
UFMG, 2009. p. 81-90.

HSI – Homeland Security Institute. The Internet as a terrorist tool 
for recruitment and radicalization of youth. Arlington: Homeland 
Security Institute/U.S Department of Homeland Security/Sciense 



163Revista Brasileira de Ciências Policiais

Carlos Frederico Felício Fagundes

Brasília, v. 12, n. 6, p. 129-166 , Set.-Dez./2021

and Technology Directorate, 2009.

JARES, Xésus R. Educar para a verdade e para a esperança: em 
tempos de globalização, guerra preventiva e terrorismos. Tradução de 
Daisy Vaz de Moraes. Porto Alegre: Artmed, 2005. 

KHOSROKHAVAR, Farhad. Os novos atores jihadistas. Revista 
Sociedade e Estado, v. 33, n. 2, p. 487-509, maio-ago. 2018. 

KOURY, Mauro Guilherme Pinheiro. Identidade e pertença: 
disposições morais e disciplinares em um grupo de jovens. 
Etnográfica, v. 14, n. 1, p. 27-58, fev. 2010.

LIMA, Venício A. de. Os mídia e o cenário de representação da 
política. Lua Nova, São Paulo, n. 38, p. 239-271, dez. 1996. DOI 
10.1590/S0102-64451996000200012. Disponível em: http://
www.scielo.br/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0102-
64451996000200012&lng=en&nrm=iso. Acesso em: 13 jul. 2020. 

LINS, Bernardo Felipe Estellita. A evolução da Internet: uma 
perspectiva histórica. Caderno ASLEGIS, v. 48, p. 11-45, jan.-abr. 
2013. Disponível em: http://belins.eng.br/ac01/papers/aslegis48_
art01_hist_internet.pdf. Acesso em: 14 jun. 2021.

MPGO – Ministério Público do Estado de Goiás. Unicef lança ação 
sobre uso seguro da internet por adolescentes. MPGO, 11 ago. 2015. 
Disponível em: http://www.mpgo.mp.br/portal/noticia/unicef-
lanca-acao-sobre-uso-seguro-da-internet-por-adolescentes--2#.
XwzA-G1KjIU. Acesso em: 13 jul. 2020.

NERIS JR., Celso; FUCIDJI, José Ricardo; GOMES, Rogério. 
Trajetórias tecnológicas da indústria de telefonia móvel: um exame 
prospectivo de tecnologias emergentes. Economia e Sociedade, 
Campinas, v. 23, n. 2 (51), p. 395-431, ago. 2014.

NUNES, Brasilmar Ferreira. Introdução: Preconceito como 
Justificativas de Diferenças Sociais. In: NUNES, Brasilmar Ferreira. 
Sociedade e Infância no Brasil. Brasília: Editora Universidade de 
Brasília, 2003.

ONU News. Perspectivas global, reportagens humanas. Estudo 
da ONU revela que mundo tem abismo digital de gênero. 
Desenvolvimento Econômico, 6 nov. 2019.



164 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Terrorismo: o recrutamento virtual de crianças e adolescentes e o papel da educação

Brasília, v. 12, n. 6, p. 129-166 , Set.-Dez./2021

ONU – Organizações das Nações Unidas para a Educação, a Ciência 
e a Cultura. TIC Kids Online Brasil 2018 – Principais Resultados. 
São Paulo: ONU, 17 de setembro de 2019. Disponível em: https://
www.cetic.br/media/analises/tic_kids_online_brasil_2018_coletiva_
de_imprensa.pdf. Acesso em: 27 maio 2020. 

PARLAMENTO EUROPEU. O Terrorismo na EU: ataques 
terroristas, vítimas mortais e detenções em 2019 desde 2015. 
Atualidade, Segurança, 3 de novembro de 2020. Disponível 
em: https://www. europarl.europa.eu/News/pt/headlines/
security/20180703STO07125/terrorismo-na-eu-ataques-
terroristas-vitimas-mortais-e-detencoes=em-2019. Acesso em: 
10 jun. 2021.
PINO, Angel. Violência, Educação e Sociedade: Um olhar sobre o 
Brasil Contemporâneo. Educação & Sociedade, Campinas, v. 28, n. 
100 – Especial, p. 763-785, out. 2007. Disponível em: http://www.
cedes.unicamp.br. Acesso em: 14 jun. 2021.

RAN CENTRE OF EXCELLENCE. High-Level Conference on 
child returnees and reliased prisoners. Disponível em: ec.europa.
eu/home-affairs/sites/default/files/what-we-do/networks/
radicalisation_awareness_networks/ran-papers/docs/high-level_
conference_on_child_returness_and_reased_prisoners_en.pdf. 
Acesso em: 11 jun. 2021.

RAPOPORT, David C. Fear and Trembling: Terrorism in Three 
Religious Traditions. The American Political Science Review, v. 78, n. 
3, p. 658-677, Sept. 1984.

RIBEIRO, Marinalva Lopes. A afetividade na relação educativa. 
Estudos de Psicologia, Campinas, v. 27, n. 3, p. 403-412, jul.-set. 2010. 

SANTOS, Edison Santana dos. O lobo solitário – terrorista. Revista 
Gestão Universitária, 23 de maio de 2018. Disponível em: http://
gestaouniversitaria.com.br/artigos/o-lobo-solitario-terrorista. Acesso 
em: 17 jul. 2020.

SARMENTO, Manuel Jacinto. Visibilidade social e estudos da 
infância. In: VASCONCELLOS, Maria Ramos de; SARMENTO, 
Manuel Jacinto (org.). Infância (in) visível. Araraquara: Junqueira & 
Marin, 2007.



165Revista Brasileira de Ciências Policiais

Carlos Frederico Felício Fagundes

Brasília, v. 12, n. 6, p. 129-166 , Set.-Dez./2021

SATO, Eiiti. Dicotomia global-local na era da globalização: um 
novo paradigma para a política internacional? Cadernos Adenauer, 
v. XVI, n. 4, p. 9-39, 2015. Disponível em: https://www.kas.de/c/
document_library/get_file?uuid=395b2a3e-b003-5a92-474e-
6b2802957029&groupId=265553. Acesso em: 14 jun. 2021.

SEGUNDO ENCONTRO DE ESTUDOS: Terrorismo. 
Brasília: Gabinete de Segurança Institucional/Secretaria de 
Acompanhamento e Estudos Institucionais, 2004. 123p. 

SILVA, Alex Sander da. Auschwitz e a interrupção da poesia ou uma 
crítica imanente da barbárie contemporânea. Impulso, Piracicaba, v. 
23, n. 58, p. 69-79, out.-dez. 2013.

SILVA, Alzira Karla Araújo da; CORREIA, Anna Elizabeth Galvão 
Coutinho; LIMA, Izabel França. O conhecimento e as tecnologias na 
sociedade da informação. Revista Interamericana de Bibliotecnología, 
v. 33, n. 1, p. 213-239, Ene.-Jun. 2010.

SOMMERVILLE, Quentin; DALATI, Riam. As crianças que 
sofreram ‘lavagem cerebral’ pelo EI e que estão fugindo para a 
Europa. BBC News, 22 ago. 2017. Disponível em: https://www.bbc.
com/portuguese/internacional-40980909. Acesso em: 13 jul. 2020.

SOUSA, Rafaela. Países subdesenvolvidos. Mundo Educação, [201-
?]. Disponível em: https://mundoeducacao.uol.com.br/geografia/
pa%C3%ADses-subdesenvolvidos.htm. Acesso em: 13 jul. 2020.

SULLIVAN, John P. Crianças Soldado: desespero, retorno a barbárie 
e conflito. ASPJ, 1º de agosto de 2008. Disponível em: https://www.
academia.edu/1116952/Crianças_Soldados_desespero_retorno_a_
barbarie_e_conflito.

TEIXEIRA, Ana Maria de Souza. O papel da mídia na guerra ao 
terror: o caso da suspeita terrorista na tríplice fronteira Argentina-
Brasil-Paraguai. Século XXI, Porto Alegre, v. 5, n. 2, p. 54-77, jul.-dez. 
2014.

TOMÉ, Luis. Estado Islâmico. Percurso e alcance um ano depois da 
autoproclamação do Califado. JANUS.NET e-jounal of International 
Relations, v. 6, n. 1, maio-out. 2015.

TRINDADE, Alcione Melo; MENEZES, Jaileila de Araújo. 
Intimidações na Adolescência: reflexões socioculturais da violência 



166 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Terrorismo: o recrutamento virtual de crianças e adolescentes e o papel da educação

Brasília, v. 12, n. 6, p. 129-166 , Set.-Dez./2021

entre pares no contexto escolar. In: GONÇALVES, Catarina 
Carneiro; ANDRADE, Fernando Cézar Bezerra de. Violências e 
bullying na escola. Curitiba, PR: CRV, 2015. p. 45-66.

UIT – União Internacional de Telecomunicações. Nuevos datos da la 
UIT indican que, pese a la mayor implantación de Internet la brecha 
de género digital sigue crescendo. Ginebra, 5 de noviembre de 2019. 
Disponível em: https://www.itu.int/es/mediacentre/pages/2019-
PR19.aspx. Acesso em: 27 maio 2020.

UNODC – United National Office on Drugs and Crime. The use 
of Internet for terrorist’s purposes. Viena: United National Office on 
Drugs and Crime, 2012.

VERKAIK, Robert. Jihadi John. Como nasce um terrorista. Uma 
história real. Tradução de Stephanie Borges. Rio de Janeiro: Harper 
Collins, 2017. 304 p.

WERTHEIN, Jorge. A sociedade da informação e seus desafios. 
Ciência da Informação, Brasília, v. 29, n. 2, p. 71-77, maio/ago. 2000. 



167
ISSN 2178-0013

Revista Brasileira de Ciências Policiais

ISSN Eletrônico 2318-6917

Brasília, v. 12, n. 6, p. 167-191 , Set.-Dez./2021Recebido em 29 de junho de 2021.
Aceito em 02 de agosto de 2021

O exercício da dignidade da pessoa humana, 
realizado pela autoridade policial, 
por meio da aplicação do princípio da 
insignificância1

Lucian Junior Ferrari
Ordem dos Advogados do Brasil - SP

RESUMO

Este artigo tem como objetivo discutir o exercício da dignidade da pessoa humana, rea-
lizado pela autoridade policial, por meio da aplicação do princípio da insignificância. 
Para alcançá-lo, é utilizada revisão bibliográfica a fim de compreender os seguintes insti-
tutos: o princípio da dignidade da pessoa humana, o princípio da insignificância, a polí-
cia judiciária e a autoridade policial; além de subsidiar a discussão acerca da aplicação do 
princípio da insignificância pela autoridade policial. Dessa forma, depreende-se que a 
aplicação do princípio da insignificância pela autoridade policial é plenamente possível, 
tendo em vista a sua função de garantidor dos direitos fundamentais da pessoa objeto 
da investigação, que não se resume à vítima e a terceiros; atuando, desse modo, como 
limitador do abuso estatal. Portanto, a autoridade policial não só pode, como também 
deve aplicar o princípio da insignificância quando diante de um fato carente de tipici-
dade material, sendo um eficaz meio para exercer, assim, um princípio fundamental, ao 
qual todo agente público deve absoluta obediência e que, nos termos da Constituição 
Federal de 1988, irradia e condiciona todo o ordenamento jurídico, a dignidade da pes-
soa humana.

Palavras-chave: dignidade da pessoa humana; autoridade policial; princípio da in-
significância; polícia judiciária; abuso estatal.

 Introdução 

O exercício da democracia no território brasileiro ainda é re-
cente se comparado a outros Estados igualmente democráticos. Além 
disso, esse curto período antiautoritário da nossa história foi interrom-
pido por regimes ditatoriais.

1  Recebido em vinte e nove de junho de 2020.
Aceito em 02 de agosto de 2021
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Nosso último processo de redemocratização, necessário após 
anos de ditadura, em decorrência do golpe militar de 1964, foi chance-
lado pela promulgação da democrática Constituição Federal de 1988, 
que disciplinou diversos direitos e garantias fundamentais.

À vista disso, a fim de situar os principais institutos discuti-
dos no presente trabalho, temos como ponto inicial a polícia judiciá-
ria, instituição democrática dirigida por delegados de polícia, a qual a 
Constituição Federal dedicou o amplo artigo 144 (BRASIL, 1988), 
previsto no capítulo III, intitulado “da segurança pública”, o qual per-
tence ao título V, denominado “da defesa do estado e das instituições 
democráticas”. 

Já a Lei n.º 12.830/2013, de 20 de junho de 2013, que dispõe 
sobre a investigação criminal conduzida pelo delegado de polícia, dis-
ciplinou e chancelou o papel imprescindível da autoridade policial; 
dispondo no caput do artigo 2° (BRASIL, 2013) as seguintes diretri-
zes: “as funções de polícia judiciária e a apuração de infrações penais 
exercidas pelo delegado de polícia são de natureza jurídica, essenciais e 
exclusivas de Estado”. No que concerne à esfera dos princípios funda-
mentais, a Constituição Federal de 1988 trouxe em seu artigo 1°, como 
fundamento da República Federativa do Brasil, a dignidade da pessoa 
humana; e no seu artigo quarto, o princípio da prevalência dos direitos 
humanos regendo a República Federativa do Brasil nas relações inter-
nacionais (BRASIL, 1988).

Em relação aos direitos e as garantias fundamentais, o exten-
so artigo quinto da nossa “lei” fundamental trouxe diversas normas 
de proteção ao ser humano frente ao poder punitivo estatal. Imbuí-
dos nesse espírito democrático de proteção aos direitos fundamen-
tais, amplamente disciplinados pela Constituição de 1988, doutrina 
e jurisprudência, por meio de uma interpretação do direito brasileiro, 
passaram a admitir e a aplicar o princípio da insignificância ou da cri-
minalidade de bagatela.

Em linhas gerais, o referido princípio preconiza o reconheci-
mento da insignificância diante de um fato, por ausência de um dos re-
quisitos do fato típico, conceito analítico de crime, a tipicidade. Assim 
sendo, sustenta-se que condutas insignificantes carecem de tipicidade 
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material, lesão ou ameaça de lesão a um bem juridicamente protegido, 
estando presente apenas a tipicidade formal. Ou seja, carecendo de ti-
picidade material, ausente estará um dos requisitos do fato típico - a 
tipicidade - já que ela se constitui de tipicidade formal e material - e 
isso implica na ausência de um dos requisitos do crime, o fato típico, 
consequentemente, uma lesão insignificante é atípica.

Nessa perspectiva, é de suma importância discutir a grande ce-
leuma jurídica, envolvendo o referido princípio, que consiste em sua 
aplicação pelos operadores do direito, mais especificadamente sobre o 
operador que estaria apto a aplicá-lo e em que momento isso deveria ser 
realizado. Para uma parte da doutrina, a autoridade competente para a 
aplicação do princípio da insignificância seria apenas a autoridade judi-
ciária, sob o argumento de que a referida tarefa seria privativa do juiz. 

Porém, recentemente, tal entendimento tem perdido adeptos 
com o crescimento de vozes em sentido contrário, conforme veremos 
nos tópicos seguintes, sustentando a justificativa de que a autoridade 
policial também seria competente para a aplicação do referido prin-
cípio, sob o argumento de que se deve privilegiar a dignidade do ser 
humano, desse modo, não o submetendo à mora da justiça criminal, à 
privação de liberdade ou a procedimento investigatório desnecessário; 
uma vez que, via de regra, seria posteriormente reconhecida a atipici-
dade da conduta pelo Poder Judiciário.

Tal discussão é de extrema importância justamente por envolver 
direitos fundamentais tão sensíveis, e que têm como finalidade a concre-
tização da dignidade do ser humano, qual seja, a liberdade de locomoção 
e todas as consequências que o cárcere desnecessário, ainda que proviso-
riamente e por um curto período, acarretaria ao ser humano.

Desse modo, não se trata da autoridade policial fugir a sua 
função de polícia judiciária ou investigativa, mas de fazê-la da forma 
mais humana e democrática possível, sob a luz da Constituição Federal 
de 1988, já que essa é nossa “lei” fundamental que condiciona todo o 
ordenamento jurídico brasileiro e as ações dos agentes públicos. De 
fato, os estigmas que uma simples condução policial de um suspeito à 
delegacia gera no imaginário popular, fortalecido pelos meios de co-
municação que extrapolam o limite dos direitos constitucionais conce-
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didos à imprensa, irradiam sobre o investigado, que fica com a imagem 
maculada mesmo com futura ausência de instauração de inquérito po-
licial ou o seu arquivamento.

É importante ressaltar que a autoridade policial é a primeira 
autoridade pública, cuja investidura no cargo exige como requisito, 
mediante lei federal, conhecimento jurídico, ao entrar em contato 
com a infração penal e o possível infrator. Nos termos do artigo 3°, 
caput, da Lei n.° 12.830/2013 (BRASIL, 2013), o cargo de delegado 
de polícia é privativo de bacharel em Direito, logo, detém, a autorida-
de policial, conhecimento jurídico, estando apta a realizar uma análise 
jurídica do fato. 

Nesse sentido, reforça-se a discussão sobre o tema proposto no 
decorrer deste trabalho, a fim de subsidiar a aplicação do princípio da 
insignificância pela autoridade policial. Com o objetivo de concretizar 
um princípio maior que irradia e condiciona todo o direito positivo 
brasileiro: o princípio da dignidade da pessoa humana.

1. A importância da polícia judiciária e da 
autoridade policial no direito brasileiro

A Constituição Federal trata da Polícia Judiciária em seu Tí-
tulo V – Da defesa do Estado e das instituições democráticas, espe-
cificadamente no artigo 144, inserto no Capítulo III – Da segurança 
pública.

Dispõe o artigo 144, §1°, incisos I e IV, da Constituição Fede-
ral (BRASIL, 1988), que a Polícia Federal se destina a apurar infrações 
penais e a exercer, com exclusividade, as funções de polícia judiciária da 
União. Em relação à Polícia Civil, aduz o §4º, do artigo 144, do texto 
constitucional, que a instituição desempenha, ressalvada a competên-
cia da União, as funções de polícia judiciária e a apuração de infrações 
penais, exceto as infrações militares, sendo dirigidas por delegados de 
polícia de carreira. 

O artigo 4°, caput, do Código de Processo Penal (BRASIL, 
1941), dispõe que a polícia judiciária é exercida pelas autoridades poli-
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ciais e tem por finalidade a apuração das infrações penais e da sua auto-
ria. Dessa forma, cumpre discutir o que seria polícia judiciária, tratada 
tanto pelo texto constitucional como pelo infraconstitucional, a qual 
é dirigida pelas autoridades policiais. Porém, previamente, é preciso 
concordar com a doutrina de Lima (2018), quando aduz que o termo 
polícia se trata de um gênero do qual podem ser obtidos diversos en-
tendimentos.

A palavra “polícia” está longe de ser um termo inequívoco, 
uma vez que perfaz um gênero do qual podem ser extraídas 
diversas acepções. Assim, para identificar a que atividades 
ou atribuições ela se refere, é quase que indispensável acres-
cer-lhe algum adjetivo que a especifique, fazendo-se refe-
rência à polícia “administrativa”, “polícia judiciária”, “polícia 
investigativa”, etc. (LIMA, 2018, p. 110)

De acordo com Lima (2018), ao termo polícia são atribuídas 
duas funções principais: a de polícia administrativa e a de polícia judi-
ciária. Por conseguinte, a polícia administrativa “trata-se de atividade 
de cunho preventivo, ligada à segurança, visando impedir a prática de 
atos lesivos à sociedade” (LIMA, 2018, p. 110). Por outro lado, a polí-
cia judiciária exerce “função de caráter repressivo, auxiliando o Poder 
Judiciário” (LIMA, 2018, p. 110).  

Ainda no tocante à diferenciação entre as supracitadas polícias, 
aduz a doutrina (LIMA, 2018, p. 110) que a polícia judiciária opera 
“depois da prática de uma infração penal e tem como objetivo precípuo 
colher elementos de informação relativos à materialidade e à autoria 
do delito, propiciando que o titular da ação penal possa dar início à 
persecução penal em juízo”.

Desse modo, é pertinente destacar, ainda em relação ao tema, 
uma importante observação da doutrina (LIMA, 2018) que consiste 
na diferenciação entre polícia judiciária e polícia investigativa. Aduz o 
referido autor (LIMA, 2018) que a Constituição Federal faz distinção 
entre as funções de polícia judiciária e polícia investigativa, ao contrá-
rio do Código de Processo Penal.

Conquanto a doutrina, em sua maioria, faça referência à 
Polícia Judiciária como aquela à qual é atribuída a função 
de apurar as infrações penais e sua autoria, comungamos do 
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entendimento de que funções de polícia judiciária não se 
confundem com funções de polícia investigativa. A despei-
to do teor do art. 4°, caput, do CPP, a Constituição Federal 
deixa clara a diferença entre funções de polícia judiciária e 
funções de polícia investigativa. Basta perceber que, ao se 
referir às atribuições da Polícia Federal, a carta Magna di-
ferencia as funções de polícia investigativa, previstas no art. 
144, § 1°, I e II, das funções de polícia judiciária (CF, art. 
144, § 1°, inciso IV). [...] Seguindo a mesma linha, o art. 
144, § 4°, da Constituição Federal, prevê que a Polícia Civil 
tem funções de polícia judiciária e de apuração de infrações 
penais. Veja-se que há uma clara distinção entre funções de 
polícia judiciária e funções de apuração de infrações penais.

Como se percebe, a própria Constituição Federal estabele-
ce uma distinção entre as funções de polícia judiciária e as 
funções de polícia investigativa. (LIMA, 2018, p. 110-111, 
grifo do autor)

Dispõe Lima (2018), no que concerne à diferenciação entre as 
polícias (investigativa e judiciária), que a polícia investigativa se rela-
cionaria à função de investigar as infrações penais, enquanto a polícia 
judiciária estaria relacionada à função de auxiliar o Poder Judiciário, 
“cumprindo as ordens judiciárias relativas à execução de mandados de 
prisão, busca e apreensão, condução coercitiva de testemunhas, etc.” 
(LIMA, 2018, p. 111). Ao final, Lima (2018) defende que “por se tra-
tar de norma hierarquicamente superior, deve, então, a Constituição 
Federal, prevalecer sobre o teor do Código de Processo Penal (art. 4°, 
caput)”. (LIMA, 2018, p. 111).

Outrossim, é pertinente discutir o conceito, natureza jurídica e 
funções do principal instrumento de que dispõe o delegado de polícia, 
o qual é o seu presidente, no exercício da função de polícia judiciária 
ou de polícia investigativa, que é o procedimento administrativo de-
nominado de inquérito policial. Segundo o § 1º, do artigo 2°, da Lei 
12.830/2013: 

§ 1º Ao delegado de polícia, na qualidade de autoridade po-
licial, cabe a condução da investigação criminal por meio de 
inquérito policial ou outro procedimento previsto em lei, 
que tem como objetivo a apuração das circunstâncias, da 
materialidade e da autoria das infrações penais. (BRASIL, 
2013)
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Nicolitt (2019, p. 210) nos fornece um conceito completo do 
que vem a ser o referido inquérito policial quando afirma tratar-se de 
“procedimento administrativo investigatório que busca reunir indícios 
de autoria e materialidade das infrações penais, com o objetivo de evi-
tar acusação injusta e fornecer elementos ao Ministério Público ou ao 
querelante”, com o que, ensina referido autor, tornaria viável o pros-
seguimento da perseguição do Estado ao esclarecimento da verdade, 
mediante a propositura de ação penal.

No que concerne à natureza jurídica do inquérito policial, a 
qual já foi sinalizada acima, é de Lima (2018) o entendimento de que 
revela-se como procedimento de natureza administrativa. Em outras 
palavras:

Não se trata, pois, de processo judicial, nem tampouco de 
processo administrativo, porquanto dele não resulta a im-
posição direta de nenhuma sanção. Nesse momento, ainda 
não há o exercício de pretensão acusatória. Logo, não se 
pode falar em partes stricto sensu, já que não existe uma es-
trutura processual dialética, sob a garantia do contraditório 
e da ampla defesa. (LIMA, 2018, p. 107)

Nicolitt (2019, p. 209, grifo do autor), conforme já fornecido 
em seu supracitado conceito, aduz que “o inquérito policial tem natu-
reza administrativa. Trata-se de verdadeiro procedimento administra-
tivo”. Gloeckner e Lopes Junior (2014, p. 222, grifos dos autores), em 
obra específica sobre o tema, reiteram que “não resta dúvida de que a 
natureza jurídica do inquérito policial vem determinada pelo sujeito e 
a natureza dos atos realizados, de modo que deve ser considerado um 
procedimento administrativo pré-processual”. 

No tocante à finalidade do referido procedimento, Lima 
(2018, p. 108) explica que a “finalidade precípua do inquérito policial 
é a colheita de elementos de informação quanto à autoria e materia-
lidade do delito”. Gloeckner e Lopes Junior (2014, p. 222, grifo dos 
autores) confirmam o entendimento esboçado acima, ao afirmarem 
que: “o inquérito policial tem como finalidade o fornecimento de ele-
mentos para decidir entre o processo ou o não processo, assim como 
servir de fundamento para as medidas endoprocedimentais que se fa-
çam necessárias no seu curso”.
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No que concerne à afirmação de que o inquérito policial tem 
dupla finalidade, concordamos com Nicolitt (2019, p. 209), quando 
assinala: “O inquérito policial tem dupla natureza, uma garantista, de 
evitar uma acusação injusta e outra utilitária, de preservar meios de 
prova, como preparação da ação penal”. 

Diante do exposto pela doutrina pesquisada, não resta dúvida 
de que a função que mais nos interessa, no presente trabalho, é a fun-
ção preservadora que, segundo Hoffmann (2018), além de garantir os 
direitos da vítima e dos demais agentes envolvidos na prática delitiva, 
busca também garantir os direitos do sujeito apontado como autor da 
infração, evitando que tal agente venha a sofrer com a prática futura de 
atos infundados e temerários. 

Além da função preparatória, de amparar eventual denún-
cia com elementos que constituam justa causa, existe a 
função preservadora, de garantia de direitos fundamentais 
não somente de vítimas e testemunhas, mas do próprio in-
vestigado, evitando acusações temerárias ao possibilitar o 
arquivamento de imputações infundadas. Assim, além de 
a função preparatória não ser a única, ela sequer é a mais 
importante. (HOFFMANN, 2018, p. 29)

A aplicação do princípio da insignificância, pela autoridade 
policial, no curso do inquérito policial - caso os elementos informa-
tivos deste convergirem para a existência de um fato insignificante -, 
seria uma das formas de garantir a função preservadora desse indispen-
sável procedimento à disposição do delegado de polícia. Tal se justifica 
na medida em que a autoridade policial, agente público que deve res-
peito aos comandos constitucionais, ao presidir o inquérito, deve ga-
rantir sua função preservadora de respeito aos direitos fundamentais, 
tendo como princípio norteador a dignidade da pessoa humana. E isso 
pode ser feito, presente a atipicidade da conduta, mediante aplicação 
do princípio da insignificância. Dessa forma, evita a mora da justiça 
criminal, já que o referido princípio seria aplicado apenas futuramente 
pela autoridade judicial, o que ocasionaria violações à dignidade do 
agente investigado.
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2. Da possibilidade de reconhecimento do 
princípio da insignificância ou criminalidade 
de bagatela pela autoridade policial

Segundo Masson (2019), o princípio da insignificância foi in-
corporado ao Direito Penal pelos trabalhos do jurista alemão Claus 
Roxin, na década de 1970, embora tenha surgido muito tempo antes, 
no Direito Romano.

No tocante ao conteúdo do supracitado princípio, aduz o re-
ferido autor: “ser vedada a atuação penal do Estado quando a conduta 
não é capaz de lesar ou no mínimo de colocar em perigo o bem jurídico 
tutelado pela norma penal.” (MASSON, 2019, p. 23)

Com suporte em Roxin, Estefam (2019) sustenta que ao Di-
reito Penal compete proteger bens jurídicos de forma subsidiária. Des-
se modo, “comportamentos que produzam lesões insignificantes aos 
objetos jurídicos tutelados pela norma penal devem ser considerados 
penalmente irrelevantes. A aplicação do princípio produz fatos penal-
mente atípicos”. (ESTEFAM, 2019, grifo do autor)

Com relação à finalidade do referido princípio, sustenta Mas-
son (2019) que “o princípio da insignificância, fundamentado em va-
lores de política criminal (aplicação do Direito Penal em sintonia com 
os anseios da sociedade), destina-se a realizar uma interpretação restri-
tiva da lei penal” (MASSON, 2019, p. 23, grifo do autor).

Em relação à natureza jurídica, nosso objeto de estudo é apontado 
por Masson (2019) como sendo causa de exclusão da tipicidade penal: 

O princípio da insignificância é causa de exclusão da tipi-
cidade. Sua presença acarreta na atipicidade do fato. Com 
efeito, a tipicidade penal é constituída pela união da tipici-
dade formal com a tipicidade material.

Na sua incidência, opera-se tão somente a tipicidade formal 
(juízo de adequação entre o fato praticado na vida real e o 
modelo de crime descrito no normal penal). Falta a tipici-
dade material (lesão ou perigo de lesão ao bem jurídico). 
Em síntese, exclui-se a tipicidade pela ausência da sua ver-
tente material. (MASSON, 2019, p. 23, grifo do autor)
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Nessa perspectiva, é importante trazer à tona a discussão sobre 
os principais argumentos conduzidos pela moderna doutrina no to-
cante à possibilidade de aplicação do princípio da insignificância pelo 
delegado de polícia e suas implicações na primeira fase da persecução 
penal.

 Khaled Junior e Rosa, 2014, com apoio em Nicolitt,(2010) 
trazem uma indispensável reflexão ao tema investigado, pois não só de-
fendem a possibilidade de aplicação integral do princípio da insignifi-
cância pelos delegados de polícia, ou seja, durante a prisão em flagrante 
e a instauração do inquérito policial -, como também sustentam a tese 
de que essas autoridades devem aplicar o princípio, sob o argumento 
de que cabe a elas o controle e a garantia dos direitos fundamentais do 
sujeito investigado.

(...) como no Brasil a investigação preliminar é chefiada 
pela autoridade policial, cabe a ela a dimensão de controle e 
de garantia de preservação dos direitos fundamentais do su-
jeito passivo da investigação, como aponta André Nicolitt. 
Sem falar que estamos falando aqui de um visível emprego 
racional dos recursos escassos de que a autoridade policial 
possui para fazer seu trabalho.  Não só os Delegados podem 
como DEVEM analisar os casos de acordo com o princípio 
da insignificância. Merecem aplauso e incentivo os Delega-
dos que agem dessa forma, pois estão cientes do papel que 
lhes cabe na investigação preliminar, atuando como filtros 
de contenção da irracionalidade potencial do sistema penal.

Em outras palavras, deve o Delegado desempenhar papel 
condizente com a estrutura racional-legal de contenção 
do poder punitivo e para tanto, é natural que disponha de 
atribuição para fazer os juízos necessários ao sentido apro-
priado da tipicidade no marco contemporâneo: se o fato é 
atípico, não pode ensejar persecução penal e manutenção 
do indivíduo preso em flagrante em função de situação 
insignificante. E não basta ser formalmente típico. É pre-
ciso ser materialmente típico. Pensar o contrário é manter 
a postura de desconfiança para com a classe e, no fundo, 
sustentar uma qualidade melhor e hierarquicamente do 
Poder Judiciário ( Juiz e Ministério Público). (KHALED 
JUNIOR; ROSA, 2014)
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Um argumento bastante utilizado por parte daqueles que cri-
ticam a atuação do delegado de polícia no tocante ao reconhecimen-
to do princípio da criminalidade de bagatela consiste em afirmar que 
as autoridades policiais não teriam competência legal para agir dessa 
forma; assim, como contra-argumento, Khaled Junior e Rosa (2014) 
desmontam referida argumentação por meio da demonstração de que 
ela não possui conteúdo democrático.

A insistência para que seja mantido preso o cidadão en-
quanto se aguarda decisão judicial, sob o argumento de que 
os Delegados fazem algo para o qual não tem poder legal 
carece de sentido democrático. Todos sabem que o Judiciá-
rio deve ser comunicado em 24 horas, que a prisão pode ser 
relaxada, convertida em preventiva (!), em liberdade provi-
sória ou uma fiança ser arbitrada. Mas as pessoas referidas 
na reportagem (aparentemente responsáveis por furtos ou 
tentativas de furto de bermudas, par de chinelos, xampu e 
um hambúrguer) disseram estar presas na cela há dias, situ-
ação que infelizmente não é tão incomum como se imagina. 
(KHALED JUNIOR; ROSA, 2014)

No mesmo sentido, baseia-se o ensinamento de Masson (2019, 
p. 39), ao afirmar que “[...] o princípio da insignificância afasta a tipi-
cidade do fato. Logo, se o fato é atípico para a autoridade judiciária, 
também apresenta igual natureza para a autoridade policial”. Castro 
(2015), na mesma direção defensiva, sustenta que garantir a liberdade 
dos atos de polícia judiciária, incluída nestes a aplicação do princípio 
da insignificância, tem como resultado a ampliação das “possibilidades 
de preservação do princípio da dignidade da pessoa humana” (CAS-
TRO, 2015), não sendo razoável a subsistência de investigações crimi-
nais que já se sabe que destinam ao arquivo judicial, desde a origem, em 
prejuízo de direitos humanos fundamentais e comezinhos. 

Para Castro (2015), a aplicação do princípio da insignificância 
é um dever imposto à autoridade policial, e não apenas um poder, isso 
em decorrência do seu papel de garantidor dos direitos fundamentais, 
“devendo ser repelidas eventuais interferências escusas em detrimento 
do interesse público. Entendimento diverso reduziria a autoridade Po-
licial a mero instrumento repressivo focado em ninharias, reforçando 
o viés seletivo do Direito Penal” (CASTRO, 2015).



178 Revista Brasileira de Ciências Policiais

O exercício da dignidade da pessoa humana, realizado pela autoridade policial...

Brasília, v. 12, n. 6, p. 167-191 , Set.-Dez./2021

Com tais argumentos Fontes (2018) também se associa ao susten-
tar o dever da autoridade policial de garantir os direitos do investigado.

Infelizmente, em pleno século XXI, ainda nos deparamos 
com decisões vetustas, que enxergam a figura do Delegado 
de Polícia como um “mero fazedor de B.O.”, olvidando-se 
que, em verdade, integra as carreiras jurídicas do Estado e 
que atua como primeiro garantidor da legalidade e da justi-
ça (autoridade de Garantias). É o Delegado de Polícia que, 
desde o início da investigação, deve zelar pela observân-
cia irrestrita de direitos e garantias do cidadão, o qual, na 
hodierna dogmática jurídico-penal não é mais visto como 
objeto da investigação, mas sim como sujeito de direitos. 
(FONTES, 2018, p. 323)

2.1  Princípio de bagatela como causa de não-ins-
tauração de inquérito policial

Por força dos fundamentos no sentido da aplicação do princípio 
da insignificância pela autoridade policial, adentremos em um ponto es-
pecífico do tema, trazido pela doutrina, o qual também defendemos, que 
consiste no fato de, que constatando o delegado de polícia a manifesta 
incidência do princípio da bagatela, deve obstar a própria instauração do 
inquérito ou de qualquer outro procedimento investigatório. 

Nesta hipótese, o principal argumento funda-se na ausência de 
infração penal a ser investigada, em razão da atipicidade material. É o 
entendimento de Fabbrini e Mirabete (2012, p. 103), os quais afirmam 
que o delegado de polícia não deve instaurar o inquérito policial quan-
do cabível, indubitavelmente, a insignificância. Onde a mesma razão, a 
mesma solução. Em tal cenário, caberia ao promotor de justiça, no que 
concerne à denúncia, não a oferecer, e, se ofertada, é dever do juiz não 
a receber. Caso todas as fases do processo penal tiverem sido ultrapas-
sadas in albis, o juiz não poderá condenar o acusado que praticou uma 
conduta de bagatela.

Nucci (2015), no mesmo sentido, ao discorrer sobre o tran-
camento do inquérito policial, sustenta sê-lo admissível, por meio de 
habeas corpus, na hipótese de instauração, pelo delegado de polícia, de 
procedimento administrativo para apurar fato atípico, pensamento 
que encontra eco em Khaled Junior e Rosa (2014), para quem:
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[...] é preciso ainda mais ousadia por parte da autoridade 
policial: o fato é que pode ser desenvolvida com enorme fa-
cilidade argumentação no sentido de que a atipicidade deve 
obstaculizar a instauração do próprio inquérito policial, 
para que o custo de situações irrelevantes penalmente não 
precise movimentar a máquina do Poder Judiciário e, com 
isso, ocupar a pauta do STF, órgão que deveria tratar de 
questões mais relevantes. Não se trata de mera extinção da 
punibilidade, mas de inexistência de tipicidade. Não exis-
tindo tipicidade material o fato é atípico e não há justa cau-
sa para instauração da ação penal. (KHALED JUNIOR; 
ROSA, 2014)

Fontes (2018, p. 324-326), divide a mesma opinião com a dou-
trina supracitada ao defender a tese de que a falta de justa causa, em 
decorrência de um fato materialmente atípico, obsta a instauração do 
inquérito policial. Para ele, cabe ao delegado de polícia avaliar de for-
ma fundamentada a respeito da viabilidade do início da investigação 
criminal. Ausente a justa causa, “deve o Delegado de Polícia funda-
mentadamente abster-se de instaurar o inquérito e encaminhar as pe-
ças de informação ao membro do Ministério Público”, nos termos do 
art. 28, do CPP.

Machado (2020), segue na mesma direção ao afirmar, em rela-
ção aos flagrantes de bagatela, que seria abusivo a autoridade policial 
privar da liberdade um indivíduo que praticou um fato atípico:

Não pode haver “auto de prisão em flagrante delito” se não 
há crime. Ninguém pode ser preso se o fato não constitui 
injusto penal. O princípio (ou critério) da insignificância 
exclui justamente a natureza criminosa do fato, uma vez 
que afasta a tipicidade (material). Abusivo mesmo seria o 
delegado prender alguém por fato atípico. (MACHADO, 
2020, p. 227-228)

Pela pertinência, faz-se necessário trazer à discussão, a título de 
exemplo e para corroborar a doutrina supracitada, dentre os inúmeros 
processos que chegam aos tribunais superiores, um recente caso que re-
percutiu no meio jurídico em razão do ínfimo valor do objeto furtado. 

A Sexta Turma do Superior Tribunal de Justiça julgou o Re-
curso em Habeas Corpus n.º 126.272 – Minas Gerais, em que foi no-
ticiado que o agente furtou dois “steaks” de frango avaliados em R$ 
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4,00 reais, ocasião em que reconheceu a insignificância e determinou 
o trancamento da ação penal2, conforme ementa:

[...] 1. Para que o fato seja considerado criminalmente rele-
vante, não basta a mera subsunção formal a um tipo penal. 
Deve ser avaliado o desvalor representado pela conduta hu-
mana, bem como a extensão da lesão causada ao bem jurí-
dico tutelado, com o intuito de aferir se há necessidade e 
merecimento da sanção, à luz dos princípios da fragmen-
tariedade e da subsidiariedade. 2. As hipóteses de aplicação 
do princípio da insignificância se revelam com mais clareza 
no exame da punibilidade concreta – possibilidade jurídica 
de incidência de uma pena –, que atribui conteúdo material 
e sentido social a um conceito integral de delito como fato 
típico, ilícito, culpável e punível, em contraste com estrutu-
ra tripartite (formal). 3. Por se tratar de categorias de conte-
údo absoluto, a tipicidade e a ilicitude não comportam di-
mensionamento do grau de ofensa ao bem jurídico tutelado 
compreendido a partir da apreciação dos contornos fáticos 
e dos condicionamentos sociais em que se inserem o agente 
e a vítima. 4. O diálogo entre a política criminal e a dogmá-
tica na jurisprudência sobre a bagatela é também informa-
do pelos elementos subjacentes ao crime, que se compõem 
do valor dos bens subtraídos e do comportamento social 
do acusado nos últimos anos. 5. Na espécie, o réu primário 
subtraiu de estabelecimento comercial dois steaks de fran-
go, avaliados em R$ 4,00, valor ínfimo que não evidencia 
lesão ao bem jurídico tutelado e não autoriza a atividade 
punitiva estatal. 6. Recurso em habeas corpus provido, para 
determinar o trancamento da ação penal. (BRASIL. STJ – 
RHC: N° 126.272 MG. Relator Ministro Rogerio Schietti 
Machado Cruz. Data de publicação: 15/06/2021)

Portanto, o delegado de polícia, embora seja um agente públi-
co responsável pela primeira fase da persecução penal (não judicial), 
é autoridade competente para realizar juízo de tipicidade e aplicar o 
princípio da insignificância, sempre que os elementos coligidos con-
vergirem inequivocamente para a atipicidade material do fato. Esse 

2  Ao final do julgamento o Ministro Relator  Rogerio Schietti Machado Cruz disse que 
“neste caso deve-se louvar a atitude do delegado de polícia que não ratificou a prisão em 
flagrante, reconhecendo o valor irrisório do produto e a miséria do acusado a concluir pela 
menor gravidade; pelo menos neste percurso a autoridade policial foi a única que teve 
bom senso e que aplicou o correto direito”. Disponível em: < https://www.youtube.com/
watch?v=vE2G8efU8t4>. Acesso em: 20 maio 2021.
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ato de reconhecimento do princípio da insignificância pode ocorrer 
antes mesmo da instauração do inquérito policial, ou qualquer outro 
procedimento de investigação, já que a incidência manifesta da insig-
nificância, obsta, conforme vimos, a instauração do procedimento in-
vestigatório.

Por fim, a autoridade policial tem o dever de assim agir sempre 
em nome de um objetivo maior, o de concretização da dignidade da 
pessoa humana, o qual ocorre através do respeito aos direitos funda-
mentais do investigado.

3. O exercício da dignidade da pessoa humana 
realizado pela autoridade policial 

A Constituição Federal de 1988 (BRASIL, 1988) traz em seu 
artigo primeiro, inserto no título I, denominado pelo constituinte ori-
ginário de “princípios fundamentais”, a dignidade da pessoa humana 
como fundamento da República Federativa do Brasil, confirmando 
sua importância como fundamento de todo o amplo e complexo orde-
namento jurídico brasileiro. 

No que concerne à definição da dignidade humana encontramos 
na doutrina especializada de Sarlet (2015) um amplo e completo conceito:

(...) temos por dignidade da pessoa humana a qualidade in-
trínseca e distintiva reconhecida em cada ser humano que o 
faz merecedor do mesmo respeito e consideração por parte 
do Estado e da comunidade, implicando, neste sentido, um 
complexo de direitos e deveres fundamentais que assegurem 
a pessoa tanto contra todo e qualquer ato de cunho degra-
dante e desumano, como venham a lhe garantir as condições 
existenciais mínimas para uma vida saudável, além de pro-
piciar e promover sua participação ativa e corresponsável nos 
destinos da própria existência e da vida em comunhão com os 
demais seres humanos, mediante o devido respeito aos demais 
seres que integram a rede da vida. (SARLET, 2015, grifo do 
autor)

Silva (1998), em importante artigo para o estudo em tela, in-
titulado: “A dignidade da pessoa humana como valor supremo da de-
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mocracia”, explica o conteúdo e o significado do referido princípio no 
contexto da Constituição Federal de 1988, já alçado pelo constituinte 
originário como fundamento da República Federativa do Brasil. 

[...] a dignidade da pessoa humana não é uma criação cons-
titucional, pois ela é um desse conceitos a priori, um dado 
preexistente a toda experiência especulativa, tal como a 
própria pessoa humana. A Constituição, reconhecendo a 
sua existência e a sua eminência, transformou-a num valor 
supremo da ordem jurídica, quando a declara como um dos 
fundamentos da República Federativa do Brasil constituída 
em Estado Democrático de Direito.

[...]

Se é fundamento é porque se constitui num valor supremo, 
num valor fundante da República, da Federação, do País, da 
Democracia e do Direito. Portanto, não é apenas um prin-
cípio da ordem jurídica, mas o é também da ordem política, 
social, econômica e cultural. Daí sua natureza de valor su-
premo, porque está na base de toda a vida nacional.

Repetiremos aqui o que já escrevemos de outra feita, ou seja, 
que a dignidade da pessoa humana é um valor supremo que 
atrai o conteúdo de todos os direitos fundamentais do ho-
mem, desde o direito à vida. (SILVA, 1998, p. 91-92, grifo 
do autor )

3.1 Usos e funções da dignidade da pessoa humana

Visto a amplitude conceitual e de conteúdo da dignidade da 
pessoa humana, partiremos para o estudo dos usos ou funções do refe-
rido princípio trazidos pela doutrina, em especial o que diz respeito a 
sua função de contenção do abuso estatal.

Tal concepção é estudada, dentre outros autores, por Ramos 
(2018, p. 80-81) que reconhece quatro usos habituais da dignidade da 
pessoa humana na jurisprudência nacional, nos seguintes termos: a) na 
fundamentação da criação jurisprudencial de novos direitos; b) na for-
matação da interpretação adequada das características de um determi-
nado direito; c) na criação de limites à ação do Estado e de particulares; 
d) na fundamentação do juízo de ponderação e escolha da prevalência de 
um direito em prejuízo de outro.
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Ao primeiro uso denomina de “eficácia positiva do princípio da 
dignidade humana”. No caso do terceiro uso, também conhecido por 
“eficácia negativa da dignidade humana”, temos como exemplo recente 
a limitação ao “uso desnecessário de algemas” no âmbito do STF. Por 
fim, o quarto uso é exemplificado por Ramos (2018, p. 80-81) quando 
da prevalência dada ao direito à informação genética em detrimento da 
segurança jurídica, ocasião em que foi afastado “o trânsito em julgado 
de uma ação de investigação de paternidade”.

Em sentido semelhante, Sarmento (2016), ensina que o referi-
do princípio tem diversas funções no ordenamento jurídico brasileiro. 
Dentre essas funções, a que mais nos interessa no presente trabalho é 
a de parâmetro para o controle de validade de atos estatais, sejam estes 
normativos, administrativos ou jurisdicionais “e mesmo de atos parti-
culares, como contratos e negócios jurídicos em geral”. Nesse sentido, 
não teriam validade jurídica os atos que atentassem contra a dignida-
de humana. Sarmento (2016) destaca que esse efeito foi denominado 
por Ana Paula de Barcellos como eficácia negativa do princípio cons-
titucional: “No desempenho desse papel, a dignidade pode incidir di-
retamente, sem a necessidade da mediação concretizadora de outros 
direitos fundamentais ou de atos normativos infraconstitucionais” 
(SARMENTO, 2016, p. 84, grifo do autor)

Supracitada discussão acerca do uso ou função do princípio da 
dignidade da pessoa humana, no tocante à limitação e/ou controle do 
poder estatal, é salutar no presente trabalho, já que desponta como for-
te argumento para que a autoridade policial possa aplicar o princípio 
da insignificância, impedindo que a dignidade do agente que praticou 
uma lesão insignificante seja ultrajada pelo abuso estatal, garantindo, 
assim, o respeito ao texto constitucional.

O delegado de polícia, primeira autoridade pública que detém 
conhecimento jurídico mediante exigência de lei federal para investir-
-se no cargo a ter contato com o fato, seria a autoridade garantidora da 
dignidade da pessoa suspeita, detida ou investigada. Assim, a aplicação 
do princípio da bagatela seria o meio utilizado como forma de garan-
tir essa dignidade, colocando em prática um de seus usos que é o de 
limitar e/ou controlar o abuso estatal, já que estaríamos diante de um 
fato insignificante. Nesse sentido é a moderna doutrina desenvolvida 
por delegados de polícia, dentre as quais destacamos Brentano (2018): 
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Portanto, estando o delegado de polícia diante de uma si-
tuação fática que permita a aplicação do princípio da insig-
nificância, assim deverá proceder, seja deixando de lavrar o 
auto de prisão em flagrante, seja não instaurando inquérito 
policial, ou, ainda, deixando de indiciar o investigado, caso 
já em tramitação o procedimento policial, decisão, porém, 
que deverá ser sempre fundamentada. A aplicação do prin-
cípio da bagatela, já na fase policial, evita constrangimentos 
desnecessários ao investigado, decorrentes da adoção de 
providências de polícia judiciária por fato materialmente 
atípico, faltando justa causa para tanto. Além disso, a la-
vratura de um auto de prisão em flagrante e a instauração 
de um inquérito policial geram altos custos decorrentes da 
movimentação da máquina estatal, os quais, suportados 
pela coletividade, poderiam ser evitados com a adoção do 
princípio da insignificância pelo delegado de polícia.

Dessa forma, por todas as razões aqui expostas, não resta 
outra conclusão senão a de que a autoridade policial, como 
primeiro garantidor dos direitos fundamentais do cidadão 
e no exercício de função de natureza jurídica, deve aplicar o 
princípio da insignificância quando presentes seus requisi-
tos. Assim agindo, estará o delegado de polícia assumindo 
sua missão constitucional, que não se resume à atividade 
investigativa, cabendo-lhe, também, evitar abusos e cons-
trangimentos indevidos, bem como a desnecessária movi-
mentação da máquina estatal. 

Na mesma linha, Machado (2020, p. 222) adverte que “a fun-
ção de polícia judiciária investigativa no Estado Constitucional só 
pode ser orientada à tutela de direitos fundamentais invioláveis da 
pessoa”, de modo tal que o delegado de polícia deve ser reconhecido 
“como primeiro órgão estatal de promoção das liberdades constitucio-
nais”. E segue suas reflexões no sentido de que “diante da arquitetura 
normativa e do próprio funcionamento concreto do sistema de justiça 
criminal pátrio, o delegado de polícia surge, invariavelmente, como a 
primeira autoridade pública responsável pela instrução do caso penal”, 
com dever de “zelar pelo máximo respeito às garantias constitucionais” 
(MACHADO, 2020, p. 222).

Em conclusão, não podemos deixar de trazer à discussão uma 
importante observação relacionada ao conteúdo da dignidade da pes-
soa humana, ensinada  por Barroso (2010) e Falla (1985, apud SILVA, 
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1998), consistente no fato de que mesmo o sujeito que comete um ato 
ilícito, seja ele punível criminalmente ou não, não perde seu status de 
sujeito passivo de dignidade. 

Assim, mesmo tendo praticado um ato ilícito, o infrator é su-
jeito de direitos, podendo reclamar a aplicação do princípio da insigni-
ficância como forma de garantir a sua dignidade. Nesse sentido, dispõe 
Barroso (2010, p. 22): “é por ter o valor intrínseco da pessoa humana 
como conteúdo essencial que a dignidade não depende de concessão, 
não pode ser retirada e não é perdida mesmo diante da conduta indivi-
dual indigna do seu titular”.

De fato, a palavra dignidade é empregada seja como uma 
forma de comportar-se seja como atributo intrínseco da 
pessoa humana; neste último caso, como um valor de todo 
ser racional, independentemente da forma como se com-
porte. É com esta segunda significação que a Constituição 
tutela a dignidade da pessoa humana como fundamento do 
Estado Democrático de Direito, de modo que nem mesmo 
um comportamento indigno priva à pessoa dos direitos 
fundamentais que lhe são inerentes, ressalvada a incidência 
de penalidades constitucionalmente autorizadas. (FALLA, 
1985, p. 187 apud SILVA, 1998, p. 93, grifo do autor).

4. Considerações finais

Embora tenhamos uma das constituições mais garantistas do 
mundo democrático, repleta de direitos e de garantias fundamentais, 
acompanhamos, diariamente, por meio da mídia e da prática forense, 
inúmeras violações aos direitos fundamentais do povo brasileiro.

Desse modo, dentro do espectro de violações aos direitos fun-
damentais, encontramos diversos casos envolvendo a não aplicação do 
princípio da insignificância, seja por inércia do delegado de polícia, 
do Ministério Público ou do juiz. Não é incomum casos sobre pessoas 
presas ou condenadas pela prática de um ilícito insignificante, com 
inúmeros deles chegando a mais alta corte do país.

Com base nisso, propusemos o presente trabalho com o obje-
tivo de discutir a possibilidade de aplicação do princípio da insignifi-
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cância pela indispensável autoridade policial, como forma de diminuir 
essas violações e garantir os direitos fundamentais do sujeito passivo da 
investigação criminal.

No presente trabalho, discutimos a possibilidade de aplicação 
do princípio da insignificância pelo delegado de polícia, com ênfase na 
abordagem sobre a importância da polícia judiciária e da autoridade 
policial na manutenção do Estado Democrático de Direito. 

Embora o delegado de polícia seja uma autoridade adminis-
trativa atuante na primeira fase da persecução penal, não podemos ig-
norar a sua importância concedida tanto pela Constituição de 1988, 
como pela própria legislação federal.

Vimos que os crimes de bagatela carecem de tipicidade mate-
rial, logo, não há o que se falar em crime ou contravenção penal nessas 
hipóteses, tendo em vista a ausência de elemento fundamental do tipo 
penal. Uma vez que o fato analisado ainda na fase da investigação cri-
minal é penalmente atípico,  justifica-se a aplicação do princípio da 
insignificância pelo delegado de polícia, posto que ausente crime a ser 
investigado, o que deve obstar até mesmo a instauração do inquérito 
policial, o auto de prisão em flagrante delito ou qualquer outro ato de 
polícia judiciária ou investigativa, que não seja o de imediata liberação 
do investigado e comunicação ao Ministério Público, para os fins do 
art. 28, do CPP.

Observamos, também, que o delegado de polícia é a primei-
ra autoridade cuja investidura no cargo exige conhecimento jurídico, 
mediante lei federal, a ter contato com o fato; logo, aplicar o princípio 
da insignificância é dever do delegado de polícia e evita que o agente 
investigado seja ultrajado em sua dignidade humana.

Uma vez que a dignidade da pessoa humana é um princípio funda-
mental, de acordo com a Constituição Federal de 1988, qualquer agente 
público, incluindo o delegado de polícia, deve zelar pela sua preservação, já 
que deve absoluto respeito aos mandamentos constitucionais.

 A mora da justiça criminal ou até mesmo a instauração de pro-
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cedimento administrativo, por si só, já constitui violações à dignidade 
do agente, quando, evidentemente, o fato for atípico.

Dessa forma, entendemos caber à autoridade policial a aplica-
ção do princípio da insignificância como forma de respeitar à própria 
Constituição em razão do fato insignificante não constituir infração 
penal e, com base nisso, exercer um princípio fundamental, que nos 
termos da Constituição Federal de 1988 irradia e condiciona todo o 
ordenamento jurídico: a dignidade da pessoa humana.

Lucian Junior Ferrari
Advogado, com pós-graduação lato sensu em 

Direito Penal e pós-graduação lato sensu em Direito 
Constitucional. Geógrafo pela Universidade 
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Effectiveness of human dignity 
through application of the principle of 
insignificance by the police authority

 ABSTRACT

This article aims to discuss the exercise of human dignity, carried out by the police au-
thority, through the application of the principle of insignificance. To achieve it, a biblio-
graphic review is used in order to understand the following institutes: the principle of hu-
man dignity, the principle of insignificance, the judicial police and the police authority; 
in addition to supporting the discussion about the application of the principle of insig-
nificance by the police authority. Thus, it appears that the application of the principle of 
insignificance by the police authority is fully possible, in view of its function as guarantor 
of the fundamental rights of the person under investigation, which is not limited to the 
victim and third parties; thus acting as a limit on state abuse. Therefore, the police author-
ity not only can, but also must apply the principle of insignificance when faced with a fact 
lacking in material typicality, being an effective means to exercise, thus, a fundamental 
principle, to which every public official must absolute obedience and which , under the 
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terms of the Federal Constitution of 1988, radiates and conditions the entire legal system, 
the dignity of the human person.

Keywords: human dignity; police authority; principle of insignificance; judiciary 
Police; state abuse.

El ejercicio de la dignidad de la persona 
humana, realizado por la autoridad 
policial, mediante la aplicación del 
principio de insignificación

RESUMEN

Este artículo tiene como objetivo discutir el ejercicio de la dignidad humana, realizado 
por la autoridad policial, a través de la aplicación del principio de insignificancia. Para lo-
grarlo, se utilizó una revisión bibliográfica con el fin de comprender los siguientes insti-
tutos: el principio de dignidad humana, el principio de insignificancia, la policía judicial 
y la autoridad policial, además de subsidiar la discusión sobre la aplicación del principio 
de insignificancia por parte del autoridad policial. Así, inferimos que la aplicación del 
principio de insignificancia por parte de la autoridad policial es plenamente posible, en 
vista de su función como garantizador de los derechos fundamentales de la persona in-
vestigada, losa cuales no se limitan a la víctima y terceros; actuando, así, como un límite 
al abuso estatal. Por tanto, la autoridad policial no solo puede, sino que también debe, 
aplicar el principio de insignificancia ante un hecho carente de tipicidad material, siendo 
un medio eficaz para ejercitar, por tanto, un principio fundamental, al que todo agente 
público debe obediencia absoluta, y que, en los términos de la Constitución Federal 
de 1988, irradia y condiciona todo el ordenamiento jurídico, la dignidad de la persona 
humana.

Palabras-clave: dignidad de la persona humana; autoridad policial; principio de 
insignificancia; policía judicial; abuso estatal.
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OFENSIVA À CIFRA DOURADA DA 
CRIMINALIDADE: um olhar criminológico 
acerca da atuação da Polícia Federal no 
início do século XXI

Fábio Caram Meireles
Polícia Federal - MG

RESUMO

Perpassa pela história de formação e conformação do Brasil a noção criminológica de 
que, a despeito de a cultura jurídica nacional ser fundada em uma pretensa igualdade, 
há um impetuoso viés discriminatório no que tange ao tratamento igualitário material 
nos âmbitos criminal e penal para a população como um todo. Paulatinamente, as 
vicissitudes sociais têm promovido uma aproximação da igualdade formal com a 
material, entre as quais uma reformulação seletiva da atuação dos órgãos de persecução 
criminal, com vistas à legitimação da atuação repressiva estatal sob a égide do império da 
lei. Este artigo demonstra, com a contribuição do lastro teórico criminológico, como a 
Polícia Federal (PF) tem alterado o seu panorama técnico-investigativo, bem como as 
consequências desta novel atuação na tessitura social.

Palavras-chave: polícia; direito; criminologia; colarinho branco; criminalidade 
econômica.

Introdução

É majoritária no Brasil a concepção positivista do Direito, 
assevera o professor emérito da Universidade de São Paulo-SP (USP) 
Dalmo de Abreu Dallari (2000), perspectiva segundo a qual “só é direito 
o que está na lei e estando na lei é justo e legítimo, escamoteando-se o 
fato de que a lei tem sido feita pelos dominadores e privilegiados ou 
por seus agentes, sempre dando preferência aos interesses e às conve-
niências desses grupos” (DALLARI, 2000, p. 480). O jurista explicita 
que ainda nos dias de hoje há membros do Legislativo, do Executivo 
e do Judiciário que agem como protetores dos interesses dos que ocu-
pam o topo da pirâmide social e buscam, sobretudo, a garantia dos pri-
vilégios patrimoniais dos dominadores, além de sua impunidade nos 
âmbitos civil, fiscal e penal.
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Assim, também é histórica a enorme distância entre o direito 
que se encontra nas leis e aquele que se aplica na prática. E 
as concepções jurídicas tradicionalmente predominantes 
nunca se preocuparam com esse aspecto, fixando-se quase que 
exclusivamente nas doutrinas e nos textos legais, ignorando a 
realidade. [...] E o Poder Judiciário, muito preso ao formalismo 
abstrato dos textos legais e submisso a sistemas processuais 
excessivamente minuciosos, propícios à discussão e rediscussão 
de pormenores técnico-jurídicos, age com grande lentidão e se 
preocupa mais com a legalidade formal do que com a justiça. Daí 
o distanciamento entre o direito formal e o real (DALLARI, 
2000, p. 482).

Outrossim, acerca de tratar desigualmente os desiguais, o livre 
docente do Departamento de Sociologia da USP Marcos César Alva-
rez (2002) aponta que é necessário estender a igualdade de tratamen-
to para o conjunto da população e repensar as práticas discriminatórias 
ainda presentes no campo jurídico-criminal-penal do País, porquanto 
os operadores do Direito pátrio têm atribuído “graus diferenciados de 
cidadania a setores distintos da população” (ALVAREZ, 2002,  p. 699).

No mesmo diapasão, o advogado, político e doutrinador Nilo 
Batista (1990) critica:

Quando alguém fala que o Brasil é ‘o país da impunidade’, está 
generalizando indevidamente a histórica imunidade das classes 
dominantes. Para a grande maioria dos brasileiros – do escravismo 
colonial ao capitalismo selvagem contemporâneo – a punição é 
um fato cotidiano” (BATISTA, 1990,  p. 38).

Portanto, cristalizaram-se nas relações interpessoais e, por 
conseguinte, no imaginário coletivo práticas discriminatórias que de-
sequilibram o princípio da igualdade material, particularmente nas 
instituições de policiamento, “em que o pobre se torna sobremaneira 
o foco de atenção da polícia, uma ‘polícia de propriedade’” (LEE apud 
YOUNG, 2010, p. 12).

2. Polícia, estado e sociedade

Etimologicamente advindo do termo grego politeia, o qual de-
signava, em sentido geral, a ciência dos fins e deveres do Estado, a par-
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tir do século XVIII estabelece-se na Europa a noção de Polícia como 
corporação (força de segurança) encarregada pela ordem pública, 
conforme precisa o professor de Direito da Universidade do Porto-
POR António Francisco de Sousa (2009).

Modernamente, a característica fundamental do Estado mo-
derno, segundo o sociólogo Max Weber (1997), é “[...] o monopólio 
do uso legítimo da força física dentro de determinado território” (WE-
BER, 1997, p. 14). O professor de Justiça Criminal da Universidade 
de Nova Iorque-EUA David Bayley (2006), por sua vez, define polícia 
a partir da tríade formada por força física, uso interno e autorização 
coletiva: “pessoas autorizadas por um grupo para regular as relações 
interpessoais dentro deste grupo através da aplicação de força física” 
(BAYLEY, 2006, p. 20).

Já Sousa aduz que: “A polícia consiste na acção [...] da 
Administração Pública de protecção da comunidade contra os perigos 
que a ameaçam, se necessário através do recurso à coacção, tendo em 
vista a ordem e segurança públicas” (SOUSA, 2009, p. 14). Desse 
modo, polícia é a instituição que carrega em si, de modo imanente, o 
monopólio executivo do uso da força. 

Como se analisará mais detidamente em tópico próprio, sob 
o viés criminológico, o professor de Direito Penal da Universidade 
Estadual de Santa Cruz-BA Eduardo Viana (2017) pontua que a 
atividade policial está inserida no controle social formal – regulativo –, 
do qual fazem também parte outras instituições estatais de controle da 
criminalidade, como administração penitenciária, Ministério Público 
e Juiz.

“Entre as instituições da área da justiça e segurança pública, a 
polícia é uma espécie de ‘gata borralheira’, jamais convidada para os 
bailes dos teóricos, mas sempre muito comentada por eles” (BATIS-
TA, 1990, p. 170). De acordo com Nilo Batista, para se conceber 
uma polícia instituída sob os auspícios do Estado Democrático de 
Direito, há que se romper com uma perspectiva policial reducionista 
simplesmente analisada sob o binômio: violência-corrupção, a qual 
engendra uma perniciosa espiral de isolamento e abandono para as 
agências de segurança pública.
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Não obstante, as organizações policiais e o ambiente estão em 
permanente transação, como cita o acadêmico e então diretor da Po-
lícia de Segurança Pública de Portugal Paulo Valente Gomes (2010): 
“Este conceito sistémico significa que a Polícia afecta e influencia o 
contexto externo e, ao mesmo tempo, é afectada e influenciada pelo 
ambiente” (GOMES, 2010, p. 118).

Por seu turno, o professor da Universidade de Frankfurt-ALE 
Hans-Gerd Jaschke (apud ALMEIDA, 2010) corrobora que a ativida-
de policial tem por base o conhecimento e a ciência. Nesse diapasão, 
o mestre em Direito das Relações Sociais pela Pontifícia Universidade 
Católica de São Paulo-SP Welder Oliveira de Almeida aduz que: “Os 
servidores policiais necessitam, cada vez mais, de uma formação e 
conhecimentos minuciosos a respeito dessa atividade e de seus desafios 
colocados por uma realidade cada vez mais dinâmica e globalizada” 
(ALMEIDA, 2010, p. 141). 

A polícia precisa ser integral, salienta Gomes, no sentido de se 
tornar “agregadora de múltiplas valências e capacidades e beneficiando 
das sinergias daí decorrentes, para que possa aspirar a uma melhor 
compreensão e actuação sobre uma realidade também ela complexa e 
multifactorial” (GOMES, 2010, p. 120).

Retomando as ideias de Nilo Batista (1990), referido autor asse-
vera que o serviço policial prestado sob o influxo do Estado de Direito 
deve contemplar cinco características fundamentais: prevenção (plane-
jamento prévio e articulação com demais planos administrativos), efi-
cácia (foco na raiz dos problemas e desburocratização), legalidade (ob-
servância estrita da lei), socialidade (acesso e atendimento democrático) 
e comunitariedade (estabelecimento de permanente e transparente diá-
logo com a sociedade organizada, por meio da divulgação periódica de 
estatísticas, a fim de permitir correções na forma de atuação).

3. Relevância do saber criminológico 

Crítico da atomização da ciência criminológica em 
compartimentos estanques, com dispersão por especialidades, sem uma 
perspectiva do todo, o professor de Direito Penal e Criminologia da 
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Universidade Nacional de Buenos Aires-ARG Carlos Alberto Elbert 
(2011) propõe a definição da criminologia em um contexto de validez 
genérica, dentro do qual seja possível obter coerência, continuidade 
e lógica discursiva. “Cada fragmento permanece ensimesmado em 
temáticas específicas, tais como drogas, menores, prisões, segurança, 
vítimas, gênero etc., sem qualquer esforço para transcendê-las e insertá-
las em uma visão teórica geral” (ELBERT, 2011, p. 2). 

A despeito de não possuir a ciência criminológica um 
estatuto próprio monolítico, com especificidade metodológica e 
precisão objetiva, há progressos adquiridos pela disciplina no plano 
epistemológico, os quais promovem a reflexão da própria atuação dos 
órgãos de controle.

Sob o olhar criminológico delineado pela abordagem da rotu-
lação (labeling approach), o conceito de crime é consequência da rea-
ção social do sistema penal ao fato, estando a explicação do fenômeno 
criminal nas respostas formais do Estado para determinado compor-
tamento. “O delito (a desviação) não é uma qualidade da conduta, 
mas sim uma etiqueta atribuída a partir de complexos processos de 
interação social” (VIANA, 2017, p. 264). Desse modo, o que estaria 
em foco não seria a conduta desviante por si só, mas a forma como as 
agências formais de controle, polícia inserida, filtram e reagem ao refe-
rido comportamento.

3.1  Garantismo penal

O professor da Universidade de Roma-ITA Luigi Ferrajo-
li (2002), formulador da teoria geral do garantismo penal institui os 
princípios fundantes do sistema garantista (SG), denominados axio-
mas, que estariam harmonizados sistematicamente, entre os quais se 
destacam, sobremaneira na atuação policial: os princípios da lesivida-
de (efetiva ofensa ao bem juridicamente protegido), da materialidade 
(prova da existência do delito) e da culpabilidade (devida e segura 
comprovação da culpa do autor).

O modelo garantista descrito em SG apresenta as dez condições, 
limites ou proibições que identificamos como garantias do cida-
dão contra o arbítrio ou o erro penal. Segundo este modelo, não 
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se admite qualquer imposição de pena sem que se produzam a co-
missão de um delito, sua previsão legal como delito, a necessidade 
de sua proibição e punição, seus efeitos lesivos para terceiros, o 
caráter externo ou material da ação criminosa, a imputabilidade 
e a culpabilidade do seu autor e, além disso, sua prova empírica 
produzida por uma acusação perante um juiz imparcial, em um 
processo público e contraditório em face da defesa e mediante 
procedimentos legalmente preestabelecidos (FERRAJOLI, 
2002, p. 83).

Destarte, a teoria garantista, a fim de elidir o arbítrio estatal 
e promover a dignidade da pessoa humana, se estabelece como limi-
tação e conformação do direito penal e do direito processual penal à 
Constituição. No prefácio da obra Direito e Razão, o filósofo Nor-
berto Bobbio chama a atenção para a construção das vigas-mestras do 
Estado de Direito que possuem por base tutelar a liberdade do cidadão 
contra o abuso de poder advindo da aplicação do jus puniendi estatal 
com irracionalidade e ilegalidade. “Deslegitimar o exercício absoluto 
da potestade punitiva” (FERRAJOLI, 2002, p. 73) – esta seria a fun-
ção das garantias no direito criminal, uma faceta menos permissiva ou 
legitimadora e mais condicionante ou vinculadora.

Verifica-se uma negação ao abolicionismo penal ao se tomar 
por base o Direito Penal como tutela subsidiária de bens jurídicos 
valiosos, a partir da atuação pujante da polícia e seu instrumental 
investigatório dos delitos econômico-financeiros cometidos por 
organizações criminosas que se imiscuem junto ao Estado e praticam 
condutas que atingem a coletividade como um todo. 

3.2  Colarinho branco

Termo cunhado pelo sociólogo norteamericano Edwin Su-
therland (1999), nos idos de 1939, o crime de colarinho branco sus-
tentou o desenvolvimento da teoria da aprendizagem social, segundo 
a qual o comportamento delituoso seria o resultado de um processo de 
aprendizado interacional entre indivíduos criminosos partilhadores de 
interesses e valores comuns. 

Em virtude de se relacionar a métodos complexos e transações 
sofisticadas, o crime de colarinho branco – white collar crime –, rece-
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beu essa designação por ser cometido a priori sem violência e usual-
mente envolver pessoas com expressiva influência socioeconômica, 
ocupantes de cargos ou funções de elevado grau de respeitabilidade 
social, as quais trajam vestuário com rigor aristocrático (SALGADO, 
2010).

O professor da Universidade Complutense de Madri-ESP An-
tonio García-Pablos de Molina (1984) anunciou, em meados da dé-
cada de 1980, que o que se pretendia denunciar com o conceito de 
delinquente de colarinho branco era algo grave: “Es la particular tras-
cendencia social de los crímenes de los poderosos, en compareción con la 
criminalidad convencional, y la irritante impunidad de que, sin embar-
go, suelen disfrutar en nuestro tiempo”1 (MOLINA, 1984, p. 179). 

Por sua vez, o docente da Faculdade de Direito da Fundação Ge-
túlio Vargas Rodrigo de Grandis (2010) nota que a danosidade social 
dos delitos tradicionais é restrita, enquanto que o efeito deletério da de-
linquência do colarinho branco é sensivelmente mais acentuado, uma 
vez que esta modalidade delituosa, além de comprometer a idoneidade 
da ordem econômica (eliminação da concorrência, desconfiança nas 
relações mercantis, deformação do equilíbrio do mercado etc.), ainda 
ocasiona consequências devastadoras à coletividade (vida e saúde da 
população como um todo) e até mesmo à ordem jurídica internacional.

Crimes contra o sistema financeiro nacional (Lei 7.492/86) e 
de “lavagem” de recursos ilícitos (Lei 9.613/98) segundo de Grandis, 
se praticados na conjuntura de uma organização criminosa bem estru-
turada e influente, “possuem a aptidão de atingir, de modo indelével, 
toda a ordem econômica de um país, a depender da conduta perpetra-
da” (GRANDIS, 2010, p. 376).

3.3  Cifra dourada

Relacionada à criminalidade oculta de viés econômico, 
não registrada nas estatísticas oficiais, a cifra dourada representa a 
criminalidade do colarinho branco, “definida como práticas antis-

1  É a particular transcendência social dos crimes dos poderosos, em comparação com a 
criminalidade convencional, e a iritante impunidade de que, no entanto, costumam desfrutar 
em nosso tempo (tradução livre do autor).
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sociais impunes praticadas por aqueles que detêm o poder político e 
econômico (em nível nacional e internacional), em prejuízo da coleti-
vidade e dos cidadãos e em proveito das oligarquias econômico-finan-
ceiras” (VIANA, 2017, p. 162).

Ademais, a desmaterialização da vítima na sociedade con-
temporânea, em que o delito lesiona ou expõe a perigo de lesão bens 
jurídicos cuja titularidade não é de determinada pessoa, mas toda a 
coletividade, é denominada vitimização difusa. Segundo Viana, esse 
processo “[...] tem o inconveniente de não transmitir à consciência 
coletiva a gravidade de tais delitos. Com efeito, a ausência de uma 
vítima identificada – com a qual a sociedade se solidariza – maquia a 
relevância da conduta, a tal ponto de considerá-la desmerecedora da 
tutela penal” (VIANA, 2017, p. 161).

Nessa linha, o professor da Escola Superior do MPU Daniel 
Salgado (2010) propugna que há “resistência à adequação de meios 
investigativos às modernas formas de criminalidade, dentre elas a 
delinquência econômica” (SALGADO, 2010, p. 61), sendo tal relu-
tância alicerçada por meio de críticas tendenciosas da instituição, na 
persecução criminal, de um pretenso Estado policialesco. Para o autor, 
o estabelecimento de restrições legais ao rol de legitimados a procede-
rem a diligências investigatórias, bem como a manutenção de anacrô-
nicos instrumentos de investigação, dissimulam o fenômeno da políti-
ca de “interesses encobertos”, denominação cunhada pelo docente da 
Universidade de Munique-ALE Bernd Schünemann. Para Salgado, esta 
política mantém o status quo de beneficiar a delinquência econômica, 
garantindo privilégios às classes mais abastadas, porquanto “[...] o 
legislador continua a utilizar a criação normativa penal como apanágio 
de uma desigualdade substancial histórica” (SALGADO, 2010, p. 62).

Propõe Salgado não apenas uma mudança na cultura legislativa, 
mas um giro hermenêutico para a superação de um discurso penal libe-
ral exorbitante por meio de uma concepção de direito calcada em um 
Estado de Justiça Social. No âmbito da delinquência econômica, tan-
to quanto nas condutas de sonegação fiscal, evasão de divisas, gestões 
temerárias e fraudulentas, os mecanismos processuais ainda seriam 
interpretados sob o influxo liberal das implicações pessoais que o cri-
minoso sofreria, mitigando o enfrentamento da macrocriminalidade e 
atenuando sobremaneira a persecução criminal à elite do crime.
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[...] novos métodos de investigação, necessários ao cabal acesso 
a elementos que formariam o quadro probatório de infrações 
penais identificadas com a delinquência econômica [...], são 
taxados de invasivos, excessivos ou imorais e, consequentemente, 
objetos de restrição, especialmente pelos Tribunais Superiores” 
(SALGADO, 2010, p. 63-64).

Nos tempos hodiernos, portanto, a repercussão da 
criminalidade econômica gestada na complexidade da sociedade 
moderna rompeu com o paradigma das relações jurídicas meramente 
interindividuais para afligir objetividades jurídicas difusas, como na 
ocorrência de corrupção corrosiva, lavagem vultosa de dinheiro e 
grandes escândalos financeiros. O autor infere que se faz necessária a 
adaptação do direito, sob o prisma da defesa social, às mudanças da 
realidade fática, promovendo-se uma releitura do sistema penal sem, 
entretanto, olvidar das garantias penais do Estado de Direito: “As ga-
rantias não só permanecem intactas, mas, por enxertá-las de conteú-
do de justiça material, são superiores às conferidas no Estado Liberal” 
(SALGADO, 2010, p. 68).

No estado social de Direito, as garantias só podem ser derivadas 
e compreendidas a partir de princípios normativos, mas de base 
necessariamente ontológica, cheios de conteúdos materiais de 
igualdade e justiça social, e em absoluto são meras formas libe-
rais que, até agora, funcionaram materialmente só e exclusiva-
mente a serviço da definição, classificação, disciplina e repressão 
do comportamento desviado de classes sociais economicamente 
despossuídas e, por isso, politicamente dominadas e subjugadas, 
e a serviço, ao mesmo tempo, da exclusão do discurso da 
criminalidade de quase totalidade da criminalidade material das 
classes sociais poderosas [...]” (MARTIN, 2006, p. 145).

Destarte, para o professor de Direito Penal da Universidade 
de Zaragoza-ESP Luis Gracia Martin (2006), os delitos econômicos 
perpetrados pela elite, portadores de “danosidade social exponencial e 
de magnitude cósmicas”, devem ser debelados pelo fortalecimento de 
mecanismos aptos ao seu enfrentamento, já que os crimes tradicionais, 
comparativamente, assumem a conotação de bagatela.
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4. Ofensiva à criminalidade econômica

 “É lugar comum, em criminologia, referir-se à distância 
estrategicamente mantida, no campo da criminalidade econômica 
e financeira, entre condutas desviantes e condutas delituosas. [...] 
Tal distância, no terreno da ‘delinquência dourada’ é estável e 
permanente demais para ser também inocente; e ainda quando 
rompida no plano legislativo, não se encurta na prática do sistema 
penal” (BATISTA, 1990, p. 44).

Segundo Nilo Batista, a incorporação da distância entre o 
desviante e o delituoso nos crimes do colarinho branco costuma levar à 
dessensibilização do sistema penal, fazendo com que ninguém se mexa 
e nada aconteça. 

Ainda na década de 1990, Batista assinalou ser óbvio que a le-
gislação criminal deveria ser reformulada para reduzir a distância entre 
a forte reprovação comunitária e seus dispositivos, atenuando a crise 
de funcionalidade gerada, assim como também seria claro que todos 
os níveis do sistema penal e de suas conexões administrativas, teriam 
que “recondicionar seus sensores para os crimes dos poderosos, que são 
cometidos à sua frente sem que nada aconteça; e a crise, aqui, não é 
funcional e sim política e moral” (BATISTA, 1990, p. 46).

Observa Shünemann (apud VIANA, 2017) que nas últimas 
décadas a Alemanha tem alterado o paradigma do direito penal da 
classe baixa para o da classe alta em razão de uma exigência moral, 
tendendo à construção de tipos penais criminalizadores de condutas 
praticadas por pessoas ocupantes de elevado status social-econômico.

Mas para o professor da Escola Superior do Ministério Públi-
co da União-DF, Douglas Fischer (2001), “não se tem difundido no 
Brasil que Ferrajoli reconhece expressamente o desenvolvimento de 
uma nova criminalidade, ‘de la cual provenien las ofensas más graves a 
los derechos fundamentales: la criminalidad del poder’”2 (FISCHER, 
2001, p. 31).

No que concerne às consequências dos delitos econômicos (e os 
custos sociais deles decorrentes), temos plena tranquilidade em 

2  da qual provêm as mais graves ofensas aos direitos fundamentais: a criminalidade do poder (tradução 
livre do autor).
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assentar que, regra geral (sob a ótica dos resultados econômicos), 
possuem os efeitos mais lesivos se comparados com aqueles da 
delinquência tradicional. (FISCHER, 2001, p. 35)

Viana também afiança tal entendimento: “[...] enquanto há 
uma visível preferência de classe social para criminalização primária, 
legislador e jurisprudência insistem em afastar a classe alta do Direito 
Penal” (VIANA, 2017, p. 347). 

Entretanto, é perceptível a existência de uma ruptura com o 
embate à criminalidade clássica, de etiquetamento somente direciona-
do às classes sociais despojadas. O fenômeno de alteração do paradigma 
procedimental também é notável quando se verifica a ação da Polícia 
Federal do Brasil. 

4.1  Trabalho repressivo da Polícia Federal 

Da tônica de repressão ao descaminho e contrabando nos anos 
1980, passando pelo combate ao tráfico ilícito de drogas na década de 
19903, a partir do ano 2000 nota-se uma predominância da atuação da 
PF no enfrentamento de crimes envolvendo organizações criminosas 
que atuam imiscuídas ao Poder. O Estado figura como ator estratégico 
para a dinâmica da criminalidade organizada, vez que grupos crimino-
sos utilizam-no para maximização de seus objetivos: “Os atores estatais 
são, portanto, utilizados como ferramenta para facilitar as atividades 
criminais” (FELSON apud OLIVEIRA, 2012, p. 423).

Segundo o professor do Departamento de Ciência Política 
da USP Rogério Bastos Arantes (2011) o processo de reconstrução 
institucional da PF é tributário de deslocamentos de natureza dúplice, 
institucional e organizacional:

[...] de um lado, tais mudanças podem ser explicadas pelo dese-
nho institucional capaz de propiciar resultados mais efetivos nas 
esferas criminal e federal; de outro, a maior efetividade depende 
também da motivação endógena e do empenho das organizações 
no aumento da eficácia de suas ações e no adensamento de suas 
relações recíprocas, na web of accountability, com vista a superar 

3  Deflagração da Operação Alpha em 04/06/1994, considerada a primeira “Grande Operação da PF”, 
a qual apreendeu 7,5 toneladas de cocaína em uma fazenda no município de Guaraí-TO. 

Fonte: http://www.pf.gov.br/imprensa/grandes-operacoes
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o isolamento e a imprimir maior consequência às atividades de 
combate à corrupção (ARANTES, 2011, p. 99-100).

Outrossim, o professor da Escola Superior da Academia Na-
cional de Polícia-ANP/PF Célio Jacinto dos Santos (2017) aduz que 
a PF desenvolveu critérios operativos com o fito de delimitar o que se 
convencionou denominar “grandes operações de polícia judiciária”, a 
partir da criação, em 2002, da Coordenação-Geral de Repressão ao Cri-
me Organizado e de Inquéritos Especiais. Desse modo, a premissa ope-
racional contempla os seguintes elementos: emprego de técnicas apura-
das de investigação, com cooperação interinstitucional e internacional, 
contra ações criminosas de grande poderio econômico, social e político. 

Figura 1 – Estatística de operações4

 

Fonte: sítio eletrônico da Polícia Federal.

[...] a repressão da criminalidade organizada – como as máfias 
e a corrupção cleptocrata – deve contar com meios necessários 
e proporcionais, que possibilitem o debelamento da ambição 
dos criminosos poderosos incrustados no aparelho estatal, e de 
organizações criminosas que causam danos à organização social 
(SANTOS, 2017, p. 17).

Como analisado anteriormente, as consequências provenien-
tes dos mais variados tipos de corrupção envolvendo organizações cri-
minosas, em especial nos crimes de desvio de verbas públicas e lavagem 
de dinheiro, são uma faceta perversa da impunidade, que exigem maior 
capacidade investigativa dos órgãos de controle.

4  Quantitativo anual das operações deflagradas pela PF entre os anos 2003 e 2016.
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Segundo o professor do curso de Direito da Universidade Fe-
deral do Paraná Sérgio Fernando Moro (2004), haveria ainda uma 
mentalidade da prática judicial condescendente com a corrupção, 
“prática que permite tratar com maior rigor processual um pequeno 
traficante de entorpecente [...] do que qualquer acusado por crime de 
‘colarinho branco’, mesmo aquele responsável por danos milionários à 
sociedade” (MORO, 2004, p. 61).

Não obstante, a partir do progressivo aprimoramento das 
instituições responsáveis pela persecução criminal, em consonância 
com a repercussão social advinda da indignação pública para com 
a corrupção, observa-se no Brasil o fenômeno do fim da plena 
impunidade no que atine aos crimes de colarinho branco. 

Além de uma hermenêutica de Direito Penal equilibrado das 
Cortes Superiores (vide mutação constitucional do STF, admitindo 
prisão a partir da decisão em segunda instância5) e de inovações legisla-
tivas (interceptação telefônica e telemática, ação controlada, infiltração 
policial, lei de “lavagem” de ativos e lei de combate às organizações cri-
minosas e colaboração premiada6), a alteração paradigmática da atuação 
da PF é tributária também do aperfeiçoamento institucional do órgão.

As práticas desviantes realizadas por setores hegemônicos da so-
ciedade que acarretam prejuízo à coletividade em benefício de oligarquias 
que convalidam seu poder e status social têm sido, hoje em dia, objeto 
sistemático de indignação pública, em razão da magnitude que tomaram, 
da alta reprovabilidade da conduta e dos graves impactos sociais que 
promovem (obras públicas paralisadas, investimento deficitário em 
saúde e educação, vias sem condições de trafegabilidade etc.).

A PF cumpre relevante função no combate a este tipo de mo-
dalidade criminosa, uma vez que possui competência constitucional 
para apurar infrações penais contra a ordem política e social, além da-

5  Processo nº 8620448-89.2015.1.00.0000, referente ao julgamento do HC 126.292 em 17/02/2016.

6  Lei 9.296/1996 (que regulamenta o inciso XII, parte final, do art. 5° da Constituição Federal, ao 
dispor sobre a interceptação de comunicações como meio de prova em investigação criminal e instrução 
processual penal), Lei 9.613/1998 com significativas alterações da Lei 12.683/2012 (que dispõe sobre 
os crimes de “lavagem” ou ocultação de bens, direitos e valores; a prevenção da utilização do sistema 
financeiro para os ilícitos previstos nesta Lei; cria o Conselho de Controle de Atividades Financeiras – 
COAF) e Lei 12.850/2013 (que define organização criminosa e dispõe sobre a investigação criminal, 
os meios de obtenção da prova, infrações penais correlatas e o procedimento criminal).
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quelas cuja prática tenha repercussão interestadual ou internacional e 
exija repressão uniforme7.

Desse modo, ao saber que a investigação de qualquer crime de 
ação pública deva se proceder de ofício de modo obrigatório, confor-
me determinação legal8, mas reconhecer que não há capital humano e 
estrutura para tal, observa-se uma aplicação da abordagem da reação 
social sui generis, focalizando a criminalização de condutas desviantes 
praticadas pela elite, uma vez que possuem consequências deletérias 
para toda a coletividade, promovendo uma ofensiva contra a, até então, 
inatingível cifra dourada. Nesse sentido, “na busca de maior legitimi-
dade, eficiência, eficácia, economia e ética (os 4 Es), o trabalho policial 
aposta cada vez mais numa abordagem holística, científica e flexível dos 
problemas” (GOMES, 2010, p. 111). E considerando que “arranjos ins-
titucionais distribuem poder diferenciadamente entre os atores políti-
cos envolvidos no jogo” (NORTH apud OLIVEIRA, p. 423), aplica-se 
o princípio da seletividade no âmbito da investigação criminal, como 
catalisador da igualdade material a que se refere o introito.

4.2 Legitimação social do modus operandi da PF

No moderno Estado de Direito, conforme leciona Sousa, não 
se pode conceber uma legalidade dissociada da legitimidade, ou seja, 
que seja totalmente independente. “Nesta medida, a legalidade tam-
bém depende daquilo que a generalidade da população (a maioria 
da população – subjectividade social) considera ser correcto e justo” 
(SOUSA, 2009, p. 21). Legitimidade seriam os fundamentos mate-
riais internos em que prevalece a correção e a justiça.

Para o filósofo associado à Escola de Frankfurt-ALE Jürgen 
Habermas (1997), a legitimidade da ordem jurídica não deve ir de 
encontro aos princípios morais: “o princípio do direito limita o princípio 
da moral e vice-versa. A legislação reflete-se na moral, a legalidade na 
moralidade, os deveres jurídicos nos deveres éticos” (HABERMAS, 
1997, p. 139). Portanto, o autor raciocina que não há subordinação 
do direito positivo à moral, mas uma relação de complementariedade, 

7  Art. 144 da CF/88.
8  Art. 5º do CPP.
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constituindo-se o direito como um meio legítimo para assegurar auto-
nomia dos cidadãos.

Outrossim, segundo Sousa, a atuação policial tem como prin-
cípio fundamental a juridicidade, uma vez que os poderes da polícia 
são adjudicados por lei e visam à finalidade pela legislação estabelecida: 
“Não há polícia sem lei ou à margem da lei e do Direito” (SOUSA, 2009, 
p. 47). Assim, para o estudioso em apreço, quanto ao domínio da perse-
cução criminal, “sem fechar os olhos à realidade e sem retirar a eficácia 
da actuação policial, é indispensável que esta actuação, pelos perigos que 
representa para os direitos e liberdades dos cidadãos, seja uma actuação 
que exclua o arbítrio da autoridade” (SOUSA, 2009, p. 51).

Conforme já examinado, a utilização da ciência como fonte de 
conhecimento para o estudo do fenômeno criminal e para a atuação e 
gestão policial perante uma sociedade cada vez mais exigente é fator de 
legitimação social.

Bayley leciona que a atividade policial representa o uso de força 
da sociedade contra ela mesma: “Coerção, controle e opressão são sem 
dúvida necessários na sociedade, mas não são agradáveis” (BAYLEY, 
2006, p. 18). E a partir desse aparente paradoxo que conforma a ativi-
dade da polícia, com viés dual entre necessidade e não-agradabilidade, 
delineia-se o modo pelo qual a sujeição às regras da lei é fator crucial na 
legitimação da autoridade da polícia.

Por sua vez, o professor da Universidade de Londres-ING Ro-
bert Reiner (2004), analisando a sociedade inglesa, aduziu que, paula-
tinamente, a nova polícia e o sistema de justiça criminal inseriram-se 
no cotidiano das classes menos favorecidas, não apenas sob a forma de 
controle de caráter repressivo, mas também como ferramenta com po-
tencialidade restaurativa. Reiner propugna a adesão estrita da conduta 
policial ao ordenamento jurídico: “A forma pela qual a polícia manti-
nha a ordem e aplicava a lei supostamente deveria ser governada, ela 
mesma, por procedimentos legalistas e por restrições” (REINER, 2004, 
p. 88). Desse modo, infere-se que a legitimidade da atuação da polícia 
se dá, também, pelo consentimento social. “[...] nessa legitimação, o 
crescimento de um senso de eficácia da polícia foi, provavelmente, pelo 
menos tão significativo como os aspectos de construção de imagem” 
(REINER, 2004, p. 96).
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Já para Moro, a corrupção disseminada colocaria em xeque a 
legitimidade do próprio regime democrático:

A corrupção tende a espalhar-se enquanto não encontrar barreiras 
eficazes. O político corrupto, por exemplo, tem vantagens 
competitivas no mercado político em relação ao honesto, por 
poder contar com recursos que este não tem. Da mesma forma, um 
ambiente viciado tende a reduzir os custos morais da corrupção, 
uma vez que o corrupto costuma enxergar o seu comportamento 
como um padrão e não a exceção (MORO, 2004, p. 61).

O processo construtivo da imagem da PF na ofensiva contra 
a cifra dourada da criminalidade, disruptivo da abordagem da reação 
social clássica, e prospectivo da constituição do Estado Democrático 
de Direito, engendra-se por meio da legitimação da atividade policial 
como propulsor do controle social informal. Explica-se: a polícia, não 
obstante tradicionalmente enquadrada como uma agência instituída 
no controle formal da criminalidade, ao introjetar, de forma legítima, 
seu papel na comunidade pela assunção do novo modus operandi, tem 
proporcionado a transcendência na forma de controlar o crime. Pro-
põe-se o raciocínio de que tal fenômeno ocorreria por meio do pro-
cesso de socialização de valores morais e éticos, consubstanciados em 
normas e sanções sociais advindas do interacionismo simbólico. “Este 
controle social informal pode constituir excelente barreira à preven-
ção do comportamento desviante, seja porque atua, em regra, de modo 
preventivo, seja porque é capaz de impactar sobre a estruturação do 
controle interno do indivíduo” (VIANA, 2017, p. 171).

De acordo com Moro, a ação contra a corrupção só se mostra 
eficaz com o apoio da democracia e somente investigações e ações 
exitosas podem angariar a opinião pública. A atuação da PF, quando 
percebida como legítima pela sociedade, conquistaria credibilidade 
popular, promove a justaposição dos controles formal e informal, e 
tende a estimular o declínio de comportamentos desviantes.
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Figura 2 – Índice de Confiança Social9

Fonte: Índice de Confiança Social de 2018 do Ibope.

Finalmente, como propugna o professor da PUC-SP Édson 
Luís Baldan (2018), em uma democracia, a iantituição Polícia nunca 
será algo fácil ou incontroverso:

[...] a começar porque a lei – e mesmo a ordem – cuja 
implementação cabe às polícias não é uma pauta de regras 
imutáveis, mas, ao revés, tanto as normas quanto a sua maneira 
de aplicação refletem compromissos em opiniões e valores da 
sociedade, que os cria e anula” (BALDAN, 2018, p. 7).

Não obstante, a polícia deve apresentar valores e normas 
comprometidos com o Estado Democrático de Direito (BALDAN 
apud DAS; MARENIN, 2018, p. 8), contribuindo para a coesão so-
cial por meio do estabelecimento da confiança na atuação, posto que 
“numa democracia, o policiamento reflete e refrata o Estado e seus 
interesses, embora tais interesses sejam balanceados tanto em relação 
aos dos policiais quanto aos dos cidadãos” (BALDAN, 2018, p. 9). 
Portanto, a investigação criminal entabulada pela polícia deve resguar-
dar as liberdades individuais e primar pela defesa pujante de um Es-
tado em que eficiência e garantismo não se excluam, mas se limitem 
mutuamente, “materializando o princípio democrático como forma de 
legitimação do poder, para que se torne o impulso dirigente de uma 
sociedade” (BALDAN, 2018, p. 9).

9  A PF é considerada, desde 2016, a terceira instituição mais confiável do Brasil, à frente de Forças 
Armadas, Meios de Comunicação, Organizações das Sociedade Civil, Ministério Público e Poder 
Judiciário. 
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5. Considerações finais

Com atuação em âmbito nacional e sujeita a menor interferên-
cia10 do que as Unidades da Federação na sua relação com o Executivo, 
a PF priorizou o investimento em inteligência e análise policial em seu 
“Plano Estratégico 2010/2022”11, promovendo um recrudescimen-
to na investigação de organizações criminosas que atuam dentro do 
Estado12 e13, solapando-o. Soma-se a isso o ingresso de quadros com 
formação multidisciplinar dos mais diversos ramos acadêmicos, via 
disputado concurso público14, e a promoção de capacitação permanen-
te nas áreas de crimes financeiros e lavagem de dinheiro15.

Ao verificar que a impunidade não está institucionalizada para 
os detentores de poder, a partir da ofensiva à cifra dourada empreen-
dida pela PF, o comportamento humano, inseparável dos intrincados 
processos sociais de interação e aprendizado, é influenciado pela atri-
buição de significados de valor ou desvalor de condutas por meio do 
construtivismo social. 

Contudo, a partir do momento em que o sistema penal passou 
a atingir quem antes jamais fora atingido (a denominada criminalida-
de do colarinho branco), o professor da Escola Superior do MPU Bru-

10  Decretos 6.944/2009 e 8.326/2014. 

11  Portaria nº 4453/2014-DG/DPF.
12  Levantamento da Polícia Federal, feito a pedido do Jornal Correio Braziliense aponta que 

as ações da PF contra corrupção cresceram 411% em cinco anos, período em que o total de 
prisões chega a 1.946 e a de operações, a 621. “Centenas de pessoas foram presas por cometer 
crimes como corrupção, formação de quadrilha, lavagem de dinheiro, fraude, obstrução da 
Justiça e recebimento de vantagem indevida, entre outros.”

13  Segundo dados levantados pelo jornal O Globo junto à Coordenação-Geral de Repressão à 
Corrupção e à Lavagem de Dinheiro da Polícia Federal, o órgão promoveu, de janeiro até o 
final de novembro de 2018, 295 operações contra desvios de dinheiro público. Foram 253 
ações do tipo em 2017, 152 em 2016, 73 em 2015, 54 em 2014, 56 em 2013 e 48 em 2012. 
Destaca-se que a própria reportagem pontua que nas gestões passadas, a polícia classificava 
como operação apenas investigações de longa duração, consideradas complexas e, em geral, de 
impacto nacional. O conceito mudou durante a administração do ex-diretor Leandro Daiello, 
que passou a considerar operação toda ação da polícia que envolve pelo menos uma das 
seguintes medidas consideras invasivas: busca e apreensão, condução coercitiva e prisões. 

14  Demanda de 514,84 candidatos por vaga no concurso de Agente de Polícia Federal de 2018. 
Fonte: Cebraspe. 

15  Curso Básico de Investigação de Desvios de Recursos Públicos - 2017.02; Curso de 
Alinhamento Conceitual do PNLD (lavagem de dinheiro) - 2017.02; ATLAS SRDP - 2017.01. 
Fonte: ANP.net



211Revista Brasileira de Ciências Policiais

Fábio Caram Meireles

Brasília, v. 12, n. 6, p. 193-215 , Set.-Dez./2021

no Freire de Carvalho Calabrich (2010) aponta que supostos direitos 
fundamentais passaram a ser invocados com o único e exclusivo obje-
tivo de criar novos óbices à aplicação da sanção penal. Para o referido 
estudioso, fala-se em supostos, devido a que estes direitos alegados se 
transmudam a um hipotético direito à impunidade, ao qual nenhum 
ordenamento posto racionalmente iria considerar.

Não obstante, a atividade policial na PF, ainda que pautada no 
enfrentamento vigoroso aos crimes de colarinho branco e fundamen-
tada no princípio da seletividade, tem que respeitar os direitos funda-
mentais dos indivíduos para a consolidação do Estado de Direito, em 
que vige o império da lei. 

Na atual conjuntura, em que a dinâmica da criminalidade assu-
me uma feição cada vez mais complexa, intensa e marcada pela não li-
nearidade, o desafio que se vislumbra para a atividade da polícia, em es-
pecial da PF, é a não compactuação, ainda que tácita, com a ilegalidade 
e a inconstitucionalidade sob o pretexto de um volúvel clamor popular 
ou uma pretensa eficiência.

Desse modo, a polícia deve refletir suas atribuições perante 
o prisma da igualdade material, fundada no eixo axiomático da dig-
nidade da pessoa humana, a fim de contribuir para a legitimidade da 
consolidação do regime democrático e para a consecução do objetivo 
insculpido na Constituição Federal do Brasil de construção de uma 
sociedade livre, justa e solidária. 
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OFFENSIVE TO THE GOLDEN FIGURE OF 
CRIMINALITY: a criminological look at 
the Brazilian Federal Police in the early 
21st century

ABSTRACT

Through the history of formation and conformation of Brazil the criminological notion 
that, despite the fact that the national legal culture is based on a pretended equality, there 
is an impetuous discriminatory bias regarding the equal treatment of criminals for the 
population as a whole. Gradually, social vicissitudes have promoted an approximation of 
opportunity equality with ontological equality, among them a selective reformulation 
of the performance of criminal prosecution organs, with a view to legitimizing the state’s 
repressive activity under the aegis of the rule of law. This paper demonstrates how the 
Brazilian Federal Police (PF) has altered its technical-investigative panorama, as well as 
the consequences of this novel performance in the social weaving.

Keywords: police; law; criminology; white collar; economic crime.

OFENSIVA A LA CIFRA DORADA 
CRIMINALIDAD: una mirada criminológica 
al desempeño de la Policía Federal 
brasileña a principios del siglo XXI

RESUMEN

Hace parte de la historia de formación y conformación brasileña, la noción criminoló-
gica de que, aunque la cultura jurídica nacional se fundamente en una supuesta igualdad, 
existe un impetuoso sesgo discriminatorio en cuanto a la igualdad material de trato de 
los ámbitos criminal y penal para la población como un todo. Paulatinamente, las vicisi-
tudes sociales han propiciado una aproximación de la igualdad formal y material, inclui-
da una reformulación selectiva del papel de los órganos de persecución penal, con miras 
a legitimar la acción represiva estatal bajo la égida del Estado de derecho. Este artículo 
demuestra, con el aporte del soporte teórico criminológico, cómo la Policía Federal bra-
sileña (PF) ha cambiado su panorama técnico-investigativo, así como las consecuencias 
de esta nueva actuación en el tejido social.
Palabras clave: policía; derecho; criminología; cuello blanco; delito económico.
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RESUMO

Analisa-se neste artigo o relacionamento entre as polícias judiciárias e a mí-
dia profissional para a efetivação do processo de Accountability – dever de 
prestação de contas por parte dessas instituições que detêm o monopólio 
estatal do uso da força. Relação esta ainda baseada no direito constitucional 
à informação. Parte-se da premissa de que imprensa e polícia são dois seg-
mentos fundamentais da vida em sociedade, ambas com foco no interesse 
público de sua área de atuação. Ao qualificar a gestão da informação institu-
cional, de modo a potencializar suas estratégicas de comunicação, verifica-se 
que tais processos refletem diretamente na construção da legitimidade da 
atividade policial. Concebe-se, assim, que a capacitação dos gestores destas 
corporações pelo método media training contribui para desmistificar os as-
pectos que envolvem o trabalho policial e sua interface com a imprensa, base 
de uma sociedade democrática. 

Palavras-chave: media training; relacionamento com a imprensa; accoun-
tability; polícia Judiciária; direito à informação. 

Introdução

A Polícia Civil, como instituição de Estado prevista no inciso 
IV, do Art. 144 da Constituição Brasileira, tem como atribuição prin-
cipal o dever de fornecer segurança pública, direta ou indiretamente, 
por meio das investigações das infrações penais. Como instituição 
pública, os órgãos de polícia judiciária são regidos pelos princípios da 
administração pública, também presentes da Carta Magna (Art. 37). 
Entre esses princípios, o que interessa nos limites desse trabalho é o 
princípio da publicidade, que obriga os órgãos públicos a informar e 
agir com transparência. 
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O princípio da publicidade está diretamente ligado a outro 
preceito constitucional. Trata-se do “direito à informação”, uma das 
garantias previstas especificamente no Art. 5º, inciso XXXIII, da CF: 

todos têm direito a receber dos órgãos públicos informações 
de seu interesse particular, ou de interesse coletivo ou geral, 
que serão prestadas no prazo da lei, sob pena de responsa-
bilidade, ressalvadas aquelas cujo sigilo seja imprescindível à 
segurança da sociedade e do Estado. (BRASIL, 1988).

Informar é, antes de tudo, um dever de prestar contas de suas 
ações, ou seja, de dar a conhecer à população e aos órgãos de controle 
as ações e decisões dos agentes públicos e, com isso, permitir a fiscaliza-
ção e controle democrático sobre a prestação do serviço público.

Cumpre ressaltar que, em um Estado Democrático de Direito, 
a imprensa tem papel fundamental na ligação entre o direito à informa-
ção e o princípio da publicidade na administração pública. Isto porque 
a imprensa “é protagonista na construção de sentidos, influenciando 
posições e opiniões sobre os mais diversos assuntos” (CALDEIRI-
NHA; ALBERNAZ, 2009, p. 12). 

O interesse por temas ligados à violência e à segurança sempre 
despertou a curiosidade do público. A sensação de segurança está for-
temente relacionada com as percepções das pessoas sobre a capacidade 
do Estado de vigiar, prevenir e punir quem infringe a lei. As polícias 
civis, desse modo, “[...] são uma fonte permanente de notícias para os 
meios de comunicação” (SÃO PAULO, 2010, p. 2). 

A mídia, por sua vez, por meio de diferentes veículos (eletrôni-
ca, impressa, televisiva ou virtual), é primeira fonte de informação do 
público sobre o trabalho policial. É por meio dos canais de comuni-
cação profissionais, no mais das vezes, que as pessoas tomam conheci-
mento dos sucessos e eventuais fracassos das polícias no cumprimento 
da lei. 

O presente trabalho pretende expor a interface entre a ativida-
de policial, enquanto instituição pública, que tem o compromisso de 
prestar contas, à sociedade, do serviço realizado; e a imprensa como 
porta-voz de uma sociedade democrática e principal elo entre a polícia 
e o cidadão. A partir disso, a intenção é evidenciar que, por meio do 
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relacionamento entre estes dois segmentos, tem-se importante ferra-
menta para o órgão público posicionar-se institucionalmente e prestar 
contas de seu trabalho de maneira adequada.

Pretende-se investigar, neste sentido, de que modo as estraté-
gias de comunicação podem potencializar esta relação, incluindo, aí, a 
capacitação dos gestores pela técnica de media training, já que eles são 
a personificação da corporação. Delimita-se, então, como tema desta 
pesquisa, a importância da aplicação do media training como ferra-
menta de capacitação dos delegados da Polícia Civil de Santa Catari-
na1 (PCSC) para profissionalizar a comunicação entre a instituição e 
a imprensa, haja vista o dever com a transparência e a prestação de in-
formação do serviço público e o papel de controle social e de fiscaliza-
ção desempenhados pela mídia. Como “responsáveis pela organização 
administrativa do órgão e pela chefia da investigação criminal” (ZA-
NOTTI; SANTOS, 2014, p. 75), referidos servidores têm o papel 
central no diálogo e interação com a imprensa2. São eles, normalmente, 
os responsáveis por conceder entrevistas e informar à população um 
determinado evento. 

Desta forma, abordar-se-á a importância da aplicação do mé-
todo media training como ferramenta de capacitação dos gestores da 
PCSC para atuarem de modo profissional no relacionamento da or-
ganização com a mídia, concebendo essa como uma das estratégias de 
comunicação institucional – instrumento que regula as relações da 
organização. Para tanto, será conceituada a relação entre polícia e im-
prensa, na perspectiva do compromisso social do órgão com o direito 
constitucional à informação e do princípio da publicidade da adminis-
tração pública.

O problema lançado questiona qual a importância da aplica-
ção do media training como ferramenta de capacitação de gestores da 
PCSC para profissionalizar a comunicação entre a instituição e a im-
prensa, com a transparência e a prestação de informação do serviço 
público e o papel de controle social e fiscalização desempenhados pela 

1  Doravante PCSC.
2 São estes os servidores que tem preferência de falar pela instituição, conforme determina a 

Resolução n. 12/GAB/DGPC/SSP/2018, que Institui a Política de Comunicação Social da 
corporação. 
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mídia. Na prática, como a demanda por informação se faz presente de 
modo descentralizado em cada uma das delegacias instaladas nos 295 
municípios do Estado, entende-se como necessário uma padronização 
ou uniformização na forma de lidar com a imprensa, a conscientização 
permanente do dever estatal de prestar contas e informar, bem como o 
fornecimento de ferramentas para uma boa comunicação.

Entende-se que, para cumprir o seu serviço social, uma boa re-
lação entre a polícia e a imprensa é fundamental, como forma de criar 
confiança e gerar legitimidade na atuação da polícia. Logo, estratégias 
de comunicação institucional claras e a capacitação dos gestores da 
PCSC pela aplicação de media training, podem contribuir de maneira 
adequada para suportar essa demanda. Referido instrumento pode ser 
útil para profissionalizar a relação entre estes dois agentes sociais, ha-
vendo, assim, precisão no repasse das informações da instituição pelos 
delegados. Isto porque, o método pode sensibilizá-los da importância 
da difusão da informação no cumprimento do dever de prestar contas 
do serviço público realizado e de que, por isso, a imprensa não é ini-
miga da polícia ou que, ao atender os jornalistas, está se prestando um 
favor a eles.

Na primeira seção deste artigo, pretende-se abordar o processo 
de prestação de contas por parte de instituições públicas, no caso em 
questão, as polícias judiciárias. A abordagem teórica será com base no 
princípio de Accountability vertical e sua direta relação com o direito 
constitucional à informação. Previsão legal esta que atrela o trabalho po-
licial ao dever de informar, em atendimento ao interesse público da ati-
vidade, bem como na constante busca pela legitimidade das corporações 
perante a sociedade para a qual prestam o serviço em segurança pública.

Já na segunda seção, será destacada a efetividade da aplicação 
do método média training para a capacitação dos gestores da PCSC na 
profissionalização do relacionamento da instituição com a imprensa, 
de modo a contemplar os aspectos legais do direito à informação dis-
corrido na primeira parte desta pesquisa; bem como potencializar os 
espaços de construção de sentidos em relação à imagem da instituição 
junto à opinião pública. Para tanto, o enfoque do conteúdo desta seção 
será sobre conceitos, definições e objetivos gerais da técnica de treina-
mento ora abordada. Ficará para possível trabalho posterior esmiuçar 
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conteúdo de ordem prática a ser ministrado no curso de capacitação, 
aqui proposto e justificado. 

2. ACCOUNTABILITY E O DIREITO 
CONSTITUCIONAL À INFORMAÇÃO

Informar é, antes de tudo, um dever de prestar contas de suas 
ações, ou seja, de dar a conhecer à população e órgãos de controle as 
ações e decisões dos agentes públicos e, com isso, permitir a fiscalização 
e controle democrático sobre a prestação do serviço público. Muito 
embora a observação pura e objetiva dos dispositivos constitucionais, 
entre o da publicidade e do direito à informação, permita concluir por 
essa obrigação estatal, nem sempre o fornecimento de informações pe-
los órgãos estatais é algo induvidoso ou espontâneo.

As dificuldades ou óbices ao fornecimento de informações levou 
o parlamento brasileiro a editar, no ano de 2011, a Lei n. 12.527/20113, 
conhecida como Lei de Acesso à Informação. Entre outras possibilida-
des, referida norma estipula e delimita ações de ordem prática a serem 
cumpridas pelos governantes públicos no sentido de informar. O texto 
evidencia que, para dar vasão a tal direito, os órgãos e entidades devem 
propiciar amplo acesso às informações de interesse coletivo, ainda que 
não sejam requeridas por algum cidadão em específico. 

O direito de acesso à informação, de certa forma, é amplo e 
contempla o direito de “solicitar e receber” informação de interesse pú-
blico, bem como a “transparência dos atos praticados por autoridades 
públicas e suas razões de decidir” (CALDERON, 2013, p. 28-29). A 
lei acima mencionada também é clara ao usar expressões em seus arti-
gos e incisos que não deixam dúvidas de que se referem à amplitude das 
diversas ferramentas de comunicação disponíveis, incluindo a relação 
com a imprensa, para que o objetivo seja atingido: 

Art. 3º Os procedimentos previstos nesta Lei destinam-se 
a assegurar o direito fundamental de acesso à informação 

3  Brasil. Lei n. 12.527/2011 - Art. 1º Esta Lei dispõe sobre os procedimentos a serem observados 
pela União, Estados, Distrito Federal e Municípios, com o fim de garantir o acesso a informações 
previsto no inciso XXXIII do art. 5º, no inciso II do § 3º do art. 37 e no § 2º do 
art. 216 da Constituição Federal. (BRASIL, 2011).
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e devem ser executados em conformidade com os princí-
pios básicos da administração pública e com as seguintes 
diretrizes:

I - observância da publicidade como preceito geral e do si-
gilo como exceção;

II - divulgação de informações de interesse público, in-
dependentemente de solicitações;4

III - utilização de meios de comunicação viabilizados pela 
tecnologia da informação;

IV - fomento ao desenvolvimento da cultura de transpa-
rência na administração pública;

V - desenvolvimento do controle social da administração 
pública.

[...]

Art. 5º É dever do Estado garantir o direito de acesso à in-
formação, que será franqueada, mediante procedimentos 
objetivos e ágeis, de forma transparente, clara e em lin-
guagem de fácil compreensão.

Art. 6º Cabe aos órgãos e entidades do poder público, ob-
servadas as normas e procedimentos específicos aplicáveis, 
assegurar a:

I - gestão transparente da informação, propiciando amplo 
acesso a ela e sua divulgação; (BASIL, 2011, Grifos nosso)

Calderon (2013, p. 25) recorda que “o reconhecimento do 
direito à informação como direito humano fundamental foi fruto da 
evolução, advinda da tensão entre diversos setores da sociedade, até 
que fosse consolidado como tal no plano internacional”. Foi a partir da 
redemocratização social que a gestão pública passou a ser do interes-
se da população, que também recebeu autorização para conhecer tais 
processos (TRICHES, 2013). 

Neste ponto, então, entende-se que não somente nos canais 
formais e institucionais, como os atuais portais da transparência, cum-
pre-se o que determina o aparato legal que trata do direito à informa-
ção e publicidade dos atos públicos. Pelo contrário, é na relação com 

4  Grifos nosso.
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a imprensa que o poder público abrange maior parcela de cidadãos, 
cumprindo os pressupostos legais. “Reforça-se, assim, o escólio de que 
o direito de acesso à informação é de natureza positiva e exige do Esta-
do uma postura ativa, necessária para assegurar, na prática, o respeito a 
este direito” (CALDERON, 2013, p. 30). Assim, na frágil cultura do 
brasileiro em fiscalizar o poder delegado aos governantes por meio do 
voto, a mídia – como são conhecidos os canais de Comunicação Social 
– ainda é o meio mais abrangente de propagar a informação. 

Para compreensão dessa abordagem, alguns aspectos relaciona-
dos ao direito à informação e ao princípio da publicidade carecem ser 
esmiuçados. O primeiro deles advém da liberdade de informação, tam-
bém com previsão constitucional. O direito à informação é tripartite, 
ou seja, compreende três aspectos essenciais: direito de informar, de se 
informar e de ser informado. O direito de informar é o ato de veicular 
informação nos meios de comunicação. Já o direito de se informar é a 
prerrogativa do cidadão para requisitar informações, obtendo-as sem 
impedimentos. Enquanto que o direito de ser informado corresponde 
à obrigação do poder público em manter a população informada dos 
assuntos relacionados às atividades que lhe competem (NUNES JÚ-
NIOR apud SILVA NETO, 2010). 

Ato contínuo, verifica-se que o direito geral da coletividade à 
informação contrapõe o individual da liberdade de informação (SILVA 
NETO apud CALDERON, 2013). Carvalho Filho (2019) recomenda 
que “[...] os atos da Administração devem merecer a mais ampla divulga-
ção possível entre os administrados, e isso porque constitui fundamento 
do princípio propiciar-lhes a possibilidade de controlar a legitimidade 
da conduta dos agentes administrativos”. O autor faz importante relação 
desta obrigação com a legalidade ou não do ato em si e, também, com a 
eficiência, outros dois pressupostos do serviço público. 

Compreende-se, neste momento, que a divulgação em órgãos 
de imprensa, internet, murais de informações fixados em prédios pú-
blicos, entre outros, nada mais é do que a observação do princípio da 
publicidade, que pode ser concretizado por alguns instrumentos jurí-
dicos específicos, destacados por Carvalho Filho (2019): 

1. O direito de petição, pelo qual os indivíduos podem di-
rigir-se aos órgãos administrativos para formular qualquer 
tipo de postulação (art. 5º, XXXIV, “a”, CF);
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2. As certidões, que, expedidas por tais órgãos, registram a 
verdade de fatos administrativos, cuja publicidade permite 
aos administrados a defesa de seus direitos ou o esclareci-
mento de certas situações (art. 5º, XXXIV, “b”, CF); e

3. A ação administrativa ex-officio de divulgação de infor-
mações de interesse público.

Relevante, aqui, dos itens acima, aquele que se atrela forte-
mente ao interesse público da atividade de polícia judiciária, logo, da 
PCSC. Isto, porque, “pode-se dizer que a disponibilidade de informa-
ções torna de fato o ‘público em público’ e, mais ainda, pressiona o 
Estado a se tornar accountable5, assim como permite à sociedade politi-
camente organizada controlar – de formas diversas – as ações do Esta-
do” (FONSECA et al., 2014, p. 133). Além do que, “embora nascido 
com o timbre de direito individual, atualmente o direito à informação 
dos órgãos públicos espelha dimensão coletiva, no sentido de que a 
todos, de um modo geral, deve assegurar-se o direito” (CARVALHO 
FILHO, 2019). 

Portanto, numa sociedade democrática, a imprensa livre é pro-
tagonista desta relação entre órgão público e cidadãos, pois também 
tem suas bases no interesse público. “Enquanto conceito jurídico, o 
‘interesse público’ é imperativo para a legal atuação das organizações 
no âmbito público. Já do ponto de vista do Jornalismo, é adotado como 
critério para aferir noticiabilidade a um fato” (TRICHES, 2013, p. 
23). Do que se compreende, assim, o motivo pelo qual as polícias judi-
ciárias são constante e permanentemente procuradas como fontes dos 
meios de comunicação, sem desconsiderar ainda o interesse da audiên-
cia pelo tema segurança pública.

2.1  O interesse público da atividade policial

A Delegacia Geral, órgão máximo da PCSC, publicou a Re-
solução n. 12/GAB/DGPC/SSP/2018, que instituiu sua política de 

5 Qualidade de Accountability, palavra em Inglês, sem tradução literal para o Português, mas que “na sua 
definição enquanto instituto da Administração Pública, apresenta-se como uma obrigação do Estado 
em prestar contas, com o objetivo de tornar claro e transparente o seu ato de administrar conforme a 
legalidade” (CORDEIRO, 2014, p. 15).
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Comunicação Social. O documento considera, entre outros, “a rele-
vância social e o interesse público das atividades desenvolvidas pela Po-
lícia Civil, a necessidade de definir procedimentos internos e externos 
de comunicação, em observância ao direito à informação” (SANTA 
CATARINA, 2018). Esses pontos da resolução adequam a instituição 
aos princípios legais e demais legislações no que compete à publicidade 
e transparência das ações de sua competência, pois ainda determina 
que a Comunicação Social reger-se-á pelos objetivos: 

I - interesse público e social da informação; 

II - utilidade pública da informação, atendendo o caráter 
preventivo, educativo e de orientação social; e

III – interesse, necessidade, utilidade e ou auxílio para essa 
atividade de polícia judiciária ou de cunho investigativo. 
(SANTA CATARINA, 2018)

O interesse público, como se vê, é condicionante de uma socie-
dade democrática, em qual o poder emana do povo, existindo o Estado 
em razão dele e não o contrário. De modo que é concebido para orga-
nizar a vida humana em sociedade e, por consequência, salvaguardar a 
liberdade e integridade dos indivíduos nela compreendidos. Nesse cená-
rio, entre fins específicos do Estado, que o legitimam e sustentam a sua 
existência, é o de garantir a segurança (VENTURA NETO, 2015, p. 5). 

Dentro desta sequência lógica para compreender a ‘coisa pú-
blica’, ilustra-se que a Administração Pública é desempenhada por ór-
gãos estatais, cada qual com sua função específica para uma atividade 
administrativa. Embora quase a totalidade dos serviços públicos seja 
fornecida pelo Poder Executivo, a estrutura brasileira ainda contem-
pla o Legislativo e Judiciário (CORDEIRO, 2014). Basicamente, a 
Administração Pública atua para providenciar a garantia dos direitos 
fundamentais. Alguns conceitos especificam que as atividades pública-
-administrativas se dividem em: “atividades de fomento, [...]; serviços 
públicos [...]; e o exercício do poder de polícia que é função negativa 
do Estado se conformando nas atividades de limitação e condiciona-
mento da liberdade e propriedade privadas em favor do interesse pú-
blico” (CORDEIRO, 2014, p. 40), enquadrando-se, aqui, as polícias 
judiciárias.
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Na estrutura administrativa governamental, a polícia é a face 
mais visível do Estado com sua atividade concreta de manutenção da 
ordem pública, administrativa e jurídica/criminal. A instituição policial 
consiste em “pessoas autorizadas por um grupo para regular as relações 
interpessoais dentro deste grupo através da aplicação de força física” 
(BAYLEY apud LIMA, 2011, p. 19). Há que se considerar que também 
é a instituição que mais produz relações jurídicas por dia na vida social. 

Há a necessidade, por isto, de diminuir o distanciamento his-
toricamente enraizado entre bem-estar social e/ou individual e atuação 
policial. Distanciamento esse perceptível na medida em que a polícia 
talvez seja mais tomada como uma “mão forte” do que como uma “mão 
amiga” e protetora, tanto pelas pessoas quanto pelo Estado. Ideia essa 
consonante com a de que “a Polícia é ou deve ser, hoje, um garante da 
liberdade do cidadão face às ofensas ilícitas concretizadas e produzidas 
quer por outrem quer pelo próprio Estado” (VALENTE, 2009, p. 39). 

Em que pese o policiamento moderno caracterize-se, por ou-
tro lado, pela natureza pública, especializada e profissionalizada, “uma 
polícia só é pública quando ao mesmo tempo é mantida e controlada 
pelas comunidades, agindo coletivamente” (LIMA, 2011). Chega-se, 
então, ao ponto em que muito se fala sobre controle do trabalho poli-
cial, haja vista a particularidade do uso da força, que se soma ao interes-
se público intrínseco à atividade. Por evidente, qualquer estrutura do 
poder público num Estado de Direito deve estar submetida a controle. 

Existem duas formas de controlar a atividade policial: interna 
e externa (MACHADO, 2019). A despeito da existência de mecanis-
mos oficiais para esse fim, como as corregedorias e o Ministério Públi-
co, por exemplo, o princípio da publicidade desponta como ferramen-
ta democrática, pela qual as instituições policiais podem ser cobradas 
pela sociedade civil. Ao se amplificar o conceito de publicidade do 
trabalho policial, busca-se, como sustenta Sannini (2019, p. 69), com 
base em Scarance, que sejam “[...] evitados excessos ou arbitrariedades 
no desenrolar da causa, surgindo, por isso, a garantia como reação aos 
processos secretos, proporcionando aos cidadãos a oportunidade de 
fiscalizar a distribuição da justiça”. 

Em contraposto ao princípio da publicidade dos atos públicos 
como direito fundamental, a atividade de polícia judiciária compreen-
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de o caráter sigiloso do inquérito policial6, que “[...] por ser peça de 
natureza administrativa, inquisitiva e preliminar à ação penal, deve 
ser sigiloso, não submetido, pois, à publicidade que rege o processo” 
(NUCCI apud SANNINI, 2019, p. 70). Muito embora se apresente 
uma contradição em relação ao texto constitucional no que concer-
ne ao acesso à informação, o dilema se dissipa na compreensão de que 
“nenhum direito é absoluto, ainda que possa ser classificado como fun-
damental da pessoa humana. Qualquer interpretação neste sentido co-
locaria em risco a própria existência dos direitos fundamentais” (CAL-
DERON, 2013, p. 31). De onde se conclui que o direito fundamental 
do acesso à informação não é de natureza absoluta. Todavia, a exceção 
à restrição deve ser limitada, sob pena de “esvaziar o conteúdo do di-
reito fundamental em comento” (p. 33), pois “a partir do momento 
em que a investigação consegue reunir elementos suficientes sobre a 
autoria, não mais se faz necessário o sigilo, sobretudo, porque já foi 
restabelecida a igualdade inicialmente quebrada no instante do delito” 
(SANNINI, 2019, p. 72).

Pelo exposto até aqui, faz sentido o entendimento de que “os 
conceitos de informação, accountability e controle social se comple-
mentam em razão de se constituírem como pressupostos à democracia 
contemporânea” (FONSECA et al., 2014, p. 133). Esta compreensão 
de que, “na medida em que a responsividade governamental perante 
os cidadãos somente se torna possível mediante a disponibilidade de 
informações” está em encontro ao objetivo traçado para esta pesquisa. 
Mais uma vez destacando, é claro, a concepção de que a imprensa é o 
espaço mais democrático e amplo para intermediar esta relação (go-
verno x povo), pois “dessa forma, permitem a existência do controle 
social, uma vez que ele (o cidadão) só pode se desenvolver se souber o 
que e como o Estado opera”. 

6  Instrumento formal para “produção de diligências investigativas de modo a se colher todos os possíveis 
pontos de vista do fato [...]”, ou seja, serve à “[...] reconstrução do fato, a partir de sua documentação 
no procedimento, que pode ter como consequência uma futura ação penal”, [...] “confirmando (ou 
não) a autoria e a materialidade” (ZANOTTI, 2014, p. 132).
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2.2 Prestação de contas por meio de processos de 
Accountability vertical

Esta relação entre polícia e imprensa atrelada ao dever de pres-
tação de contas por parte da organização pública leva também ao con-
ceito de accountability – que “em seu sentido mais abrangente, pode 
ser definida como a responsabilidade do governante de prestar contas 
de suas ações, o que significa apresentar o que faz, como faz e por que 
faz”. (CUBAS, 2010, p. 75). Essa prática, apropriada da administra-
ção corporativa, ainda é principiante no Brasil e isto deve acontecer 
porque “esse quadro está relacionado a nossa incapacidade de traduzir 
a expressão para o português e criar práticas correspondentes [...]” e 
“[...] à trajetória recente da administração pública brasileira” (GUI-
MARÃES et al., 2018, p. 36). 

O conceito de accountability, via de regra, vai além da respon-
sabilidade, “pois traz em seu âmago de dever, de comprometimento, 
de obrigatoriedade de resposta, de prestar e de render contas [...]” 
(ARAÚJO et al. apud CORDEIRO, 2014, p. 15). Ou seja, “a accou-
ntability, na sua definição enquanto instituto da Administração Pú-
blica, apresenta-se como uma obrigação do Estado em prestar contas, 
com o objetivo de tornar claro e transparente o seu ato de administrar 
conforme a legalidade” (CORDEIRO, 2014, p. 15). 

Esta questão da responsabilidade, porém, não está condiciona-
da a uma ação reativa após a prática de uma ilegalidade. Accountability 
deve ser entendida “como a responsabilização permanente dos gesto-
res públicos em termos da avaliação da conformidade/legalidade, mas 
também da economia, da eficiência, da eficácia e da efetividade dos 
atos praticados em decorrência do uso do poder que lhes é outorgado 
pela sociedade” (ROCHA apud TRICHES, 2013, p. 40).

O foco da accountability na esfera pública está diretamente re-
lacionado com a principal finalidade deste segmento da vida em uma 
sociedade democrática, como já mencionado – o poder que emana do 
povo. Portanto, “envolve o equilíbrio entre normas e responsabilidades 
que pressupõe questões morais, direito público e interesse público7” 
(ABREU et al. apud GUIMARÃES et al., 2018, p. 37). Essa modali-
dade de prestação de contas atrela-se às prerrogativas do Estado, mas 
também ao poder advindo da sociedade.

7  Grifo nosso.
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Nesta relação entre governo e governados desponta a “chama-
da accountability vertical, isto é, o controle do Estado pelos cidadãos, 
e a accountability horizontal (os controles institucionais mútuos), uma 
vez que essa dinâmica move o Estado de direito democrático” (FONSE-
CA et al., 2014, p. 132). Interessa nesta fundamentação a abrangência 
contemplada pela accountability vertical. Iniciativas consideradas como 
“ações realizadas, individualmente ou por algum tipo de ação organizada 
e ou coletiva, com referência aqueles que ocupam posições em institui-
ções do estado, eleitos ou não” (O’DONNELL, 1997, p. 28). 

Fazem parte da dimensão de accountability vertical as “eleições, 
reivindicações sociais [...] e cobertura regular pela mídia, ao menos 
das mais visíveis dessas reivindicações, e dialetos supostamente ilícitos 
de autoridades públicas”. Como se vê, a imprensa e sociedade civil são 
formas de controle não fundamentadas em lei, porém, não menos im-
portantes na necessidade de o agente público responder por seus atos 
(CUBAS, 2010). Estão inseridas na chamada accountability vertical, 
em que ocorre o controle externo das atividades governamentais. Per-
cebe-se, aqui, mais uma vez, a necessidade de a PCSC comunicar-se 
com a sociedade para a qual presta um serviço público e que a relação 
com a imprensa é primordial para este fluxo de informação. 

Outra abordagem surge de Guimarães et al. (2018) ao apro-
priar-se do conceito de gerenciamento de impressões para relacionar 
o processo de accountability com a construção da imagem de uma ins-
tituição perante seus públicos. “O conceito de accountability diz res-
peito à gestão e à manutenção da reputação frente a variados públicos, 
o que também denota a sua associação à utilização de mecanismos de 
gerenciamento de impressões” (BUSUOIC; LODGE apud GUIMA-
RÃES et al., 2018, p. 38). Nessa concepção, “a atitude de prestar infor-
mação relaciona-se com a intenção de transmitir a impressão, para uma 
ampla rede de variados públicos, de que há uma gestão competente” 
(GUIMARÃES et al., 2018, p. 40). 

Esta outra dimensão apresentada encontra respaldo na consi-
deração de que “não se pode falar em accountability como um concei-
to fechado, ao contrário, é necessário vê-la sempre dentro do contexto 
cultural, social, de uma determinada democracia, do sistema político 
presente e das relações interorganizacionais e interestado” (XAVIER, 
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2011, p. 11). Razão, esta, pela qual no Brasil ainda é tão importante 
o papel da mídia no controle e responsabilização das ações do poder 
público, considerando a ainda frágil democracia do País, e porque é 
fundamental aos órgãos públicos relacionarem-se adequada e profis-
sionalmente com a imprensa.

Para além dos dispositivos legais já discorridos neste artigo em 
relação à amplitude das informações das instituições públicas, faz-se 
conceber que “a polícia como conhecemos hoje, a qual desempenha 
uma função social (proteção dos direitos legais), é uma organização 
jurídica (deve respeito às leis e a Constituição) e seu recurso essencial 
é o uso da força” (MONET apud LIMA, 2011, p. 21-22). Esta última 
característica lhe é particular em detrimento dos demais serviços pres-
tados pelo Estado, o que requer, ainda mais, assimilar a importância 
dos processos de Comunicação na gestão de polícias judiciárias como 
meio de prestação de contas, transparência e, ouça-se pontuar, dar legi-
timidade ao seu papel na organização social. 

Caldeira apud Lima (2011, p. 43) é profunda ao afirmar que 
“a violência e a ausência de controle efetivo sobre a atividade policial, 
a impunidade dos membros das duas forças públicas de segurança e 
a falta de transparência institucional constituem graves obstáculos à 
consolidação democrática [...]”. Sendo assim, essa autora “assinala que 
a redução da impunidade e dos abusos policiais está intrinsecamente 
ligada ao controle do uso da força e do reforço de sistemas de accoun-
tability vertical e horizontal” (CALDEIRA apud LIMA, 2011, p. 44). 

Por outro lado, “os mecanismos de controle externo-inclusivos 
são aqueles que não têm como propósito controlar a polícia, mas o 
fazem de forma indireta e intermitente”, de modo que “[...] pode fa-
vorecer a fiscalização pública através da publicação periódica de infor-
mações sobre as forças policiais” (LIMA, 2011, p. 86). Ou seja, cada 
vez mais, o papel do relacionamento com a imprensa no compromisso 
social da corporação policial vai ganhando valoração. Contando, ain-
da, que “[...] os partidos políticos e a grande imprensa, podem divul-
gar e investigar por conta própria a má conduta policial, levando em 
consideração que a realização desse controle depende da liberdade de 
expressão do país e da relação entre os meios de comunicação e o go-
verno”.
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Considerando, então, a complexidade do controle da atividade 
policial por suas particularidades, incluindo a ação individual de cada 
membro da corporação, o que dá o caráter subjetivo a todo o processo, 
“[...] a geração de qualidade em serviços na atividade policial só será 
possível uma vez que exista uma efetiva accountability pública na ati-
vidade policial” (CORDEIRO, 2014, p. 26), sendo o agente policial o 
responsável por este evento, “pois depende da sua atuação individual, 
conforme os valores organizacionais postos adequadamente”. Obser-
vação essa que evidencia a relevância da capacitação do policial gestor 
para melhor relacionamento com a imprensa, levando-se em conta 
a sua autonomia para tal feito. Pensar sobre a discricionariedade do 
papel individual de cada policial evidencia tal pensamento, conforme 
Cordeiro (2014, p. 76-77): 

a accountability policial não depende apenas dos aspectos 
institucionais delimitados para o agir do policial. Ela toma 
um contorno maior a partir do momento em que é o acoun-
table (o agente) que atua, escolhendo as suas ações, ainda 
que dentro de um âmbito e o alcance predefinido, mas com 
discricionariedade suficiente para determinar o seu modo 
e meio de agir, gerando assim o account (materialização da 
obrigação do accountable)  

Outro aspecto marcante desta modalidade de prestação de 
contas que se está abordando na presente pesquisa é que não se trata de 
um método fechado, mas que deve observância às características locais 
da sociedade na qual a instituição accountable estiver inserida. Adver-
te-se, portanto, que “a observação de experiências de outros países ou 
comunidades serve de exemplo de como é possível exercer controle e 
responsabilização. Porém, cada sociedade precisa adequar o exercício 
da atividade policial às suas exigências, portanto, a accountability é lo-
cal e específica” (CORDEIRO, 2014, p. 87). 

Desta maneira, “não é possível conceber modelos universais de 
accountability policial fora do contexto que decide sobre seus usos e 
sua produção” (MUNIZ; PROENÇA JR, 2007, p. 50). Aspecto esse 
intrinsecamente relacionado a uma das principais qualidades que de-
terminado acontecimento precisa dispor para virar notícia: a proximi-
dade – quanto mais perto o fato estiver da audiência, maior será o in-
teresse nele. Desta forma, cada delegacia da PCSC tem a possibilidade 
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de personalizar seu processo de accountability, demandando informa-
ções à imprensa de acordo com o interesse local e particularidades do 
trabalho realizado.

Todavia, para atingir tal consciência, faz-se necessário que o 
policial esteja com o olhar capacitado a identificar quais são as deci-
sões administradas localmente que carecem de prestação de contas ao 
cidadão, bem como reconhecer os espaços de divulgação espontânea 
na mídia regionalizada que favorecem tal finalidade. Habilidade esta 
que vem a ser desenvolvida através de conhecimento técnico das fer-
ramentas disponibilizadas pela Comunicação – que no caso em ques-
tão refere-se ao media training. Instrumento alvo deste artigo, que será 
contextualizado na sequência. 

Por fim, mas sem a pretensão de esgotar o tema, a concepção 
de accountability na gestão de polícia judiciária abrange, como ousa-
damente mencionado acima, a busca constante pela legitimidade da 
corporação policial frente a uma sociedade que se abriu ao processo de-
mocrático e que tem na livre informação um de seus principais pilares. 
Nesse sentido, “é razoável supor que o debate sobre accountability terá 
certa centralidade nas discussões contemporâneas sobre democracia. 
Isso porque as instituições mais legitimadas provavelmente são aquelas 
que contam com o reconhecimento de sua funcionalidade” (ANGÉ-
LICO, 2012, p. 12). 

É a gestão dessa percepção, da estima que mobiliza os ato-
res, que não se furtam de reforçar ou aumentar as ações de 
prestação de contas, justamente para se fortalecerem e ob-
ter valoração institucional. Essa perspectiva encontra con-
sonância com a forma como a literatura de administração 
tradicionalmente lida com o Gerenciamento de Impressões 
(GI), ou seja, aos mecanismos pelos quais as organizações 
buscam, numa perspectiva institucional, construir e man-
ter sua legitimidade perante os demais atores sociais (GUI-
MARÃES, 2018, p. 40).

Sendo assim, nesta concepção de accountability, é fundamental 
perceber os diversos públicos que compõe a audiência de interesse do 
serviço policial, ou seja, numa referência também à legitimidade pelo 
gerenciamento de impressões. 
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2.3  Comunicar para legitimar

A segurança enquanto serviço público, englobando as polícias 
judiciárias, adquiriu um novo viés, em qual, ante a amplitude das rela-
ções sociais num tempo de expansão frenética da informação, o indiví-
duo passou a ser o objeto segurado, enquanto cabe ao Estado a posição 
de meio para proteger o bem comum: os Direitos Humanos. O que 
leva à proposta de uma “segurança humana” formulada a partir da Es-
cola de Copenhagem e contemplada pelo Relatório sobre o Desenvol-
vimento Humano (PNUD) de 1994 do Programa das Nações Unidas 
para o Desenvolvimento. Tal documento apresentou a nova ideia de 
“enquadramento teórico adequado aos desafios globais de segurança 
[...] que não poderiam se submeter, tão somente, a um enfoque pura-
mente militar. [...] Deveriam incorporar também considerações mais 
amplas de caráter econômico, social, político e ambiental.” (VISA-
CRO, 2018, p. 82, 88). 

Esta compreensão de segurança humana entende que a paz do 
indivíduo não advém da ausência de guerra, mas depende de dois fa-
tores preponderantes: da ‘liberdade de necessidades’ e da “liberdade 
do medo”. Contudo, ante a inoperância do Estado nas outras áreas 
que seriam complementares para abranger esta concepção, pois, como 
se percebe, não contempla apenas os serviços policiais, tem sido atri-
buído unicamente aos órgãos de segurança pública o atendimento às 
demandas de criminalidade advindas das carências sofridas pelo povo 
marginalizado.

A impossibilidade real, porém, incompreensível pela massa 
populacional, de se fazer segurança somente com atuação das polí-
cias, conduz o imaginário social à ideia de ineficiência dos órgãos de 
segurança pública, afetando, por consequência, a imagem de tais ins-
tituições. De onde advém, entre outros fatores, a crise de legitimida-
de enfrentada por este setor, que faz sua atuação ser alvo constante de 
contestação, tanto por atores formais constituídos em uma sociedade 
democrática, quanto pelo o que Cubas (2010) lista como formas de 
controle não fundamentadas em lei, mas não menos importantes, sen-
do estas a imprensa e sociedade civil. 
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De acordo com Mazerolle et al. (2012, p. 12)8, “a legitimida-
de é uma propriedade psicológica de uma autoridade, instituição ou 
arranjo social, que conecta as pessoas à crença de que são adequados, 
convenientes e justos”. Dessa forma, sentem que “a autoridade ou ins-
tituição estão habilitadas a serem respeitadas e obedecidas” – atributos 
essências para o pleno exercício do trabalho policial, pois, ainda con-
forme Mazerolle et al. (2012, p. 13) “a não ser que a polícia seja plena-
mente obedecida pelo público, sua capacidade de manter a ordem fica-
rá inteiramente comprometida”. Os caminhos apresentados por estes 
autores para aumentar a percepção de legitimidade são: 

a)  Uso de procedimento justo durante a abordagem;

b)  Buscando melhorar sua performance e comunicando essas 
melhoras para 

c)  o público;

d)  Aumentando a justiça distributiva;

e)  Atuando de acordo com a lei;

f )  Extraindo força de sua tradicional reputação. 

Entende-se, deste modo, que a legitimação dos órgãos de segu-
rança pública passa por profundo e constante trabalho de posiciona-
mento por meio de estratégias de comunicação, de modo a esclarecer à 
sociedade qual seu real e efetivo papel no contrato social. As operações 
neste segmento são fundamentais para o reposicionamento de imagem 
das polícias, pois contribui para a aproximação com a população, bem 
como atua em contraponto à atuação da mídia tradicional, que, cor-
riqueiramente, contribui para fomentar o imaginário social contra os 
órgãos de segurança pública. 

O desafio das organizações de segurança pública é lidar com 
uma imagem contraditória, de onde se tem a expectativa por mudança 
no relacionamento com os públicos externos, isto, porque, a polícia 
“por um lado pode inspirar admiração, confiança e sentimento de pro-
teção – considerando a noção de uma função social cumprida pela po-
lícia” e, por outro, “o medo, a suspeita e a desconfiança – considerando 
a polícia como símbolo de autoridade e força e mesmo devido ao acú-

8  Livre tradução.
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mulo histórico de abusos do poder policial” (HENRIQUES, 2008, p. 
42). Pontua-se que “o distanciamento entre a polícia e o público”, por 
sua “estrutura burocrática rígida e hierárquica [...]” provoca ainda mais 
a necessidade de a corporação prestar informações “qualificadas que 
orientem melhor o cidadão sobre as possibilidades de participação, 
principalmente em comparação com outras áreas do poder público” 
(HENRIQUES, 2008, p. 40-44). 

Deste modo, “essa ambiguidade nas expectativas sociais em 
relação ao papel da polícia e, consequentemente, na sua imagem pe-
rante a população, constitui um problema delicado, que demarca os 
limites dentro dos quais o relacionamento com os públicos tem lugar”. 
(HENRIQUES, 2008, p. 42). Para a construção de uma imagem po-
sitiva como artifício para a legitimação dos órgãos de segurança, urge 
a necessidade de apropriar os recursos disponíveis neste momento de 
ampla circulação da informação para fomentar no imaginário social os 
paradigmas técnico-científicos do uso da força por meio das institui-
ções policiais. 

Guimarães e Damasceno (2018, p. 38) revelam que “quando 
se fala em controle punitivo, os discursos de deslegitimação são tão ou 
mais difundidos que os discursos formulados em torno de uma pre-
tensa legitimidade”. É, pois, inconcebível que as atividades públicas da 
segurança estejam subordinadas à “sociedade do espetáculo, em que 
ver e ser visto passou a ser sintoma de toda uma geração”. (ROSA apud 
LEANDRO, 2016, p. 22). 

Considerando, ainda, que a mídia é a “principal fonte de in-
formação em uma sociedade de escala, o que se propaga através dos 
meios de comunicação acaba exercendo uma forte influência naqui-
lo que pensamos sobre os mais diversos temas”. (CALDEIRINHA;  
ALBERNAZ, 2009, p. 12). Também as polícias devem fazer uso das 
ferramentas de Comunicação e ocupar espaços disponíveis na mídia 
para desconstruir “mitos que se mostram recorrentes em diversos seg-
mentos da sociedade” (LEANDRO, 2016, p. 2) com relação ao uso 
da força e toda a sua atuação, “viabilizando, desse modo, um encontro 
com a realidade e com as peculiaridades de um confronto”.

Aprofundando esta perspectiva da Comunicação como instru-
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mento de legitimação das polícias judiciárias, pondera-se que “[...] a 
revolução tecnológica dos nossos dias tem uma dimensão sem prece-
dentes, e afeta com uma velocidade espantosa quase todas as atividades 
humanas” (VISACRO, 2018, p. 77). O advento da tecnologia condu-
ziu a humanidade a um novo momento da vida em sociedade. Além 
dos avanços na qualidade de vida por meio do fomento científico, esse 
degrau do desenvolvimento colocou o homem em evidência em detri-
mento do poderia estatal. Pode-se atribuir esta consciência existencial 
ao advento dos meios de comunicação de massa, sejam eles os tradi-
cionais: chamados meios de comunicação social; ou o mais recente e 
avassalador fenômeno das redes sociais, produto da internet. Afinal de 
contas, nas atuais democracias, nada mais deu protagonismo aos go-
vernados do que a liberdade de expressão. 

Verifica-se, assim, o poderio do aparato midiático, em que “os 
profissionais da mídia selecionam e editam eventos e discursos, enqua-
drando significados a partir da própria lógica e de seus modos opera-
tórios” (MAIA, 2006, p. 7). A partir do que se entende, há ainda mais 
a importância das organizações de segurança pública estarem prepara-
das para falar com a imprensa, buscando a legitimação de sua atuação. 
Até porque, “legitimidade se confunde com racionalidade. Assim, se o 
discurso jurídico-penal se mostrar racional e se o sistema penal atuar de 
acordo com tal racionalidade, restará alcançada a legitimidade preten-
dida” (ZAFARONI apud GUIMARÃES; DAMASCENO, 2018, p. 
40). Entretanto, para que todo este investimento, ora justificado, em 
Comunicação seja válido, o discurso deve ser coerente e socialmente 
verdadeiro. 

3. Relacionamento entre polícia e imprensa 

da dinâmica entre as obrigações legais, pontuadas na primeira 
parte desta discussão, e a construção de legitimidade perante a socieda-
de que delega o poder à instituição policial, emerge a visão estratégica 
para uma comunicação institucional efetiva, numa concepção de ges-
tão pública que vislumbra, nos processos comunicacionais, importante 
ferramenta para atingir seus objetivos organizacionais (ANJOS, 2018). 
Seguindo nessa perspectiva, chega-se à proposta de que as polícias ju-
diciárias devem apropriar-se das dimensões da Teoria de Comunicação 
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Pública, que “entende ser de responsabilidade do Estado e do Governo 
– e, por consequência, das polícias – estabelecer um fluxo informativo e 
comunicativo com seus cidadãos” (BRANDÃO, 1999, p. 3). 

Esta é uma abordagem adequada para as organizações policiais 
trabalharem a sua imagem e se atentarem ao dever de transparência e 
publicidade, inerentes ao serviço público, pois é “uma forma legítima de 
um governo prestar contas e levar ao conhecimento da opinião pública 
os projetos, ações, atividades e políticas que realiza e que são de interesse 
público” (BRANDÃO, 1999, p. 3). Todavia, entre as estratégias de co-
municação institucional, o relacionamento com a imprensa destaca-se 
por este ator social estar assentado na base moral da aferição por accoun-
tability, como sugere Triches (2013, p. 49) ao afirmar que o “Jornalismo 
deve seguir fiscalizando os poderes, haja vista que não relaciona exclusi-
vamente números; não se baseia somente no cumprimento das leis des-
critas; e não relega o interesse do público nas suas pautas”. 

Dentre as ferramentas que compõem o aparato de técnicas que 
integram a Comunicação Pública, o relacionamento com a imprensa 
difere-se da publicidade – aquela propaganda direta, difundida em for-
mato de anúncio pago. A informação comunicada por meio jornalístico, 
na chamada mídia espontânea, é revestida do valor-notícia, ou seja, tem 
potencial muito maior junto ao imaginário da audiência, já que há a con-
cepção de que o Jornalismo persegue a verdade sobre os fatos. 

Entre os principais motivos para a aproximação da instituição 
pública e a imprensa, e, pode-se afirmar, um aspecto que não recebe a 
devida importância por parte da gestão comunicacional das polícias 
judiciárias devido à incipiente cultura organizacional na área, “está a 
divulgação da marca institucional gratuitamente na mídia espontânea, 
assim como a credibilidade de uma matéria jornalística, que chega a 
ser seis vezes superior a de um anúncio publicitário, segundo o ‘pai da 
propaganda’ David Ogilvy (SALDANHA, 2018, p. 39).

Nesta relação entre polícia e mídia há ainda questões de bas-
tante subjetividade a serem observadas, pois influenciam potencial-
mente na qualidade da informação. Um desses pontos é a imagem 
das polícias retratadas, atualmente, pela imprensa, muitas vezes, num 
flagrante desserviço social e afronta ao poderio estatal. “A carência de 
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um corpo técnico e doutrinário sistematizado atinente à práxis policial 
no Brasil, somada à interação relacional usualmente conturbada entre 
polícia e mídia”, combina-se com o potencial julgador propagado pe-
los veículos de comunicação, acarretando “não somente uma violência 
contra os direitos humanos dos operadores da segurança pública, mas 
um fenômeno deletério às instituições republicadas e ao próprio Esta-
do” (MEIRELES, 2018, p. 73).

A esta altura, já é possível compreender que, “no entanto, a ex-
posição na imprensa não é suficiente para garantir o sucesso de uma 
entrevista, pois qualquer deslize do porta-voz pode gerar problemas 
para a organização” (SALDANHA, 2018, p. 14). A imagem da insti-
tuição pode ser facilmente comprometida ou, até mesmo, a reputação 
construída ao logo dos tempos destruída por possível postura reativa 
de um porta-voz com respostas grosseiras, omissões ou falta de clareza.

Verificado, assim, o poderio do aparato midiático, em que “os 
profissionais da mídia selecionam e editam eventos e discursos, enqua-
drando significados a partir da própria lógica e de seus modos opera-
tórios” (MAIA, 2006, p. 7), verifica-se a importância de as organiza-
ções públicas prepararem seus gestores para falar com a imprensa. “O 
modo pelo qual a polícia é retratada pelos mass media constrói signos 
da instituição policial pela sociedade e da própria forma como a polícia 
abstrai seu lugar perante o mundo” (MEIRELES, 2018, p. 74). 

3.1 Aplicação de media training voltado à polícia 
judiciária

As peculiaridades da atividade policial e do cargo de delegados 
colocam a instituição em posição delicada, sendo, então, fundamental 
que seus porta-vozes estejam tecnicamente capacitados para atender 
as demandas no campo da comunicação institucional, pois podem ser 
chamados “a falar a qualquer instante e, em geral, será em momento 
de crise” (FORNI, 2012). Dois são os principais pontos negativos na 
relação polícia e jornalistas: 

Um equívoco comum de gestores de organizações é achar 
que fala com a imprensa “quando” e “se” quiser. Se você 
está num cargo público precisa falar. Isso faz parte do jogo 
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democrático; o público tem direito à informação. [...] Os 
acontecimentos sociais, políticos e econômicos dependem 
de visibilidade para existir, falou explicando que o que não 
sai na imprensa, não é noticiado, não deixa registro e, para 
todos os efeitos, é como se não tivesse existido. Nesse senti-
do, o professor destacou que grande parte do que vai para 
o jornal é de responsabilidade de “fontes competentes”. 
(FORNI, 2012).

Os pontos acima elencados estão atrelados ao despreparo dos 
porta-vozes das organizações enquanto fontes para a imprensa. Para 
preencher esta lacuna, o planejamento estratégico de Comunicação 
de uma instituição tem disponível o recurso de capacitação em media 
training. Ferramenta que congrega esforços em treinar pessoas que li-
dam com a imagem, têm contato direto com veículos de comunicação 
e jornalistas. 

A proposta não é somente aparelhar esses interlocutores de 
técnicas de impostação de voz, postura adequada em fotografias, etc., 
mas, principalmente, prepará-los para conhecer como funciona a dinâ-
mica da imprensa, as características de cada tipo de plataforma e, assim, 
terem propriedade para identificar espaços disponíveis e potencializar 
a relação. “Investir em media training é importante para quem busca 
esse espaço na sociedade, para quem deseja entender melhor o que é a 
mídia e como ela funciona, bem como manter com ela uma boa rela-
ção” (SATC, 2018). 

Uma máxima a se defender é que os gestores, quais sejam de 
empresas privadas ou do setor público, não necessariamente precisam 
saber e dominar todos os ramos do conhecimento fundamentais para 
administração de sua corporação. Em relação à Comunicação da orga-
nização policial é a mesma lógica. É primordial, porém, que os delega-
dos conheçam os processos e estejam preparados para tomar decisões 
quando houver as demandas, principalmente, no que compete a esta 
pesquisa, no relacionamento com a imprensa. 

Neste segmento em específico, mais do que saber dar uma en-
trevista para uma emissora de rádio ou canal de televisão, ou ainda a 
diferença entre reportagem de revista e matéria de jornal diário, a fonte 
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da notícia – o policial no caso – deve saber diferenciar uma platafor-
ma da outra, suas características e particularidades, de modo a identifi-
car como potencializar a imagem da instituição neste relacionamento 
mídia e polícia. “A mídia desempenha um papel fundamental, por ser 
mais do que mero repertório de narrativas ordenadas [...] e estratégias 
de produção de sentido, mas pelo modo com que os sujeitos interlo-
cutores se encontram implicados nos discursos midiáticos” (MEIRE-
LES, 2018, p. 74). 

Ao internalizar a ideia de que a imprensa é o elo democrático 
entre poder estatal e sociedade, percebe-se que o repórter é o primeiro 
público a ser conquistado quando se tem o interesse em transmitir in-
formação ou qualquer conteúdo institucional. Esse é o profissional que 
tem a missão de intermediar a comunicação, portanto, é percorrendo 
os caminhos desvelados pelo media training que gestores conhecem 
um pouco das particularidades que envolvem a função exercida pelo 
jornalista e, assim, conseguirão desenvolver as potencialidades quando 
de uma relação direta entre tais partes.

Resgatando o ponto do início desta seção em que se destacou a 
relevância da informação institucional divulgada espontaneamente com 
caráter jornalístico, cabe ressaltar que, também para melhor fazer uso dos 
espaços disponíveis nos veículos de imprensa, demandam-se porta-vozes 
devidamente preparados. Para atingir a missão de divulgar gratuitamen-
te fatos noticiáveis de forma positiva, é preciso de fontes preparadas, isso 
porque, quando “conhecem e sabem lidar com a imprensa conseguem 
mais visibilidade, dialogam melhor com a sociedade, minimizam riscos 
[...]” (DUARTE apud SALDANHA, 2018, p. 43).

A preparação de todos os gestores de polícia judiciária, pela 
particularidade de que cada um deles, por exemplo, têm autonomia 
dentro de suas responsabilidades, contribui para a proposta de que o 
media training “deve abarcar tanto a alta gestão quanto outros cola-
boradores ou gestores que possam se tornar porta-vozes das organi-
zações” (SALDANHA, 2018, p. 43). A ideia de polifonia dentro da 
corporação atende à demanda natural dos diversos veículos de comu-
nicação pela “existência de vários especialistas que possam servir como 
fontes para a imprensa em diversos temas, sejam eles técnicos ou políti-
cos” (ASSAD; PASSADORI apud SALDANHA, 2018, p. 43). 
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O media training também é primordial para descontruir bar-
reiras que hajam por parte do policial em relação à imprensa, pois, “a 
cobertura dos veículos de comunicação de massa por vezes fomenta 
descrédito e descrença da população para com as instituições, desle-
gitimando o papel institucional, deformando o modo pelo qual esses 
organismos se veem e atuam” (MEIRELES, 2018, p. 81). Essa pos-
tura de considerável e abrangente parcela da mídia “têm prestado um 
desserviço à sociedade, porquanto exorbitam suas funções, distorcem 
fatos e provocam graves consequências” (MEIRELES, 2018, p. 74). 

Nesta perspectiva, a técnica ora proposta, “encara a dificuldade 
de vencer resistências dos seus participantes, os quais podem ter es-
tereótipos ou preconceitos contra a imprensa, e quebrar essa barreira 
torna-se uma tarefa desafiadora” (SALDANHA, 2018, p. 44). Por to-
das as informações até aqui expostas, fica claro que a fonte que conhece 
o funcionamento da imprensa e seus pormenores sabe como melhor 
atender aos jornalistas, “inclusive utilizando linguagem adequada e sa-
bendo improvisar quando necessário” (SALDANHA, 2018, p. 47). 

Para atingir este nível de capacidade técnica no relacionamen-
to entre polícia e imprensa, o treinamento a ser aplicado deve traduzir 
aos participantes a matriz que impulsiona os movimentos deste outro 
integrante da relação. A intenção é que o porta-voz da corporação poli-
cial entenda com mais “profundidade a ética e a política de atendimen-
to aos jornalistas, a essência do trabalho jornalístico e a compreensão 
de que a postura autoritária e controladora deve ser substituída por 
outra acessível e disposta a dialogar com a sociedade” (SALDANHA, 
2018, p. 44). 

3.1.1 Comunicação no gerenciamento de crise na 
instituição policial

Considerando todo o panorama discorrido, dá-se conta de que 
a atividade desenvolvida pelas polícias judiciárias está sempre no limiar 
de uma possível crise, já que as corporações de segurança pública estão 
na vitrine da mídia e, na maioria das vezes, com a imagem distorcida e 
demonizada. Corriqueiramente, fatos de “baixa repercussão negativa 
ganham contornos gigantescos. Uma espécie de cultura de desvaloriza-
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ção das forças policiais, muitas vezes, em prol de grupos cujos interesses 
são espúrios” (GIROTTO, 2017, p. 165). Portanto, há “concordância 
de que existe relação direta entre preparação do executivo para ser por-
ta-voz e imagem da instituição, especialmente com o crescimento das 
redes sociais” (SALDANHA, 2018, p. 44).

Tratando-se, agora, então, especificamente de fatos negativos, 
não é incomum no setor público os gestores acreditarem que as crises 
de imagem destas instituições não comprometem a sua perenidade e 
eficácia por se tratarem de organismos legalmente constituídos. Pensa-
mento cada vez mais em descompasso com o cenário contemporâneo 
em que a difusão da informação é em velocidade vertiginosa. A lógica 
é a mesma em se tratando de instituição de segurança pública. “O fato 
de as organizações policiais prestarem atividade pública relevante e in-
dispensável não impede que determinado evento de crise as atinja e 
ocasione graves danos a sua imagem [...]” (GIROTTO, 2017, p. 149).

E na busca pela legitimidade do trabalho policial, como abor-
dado anteriormente, a Comunicação tem papel estratégico, já que a 
imagem das organizações consiste em seu “bem de maior importância 
– sua reputação – pois representa a mantença de seu mercado e, no 
caso das instituições públicas, a credibilidade necessária para o desem-
penho do papel para o qual foi legalmente constituída” (GIROTTO, 
2017, p. 166). Nesse sentido, há que se ter sempre em mente que a 
tecnologia e a amplitude do mundo digital dimensionam exponencial-
mente qualquer evento negativo.

Viu-se até aqui que é imprescindível que as polícias judiciárias 
capacitem seus porta-vozes em media training – técnica com o “obje-
tivo de fazê-los entender como a mídia funciona e a forma de interagir 
com jornalistas”, permitindo “criar e fortalecer a cultura de comunica-
ção que deve estar presente em toda empresa, além de conseguir uma 
maior visibilidade, favorecer o diálogo e, com isso, enfrentar as crises 
de uma maneira mais eficiente” (ASSIS; ISIDORO, 2013, p. 76).

Ao compilar todos estes conceitos teóricos e relacioná-los com 
a atividade policial, confirma-se a importância da aplicação do media 
training como ferramenta de capacitação de gestores da PCSC para 
profissionalizar a comunicação entre a instituição e a imprensa, haja 
vista o dever de transparência e informação do serviço público e o pa-
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pel de controle social e fiscalização desempenhados pela mídia. Sem 
deixar de considerar, é claro, o cenário tecnológico atual, que impul-
sionou ainda mais o atual panorama da Era da Informação, conceito 
abordado no Capítulo 1, proporcionando que outros canais de comu-
nicação, além dos tradicionais veículos de imprensa, emergissem, di-
versificando as plataformas.

O fenômeno das redes sociais provocou profunda mudança 
de comportamento no consumo de informação pelos indivíduos das 
variadas faixas etária. Dessa forma, quando este artigo problematiza a 
necessidade de fomento na relação da polícia judiciária com a impren-
sa, por consequência desses novos paradigmas, estende-se o mesmo 
raciocínio para todas as mídias disponíveis a atingir, com efetividade, 
a variedade de públicos-alvo das organizações policiais. A informação 
propaga-se em proporções antes inimagináveis, o que faz com que “a 
exigência de alto nível de profissionalização neste campo decorre do 
acelerado processo de mudança e sofisticação no universo midiático e 
de disputa acirrada pelos espaços mais nobres nos veículos de comuni-
cação” (LUCAS, 2007, p. 8). 

4. Considerações finais

A Polícia Civil de Santa Catarina deve, urgente, buscar seu 
reposicionamento de imagem perante a sociedade do Estado, e esse 
processo passa pelo sucesso das estratégias de Comunicação que lançar 
mão. Os espaços institucionais perdidos em passado recente decorrem, 
também, de uma postura passiva ante a modernização da gestão públi-
ca em paralelo aos avanços tecnológicos e consequente amplitude do 
aparato midiático. 

A construção da legitimidade da corporação policial perpassa a 
construção de sentidos junto aos diversos públicos. De onde demanda, 
como exposto ao longo da discussão proposta nesta pesquisa, o estrei-
tamento de sua relação com a imprensa, potencializando as ferramen-
tas disponíveis – entre elas, a liberdade de que todos os gestores sejam 
porta-vozes propagadores da informação institucional. 
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Para tanto, é fundamental que estes comunicadores estejam ca-
pacitados a identificar e ocupar os espaços disponíveis nos veículos de 
comunicação em cada cidade em que há uma delegacia. Como visto, 
é por meio da participação em aperfeiçoamento pelo método media 
training que os gestores da PCSC estarão com o olhar sensível à im-
portância dos processos de Comunicação e o estreito relacionamento 
com a imprensa. 

Posicionando-se dentro desta perspectiva, além de potenciali-
zar os objetivos institucionais, o agente público também observa os 
preceitos legais do direito constitucional à informação e cumpre o de-
ver legal de prestação de contas pelo poder que lhe foi conferido pelo 
povo. Esta postura de gestão contemporânea, por sua vez, adequa-se 
aos princípios de Accountability, indo além de explicar-se perante uma 
demanda negativa, mas proporcionando amplo acesso às decisões que 
norteiam o trabalho de polícia judiciária desempenhado.

Tem-se, então, que urge a necessidade de a PCSC apropriar-se 
dos benefícios descortinados por este momento de ampla circulação 
da informação para fomentar no imaginário social os paradigmas téc-
nico-científicos do uso da força por meio das instituições de seguran-
ça. Isto, porque, cabe à polícia o papel de pensar a si mesma, de modo 
reflexivo [...]”, vindo a “atuar harmoniosamente junto aos veículos de 
comunicação de massa”, provendo informações claras, precisas e técni-
cas “em homenagem ao princípio constitucional da publicidade, com 
fito de promover o interesse público – que é diverso do interesse do 
público” (MEIRELES, 2018, p. 82).

Conclui-se, portanto, que também a atuação das forças poli-
ciais, que detêm o direito do uso da força, está pautada, neste momen-
to, no protagonismo do cidadão e deve adequar-se aos anseios da socie-
dade contemporânea. Assim, também as polícias devem fazer uso das 
ferramentas de Comunicação e ocupar espaços disponíveis na mídia 
para desconstruir a controversa imagem levianamente atribuída aos 
órgãos de segurança pública e ir além disso: projetar-se como institui-
ção base para a ordem social.

Desta forma, após ampla abordagem dos aspectos legais e téc-
nicos que confirmam os motivos pelos quais a PCSC deve fomentar 
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seu relacionamento com a imprensa em seus diversos canais de difusão 
da informação junto à sociedade catarinense, há que se afirmar que o 
primeiro passo a ser trilhado é criar dentro da instituição mecanismos 
de capacitação do seu corpo de porta-vozes. Meireles (2018, p. 82) cor-
robora com esta proposta ao apontar que “é necessária não apenas a 
existência formal de um setor de comunicação social no organograma 
da instituição, mas que ele seja atuante, prevendo, entre outras, a devi-
da realização de media training para os porta-vozes”.

Para tanto, faz-se fundamental a solidificação de uma discipli-
na voltada para a gestão da Comunicação institucional logo no curso 
de formação inicial de delegados, bem como a capacitação continuada 
daqueles que já compõem o quadro de efetivo. A proposta é sensibili-
zar o olhar dos gestores para os processos de Comunicação como alia-
dos da administração pública e fomentar a valorização desta cultura de 
forma constante e atualizada aos avanços tecnológicos e transforma-
ções midiáticas.

Após percorrer o caminho delimitado pelo projeto deste arti-
go, o aprofundamento teórico-científico apontou para amplo campo 
a ser problematizado e desbravado na temática do relacionamento de 
polícia judiciária com a imprensa, ante a profunda ligação da harmo-
nia destes atores sociais para a consolidação e legitimidade do trabalho 
policial na contemporaneidade. A consciência de que a abordagem ora 
proposta não se esgota em si, muito pelo contrário, amplifica o olhar e 
sugestiona novo caminho para continuidade. 

Sendo assim, vislumbrando que cabe ao método media training 
instrumentalizar os porta-vozes da organização para o relacionamento 
com a imprensa, considera-se, também, que, tão importante quanto 
ter a consciência de que é necessário informar, estratégico se faz discu-
tir o que dizer. Ou seja, cabe também ao treinamento técnico desen-
volver no participante a habilidade para identificar o objetivo daquela 
possível comunicação a ser promovida com a informação difundida. 
Isso porque envolve escolha consciente de quando e como dizer, quais 
plataformas são mais adequadas para cada construção. Contudo, esta 
construção de sentidos demanda complexa abordagem, que não coube 
como objeto deste trabalho.
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Propõe-se, ainda, a realização de uma pesquisa de campo jun-
to a delegados de polícia e jornalistas. Ao buscar ouvir os envolvidos 
no tema, o objetivo seria, muito primariamente pensado, verificar as 
demandas que ambos enfrentam na convivência prática desta relação, 
muitas vezes, como foi visto, conflituosa. Ruídos esses que podem ser 
analisados, justamente, pela, até então, falta de compreensão do quão 
fundamental é este caminho com via dupla entre as partes na consoli-
dação de uma sociedade democrática. 
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POLICE ACCOUNTABILITY AND PRESS: 
application of media training for 
construction of legitimacy

ABSTRACT

This article addresses the relationship between the judiciary police and the professional 
media to carry out the Accountability process - accountability of these institutions that 
have the state monopoly on the use of force. This relationship is still in the constitutional 
right to information. Press and police are two fundamental segments of life in society, 
both focusing on the public interest of their area. By qualifying the management of insti-
tutional information, in order to enhance the communication strategies, such processes 
directly reflect on the construction of the legitimacy of police activity. Therefore, the 
training of managers of these corporations through the media training method contrib-
utes to demystify the aspects that involve police work and its interface with the press, 
considered the basis of a democratic society.

Keywords: media training; relationship with the press; accountability; judiciary po-
lice; right to information.
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RESPONSABILIDAD POLICIAL Y PRENSA:la 
aplicación de media training para 
construcción de legitimidad

RESUMEN

El relacionamiento entre las policías judiciales y los medios de comunicación profesio-
nal para hacer efectivo el proceso de responsabilidad- deber de prestación de cuentas 
por parte de esas instituciones que detienen el monopolio estatal del uso de la fuerza. 
Relación esta aún basada en el derecho constitucional a la información. La prensa y la 
policía son dos segmentos fundamentales de la vida en una sociedad, ambas con aten-
ción en el interés público de su área de actuación. Al calificar la gestión de la formación 
institucional, de modo a potencializar sus estrategias de comunicación, tales procesos 
se reflejan directamente en la construcción de la legitimidad de la actividad policial. Se 
concibe así, que la capacitación de los gestores de estas corporaciones por el método en-
trenamiento de medios para desmitificar los aspectos que involucran el trabajo policial 
y su relación con la prensa, base de una sociedad democrática. 

Palabras clave: relacionamiento con la prensa; responsabilidad; policía Judicial; 
derecho a la información.   
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RESUMO

Com a crescente difusão das tecnologias de comunicação e informação, o uso das redes 
sociais está presente em todas as classes e camadas da sociedade, que utilizam tais plata-
formas digitais para interagir, trocar e compartilhar conhecimentos e informações. Nes-
ta conjuntura as empresas privadas e instituições públicas também passaram a utilizar 
este espaço digital; aquelas buscando ampliação de seu mercado, fidelização de clientes 
e aumento de vendas; estas, por sua vez, cumprindo função normativa de interesse social 
consistente em levar informação ao cidadão, destinatário de seus serviços, bem como 
melhorar sua imagem e grau de credibilidade perante o público, por meio de uma co-
municação adequada das atividades realizadas cotidianamente. Neste cenário, o artigo 
em comento analisa as redes sociais utilizadas atualmente pela Polícia Federal brasileira 
(PF), observando seu alcance, atualidade e a receptividade do público que compartilha 
estas plataformas digitais. 

Palavras-chave: redes sociais; Polícia Federal; sociedade em rede; plata-
formas digitais; internet. 

“Ciência e tecnologia revolucionam nossas vidas, mas a me-
mória, a tradição e o mito moldam nossas respostas”. 

Arthur Schlesinger

Introdução

Nos tempos hodiernos, nos quais nos deparamos com a cha-
mada era da informação, presenciamos um cenário social em que novas 
tecnologias são postas à disposição das pessoas, em escala gigantesca, 
possibilitadas, em especial, pela inserção no mercado de aparelhos ele-
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trônicos conjugados com recursos de acesso à internet, que permitem 
maior facilidade e rapidez na comunicação interpessoal. 

Este conjunto de elementos inclusive altera, de maneira substan-
cial, hábitos ou determinados modos de comportamento (como exem-
plo, o fato de que o envio de telegramas foi eliminado em vários países, 
justamente em razão de facilidades oferecidas pelo aparato tecnológico 
posto à disposição). A Índia abandonou o uso do telegrama, em 2013, 
o governo decidiu acabar com o serviço, que sucumbiu frente a novas 
tecnologias (ÍNDIA, 2013). Em 2017, foi a vez da Bélgica eliminar o 
serviço, ante a baixa demanda dos anos anteriores (APÓS, 2017). 

Parece-nos consensual que com o avanço das tecnologias de 
comunicação e informação e o advento da globalização, as relações 
interpessoais que estavam ligadas, sobretudo, às formas impressas, ao 
rádio e à televisão, modificaram-se, criando, por consequência, novas 
ferramentas, de fácil acesso, que permitem uma rápida troca de infor-
mações e atualização em tempo real.

Essa transição dos meios tradicionais massivos (rádio, televi-
são, jornal) para as mídias digitais permitiu que determinado evento 
com caráter noticioso, após ocorrido, em alguns minutos, chegasse aos 
habitantes de um grande centro europeu e, quase de maneira instantâ-
nea, aos moradores de um pequeno vilarejo de uma planície africana. 
Justamente este novo tempo que vivenciamos deu ensejo à democra-
tização da informação, proporcionada, neste aspecto particular, pela 
utilização das redes socais.

No âmbito deste novo cenário de tecnologia comunicacional 
digital, os órgãos policiais e, neste contexto, a Polícia Federal (PF), 
também fazem uso de plataformas de redes sociais com a finalidade 
de levar ao público externo notícias acerca de seu trabalho cotidiano, 
referentes a atividades administrativas e de polícia, na manutenção da 
lei e da ordem. 

A investigação aqui desenvolvida, acirrada pela curiosidade do 
tema e dentro dos estudos como mestrando em Comunicação e Me-
dia, no Politécnico de Leiria (Portugal), visa examinar a utilização das 
redes sociais na comunicação externa da PF quando da divulgação de 
suas ações, quer sejam de natureza policial ou administrativa.



255Revista Brasileira de Ciências Policiais

Brasília, v. 12, n. 6, p. 253-280 , Set.-Dez./2021

João Carlos Girotto

O artigo empregou a metodologia qualitativa exploratória, por 
meio de pesquisa bibliográfica em publicações dá área de comunicação 
social, e quantitativa, com a compilação de dados obtidos das redes 
sociais utilizadas pela PF.  

Além disso, incontestável a pertinência e adequação do tema 
ao contexto atual, visto que o grau de confiabilidade da população na 
instituição Polícia Federal decorre diretamente de sua visibilidade mi-
diática e adequação de seu produto informativo. 

2.  A era da informação

A partir do momento em que o Homem de Neandertal – con-
siderado por muitos antropólogos ancestral direto do homem mo-
derno (SANTOS, 2014) – passou a viver em agrupamentos e a criar 
formas básicas de organização para caça de animais, pesca e coleta de 
alimentos, a comunicação desempenhou papel crucial na sobrevivên-
cia e no próprio desenvolvimento da espécime, avançando com a in-
venção e utilização de estruturas linguísticas, tornando-se o ser huma-
no um animal social.

Inicialmente, essa transmissão de informação e de conheci-
mento - que remete ao significado do verbo “comunicar” como “trans-
mitir informação, estabelecer comunicação ou ter conexão” (COMU-
NICAR, 2020) -, realizava-se de forma rudimentar, não verbal, por 
meio de gestos, sons, grunhidos, desenhos e, com o passar dos tempos, 
alcançou o aspecto verbal com a constituição de pequenas palavras e 
na posterior criação do alfabeto e formação de textos escritos, vindo o 
homem a desenvolver plena capacidade de conceber, transmitir e in-
formar adequadamente. 

Na busca do desenvolvimento e para vencer distâncias, o ser 
humano criou diversas formas para transmitir informação, destacan-
do-se a comunicação por meio de sons - como, por exemplo, através 
de tambores na África, sinos para transmitir a mensagem de que era a 
hora de ir à igreja, o uso do clarim que ecoava como um sinal de aler-
ta entre recuar ou atacar em uma guerra (MARTINS et al., 2018) - e 
outros tantos meios convencionais, como o envio de mensagens por 
estafetas militares e o uso do pombo-correio. 
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Com a criação do telégrafo, no século XIX, por Samuel Morse, 
- aparelho emissor de sons transmitidos em códigos para enviar men-
sagens de longa distância, que teve a primeira ocorrência em 1831 -, 
ocorreu um sobressalto no encurtamento do tempo para que o recep-
tor tomasse ciência de determinada informação, mostrando-se tal in-
vento um divisor de águas. 

O uso do telégrafo de Morse permitiu grandes avanços, com 
o melhoramento de outras técnicas de comunicação e transporte au-
mentando o volume e a velocidade das transações, passou-se a exigir, 
também, uma nova forma de organização das relações entre compra-
dores e vendedores, cuja ligação começou a ser feita por uma organiza-
ção e uma estrutura de gestão (SUBTIL, 2014). 

Na segunda metade do século XX, a ARPANET, primeira rede 
de computadores que entrou em funcionamento em 1969 nos Estados 
Unidos, mostrou-se um grande catalizador para a criação de novas tec-
nologias de difusão da informação, sendo o principal elemento para a 
invenção e o desenvolvimento da Internet (PEREIRA;  SILVA, 2012) 
e permitindo a criação de outras tecnologias associadas. 

É certo afirmar que depois do invento da televisão, em 1930, que 
passa a crescer sistematicamente, tornando-se dominante a cada ano, a 
Internet desponta como uma das 25 maiores inovações das últimas dé-
cadas, segundo lista elaborada por especialistas em tecnologia reunidos 
pelo Lemelson-MT Program (BENATTI, 2008), avançando a  socieda-
de para a formação de uma grande comunidade global interconectada.

Igualmente oportuno salientar que, na última década, vivencia-
mos o surgimento de inéditos meios usados para comunicação, que ga-
nharam maior funcionalidade, interatividade e rapidez na transmissão 
de informações, avanços possibilitados, sobretudo, por novos equipa-
mentos (telefones, smartphones e tablets) que são disponibilizados no 
mercado, com acesso de praticamente todas as camadas da população.

1  Em 6 de janeiro de 1838, Samuel Morse demonstrou pela primeira vez o seu principal invento, 
o telégrafo, na Metalúrgica Speedwell, em Nova Jérsei, nos Estados Unidos. O telégrafo, 
aparelho que utiliza impulsos elétricos para transmitir mensagens codificadas através de um 
cabo, revolucionaria a comunicação de longa distância.
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A utilização de celulares conjugados com recursos de Internet 
chegou ao alcance de todos, eliminando ou diminuindo o uso de lan-
ternas, rádios-relógios, agendas, máquinas fotográficas, filmadoras e 
muitas outras coisas, e mais, o aparelho tornou cada cidadão conecta-
do e apto a ter determinada voz, permitindo a pessoas comuns torna-
rem-se, no mundo virtual, editor, repórter, dono de jornal e camera-
man (KARNAL, 2019).

Os meios para as pessoas comunicarem-se vêm tendo conside-
ráveis avanços, especialmente com o surgimento de novos atores nesse 
processo, que antes ficavam relegados a um cenário secundário. Con-
forme aponta Grassi e Marques (2018), a comunicação, que antes era 
de um para muitos (one-to-many communication model), hoje é carac-
terizada como sendo de muitos para muitos (many-to-many communi-
cation model), decorrente da constante e veloz evolução da tecnologia.

3. Redes sociais no contexto atual

Os termos redes sociais e mídias sociais são utilizados frequen-
temente como sinônimos, contudo, oportuno sublinhar que o vocábu-
lo mídia social é mais comumente empregado para referir-se ao canal 
ou o meio pelo qual se desenvolve uma comunicação, ou seja, enten-
dido também como o recurso pelo qual uma informação é transmitida 
(CAMPOS et al., 2009), ao passo que rede social diz respeito a espaços 
virtuais onde pessoas, grupos de pessoas e empresas se relacionam de 
forma constante. 

As redes sociais estão profundamente relacionadas ao desen-
volvimento de novas tecnologias de informação, com ligação umbilical 
ao avanço da chamada era do conhecimento, bem como a modifica-
ções culturais e de convivência social. O conceito de rede social (social 
network) foi utilizado pela primeira vez em 1954, pelo antropólogo 
britânico John A. Barnes (FIALHO, 2017).

Este conceito de rede engloba compreensões distintas no cam-
po das ciências sociais, especialmente na antropologia e na comunica-
ção, contudo, os diversos autores, inclusive Barnes, que em 1960 em 
seu artigo intitulado “Redes sociais e seu aspecto político” ampliou o 



258 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Brasília, v. 12, n. 6, p. 253-280 , Set.-Dez./2021

A comunicação externa na polícia federal brasileira com o uso das redes sociais

conceito já utilizado por ele, afirmando que nas redes os indivíduos 
irão se articular a partir de interações e não, como havia formulado 
anteriormente, a partir de composições egocêntricas. Há, contudo, um 
ponto em comum nos diversos autores no que diz respeito ao concei-
to de rede - sua capacidade de articulação e rearticulação permanente 
(ENNE, 2004).

Releva notar que recentes avanços tecnológicos, especialmente 
a interconectividade trazida pela web, rede que conectou computadores 
em nível planetário, permitiram alterações consubstanciais nas concep-
ções acerca da chamada mídia de massa, que antes era afeta à imprensa, 
ao cinema, ao rádio e à televisão (mídias tradicionais). Não se trata aqui 
de desqualificar ou desmerecer esses tipos de mídia que, a despeito do 
avanço considerável das redes sociais, ainda tem considerável poder de 
penetração em face a características societárias e geográficas.

4. As novas tecnologias e as mudanças de 
comportamento

Esse impulso tecnológico determinou uma mudança do tipo 
de comportamento nas interações socais e, por consequência, levou 
a um novo processo comunicativo, com implicações técnicas, éticas 
e morais (KUNSCH, 2007). Hoje, tornou-se quase raridade receber 
cartões impressos, alusivos ao Natal ou a qualquer outra data come-
morativa. Convivemos com cartões digitais, apresentados em diversos 
modelos e escritos em diferentes textos, que permitem rápida persona-
lização. Cartões em papel tornaram-se praticamente objetos relativos 
ao saudosismo.

Segundo Assunção, citando Foucault (2014), existem quatro ti-
pos de tecnologias presentes na cultura ocidental (tecnologias de produ-
ção, tecnologias dos sistemas de signos, tecnologias de poder e tecnolo-
gias de si). O autor aponta como tecnologias de si aquelas que permitem 
aos indivíduos efetuarem, com seus próprios meios ou com a ajuda de 
outros, um determinado número de operações em seus próprios corpos, 
almas, pensamentos, conduta e modo de ser, permitindo uma transfor-
mação com intuito de alcançar um certo estado de felicidade, pureza, sa-
bedoria, perfeição ou imortalidade (ASSUNÇÃO, 2019). Exatamente 
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neste campo se inserem os personagens ativos e passivos das redes sociais, 
porquanto tais plataformas colocam à disposição novas ferramentas que 
permitem o compartilhamento instantâneo de vídeos, fotos e documen-
tos, incorporando diferentes funcionalidades, permitindo maior credi-
bilidade e autenticidade no envio de qualquer tipo de conteúdo. 

Em que pese a existência de inúmeras redes sociais, estas mantêm 
uma estrutura base que consiste num registro na rede e na criação de um 
perfil com base nos dados pessoais do utilizador, que pode ser público, 
semipúblico ou privado (SAIOTE, 2013), permitindo a seu utilizador 
a estipulação de parâmetros quanto à visualização de dados de caráter 
subjetivo por parte de outro personagem que integra a plataforma. 

5. Redes sociais e seus públicos

Atualmente, existem inúmeros tipos de redes sociais, com dife-
rentes finalidades e públicos-alvo, que têm foco em contatos profissionais, 
amizades, relacionamentos amorosos, pesquisas, dentre outros (HUGO; 
PAIVA, 2011), e que possibilitam o envio de vídeos, imagens, fotos, textos, 
mensagens de voz, compartilhamento de publicações etc., trazendo, assim, 
uma gama de modalidades de transmissão de informações.

O avanço tecnológico por que passam as telecomunicações, 
imprensa, rádio, televisão, computadores, Internet e transmissões via 
satélite, impele a sociedade a um novo comportamento e, consequen-
temente, a um modulado processo comunicativo social, com inúmeras 
implicações técnicas, éticas e morais (KUNSCH, 2007).

Cumpre mencionar que isso leva à criação de comunidades vir-
tuais, as quais têm por base a formação de relações sociais, tal como no 
conceito tradicional, contudo, se distinguem pela ausência de espaço 
físico e por uma distância geográfica virtual: o espaço e o tempo coli-
dem no ciberespaço. (COSTA, 2005, apud SAIOTE, 2013). 

Neste caminho, a televisão deixou de ser o único meio parti-
lhado por todas as classes e faixas etárias e, no panorama atual, em face 
do uso de redes sociais, vislumbramos grupos de pessoas que, muitas 
vezes, contam com indivíduos radicados em diferentes locais do globo 
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e, mesmo assim, interagem de forma constante quanto a determinados 
assuntos ou informações.

As redes digitais não afetam somente códigos referentes ao bi-
nômio texto/imagem, como a imprensa tradicional televisiva, na qual 
a comunicação é por meio de imagem e som. A nova tecnologia digital, 
encampada pelas redes sociais, trouxe linguagens informativas que per-
mitem integrar, de forma adequada, três códigos: texto, imagem e som 
(SALAVERRÍA, 2001).

Novos comandos foram incorporados a essas plataformas digi-
tais, como curtir (like), compartilhar (share), visualizar, comentar, pos-
tar, seguir, tweet (número de publicações feitas no Twitter), e o uso de 
linguagem específica, como fazer uma selfie (autorretrato reproduzido 
e compartilhado).

5.1 Redes sociais de maior uso 

Existem dezenas de redes sociais em uso na atualidade, contu-
do, estas surgiram à medida que foram aparecendo novas tecnologias, 
sobretudo em aparelhos móveis – celulares e smartphones – que come-
çaram a ser vendidos a preços mais acessíveis, atingindo as classes da 
população de menor poder aquisitivo. 

A primeira rede social reconhecida foi lançada em 1987 nos 
EUA e era designada como Six.degree.com (ACQUISTY, 2006; BOYD, 
2008), ela permitia a criação de perfis, listagens de amigos e troca de 
mensagens entre os integrantes da rede, combinando diversas funciona-
lidades numa só plataforma (BOYD, 2006, apud SAIOTE, 2013).

Atualmente, são disponibilizados por empresas diversos tipos 
de plataformas de redes sociais destinadas à troca e ao compartilha-
mento de informações. Essas redes são empregadas de acordo com o 
objetivo do usuário, faixa etária, escolaridade e públicos.

Apenas a título ilustrativo, tomando-se como panorama o face-
book, estudo desenvolvido por Madden et  al. (2013), junto de 802 ado-
lescentes (12-17 anos), apurou que o Facebook, à época, estava profun-
damente integrado ao quotidiano adolescente, sendo cada vez maior o 
número de informação pessoal partilhada (PEREIRA; MATOS, 2015).
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Convém assinalar que existem, hodiernamente, inúmeras plata-
formas de relacionamento na web: (i) redes sociais de entretenimento, 
como exemplo o YouTube; (ii) redes sociais de relacionamento, criadas 
com intuito de estabelecer e fortalecer laços (emprego, capacitações, 
valores) entre as pessoas (Facebook); (iii) redes sociais profissionais, 
cujos usuários têm em mira alcançar objetivos relacionados à atividade 
que se exercem por ofício (buscar e disponibilizar vagas, informar so-
bre capacitações, divulgar cursos e seminários), como exemplo cita-se 
o Linkedin e, ultimamente; (iv) as redes sociais de nicho, voltadas para 
uma parte do mercado altamente segmentado (Skoob).

De acordo com pesquisa divulgada pelo site Statista, em outu-
bro de 2019, entre os 15 tipos de redes sociais mais utilizadas no mun-
do, o Facebook, o YouTube e o WhatsApp lideram o ranking; o Linkedin 
aparece em penúltimo lugar. O motivo deste panorama, ao que tudo 
indica, deve-se ao fato de que as pessoas se conectam na busca de entre-
tenimento, interação pessoal e partilha de informações, ocupando os 
jovens papel de grande destaque neste protagonismo.

Figura 1: Redes sociais mais populares em 2019, segundo site Statista

Fonte: https://www.statista.com/statistics/248074/most-popular-us-social-networking-
-apps-ranked-by-audience/
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O uso também está afeto a empresas que, em escala crescente, 
utilizam as redes sociais para interação com os clientes, por meio de 
inúmeros serviços digitais oferecidos, entre esses, o Serviço de Atendi-
mento ao Consumidor (SAC). O chamado SAC 2.0, serviço de aten-
dimento ao consumidor com suporte em rede social, permite o ajuste 
de produtos e formas de comunicação, mostrando a tecnologia como 
protagonista e sendo usada de forma proativa na coleta de informações 
mercadológicas que podem ser segmentadas por categorias de consu-
midores predefinidas (LAHOZ, 2016). 

6. A Polícia Federal 

A Polícia Federal brasileira (PF) é subordinada ao Ministério 
da Justiça e Segurança Pública (MJSP), tendo o legislador constituinte 
a erigido como órgão permanente, organizado e mantido pela União, e 
estruturado em carreira, com função de apurar infrações penais contra 
a ordem política e social ou em detrimento de bens, serviços e interes-
ses da União ou de suas entidades autárquicas e empresas públicas, as-
sim como outras infrações cuja prática tenha repercussão interestadual 
ou internacional e exija repressão uniforme, segundo se dispuser em lei 
(artigo 144, §  1º da Constituição Federal de 1988). 

A função policial é, por natureza, dirigida ao campo criminal, 
na investigação de delitos que atentem contra interesses da União, por 
meio de apurações consubstanciadas em inquérito policial, que iden-
tifica autores de crimes, reunindo elementos materiais, de sorte a com-
provar a violação ao ordenamento legal. 

Além disso, a PF desempenha também atividades administra-
tivas, por excelência, destacando-se o controle migratório no território 
nacional, de empresas voltadas à segurança privada e transporte de va-
lores, de expedição de documento oficial de viagem (passaporte), de 
registro e posse de armas de fogo, além do controle e a fiscalização da 
fabricação e utilização de produtos químicos que possam ser utilizados 
como insumo na elaboração de drogas ilícitas, entre outras atividades. 

Em um breve escorço histórico, a origem da PF remonta ao go-
verno Getúlio Vargas, que, em 1944, criou o Departamento Federal de 
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Segurança Pública (DFSP); transferido para a nova capital, Brasília, em 
1960. Em 1967, o DFSP recebeu a nomenclatura de Polícia Federal.

A PF exerce funções de natureza policial e administrativa em 
todo o território nacional, contando, atualmente, com 27 (vinte e sete) 
Superintendências de Polícia Federal, uma em cada estado e no Distrito 
Federal, 95 Delegacias de Polícia Federal e 02 Postos Avançados, além de 
Delegacias de Polícia Marítima – DEPOM espalhadas pelo País. 

Da mesma forma, em busca de cooperação com outras polícias 
do mundo, almejando o fortalecimento de mecanismos de combate 
aos crimes transnacionais por meio de Acordo sobre Cooperação em 
operações combinadas de inteligência policial em diversos campos, 
como por exemplo, terrorismo, tráfico de drogas, tráfico de seres hu-
manos, branqueamento de valores e outros - questões que atualmente 
se mostram de interesse comum de diversos países -, a PF mantém inú-
meras Adidâncias Policiais e Escritórios de Ligação em três continen-
tes (América, Europa e Ásia).

6.1 Comunicação Social na PF

Como soa acontecer nas instituições privadas que possuem 
setores afetos à comunicação institucional, a PF possui, incrustrada 
em sua estrutura, a Divisão de Comunicação Social (DCS), subor-
dinada ao Gabinete do Diretor-Geral da Instituição (Portaria n. º 
1.252/2017). 

Oportuno referir que não há que se confundir - quer nas or-
ganizações públicas, quer nas privadas -, a assessoria de imprensa com 
a comunicação social, pois, enquanto a primeira tem função específi-
ca de estabelecer contato com os jornalistas, remetendo informações 
acerca das atividades de uma organização, bem como mantendo o 
controle e analisando a informação veiculada na imprensa, a assesso-
ria de comunicação social tem função mais abrangente, tratando do 
relacionamento, como um todo, de vários atores da opinião pública 
(DANTAS, 2017).
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7. Visibilidade midiática e redes sociais 
utilizadas pela polícia federal

A visibilidade midiática é fator de grande importância para a 
PF, cuja marca (valor intrínseco associado à instituição) está intima-
mente ligada ao combate à corrupção, principalmente os chamados 
delitos do colarinho branco.

Em que pese o conceito de marca ser associado cotidianamente 
ao setor privado com o desenvolvimento do conceito de marketing, 
resta inegável que as instituições públicas também possuem valores 
vinculados à marca, que lhes atribui características intangíveis, valores, 
sentimentos, ideias ou afetos, que sobrevalorizam, mesmo em relação à 
sua prestação funcional (RUÃO, 2003).

O brand equity (valor da marca), de forma incontrastável, tam-
bém está presente nas instituições públicas que desempenham serviços 
específicos e originariamente previstos em Lei. O valor marca mos-
tra-se um patrimônio intangível, podendo ser visto sob diversas pers-
pectivas (financeira, econômica e estratégica). Sob o viés estratégico, 
representa a base de construção do relacionamento com o consumidor, 
enraizado em seus corações e mentes (SALVADOR, 2015).

E esse valor marca está intimamente ligado à visibilidade midiá-
tica pois, diferentemente das empresas onde o cliente possui a percep-
ção direta do produto ou serviço ofertado, a atividade pública, neste 
caso, da PF, é medida em face de ações de polícia pública investigativa 
e na prestação de serviços. 

É neste campo específico que a visibilidade midiática do Órgão 
concorre para o valor marca. De acordo com Coelho (2008) a visi-
bilidade midiática contribui para representações associadas à Polícia 
Federal, eis que são publicizadas marcas de um trabalho específico de 
combate à criminalidade, com desmonte de esquemas de corrupção, 
tráfico e fraudes que, muitas vezes, envolvem o próprio poder público 
(COELHO, 2008).

Resta inconteste que esta visibilidade contribui para a valora-
ção de atributos específicos e imateriais que caracterizam a marca da 
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instituição, por meio de uma imagem percebida, pois a sociedade con-
temporânea é a sociedade das imagens, entendida como uma realidade 
social permeada pelo predomínio das imagens, onde “estar na imagem 
é existir para o sujeito atual” (NETO; BACHA; THOMAZ, 2015).

Sob este panorama, as redes sociais, a par das mídias tradicio-
nais que comumente noticiam grandes operações realizadas, inegavel-
mente contribuem para a valoração do ativo marca. Neste passo, as 
redes sociais, hodiernamente, tornaram-se ferramentas de utilização 
obrigatória para a PF, já que a grande característica de partilha simpli-
ficada da informação, aproxima a relação com seu público. 

Neste campo, a PF faz uso de diversas redes sociais (Facebook, 
Twitter, YouTube, Instagram, SoundCloud e Flickr), conforme publica-
do em seu site oficial (http://www.pf.gov.br/), com objetivo de dar a 
conhecer ao público o trabalho policial realizado, bem como de divul-
gar notícias de interesse da sociedade em relação a atividades de natu-
reza administrativa. 

Portanto, com as redes sociais, esta organização policial almeja 
alcançar maior proximidade e interatividade com o cidadão e, igual-
mente, manter o alto grau de confiabilidade perante a opinião pública, 
buscando um elevado valor marca. 

Pesquisa do Instituto Brasileiro de Opinião Pública e Estatís-
tica (IBOPE Inteligência), o ICS 2019 (Índice de Confiança Social) 
apontou a PF como segunda instituição de maior confiança dos brasi-
leiros, com 72 pontos, perdendo apenas para o Corpo de Bombeiros2.

No sítio da Polícia Federal na Internet (www.pf.gov.br), no 
campo “PF nas redes socais”, divulga-se o seguinte: o Facebook serve 
para divulgar o melhor da PF em vídeo, imagem e texto; o Instagram 
convida o internauta a seguir o perfil e ficar por dentro de tudo o que 
acontece na instituição; o Twitter convida o internauta a ficar por den-
tro das principais notícias do órgão; o YouTube serve para divulgar 
conteúdo de vídeos mais relevantes; o Sound Cloud destina-se a ouvir 
as coletivas de imprensa e, por último, o Flickr, para baixar as melhores 
imagens em alta resolução. 

2  De acordo com o ranking de acordo com o Índice de Confiança Social (ICS), medido pelo IBOPE 
Inteligência a, PF ocupou o segundo lugar no índice confiança dos brasileiros. Disponível em: http://
www.aberje.com.br/brasileiro-esta-mais-confiante-nas-instituicoes-diz-ics-do-ibope-inteligencia/



266 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Brasília, v. 12, n. 6, p. 253-280 , Set.-Dez./2021

A comunicação externa na polícia federal brasileira com o uso das redes sociais

Oportuno sublinhar que outros organismos policiais do mun-
do também utilizam redes sociais para interação com os cidadãos, 
como exemplo, o FBI (Federal Bureau of Investigation) (https://www.
facebook.com/pg/FBI/about/?ref=page_internal), a Polícia Metro-
politana de Londres (London’s Metropolitan Police Service) (https://
twitter.com/metpoliceuk), a Arma dos Carabinieri (Força de Polícia 
Italiana) (https://twitter.com/_carabinieri_?lang=es), a Polícia de 
Investigação do Chile (PDI) (https://www.instagram.com/pdi_chi-
le/?hl=es).

8. análise das redes sociais em uso pela PF e 
discussão de resultados

Inexiste estudo específico acerca do uso das redes sociais pela 
PF, havendo somente uma percepção empírica por parte de seu públi-
co (interno ou externo), destinatários de tais conteúdos, quanto à sua 
efetividade e abrangência. Justamente neste aspecto que esta investiga-
ção se mostra importante.

Identificadas as redes sociais usadas pela PF, passou-se à análise 
individualizada de cada uma delas, apontando-se a data de criação, o 
número de seguidores, o tipo de conteúdo postado (se policial - refe-
rente à operação policial ou trabalho investigativo -, data comemorati-
va ou serviços administrativos desempenhados). 

Da mesma forma, analisou-se o número de visualizações, aí in-
cluídas as chamadas curtidas e, ao final, examinou-se as últimas cinco 
postagens, tendo como marco temporal final da investigação a data de 
31 de dezembro de 2019. Verificou-se, contudo, que algumas redes so-
ciais não foram alimentadas ou não sofreram interação há considerável  
data, conforme será detalhado adiante. 

O limite temporal, acima mencionado, justifica-se pelo fato de 
que, a partir de 2020, o portal institucional da PF migrou para dentro 
do portal do governo federal (https://www.gov.br/pf/pt-br), tendo 
ocorrido a descentralização da divulgação de ações, nas redes sociais, 
por meio das Unidades da PF. 
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O gráfico abaixo se mostra relevante neste contexto, no qual é 
analisado o número de seguidores com base nas informações trazidas 
pela própria plataforma da rede social examinada.

Gráfico 1. Quantidade de seguidores nas redes sociais da PF

Fonte: elaborado pelo autor
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ciais, com notícia que reproduz, em partes sequenciais, após a publica-
ção de post principal, a resenha à imprensa existente no site da institui-
ção (http://www.pf.gov.br/imprensa/noticias). 

Isso se torna evidente quando se analisa postagem referente à 
operação “Pés de Barro" bem como a respectiva notícia divulgada no site 
oficial do órgão (http://www.pf.gov.br/imprensa/noticias/2019/12/
pf-deflagra-operacao-para-desarticular-esquema-de-superfaturamen-
tos-em-obras-no-sertao-da-paraiba). Aqui igualmente se observa a 
baixa codificação da mensagem, somente remetendo-se a texto escrito, 
ausentes imagens, sons ou outros elementos, o que traz baixo fator mo-
tivador ao destinatário.  

No Twitter, as notícias referentes a operações policiais são pu-
blicadas com maior regularidade, enquanto que no Facebook este tipo 
de publicação é mais esparso.

O YouTube, com perfil criado em 2011 e contando com 34,1 
mil seguidores, até 2019, é utilizado para postagens de natureza ad-
ministrativa, à exceção do vídeo institucional (Polícia Federal – Insti-
tucional/2017), que aparece no topo desta plataforma. Conforme se 
observa, grande parte das postagens, sobretudo as últimas englobadas 
pela corporação, são relativas a procedimentos para cadastramento e 
inserção de documentos no SIPROQUIM (Sistema de Controle e 
Fiscalização de Produtos Químicos) pelas empresas, usados na forma 
de tutoriais, ou seja, informações no âmbito da polícia administrativa.

Não se vislumbrou outros conteúdos que poderiam ser dispo-
nibilizados nesta plataforma de rede - campanhas educativas de pre-
venção ao uso de drogas, apreensão de substâncias ilícitas, incineração 
de entorpecentes, entrevistas de diretores sobre assuntos de interesse 
público, palestras/aula(s) magna na Academia Nacional de Polícia e 
outras matérias, igualmente pertinentes para conhecimento do públi-
co. Tal fato se mostraria relevante em vista de que o YouTube é um 
dos maiores sites para carregamento e partilha de vídeos e, também, a 
segunda maior rede social utilizada, conforme aqui já apontado, o que 
indica uma subutilização da referida rede social por parte da PF. 

O Instagram, com perfil da instituição criado em 2016, conta 
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com 753 mil seguidores e, pelo que se verifica, é usado para a postagem 
de fotos e vídeos, com interação de seguidores através de comentários 
e curtidas. Entre as postagens analisadas nesta rede social, destacam-se 
fotos e vídeos inseridos pela Agencia de notícias da PF e por servidores 
da instituição que referem a atividades de serviço. 

Visualizam-se fotos de treinamento policial na Academia Na-
cional de Polícia, ações de combate ao narcotráfico com uso de cão fa-
rejador, fotos de ações policiais em área de selva, ação de combate ilegal 
ao garimpo clandestino, campanhas educativas (como a alusiva ao dia 
mundial do enfrentamento ao tráfico de pessoas), bem como seminá-
rios e cursos realizados pela instituição (e.g. Seminário com o tema Ati-
vidade de Inteligência e o enfrentamento às Organizações criminosas). 
São postadas mensagens referentes a datas importantes como dia dos 
pais, dos avós, dia do amigo, Natal e ano-novo.

O número de interações nesta rede, comparado com as outras 
objetos do estudo, é alto, como, por exemplo, a postagem intitulada 
“Foto com o cão Golias”, da Equipe K9, durante patrulha no rio Para-
guai, que teve 7.350 curtidas e 103 comentários.  

Os vídeos postados são em menor quantidade, contudo, com 
considerável acesso, como o vídeo institucional da PF alusivo ao Dia 
das Crianças, visualizado por 27.777 mil pessoas e o vídeo sobre a In-
dependência do Brasil, com 28,6 mil visualizações e 177 comentários.

Essas situações se adequam ao fato de que uma das característi-
cas mais marcantes deste aplicativo é seu conteúdo visual, o foco, daí a 
necessidade de se postarem imagens de alta qualidade e, não, um mero 
catálogo.

O SoundCloud, ferramenta que permite ao utente comparti-
lhar áudios, bem como tecer comentários acerca de determinado con-
teúdo postado, não teve sua data de criação visualizada, e conta com 
218 seguidores. No caso, é utilizado, conforme mencionado no site 
oficial, para a postagem de áudio de coletivas de imprensa, quando da 
deflagração de operações policiais.
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Ao cotejar-se a referida plataforma de rede social, apurou-se que 
a última postagem de coletiva de imprensa ocorreu em 26/10/2017, 
época da realização da nominada Operação Lavat, portanto, há mais 
de dois anos, o que demonstra que tal rede social não é valorada pela 
instituição, isso é refletido pelo baixo número de seguidores.

Cabe à instituição, neste caso, reavaliar o uso dessa rede social, 
especialmente a finalidade para a qual foi posta no mercado- dispo-
nibilização de conteúdo de áudio (mais específico para criadores de 
música e áudio e para empresas com campanhas de marketing digital). 

Em relação à rede social Flickr, criada em 2016 e, atualmente, 
com 203 seguidores, também ínfimo número, visualiza-se catálogo de 
álbuns com 1042 fotos relativas a operações e eventos da PF, separadas 
em 08 álbuns - fotos históricas, meio ambiente, VANT (Veículo Aéreo 
não Tripulado), solenidades, Polícia Federal em ação, perícia criminal, 
COT (Comando de Operações Táticas) e solenidades-; a maior quan-
tidade de fotos consta no álbum Polícia Federal em Ação, com 613 
fotos e 1807 visualizações (https://www.flickr.com/photos/policiafe-
deral/albums).

O número de seguidores é extremamente baixo para a insti-
tuição PF, notadamente em face de que as imagens de ações e traba-
lhos do Órgão, que alcança todos os rincões brasileiros, são elementos 
essenciais para a construção da identidade e da memória da instituição. 

Grande parte das imagens são muito antigas, como as do ál-
bum meio ambiente, datadas de mais de uma década (2008 e 2009); 
do álbum COT (2014); perícia (2012); aeronaves (2009); VANT 
(2016); Solenidades (2018) e Polícia Federal em Ação (2018).

Observa-se que preciosa ferramenta posta à disposição pela era 
tecnológica que vivenciamos, e em vista de que, na atualidade, telefo-
nes com capacidade de registro fotográfico são de uso comum, poderia 
trazer imagens surpreendentes, contudo, não é adequadamente utili-
zada, ausentes postagens de fotografias contemporâneas, fato esse que, 
indiscutivelmente, acarreta inexpressivo número de seguidores. 
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Gráfico 2. Quantidade de visualizações/curtidas

Fonte: elaborado pelo autor

Gráfico 3. Natureza das cinco últimas postagens 
(postagem referente à atividade policial ou administrativa)

Fonte: elaborado pelo autor
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Gráfico 4. Data da última postagem por aplicativo de rede social da PF, representando a constância 
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Gráfico 4. Data da última postagem por aplicativo de rede social da PF, represen-
tando a constância de atualizações de cada plataforma

Fonte: elaborado pelo autor
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marca (PF), sendo responsável por estabelecer o tom da mensagem, 
pontuando o desenvolvimento do enredo (CARDOSO; GOMES; 
FREITAS, 2010) uma poderosa estratégia publicitária em anúncios 
de televisão, tem recebido pouca atenção por parte dos acadêmicos , 
quando comparada com outras estratégias.

9. Considerações finais

Percebemos que a nova era tecnológica trouxe inéditos meca-
nismos para a difusão de informações, como produto da intervenção 
do homem que redundou em uma materialidade tecnológica e que 
permitiu flexibilidade e interatividade nas relações, sobressaindo-se, 
neste contexto, o crescente uso de redes sociais, quer por pessoas, em-
presas privadas ou organismos públicos.

As instituições públicas igualmente atentaram para a necessi-
dade de ingressar no mundo virtual, como forma de se comunicar com 
os destinatários de seus serviços, desapegando-se, de certa forma, dos 
meios comezinhos de transmissão de informação e das mídias tradicio-
nais quando da divulgação de suas ações. 

Neste espaço interconectado, a PF, vista como órgão policial 
de excelência no sistema investigativo penal brasileiro, faz uso de al-
gumas plataformas de redes sociais, como sói acontecer com outros 
organismos policiais do mundo (FBI, Scotland Yard), como forma de 
aprimorar o elo com os cidadãos, buscando maior interação com o pú-
blico e informando de maneira adequada. 

A análise das redes sociais utilizadas pela PF mostrou grande 
receptividade dos seguidores no Facebook, Instagram e Twitter, con-
tudo, chama a atenção o fato de algumas redes, até o período da in-
vestigação, não serem adequadamente utilizadas (YouTube, Flickr); e, 
em outros casos, ausente a atualização de postagens e informações que 
deveriam ser repassadas aos destinatários conectados. 

Ao nosso entendimento, parece que as Unidades policiais 
localizadas na base da organização não estão devidamente engajadas 
neste papel tão importante, representado pela difusão de informações 
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através de redes sociais, carecendo de alimentar o escalão central, res-
ponsável pela comunicação social de material digital pertinente, e isso 
se deve, em grande parte, à cultura, ainda enraizada nos integrantes da 
instituição, de que a divulgação do trabalho policial dá-se essencial-
mente por meio de resenhas dirigidas às mídias tradicionais. 

Tal fato chama a atenção, em especial em razão do grande reco-
nhecimento que a PF detém perante a opinião pública, sendo motivo 
de admiração e por muitos vista, conforme se observa das postagens, 
como órgão que representa simbolicamente o combate à criminalida-
de nominada colarinho branco. 

Oportuno e relevante destacar que as mudanças ocorridas a 
partir de 2020, mencionadas no texto, e que estabeleceram o recorte 
temporal desta pesquisa, poderão ser objeto de novo estudo, de modo 
a se avaliar o grau de evolução e receptividade por parte dos públicos e 
quanto a eventuais inovações no uso das redes sociais pela PF. 

Não se pode perder de vista que as redes sociais são preciosos 
instrumentos que devem ser utilizados adequadamente e de forma 
profissional. O simples uso de determinada rede social, por modismo, 
pode, muitas vezes, trazer resultado inverso, vindo a comprometer a 
marca e a imagem da instituição. 

Em conclusão, as empresas e os organismos públicos, ao utili-
zarem poderosas ferramentas postas à disposição pelas plataformas so-
ciais, devem atentar-se ao fato de que estão lidando com instrumentos 
de transmissão de informação, com um conjunto de atores individuais, 
grupos, organizações, comunidades que estão em constante interação 
e troca; o que pode resultar, quando do emprego errôneo ou deficiente 
de tais meios tecnológicos, em desconexão e desinteresse com o ator 
principal, responsável pela administração e comunicação de determi-
nada rede social. 
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EXTERNAL COMMUNICATION IN THE 
BRAZILIAN FEDERAL POLICE WITH THE 
USE OF SOCIAL NETWORKS

ABSTRACT

With the increasing diffusion of communication and information technologies, the use 
of social media is present in all classes and layers of society, which use such digital plat-
forms to interact, exchange and share knowledge and information. In this context, private 
companies and public  institutions also started to use this digital space; those seeking to 
expand their market, increase  customer loyalty and sales; these, in turn, fulfilling a nor-
mative function of social interest,  consisting in bringing information to the citizen, the 
recipient of their services, as well as  improving their image and degree of credibility with 
the public, through an adequate communication of the activities carried out on a daily 
basis. In this scenario, the article under review, analyzes the social networks currently used 
by the Brazilian Federal Police (PF), observing their reach, currentness and receptivity of 
the public that shares these digital platforms.

Keywords: social medias; Federal Police; network society; digital platforms; inter-
net.
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LA COMUNICACIÓN EXTERNA EN LA 
POLICÍA FEDERAL BRASILEÑA CON EL 
USO DE REDES SOCIALES

RESUMEN

Con la creciente difusión de las tecnologías de la información y la comunicación, el uso 
de las redes sociales está presente en todas las clases y estratos de la sociedad, que utilizan 
dichas plataformas digitales para interactuar, intercambiar y compartir conocimientos e 
información. En este contexto, empresas privadas e instituciones públicas también co-
menzaron a utilizar este espacio digital; aquellos buscando expandir su mercado, lealtad 
de los clientes y aumentar las ventas; estos, a su vez, cumpliendo una función normativa 
de interés social consistente en acercar información al ciudadano, destinatario de sus 
servicios, así como mejorar su imagen y grado de credibilidad ante el público, mediante 
una adecuada comunicación de las actividades diarias. En este escenario, el artículo en 
revisión analiza las redes sociales actualmente utilizadas por la Policía Federal Brasileña 
(PF), observando su alcance, actualidad y la receptividad del público que comparte estas 
plataformas digitales

Palabras-clave: redes sociales; Policía Federal; sociedad en red; plataformas di-
gitales; internet.
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RESUMO 

A extração de areia é uma das atividades da mineração mais impactantes e insustentáveis 
do ponto de vista ambiental, degradando, poluindo e assoreando rios e lagoas, e erodin-
do o solo pela extração em cavas. Neste setor existe pouca informação confiável sobre 
a areia produzida, prejudicando uma fiscalização efetiva pelos órgãos responsáveis. O 
objetivo deste estudo é calcular o faturamento da extração ilegal de areia no Brasil e no 
mundo, levando em consideração que a informação, a conscientização e a fiscalização 
efetiva podem ser respostas para se diminuir os crimes e aumentar a arrecadação das 
compensações financeiras da extração mineral. Espera-se apresentar como contribui-
ção uma análise de dados quantitativos, como forma de se estabelecer uma rotina das 
informações do setor de extração de areia, de forma a contribuir com a melhoria no 
sistema de arrecadação, melhor controle de fiscalização e maior interação e intercâmbio 
de informações entre os órgãos envolvidos como a Polícia Federal e a Agência Nacional 
de Mineração.

Palavras-chave: extração ilegal; impacto ambiental; mineração; areia; crime 
global.

 Introdução

A mineração é a atividade econômica que tem como objetivo 
único a extração de recursos naturais não renováveis, sendo altamen-
te impactante, modificando radicalmente o meio ambiente onde se 
estabelece. Ela é fornecedora da matéria-prima para todos os demais 
setores da economia, e os fundamentos para o seu desenvolvimento 
são o interesse público e a utilidade pública. Entretanto, não existe 
sociedade sem mineração e, por isso, o setor procura obter soluções 
sustentáveis para o seu desenvolvimento.
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De todas as atividades minerárias, uma das mais nocivas é a 
extração de areia, que em rios e lagoas culmina na ocorrência de polui-
ção e alterações dos cursos hídricos, aumento do assoreamento, erosão 
do solo e destruição de áreas de preservação permanente.

A mineração, quando feita de forma legalizada, acarreta, por 
si só, uma degradação para o meio ambiente, mesmo se cumpridos 
todos os Programas de Desenvolvimento Sustentável e de Recupera-
ção de Áreas Degradadas (PRAD). Ademais, quando feita de forma 
ilegal, gera um passivo ambiental imensurável, sem nenhum tipo de 
compensação, causando destruição e lucro fácil e abundante para os 
criminosos. 

O problema se tornou tão grave que o Programa das Nações 
Unidas para o Meio Ambiente (PNUMA), publicou, em março de 
2014, o estudo “Areia, mais rara do que se pensa - Sand, rarer than one 
thinks”, apresentando a extração de areia como um problema a ser en-
frentado, visto que esta representa o maior volume de material sólido 
explorado globalmente.

A mineração de areia nos rios levou a danos severos nas bacias 
hidrográficas, incluindo poluição, mudanças nos níveis de pH, altera-
ção e redução do próprio leito do rio, resultando em perda de armaze-
namento e aumento da intensidade das inundações. 

No entanto, a redução da vazão é mais ameaçadora para o abas-
tecimento de água, agravando a ocorrência e a gravidade da seca, à me-
dida que os afluentes dos principais rios secam com a mineração de 
areia. 

2.  O setor mineral no brasil

A Constituição Federal preconiza, no seu artigo 176, que as 
jazidas, em lavra ou não, e demais recursos minerais, bem como os po-
tenciais de energia hidráulica constituem propriedade distinta do solo, 
para efeito de exploração ou aproveitamento, e pertencem à União, 
garantida ao concessionário a propriedade do produto da lavra. 
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Esta exploração só poderá ser efetuada mediante autorização 
ou concessão da União, no interesse nacional, por brasileiros ou em-
presa constituída sob as leis brasileiras e na forma desta lei, que estabe-
lecerá as condições específicas quando essas atividades se desenvolve-
rem em faixa de fronteira ou terras indígenas.

O Código de Mineração, Decreto-lei n.º 227/67, 
regulamentado pelo decreto n.º 9.406, de 12/06/2018, prevê alguns 
tipos de regimes de aproveitamento e de exploração de recursos mi-
nerais, como por exemplo a “Pesquisa”, que é a execução dos trabalhos 
necessários à definição da jazida, sua avaliação e a determinação 
da exequibilidade do seu aproveitamento econômico (art. 14); e a 
“Lavra”, que é o conjunto de operações coordenadas objetivando o 
aproveitamento industrial da jazida, desde a extração das substâncias 
minerais úteis que contiver, até o seu beneficiamento (art. 36).

2.1  Compensação financeira pela exploração de 
recursos minerais (CFEM) 

O parágrafo primeiro do art. 20 da Constituição Federal de 
1988, com nova redação criada pela Emenda Constitucional n.º 102, 
de 2019, estabeleceu que é assegurada à União, aos estados, ao Distrito 
Federal e aos municípios a participação no resultado da exploração dos 
recursos minerais. 

Através da Lei n.º 7.990/89, de 28/12/1989, foi instituído 
pelo art. 6º, que a exploração de recursos minerais ensejará o recolhi-
mento da Compensação Financeira pela Extração de Recursos Mine-
rais (CFEM).

Segundo Ataíde (2020, p. 167) “A CFEM é o royalty pago em 
virtude da realização da lavra mineral (explotação), cuja receita é re-
partida entre os entes federados.”

A definição dos percentuais da distribuição da CFEM, foi 
instituída pela Lei n.º 8001/1990, atualizada pela Lei n.º 13.540, de 
18/12/2017 e regulamentada pelo Decreto n.º 9.407, de 12/06/2018. 
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Tabela 01 – Alíquotas das substâncias minerais

Substância mineral Alíquota 
Rochas, areias, cascalhos, saibros e demais substâncias minerais quan-
do destinadas para uso imediato na construção civil, rochas ornamen-

tais; águas minerais e termais

1,0%

Ouro 1,5%
Diamante e demais substâncias minerais 2%

Bauxita, manganês, nióbio e sal-gema 3%
Minério de ferro 3,5%

Fonte: ANM, 2018.

Esses percentuais incidem na venda, sobre sua receita bruta, 
deduzidos os tributos incidentes sobre sua comercialização, pagos 
ou compensados, de acordo com os respectivos regimes tributários; e 
incidem no consumo sobre a receita calculada, considerado o preço 
corrente do bem mineral no mercado, conforme o caso ou o preço de 
referência definido pela entidade reguladora do setor de mineração.

Ficou estabelecido que a distribuição financeira é de 15% para o 
Distrito Federal e os estados onde ocorrer a produção; 60% para o Dis-
trito Federal e Municípios onde ocorrer a produção; para a ANM é de 
7%; e para o Instituto Brasileiro de Meio Ambiente e dos Recursos Na-
turais Renováveis (IBAMA) é de 0,2%. Para o Fundo Nacional de De-
senvolvimento Científico e Tecnológico (FNDCT), o estabelecido é de 
1%; e o Centro de Tecnologia Mineral (CETEM), contará com 1,8%. 

Ao Distrito Federal e Municípios, quando afetados pela ativi-
dade de mineração e a produção não ocorrer em seus territórios, ficou 
estabelecido 15%.

2.2  Crimes na mineração

De acordo com a CF/88, cabe à União Federal a propriedade 
dos bens minerais existentes em seu solo e subsolo (art. 20). No artigo 
176, está especificado que as jazidas e demais recursos constituem pro-
priedade distinta do solo, para efeito de exploração ou aproveitamen-
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to, e pertencem à União, garantida ao concessionário a propriedade do 
produto da lavra, determinando que a pesquisa, a lavra e o aproveita-
mento de recursos minerais, somente poderão ser efetuados mediante 
autorização ou concessão da União, no interesse nacional.

O artigo 23, em seu inciso XI, ressalta que é competência da 
União registrar, acompanhar e fiscalizar as concessões de direitos de 
pesquisa e exploração de recursos hídricos e minerais em seus territó-
rios. O Parágrafo 2º, do artigo 225, assegura que aquele que explorar 
recursos minerais fica obrigado a recuperar o meio ambiente degrada-
do, de acordo com solução técnica exigida pelo órgão público compe-
tente, na forma da lei. 

A proteção ambiental relativa ao crime de extração ilegal no 
setor mineral, está contemplada no Art. 55, da lei n.º 9.605/1998, 
Lei de Crimes Ambientais, na qual é considerado crime executar 
pesquisa, lavra ou extração de recursos minerais sem a competente 
autorização, permissão, concessão ou licença; ou em desacordo com 
a obtida. Incorrendo nas mesmas penas quem deixar de recuperar a 
área pesquisada ou explorada, nos termos da autorização, permissão, 
licença, concessão ou determinação do órgão competente. A pena 
prevista para esse crime é detenção de seis meses a um ano e multa.

Por outro lado, o Poder Público proibiu o ataque ao seu patri-
mônio como está insculpido na Lei n.º 8.176, de 08/02/1991, que em 
seu artigo 2º prevê que constitui crime, na modalidade de usurpação, 
produzir bens ou explorar matéria-prima pertencentes à União, sem 
autorização legal ou em desacordo com o título autorizativo. 

A pena estipulada é a detenção de um a cinco anos e mul-
ta. Estabelece ainda que incorre na mesma pena aquele que, sem 
autorização legal, adquirir, transportar, industrializar, tiver consigo, 
consumir ou comercializar produtos ou matéria-prima.

De acordo com Thomé (2014, p. 673). 

Vale observar que a extração de recursos minerais depende, 
normalmente, tanto de consentimento estatal de caráter 
ambiental (cujo intuito proteger o meio ambiente, bem de 
caráter difuso) quanto de outro de caráter econômico (cujo 
intuito é proteger os bens minerais de domínio da União).
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Para Feigelson (2018, p. 305), a lei n.º 8.176/91 é um “diploma 
normativo que definiu os crimes contra a ordem econômica, também 
merece destaque tendo em vista sua relevância para o estudo das san-
ções no Direito Minerário”. 

É importante ressaltar que o sujeito ativo das condutas crimi-
nais em comento responde, em concurso formal, pela prática dos cri-
mes de usurpação de bem público e contra o meio ambiente, isso em 
razão da distinção dos bens jurídicos atingidos.

De acordo com Thomé (2014, p. 673 apud PRADO, 2005) 
“se da extração sobrevier dano (Art. 163 do CP), crime contra a flo-
ra (Arts. 38, 40 e 44 - Lei n.º 9.605/98), poluição (Art. 54 - Lei n.º 
9.695/98) ou perecimento da fauna (Art. 33 - Lei n.º 9.605/98), por 
exemplo, haverá concurso formal (art. 70 do Código Penal)”. 

Entretanto, apesar de existir a criminalização da extração mi-
neral ilegal no Art. 55 da Lei de Crimes Ambientais e a Usurpação no 
Art. 2º da Lei n.º 8.176/91, outros crimes podem ser relacionados à 
extração mineral ilegal, tais como: fraudes na concessão ou obtenção 
de permissões e licenças e falsificação ou adulteração de notas fiscais.

Além da obtenção de títulos minerários sobre uma determi-
nada área particular, ainda que de forma regular, com o único escopo 
de “esquentar” a produção; existe corrupção de servidores da ANM 
e de órgãos ambientais, tanto na concessão dos títulos autorizativos, 
como na emissão de licenças; engenheiros, geólogos e demais consul-
tores técnicos utilizam seus conhecimentos para a obtenção de títulos 
autorizativos ideologicamente falsos; lavagem de dinheiro -por meio 
da utilização de uma pessoa jurídica para “tornar legal” o negócio cri-
minoso; entre outros.

Existe a possibilidade de apresentação de relatório de pesquisa 
mineral ideologicamente falso, pois de acordo com o artigo 22, inciso 
V, do Código de Mineração, o titular da autorização fica obrigado a 
realizar os respectivos trabalhos de pesquisa, devendo submeter à apro-
vação da ANM, relatório de trabalho contendo os estudos geológicos e 
tecnológicos quantificativos da jazida. 
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2.3  Metodologia utilizada na apuração dos índi-
ces e indicadores

Uma das questões cruciais para a elaboração das estimativas 
presentes neste estudo é que, para a obtenção dos dados da produção 
de areia a ANM, utiliza-se o Relatório Anual de Lavra (RAL), entre-
tanto, esses dados muitas vezes são falhos, pois o preenchimento é feito 
pelo próprio minerador, que não sofre uma fiscalização adequada em 
função da conhecida falta de estrutura do antigo DNPM, atual ANM. 

O Departamento de Recursos Minerais (DRM/RJ), na sua 
publicação Panorama Mineral (2012, p. 84), ressalta a imprecisão dos 
dados minerais: “No Brasil é sabido que os dados sobre pequenas mi-
nerações não são facilmente disponibilizados, podendo ser conside-
rados como imprecisos, uma vez que muitas empresas trabalham na 
informalidade, prejudicando sobremaneira a análise estatística”.

De acordo com Quaresma (2009, p. 31), a ANM não utiliza o 
RAL como base principal de estatística da areia.

O levantamento estatístico da produção de areia é falho. 
Há o levantamento feito pelo DNPM por meio de Relató-
rios Anuais de Lavra, fonte do Anuário Mineral Brasileiro, 
mas nem o DNPM o utiliza como base principal da estatís-
tica da areia. Seus dados são coletados, mas nos dados finais 
divulgados, a quantidade é estimada com base no consumo 
aparente do cimento e os preços são obtidos através dos re-
latórios da Câmara Brasileira da Indústria da Construção 
(CBIC). 

Os índices, indicadores e as principais fontes de dados utilizadas 
neste estudo, foram obtidas nos seguintes órgãos e instituições: Agência 
Nacional de Mineração (ANM), Agência Nacional de Águas (ANA), 
Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística (IBGE), Caixa Econômica 
Federal (CEF), Sindicato Nacional da Indústria do Cimento (SNIC), 
Associação Nacional das Entidades de Produtores de Agregados para 
a Construção Civil (ANEPAC), Instituto Brasileiro de Mineração 
(IBRAM), Comitê de bacia do Guandu,  Instituto Estadual do Ambien-
te (INEA), Programa das Nações Unidas para o Meio Ambiente (PNU-
MA) e Serviço de Alerta Ambiental Global do PNUMA (GEAS).
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Para se estimar a produção de areia, utilizou-se como parâme-
tro o consumo de cimento Portland, que está diretamente associado à 
produção e consumo local de areia, por ser um dos agregados na pre-
paração do concreto e outras misturas utilizadas na construção civil.

A apuração das informações da exploração ilegal de minerais 
ocorreu, inclusive, através de consulta a acervos de jornais de gran-
de circulação, pesquisa em bancos de dados na internet aberta sobre 
apreensões, consulta a órgãos de segurança e organizações não gover-
namentais.

As tabelas, índices e indicadores que são relacionados aos es-
tudos de comparação dos dados, apresentam informações que de-
terminam que o valor apurado esteja efetivamente num intervalo de 
confiança, para o dimensionamento do faturamento da extração ilegal, 
permitindo interagir com avaliações mais ou menos conservadoras.

A ANM utiliza a medida tonelada como parâmetro da pro-
dução informada para efeitos da CFEM, desde a Portaria n.º 13 do 
DNPM, de 07/01/2008. Entretanto, a prática do mercado continua a 
utilizar o metro cúbico como medida em muitas ocasiões. Assim sen-
do, as duas medidas percorrem o texto e são apresentadas individual-
mente e comparativamente. 

2.4  Dados minerários

As tabelas de dados minerários, foram divididas em índice de 
produção, valor da produção, arrecadação da CFEM e uma outra com 
o número de outorgas (Concessão de Lavra e Licenciamento), os títu-
los minerários Autorização de Pesquisa, Requerimento de Lavra, Re-
querimento de Licenciamento e Requerimento de Pesquisa. 

Na tabela 02 são apresentadas por região brasileira, as 
quantidades produzidas, os valores auferidos, os preços por tonelada 
e os respectivos percentuais, além da arrecadação do CFEM, e os 
percentuais relativos à arrecadação e ao total arrecadado.
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Tabela 02 – Dados Minerários - Brasil
AREIA PRODUÇÃO - 2018 CFEM - 2018

REGIÃO Toneladas % R$ ,00 %
Preço/
Ton.

Arrecadação 
areia (R$ 

0,00)
%

% CFEM/ 
Arrecadação

Norte 1.495.114 01,95 32.067.096 01,96 21,45 765.563 03,39 2,39

Nordeste 6.289.392 08,19 87.631.806 05,36 13,93 1.247.231 05,53 1,42

Centro-
-Oeste

7.025.643 09,15 110.005.124 06,72 15,66 1.776.792 07,88 1,61

Sudeste 37.686.764 49,10 995.868.975 60,88 26,43 14.380.196 63,77 1,44

Sul 24.260.356 31,61 410.279.341 25,08 16,91 4.380.769 19,43 1,07

TOTAL 76.757.270 100 1.635.852.343 100 18,88 22.550.551 100 1,38

Fonte: O autor com dados da ANM, 2020.

A apuração dos dados ocorreu através do Cadastro Mineiro, 
um dos sistemas cadastrais da ANM, que utiliza como base o Relatório 
Anual de Lavra (RAL), instituído pela Portaria n.º 11, de 13/01/2012, 
da ANM, determinando que todos os titulares ou arrendatários de tí-
tulos de lavra e de guias de utilização, independentemente da situação 
operacional das respectivas minas, devem apresentar à ANM o RAL 
relativo a cada processo minerário de que são titulares ou arrendatá-
rios, na forma e prazo estabelecidos. 

A produção de areia é um indicador de produtividade tão im-
portante quanto o recolhimento da Compensação Financeira pela Ex-
ploração de Recursos Minerais (CFEM) ou o número de outorgas de 
Licenciamento e de Concessão de Lavra.

A maior região produtora de areia em 2018 foi a Sudeste, que 
respondeu por 49,10% da produção total, tendo comercializado R$ 
995.868.975,00 equivalente a 59,75%, seguida da região Sul com 31,61. 

No lado oposto, a menor produção ficou com a região Norte, 
com apenas 1,95%  da produção total. O Nordeste foi responsável por 
8,19% e a região Centro-oeste por 9,15%.

Em relação à CFEM, a região Sudeste foi a que mais arrecadou 
com 63,77%, seguida pela região Sul com 19,43%. Em seguida vem 
a região Centro-oeste com 7,88%, a Nordeste com 5,53%, e a região 
Norte com 3,39%.
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2.5  Preço estimado da areia

Para converter metro cúbico para tonelada, foi utilizada a 
massa específica da areia, que é de aproximadamente 1,6 t/m3. Essa 
equivalência resulta que um metro cúbico de areia seca, pesa em média 
entre 1,3 e 1,6 toneladas. A areia grossa seca pesa 1,7 toneladas/m3, a 
areia média seca pesa 1,5 toneladas/m3 e a areia fina pesa 1,4 tonela-
das/m3. Se estiver úmida ou molhada pode chegar a 2,0 toneladas por 
metro cúbico.  Desta forma, será utilizada no presente estudo a média 
de que um metro cúbico é igual a 1,6 toneladas de areia.1

Para estimar o quanto é extraído ilegalmente e o quanto é dei-
xado de ser arrecadado pela União, foi verificado inicialmente que o 
metro cúbico de areia ilegal é vendido nos areais irregulares, entre R$ 
30,00 e R$ 50,00, equivalente à tonelada entre R$ 48,002 e R$ 80,00. 
Entretanto, quando o areal ilegal funciona de forma aparentemente le-
gal, o preço de venda é praticamente o mesmo do que o comercializado 
no mercado. 

É necessário considerar que a areia, para manter o preço médio 
apurado neste estudo, deve ser extraída o mais próximo de seu local 
de consumo. Passar de 50 quilômetros já encarece o produto e essa 
medida é o limite de transporte por caminhões em diversos países. 

Segundo Valverde (2014) “Em São Paulo, se transporta a mais 
de 100 quilômetros do seu ponto de extração. A areia passa de R$ 
15,00 a R$ 20,00 para mais de R$ 60,00 e R$ 70,00 a tonelada, só por 
causa do transporte”.

Uma outra consideração é que o Sistema Nacional de Pesquisa 
de Custos e Índices da Construção Civil (SINAPI) tem gestão com-
partilhada entre a CEF e o IBGE, divulgando mensalmente os custos 
e índices da construção civil. A CEF é responsável pela base técnica de 
engenharia e pelo processamento de dados, e o IBGE, pela pesquisa 
mensal de preço, metodologia e formação dos índices. 

1  A ANM utiliza a densidade média da areia de 1,64 m3/tonelada.

2  30 x 1.6 = 48,00.
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Tabela 03 – Preço médio da areia por região – Brasil

PREÇO MÉDIO DA AREIA POR REGIÃO 
BRASIL

Areia Preço médio ANM3

2018
Preço médio – 2018 

CEF/IBGE
Região M3 R$ TON R$ M3 R$ TON R$
Norte 13,40 21,45 51,60 82,56

Nordeste 08,70 13,93 55,37 88,59
Centro-oeste 09,79 15,66 67,47 107,96

Sudeste 16,52 26,43 58,80 94,08
Sul 10,57 16,91 61,98 99,17

Preço médio nacional 2018 11,80 18,88 59,04 94,46
Preço médio nacional 2017 10,38 16,62 58,48 93,57
Preço médio nacional 2016 10,01 16,02 56,07 89,71

Fonte: O autor com dados da CEF/IBGE, 2020.

Na Tabela 03, o preço médio da CEF/IBGE alcança o preço 
mais baixo na região Norte e o preço mais alto na região Centro-Oes-
te. Em relação ao preço médio da ANM (valor da produção dividido 
pela quantidade produzida), percebe-se uma distorção de quase 100%. 
O menor preço fica com o Nordeste e o maior com a região Sudeste. 

Para efeitos deste estudo, considerou-se os preços médios do 
CEF/IBGE por região. 

Desta forma, a média nacional de preços de mercado em 2018 
foi de R$ 94,46/ton., um pouco superior à média dos anos anteriores.

2.6  Produção estimada de areia

Nas publicações Sumário Mineral e Anuário Mineral Brasileiro 
da ANM, existem uma série histórica da produção bruta de comerciali-
zação de areia baseada em estimativas que levam em conta a produção 
de cimento para a construção civil e obras de infraestrutura, pois há uma 
relação proporcional entre areia e cimento para a formação de concreto. 

3  Preço Médio ANM é o valor da produção dividido pela produção.



292 Revista Brasileira de Ciências Policiais

Brasília, v. 12, n. 6, p. 281-313 , Set.-Dez./2021

EXTRAÇÃO ILEGAL DE AREIA: O faturamento no Brasil e no mundo 

Esta estimativa foi criada devido à sonegação de dados não de-
clarados na confecção do RAL, com o objetivo de se estimar o consumo 
de areia. Ela parte do pressuposto que todo o cimento consumido, com-
prado em determinado ano, foi utilizado sem manutenção de estoques.

A metodologia utilizada leva em consideração que a quantida-
de comercializada de areia é estimada com base em coeficientes técnicos 
aplicados ao consumo de cimento para cada unidade da federação, após 
ajustes, como por exemplo, a retirada de quantidades de cimento utiliza-
das para fibrocimento, que não utiliza a areia em sua composição. 

A esses valores são somadas às quantidades deste agregado, uti-
lizadas nas obras de construção civil e em obras de infraestrutura. 

Além disso, a Associação Brasileira de Cimento Portland (ABCP), 
informa o consumo de material para construção de uma unidade residen-
cial padrão, cuja escolha para a base do estudo, ocorre em função da diver-
sidade de traços utilizados na indústria da construção civil. 

Segundo Kulaif e Recuero (2014, p. 32), no Sumário Mineral 
da ANM: 

Todas as Unidades da Federação do Brasil são produtoras de 
areia, conforme os Relatórios Anuais de Lavra (RALs) en-
tregues ao DNPM. Porém, dados indiretos obtidos a partir 
do consumo de um importante produto complementar, o 
cimento, indicam que os números obtidos através dos RALs 
estão muito aquém do total produzido em todas as regiões. 

Tendo em conta este fato, as estatísticas publicadas pelo 
DNPM para areia são estimativas com base em dados de 
consumo de produtos complementares, notadamente ci-
mento e asfalto, na indústria da construção.

A estimativa é elaborada com base em valores médios das 
quantidades de agregado miúdo por tonelada de cimento 
ou asfalto em concretos (coeficientes técnicos), por tipo de 
uso na construção. Esses coeficientes técnicos são resultado 
de estudos desenvolvidos por equipes técnicas da ANM, e 
estão em constante revisão.
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A utilização do cimento se dá em qualquer tipo de constru-
ção, do início ao final da obra. É o componente básico na formação do 
concreto, que é basicamente o resultado da mistura de cimento, água, 
pedra e areia. 

A regulamentação é de responsabilidade da Associação Bra-
sileira de Normas Técnicas, através das normas ABNT NBR 7211, 
30.03.2005, Agregados para concreto – Especificação; ABNT NBR 
7214, 2012, Areia normal para ensaio de cimento – Especificação; e 
os requisitos mínimos para os materiais que compõem o concreto são 
estabelecidos pela ABNT NBR 12.655, 2015, Concreto de Cimento 
Portland, preparo, controle, recebimento e aceitação – procedimento.

De acordo com Quaresma (2009, p. 6), a proporção de utiliza-
da de cimento com areia é de 1:4. 

O concreto, em média, contém 42% (quarenta e dois por 
cento) de brita, 40% (quarenta por cento) de areia, 10% 
(dez por cento) de cimento, 7% (sete por cento) de água e 
1% (um por cento) de aditivos químicos por metro cúbico. 
O concreto, em volume, é o segundo material mais consu-
mido pela humanidade, sendo somente superado pela água.

A Tabela 04 apresenta a produção regional brasileira de cimen-
to de 2011 a 2018.

Tabela 04 – Produção brasileira de cimento por região - Brasil

PRODUÇÃO BRASILEIRA DE CIMENTO POR REGIÃO – BRASIL

PRODUÇÃO
Milhares de 
Toneladas

2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018

Norte 3.585 3.698 3.544 3.276 3.223 2.797 2.638 2.486

Nordeste 11.938 13.815 14.519 15.503 14.734 12.837 11.491 10.851

Centro-oeste 7.082 7.635 8.278 8.605 7.639 5.836 5.777 6.036

Sudeste 32.324 33.596 34.202 33.403 29.937 26.695 25.384 25.370

Sul 9.164 10.065 10.418 10.423 9.750 9.391 8.713 8.810

Total 64.093 68.809 70.961 71.210 65.283 57.556 54.003 53.553

Fonte: Autor com dados do SNIC, 2020.
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2.7  Nível de ilegalidade

A partir da quantidade da produção de cimento registrada, po-
de-se estimar a quantidade de areia produzida. Comparando as duas 
produções no mesmo período, foi estimado o nível de ilegalidade na 
produção deste agregado para a construção civil. 

Conforme explicado anteriormente, a proporção de areia e de 
cimento para a formação do concreto é de 1:7 no Programa das Nações 
Unidas para o Ambiente (PNUMA). 

Segundo Meyer et al. (2013, p.7), o traço médio utilizado na 
construção civil é 1:3. 

MÉTODO DE ANÁLISE. Utilizou-se como parâmetro, 
para estimar a produção real de areia no estado, o consumo 
de cimento Portland, a saber, que esse está diretamente as-
sociado à produção e consumo local de areia. Na construção 
civil o cimento e a areia têm variações de demanda similares 
como parte dos compostos utilizados na mesma. O traço 
médio mínimo de areia e cimento utilizado na construção 
civil é de 1:3, ou seja, para cada porção de cimento são adi-
cionadas três porções iguais de areia, considerando o valor 
médio para todos os tipos de construção, de acordo com o 
Sindicado da Indústria do Cimento.

Neste estudo será utilizada a proporção de 1:4, de acordo com 
Quaresma, dentro de uma perspectiva conservadora, considerando 
que além do concreto a areia é utilizada como agregado de outras mis-
turas, como a argamassa. A tabela 05 apresenta os níveis de ilegalidade 
e de legalidade a partir das premissas estabelecidas.
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Tabela 05 – Consumo de cimento e areia (real) – Nível de Ilegalidade - Brasil

Nível de Ilegalidade4  da Areia – 2018- Toneladas
Região 1 - Produção 

Real de Areia
2 - Consumo 

Cimento 
3 - Consumo 

de Areia
4 - Quantidade 
de Areia Ilegal 

Nível de 
Ilegalidade %

Norte 1.495.114 2.485.871 9.943.484 8.448.370 85,00

Nordeste 6.289.392 10.851.401 43.405.604 37.116.212 86,00

Centro-
-oeste 7.025.643

6.036.100 24.144.400 17.118.757 71,00

Sudeste 37.686.764 25.369.595 101.478.380 63.791.616 62,86

Sul 24.260.356 8.810.227 35.240.908 10.980.552 31,00

Total 76.757.270 53.553.194 214.212.777 137.455.507 64,17

Fonte: O autor com dados da ANM e do SNIC, 2020.

O comportamento do nível de ilegalidade na produção de 
areia demonstrou ser bastante alto para as regiões Norte e Nordeste. A 
região Norte teve uma produção de 1.495.114 toneladas de areia, e a 
região Nordeste teve uma produção de 6.289.392 toneladas. 

O consumo estimado para a região Norte é equivalente a 15% 
de produção legal e 85% de produção ilegal e para a região Nordes-
te o equivalente a 14% de produção legal e 86% de produção ilegal. 
A região Centro-Oeste teve um nível de ilegalidade de 71%, a região 
Sudeste um nível de ilegalidade de 62,86% e a região Sul teve o menor 
percentual de ilegalidade com 69%. 

2.8  Faturamento da extração ilegal 

A Tabela 06 demonstra o faturamento da extração ilegal em 
2018, através da quantidade de areia ilegal estimada na Tabela 05 e os 
preços da areia constantes do item 2.5, estimados nos intervalos dos 
areais irregulares e no preço médio nacional CEF/IBGE.

4  O cálculo do nível de ilegalidade é a produção real de areia dividida pelo resultado da produção 
de cimento vezes 4, que é a proporção de areia resultante do consumo. O resultado percentual é 
multiplicado por 100 e diminuído de 100. 
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Tabela 06– O Faturamento da Extração Ilegal - Brasil

Regiões
Quantidade de 

Areia Ilegal

Preço da areia 2018 
R$

Preço/ton. nos areais irregulares Preço médio nacional 
CEF/IBGE

Toneladas R$ 48,00 R$ 80,00 R$ 94,46
Norte 8.448.370 405.521.760 675.869.600 798.033.030

Nordeste 37.116.212 1.781.578.176 2.969.296.960 3.505.997.385

Centro-oeste 17.118.757 821.700.336 1.369.500.560 1.617.037.786
Sudeste 63.791.616 3.061.997.568 5.103.329.280 6.025.756.047

Sul 10.980.552 527.066.496 878.444.160 1.037.222.941
Total 137.455.507 6.597.864.336 10.996.440.560 12.984.047.189

Fonte: O autor com dados da CEF/IBGE, 2020.

Com as análises das estimativas baseadas na produção de ci-
mento, levando-se em consideração os dados da Tabela 05, obte-
ve-se a produção estimada ilegal de 137.455.507 toneladas de areia, 
que multiplicado pelos preços estimados no item 1.4.3, entre R$ 
48,00 e R$ 80 a tonelada, encontra-se o faturamento da extração ile-
gal no Brasil, em 2018, resultando em de R$ 6.597.864.336,00 e de 
R$ 10.996.440.560,00. Utilizando-se o Preço médio CEF/IBGE, 
constante da Tabela 03, no valor de R$ 94,46 a tonelada, encontra-
-se o valor do faturamento da extração ilegal de areia no Brasil de R$ 
12.984.047.189,00.

2.9  Valor apurado com a CFEM

A Tabela 07 apresenta o quanto foi deixado de arrecadar com a 
CFEM, que a partir de 2018 é calculada na venda, sobre a receita bruta 
da venda, deduzidos os impostos sobre sua comercialização, pagos ou 
compensados; no consumo, sobre a receita calculada, ou o preço de 
referência definido pela entidade reguladora do setor de mineração.
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Tabela 07 – CFEM da Extração Ilegal de Areia – Brasil

CFEM DA EXTRAÇÃO ILEGAL DE AREIA - BRASIL

Preço 
Ton.

Valor da 
Produção 
2018 R$

CFEM 2018 
Arrecadação 

oficial R$

Faturamento da 
Extração ilegal

R$

CFEM/
Recolhimento %

CFEM estimada 
da extração ilegal 

R$

46,00 1.635.852.343 22.550.551 6.597.864.336 1,38 91.050.527,84

80,00 10.996.440.560 151.750.879,73

94,46 12.984.047.189 179.179.851,20

Fonte: O autor com dados da ANM, 2020.

O valor total arrecadado da CFEM com a areia em 2018 foi 
de R$ 22.550.551,00. A CFEM estimada - em função da extração ile-
gal de areia em 2018, considerando-se o índice médio na Tabela 02 
- foi 1,38%. A União, dessa forma, deixou de recolher valores entre 
R$ 91.050.527,84, considerando o preço dos areais irregulares de R$ 
46,00 a tonelada de areia, e R$ 179.179.851,20, considerando o preço 
de R$ 94,46 para o preço CEF/IBGE.

3. Aspectos globais da extração ilegal de areia

A abordagem acadêmica da extração ilegal de areia tem o viés de 
estimar a quantidade de recursos naturais que são extraídos criminosa-
mente, os seus impactos ambientais e o quanto o poder público deixa de 
arrecadar. Os valores estimados, se legalizados com uma maior fiscaliza-
ção e com ações mais efetivas, poderiam ser canalizados para o desenvol-
vimento dos países que possuem depósitos arenosos em seus domínios. 

Diversos estudos e reportagens nos últimos anos têm levanta-
do a hipótese de uma futura escassez de areia para uso na construção 
civil, devido tanto à extração legal, quanto à ilegal, por se tratar de um 
bem finito, cuja renovação demora milhões de anos.

A divulgação da dimensão deste crime na sociedade está se am-
pliando desde que começou o interesse tanto da comunidade científica 
quanto de organizações governamentais, que estão percebendo o pro-
blema sobre a ótica criminal e da escassez. 
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Entretanto, observa-se um poder público tímido em suas per-
cepções, entendimentos e ações, principalmente pelo desconhecimen-
to e descrédito do que está ocorrendo globalmente.

O interesse pelo problema da escassez da areia teve início 
numa reportagem pontual do jornal New York Times, que publicou em 
16/03/2007, uma reportagem com o título Neighbor Leaves Singapore 
Short of Sand, sobre a falta de areia em Singapura, decorrente do fato 
de a Indonésia ter proibido suas exportações de areia para aquele país, 
acarretando um impacto na construção civil, nas praias e nos demais 
ambientes insulares. 

O cineasta Denis Delestrac em 28/05/2013 lançou o documen-
tário investigativo Sand Wars no qual questiona se areia é um recurso 
infinito, se existe fornecimento suficiente para a gigantesca demanda 
da construção global, quais as consequências da mineração intensiva de 
areia de praia e de rios para o meio ambiente e para as populações.

Delestrac (2013) afirma que a areia é o recurso natural mais 
consumido depois da água e que a mineração ilegal de areia poderia 
tornar as praias uma coisa do passado, no final de século XXI. 

Devido à dificuldade em regular seu consumo, os recursos de uso 
comum são propensos a tragédias dos comuns, pois as pessoas 
podem extraí-los egoisticamente sem considerar consequências a 
longo prazo, eventualmente levando a sobre-exploração ou de-
gradação. Mesmo quando a mineração de areia é regulada, muitas 
vezes é sujeita a uma extração e comércio ilegal desenfreado.

Este documentário investigativo segue o caminho dos constru-
tores, contrabandistas e corretores imobiliários, além de especialistas 
ambientais que se esforçam para lidar com a ameaça da futura escassez 
de areia. Delestrac descreve os problemas ambientais globais em torno 
da areia e estabelece que o esgotamento significa um problema para a 
vida de todos.

A consequência mais importante deste trabalho foi a expres-
sa inspiração que ele proporcionou a Organização das Nações Unidas 
(ONU), que publicou em março de 2014, um estudo sobre os proble-
mas da escassez da areia, por meio do Serviço de Alerta Ambiental Glo-
bal do PNUMA (GEAS), que é um órgão da ONU para identificar, 
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selecionar e comunicar informações de alerta precoce, sobre questões 
emergentes para os tomadores de decisão. Ele analisa continuamente 
a literatura científica, os resultados das observações da terra e outras 
fontes de dados para produzir alertas amplamente distribuídos, fo-
cando em pontos críticos ambientais relevantes para a política, ciência 
ambiental e riscos ambientais quase em tempo real em um formato 
facilmente compreensível.

Esse estudo, denominado “Areia, mais rara do que se pensa” 
apresenta a situação como um problema a ser enfrentado, pois a areia 
representa o maior volume de material sólido extraído globalmente e 
com uma taxa muito maior que sua renovação, acarretando um grande 
impacto nos rios e ecossistemas costeiros e marinhos, resultando em 
erosão dos rios e das costas, redução do lençol freático e diminuição 
dos suprimentos. 

De acordo com o Relatório da PNUMA (2014, p. 2), em ter-
mos globais, a estimativa da extração de agregados está entre 31,96 e 
50,15 bilhões de toneladas, e a falta de dados torna a avaliação ambien-
tal muito difícil, contribuindo para a falta de conscientização sobre 
esta questão. 

Em termos globais, entre 47 e 59 bilhões de toneladas de mate-
rial são extraídas anualmente (Steinberger et al., 2010), das quais 
areia e cascalho, doravante denominados agregados, representam 
tanto a maior parcela (de 68% a 85%) e a aumento de extração 
mais rápido (Krausmann et al., 2009).  (...) A ausência de dados 
globais sobre mineração de agregados torna a avaliação ambiental 
muito difícil e contribuiu para a falta de conscientização sobre 
esta questão.

O PNUMA estima o uso global de areia indiretamente por meio 
da avaliação da quantidade de cimento para concreto. Com base nesse 
cálculo, para cada tonelada de cimento utilizada, o setor de construção 
civil dependeria de seis a sete vez toneladas de areia em acréscimo (2014, 
p. 2). Para ter-se uma ideia, no Brasil, essa estimativa é feita com base em 
um proporção de 1:4 em relação à quantidade de areia extraída

Dando repercussão ao estudo, em fevereiro de 2016 o jornal 
francês Les Echos publicou em seu site a reportagem “A guerra mundial 
da areia é declarada.” (HIAULT, 2016), e afirma que embora a explo-
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ração da areia da praia represente apenas 2,5% da produção total na 
Europa, os especialistas alertam que está aumentando. 

Até recentemente, a areia era extraída de pedreiras e rios; no 
entanto, a exploração do agregado marinho está em ascen-
são, dado o esgotamento relativo dos recursos da terra. No 
nível global, o  crescimento é exponencial, observa Pascal 
Peduzzi, pesquisador do Programa das Nações Unidas para 
o Meio Ambiente. Nós, sem dúvida, estamos preocupados 
com os futuros materiais de areia. A areia é mais rara do que 
costumávamos pensar (HIAULT, 2016).  

No estudo “A Tragédia Iminente da Areia”, da revista Science, 
é relatado que entre 1900 e 2010, o volume global de recursos natu-
rais utilizados em edifícios e infraestrutura de transportes aumentou 
23 vezes, sendo a areia e o cascalho a maior parte desses insumos de 
materiais primários, mais extraídos em todo o mundo. 

A revista digital  Conversation Global, publicou, em 
07/09/2017, a reportagem “O mundo enfrenta uma crise global de 
areia”, responsabilizando o aumento da demanda combinada com a mi-
neração irrestrita para atendê-la, como a receita perfeita para se obter a 
escassez da areia, afirmando que apesar do crescente interesse da mídia 
neste tema, não é comum a discussão científica, havendo omissão dos 
estudos quanto aos impactos ambientais da extração de agregados da 
construção civil.

Cita ainda, o crime organizado, que por meio de máfias na Índia, 
Itália e outros países, realiza o comércio ilegal de areia, abordando com 
propriedade os impactos resultantes da extração de areia, que tornam as 
comunidades praianas mais vulneráveis a inundações e tsunamis, como 
ocorreu no Sri Lanka, em 2004, comprovado pelo estudo intitulado 
Water Integrity in Action: Curbing Illegal Sand Mining in Sri Lanka, 
financiado pela Water Integrity Network e publicado em 08/10/2013:

A demanda aumentará ainda mais à medida que as áreas ur-
banas continuem a aumentar e o nível do mar aumenta. Os 
principais acordos internacionais, como a  Agenda para o 
Desenvolvimento Sustentável de 2030 e a Convenção sobre 
a Diversidade Biológica, promovem a alocação responsável 
de recursos naturais, mas não há convenções internacionais 
para regular a extração, uso e comércio de areia. 
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Enquanto as regulamentações nacionais forem levemente 
aplicadas, os efeitos nocivos continuarão a ocorrer. Acredi-
tamos que a comunidade internacional precisa desenvolver 
uma estratégia global de governança de areia, juntamente 
com orçamentos de areia globais e regionais. É hora de tra-
tar a areia como um recurso, a par com ar limpo, biodiversi-
dade e outros recursos naturais que as nações procuram ge-
renciar para o futuro (PEREIRA; RATNAYAKE, 2013).

Desta forma, percebe-se que a extração ilegal de areia é um 
grande problema global, que deve ser tratado com a importância devi-
da, em vista do que está ocorrendo em larga escala no Brasil, de forma 
silenciosa e persistente, fato que não enfrenta a fiscalização necessária 
e ainda aufere lucros muito significativos, praticamente sem resistência 
alguma. 

3.1  Estimativas globais da extração ilegal de 
areia

Os dados da produção de cimento podem ser utilizados como 
um dos principais métodos para estimar a produção dos agregados da 
construção civil, principalmente a areia, por existir uma relação entre 
as quantidades cimento e de agregados para a produção do concreto e 
argamassa. 

A produção de cimento global, de acordo com o Mineral Com-
modity Summaries (2020, p. 42), se multiplicou três vezes nos últimos 
25 anos, de 1,37 bilhões de toneladas em 1994, para 4,1 bilhões de 
toneladas em 2019, principalmente como resultado do rápido cresci-
mento econômico na Ásia, estimulado pelo desenvolvimento da Chi-
na, que em 2019 absorveu 53,66% da produção mundial de cimento, 
ou seja 2,2 bilhões de toneladas, com um crescimento de 450% em 20 
anos, enquanto o uso no resto do mundo aumentou 60%.

Neste contexto, seis países respondem por quase 70% (seten-
ta por cento) da produção mundial: China (53,66%), Índia (7,8%), 
Vietnam (2,32%), Estados Unidos (2,18%), Egito (1,85%) e Indonésia 
(1,80) e o Brasil com apenas 1,35%. 
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Em termos mundiais, duas considerações devem ser feitas a res-
peito da extração ilegal de areia. A primeira é que o nível de ilegalidade 
é maior em países em desenvolvimento do que em países desenvolvi-
dos. Por outro lado, a demanda por areia é muito maior em países em 
desenvolvimento, levando-se em consideração a população e a recupe-
ração econômica com novos investimentos no setor imobiliário. 

Desta forma, para efeitos deste estudo, será considerado o nível 
médio de ilegalidade para a extração de areia no Brasil, apresentado 
na Tabela 05, cuja estimativa apurada foi 64,17%, por abranger nessa 
média tanto características de regiões desenvolvidas, como o Sul, com 
uma taxa de ilegalidade baixa de 31%, como o outro extremo, a região 
Norte do Brasil, com uma ilegalidade de 85%.

Com a produção de 4,1 bilhões de toneladas de cimento no ano 
de 2019, e considerando que o consumo aparente de areia corresponde 
à taxa de 1:4, estima-se uma produção de 16,4 bilhões de toneladas de 
areia nesse ano (4,2 X 4 = 16,4). Utilizando a proporção do Programa 
das Nações Unidas para o Ambiente (PNUMA) de 1:7, encontra-se a 
produção de 28,7 bilhões de toneladas de areia (4,2 x 7 = 28,7). 

Importante observar que o Relatório do PNUMA (2014) esti-
mou que a extração de areia seria de 40 bilhões de toneladas ao ano, que 
na realidade é uma média dos percentuais apresentados no intervalo en-
tre 31,96 e 50,15 bilhões de toneladas, muito acima dos 16,4 bilhões de 
toneladas e dos 28,7 bilhões de toneladas, estimadas neste estudo. 

Entretanto, se fosse utilizada essa quantidade, tanto na propor-
ção nacional para o concreto de 1:4, ou mesmo da ONU de 1:7, a quan-
tidade de cimento deveria ser maior, pois com essa quantidade de areia 
ou a proporção seria de 1:9,525, ou a quantidade de cimento deveria ser 
de 5,71 bilhões de toneladas6, ou mesmo 10 bilhões de toneladas7. 

Em relação ao traço do concreto, Azevedo (2010, p. 21) afir-
ma que “na indústria da construção civil, o concreto e a argamassa são 
materiais que utilizam entre 70 a 90% de areia em suas composições”, 
posição compartilhada por Farias (2011, p. 28)8.

5  4,2 bilhões de toneladas de cimento/40 bilhões de toneladas de areia = 9,52.

6  Proporção 1:7 = 40 bilhões/7 = 5,71 bilhões de toneladas.

7  Proporção 1: 4 = 40 bilhões/4 = 10 bilhões de toneladas.

8  Plano de recuperação de área degradada na atividade mineral de extração de areia: análise de sua 
efetividade na região metropolitana de João Pessoa/PB.
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Em relações aos preços, nos Estados Unidos9, segundo Stron-
berg (2017, p. 7).

No segundo semestre de 2016, o preço de uma tonelada de 
areia fraturada ficou entre US $ 15 e US $ 20. Já em 2017 os 
preços estão chegando à marca de US $ 40 / tonelada, com 
a promessa de subir muito mais, caso a demanda comece a 
superar a oferta. O preço de US $ 40 / tonelada ainda é con-
sideravelmente menor do que o preço de pico médio pago de 
US $ 65 / tonelada obtido no último semestre de 2014.

Desta forma, por uma estimativa conservadora, observou-se que 
o preço médio nos Estados Unidos tende a ser uma média em outros 
países como no Brasil, será utilizado como base o preço médio da CEF/
IBGE da tonelada de areia de R$ 94,46, equivalente a US$ 19,0010.  

Utilizando a taxa de ilegalidade de 64,17% para uma produção 
total de 16,4 bilhões de toneladas de areia, encontra-se 10,52 bilhões 
de toneladas de areia extraídas ilegalmente.

Isto significa que em termos financeiros, multiplicando a 
quantidade extraída supostamente de forma ilegal, pelo preço médio, 
encontra-se o valor de R$ 993,72 bilhões11, ou seja, o equivalente a 
US$ 199,88 bilhões12. 

Calculando a proporção através do Programa das Nações Uni-
das para o Ambiente (PNUMA) de 1:7, para uma produção total de 
28,7 bilhões de toneladas de areia, encontra-se 18,42 bilhões de tone-
ladas e valor para a extração ilegal de areia de US$ 349,98 bilhões13. 

Ao considerar a proporção de 1:9,52 obtida em função da in-
formação do PNUMA de produção de areia de 39,03 bilhões de tone-
ladas ao ano, encontra-se 25,05 bilhões de toneladas de extração ilegal 
de areia com o  valor de US$ 475,95 bilhões14. 

9  Nos Estados Unidos em 2018, a produção de cimento foi 89 milhões de toneladas e a produção de 
areia para a construção civil foi de 426.000.000 toneladas. 

10  Valor do Dólar = R$ 4,97, no dia 05/06/2020.

11  10,52 X R$ 94,46 = R$ 993,72 bilhões.
12  R$ 10,52 X 19,00 = US$ 199,88 bilhões.
13  4,1 X 7 = 28,7. 28,7 X 64,17% = 18,42.  18,42 X 19,00 = US$ 349,98 bilhões. 
14  4,1 X 9,52 = 39,03. 39,03 X 64,17= 25,05. 25,05 x 19,00 = US$ 475,95.
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Entretanto, para uma estimativa um pouco mais conservadora, 
nesse estudo, será utilizada como estimativa da extração ilegal de areia 
no mundo os valores compreendidos entre a proporção estimada no 
Brasil (1/4) e pela PNUMA (1/7) entre US$ 199,88 bilhões e US$ 
349,98 bilhões.

A expressividade desses valores possibilitam a comparação com 
outros crimes globais.

A Global Financial Integrity – GFI15, é uma organização con-
sultiva sem fins lucrativos que produz análises de alta qualidade dos 
fluxos financeiros ilícitos em todo o planeta. Ela aconselha governos 
de países em desenvolvimento em relação a política eficaz de soluções 
técnicas para esses fluxos e promove medidas pragmáticas de transpa-
rência no sistema financeiro internacional, como um meio para o de-
senvolvimento global e de segurança.

A GFI, em 2011, produziu o primeiro ranking dos principais 
crimes globais, lançando o relatório Transnational Crime and the De-
veloping World, com o objetivo avaliar o tamanho geral dos mercados 
criminais e o faturamento de crimes transnacionais distribuídos em 
doze categorias: drogas, seres humanos, vida selvagem, mercadorias 
pirateadas, fraudes e moedas falsas, órgãos humanos, armas pequenas, 
diamantes e outras gemas, petróleo, madeira, peixe, arte e bens cultu-
rais e ouro.

No segundo relatório, de 2017, estimou-se as receitas geradas pelos 
11 crimes pesquisados, entre US$ 1,6 trilhão e US$ 2,2 trilhões por ano, 
com o objetivo de mobilizar governos, peritos, setor privado e sociedade 
civil organizada para enfrentar o sistema financeiro global subterrâneo, 
promovendo maiores recursos financeiros para que haja transparência.

Os dados que serviram de base para o Ranking da Global Fi-
nancial Integrity (GFI), referentes aos crimes ambientais, foram extraí-
dos do relatório de resposta rápida da UNEP16-INTERPOL Rise of 
Environmental Crime, de 04/06/2016, cujos valores passaram de US$ 
70-213 bilhões em 2014 para US$ 91-258 bilhões.

15  A GFI foi fundada em 2006, em Washington.
16  UNEP – United Nations Environment Programme.
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Em relação à mineração ilegal, o Relatório UNEP-INTER-
POL considera como mineração ilegal a extração de ouro, diamante e 
de pedras preciosas, não contemplando, em nenhum de seus estudos, a 
extração ilegal de areia.

Desta forma, utilizando como base os dados do Relatório 
Transnational Crime and the Developing World, da GFI, observando os 
dados do “Relatório do UNEP-INTERPOL: Rise of Environmental 
Crime, foi atualizada e adaptada a tabela do GFI, inserindo os valores 
apurados no item 1.6 da extração global ilegal de areia.

Tabela 08 – Ranking Atualizado dos Principais Crimes Globais – GFI/LFR.

CRIMES TRANSNACIONAIS FATURAMENTO 
US$ bilhões

1 Pirataria e Falsificações 923,0 a 1.130,0
2 Tráfico de Drogas 426,0 a 652,0
3 EXTRAÇÃO ILEGAL DE AREIA 199,9 a 350,0
4 Tráfico de Pessoas 150,2
5 Extração Ilegal de Madeira 52,0 a 157,0
6 Mineração Ilegal de Ouro, Diamantes e Pedras 

Preciosas
12,0 a 48,0

7 Pesca Ilegal 15,5 a 36,4
8 Tráfico de Animais Silvestres (Selvagens) 5,0 a 23,0
9 Roubo de Petróleo Bruto 5,2 a 11,9

10 Tráfico de Bens Culturais E Artísticos 1,2 a 1,7
11 Tráfico de Armas 1,7 a 3,5
12 Tráfico de Órgãos 0,84 a 1,7

Fonte: Adaptação de Luis Fernando Ramadon no Ranking da Global Financial Integrity – 
GFI. 2020

 

O resultado dessa interação coloca o crime de extração ilegal 
de areia entre os três de maior faturamento em escala mundial, com 
valores entre US$ 199,98 bilhões e US$ 349,98 bilhões. O primeiro 
colocado é a Pirataria e Falsificações com um faturamento entre US$ 
923 bilhões e US$ 1.130 trilhão; em segundo lugar o Tráfico de Dro-
gas, entre US$ 426,0 bilhões a US$ 652,0 bilhões; em quarto lugar 
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está o Tráfico de Pessoas com um faturamento de US$ 150 bilhões e 
em quinto Extração Ilegal de Madeira entre US$ 52 bilhões e US$ 157 
bilhões. 

4. Conclusão

A estimativa global sobre a extração ilegal de areia revelou que 
no mundo houve um faturamento ilegal entre US$ 199,88 bilhões 
e US$ 349,98 bilhões, valor que lhe dá a terceira colocação entre os 
principais crimes transnacionais, sendo superado apenas pela Pirataria 
e Falsificações, com um faturamento entre US$ 923 e 1.130 trilhão, e 
o tráfico de Drogas entre US$ 426 e 652 bilhões. 

No Brasil, a produção ilegal estimada é de 137.455.507 tone-
ladas de areia, com o faturamento de R$ 12.984.047.189,00, tendo 
a União deixado de recolher um valor entre R$ 91.050.527,84 e R$ 
179.179.851,20.

A ilegalidade do setor areeiro é flagrante, com perdas econômi-
cas para os municípios, estados e a União, além das perdas ambientais, 
com forte impacto em rios e lagoas, com imensas perdas hídricas. 

O combate aos problemas causados por esta atividade, deve 
ser efetuado de duas formas distintas e complementares. A primeira é 
a de inteligência administrativa, no qual o foco seria a extração legal, 
por meio de parcerias com outros órgãos e uma efetiva fiscalização, e a 
segunda através da inteligência policial, de forma a se combater a extra-
ção ilegal, com identificação das áreas e dos responsáveis pelos crimes.

Apesar da explícita deficiência de recursos humanos, a solução 
está em uma fiscalização eficiente pelos órgãos ambientais e policiais, 
com uma educação ambiental que destaque toda a cadeia degradadora 
e lucrativa e com a integração dos órgãos envolvidos, por meio de uma 
força tarefa.

A parceria entre a Polícia Federal, ANM e o Ministério Públi-
co Federal deve ser sistematizada para contemplar a identificação dos 
locais em que ocorrem as extrações ilegais e seguir o caminho da areia, 
da extração ilegal até à venda final.
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O estímulo e a qualificação permanente dos recursos humanos 
envolvidos nessa área, somados aos recursos modernos e necessários 
para o serviço de inteligência, devem embasar qualquer política de go-
verno, de forma a minimizar os malefícios causados, à sociedade brasi-
leira e aos cofres públicos, por estes crimes. 
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ILLEGAL SAND EXTRACTION: billing in 
Brazil and in the world

ABSTRACT

Sand extraction is one of the most environmentally impacting and unsustainable mining 
activities, degrading, polluting and silting rivers and lakes and eroding the soil by digging. 
In this sector, there is little reliable information about the extracted sand, hindering effec-
tive inspection by responsible public agencies. The objective of this study is to calculate 
the revenue from illegal sand extraction in Brazil and worldwide, taking into account that 
information, awareness and effective inspection, can be answers to reduce crimes and in-
crease the collection of financial compensation for extraction. mineral. It is expected to 
present as contribution an analysis of quantitative data, as a way of establishing a routine 
of information from the sand extraction sector, in order to contribute to the improve-
ment of the tax revenue, better inspection control and greater interaction, exchange of 
information. information between the agencies involved, such as the Federal Police and 
the National Mining Agency.

Keywords: illegal extraction; environmental impact; mining; sand; global crime.
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EXTRACCIÓN ILEGAL DE ARENA: 
facturación en Brasil y el mundo

RESUMEN

La extracción de arena es una de las actividades mineras más impactantes e insostenibles 
desde el punto de vista ambiental, degradando, contaminando y sedimentando ríos y la-
gos, y erosionando el suelo a través de la extracción en pozos. En este sector, existe poca 
información confiable sobre la arena producida, lo que dificulta una inspección efectiva 
por parte de los organismos responsables. El objetivo de este estudio es calcular el lucro 
por extracción ilegal de arena en Brasil y en todo el mundo, teniendo en cuenta que la in-
formación, la concienciación y la inspección efectiva, pueden ser respuestas para reducir 
los delitos y aumentar la recaudación de compensaciones económicas por extracción 
mineral. Se espera presentar como aporte un análisis de datos cuantitativos, como una 
forma de establecer una rutina de información del sector de extracción de arena, con el 
fin de contribuir a la mejora del sistema de recaudación fiscal, mejor control de inspec-
ción y mayor interacción, intercambio de información. información entre las agencias 
involucradas, como la Policía Federal y la Agencia Nacional de Minería.

Palabras-clave: extracción ilegal; impacto ambiental; minería; arena; crimen 
global.
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